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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo
Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney, de Educación, señora Yasna Provoste Campillay y de Transportes y Telecomunicaciones, señor René Cortázar Sanz.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:17, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de la sesiones 62ª, y 63ª, ordinarias, en 6 y 7 de noviembre de 2007, que no han sido observadas.


(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficio



De la señora Directora Nacional de Pesca, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, relativo a los informes técnicos que habría recibido del Instituto de Fomento Pesquero (IFOP), referidos a la veda de la merluza y las investigaciones realizadas sobre jibia.



--Queda a disposición de los señores Senadores.

Informes



Cuatro de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como integrante del Consejo Directivo de la Academia Judicial al señor Miguel Luis Amunátegui Mönckeberg (boletín N° S 1.019-05) (Véase en los Anexos, documento 1).



2.- Proyecto, iniciado en moción del Senador señor Navarro, que modifica la ley Nº 19.253 excluyendo de la justicia militar a los miembros que indica de las comunidades indígenas (boletín Nº 4.669-07) (Véase en los Anexos, documento 2).



3.- Proyecto de ley, iniciado en moción de la Senadora señora Alvear, sobre jurisdicción penal militar (boletín Nº 4.792-07) (Véase en los Anexos, documento 3).



4.- Proyecto de ley que modifica el Código de Justicia Militar alterando la competencia de los tribunales militares y suprimiendo la pena de muerte (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 5.159-07) (Véase en los Anexos, documento 4).



De la Comisión de Obras Públicas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre operación de embalses frente a alertas y emergencias de crecidas y otras medidas que indica (boletín N° 5.081-15) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Quedan para tabla.



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Letelier, señora Alvear y señores Naranjo, Sabag y Vásquez, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República respaldar la designación de un representante especial de Naciones Unidas para el tema de la violencia física hacia niños y adolescentes (boletín N° S 1.014-12) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Mociones



De los Senadores señores Horvath y Sabag, por medio de la cual inician un proyecto que modifica la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, con el fin de permitir la participación ciudadana en los procesos de calificación de las declaraciones de impacto ambiental (boletín N° 5.483-12) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Pasa la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



Del Senador señor Orpis, con la que inicia un proyecto de ley que sanciona el comercio ambulante (boletín N° 5.486-07) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción del Senador señor Sabag, por la que inicia un proyecto de ley que otorga la categoría de juzgado de asiento de Corte de Apelaciones al Juzgado de Garantía de Chiguayante.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política. 



Moción de los Senadores señores Orpis, Cantero y Flores, por medio de la cual inician un proyecto de ley que suprime cargos en el Consejo Nacional de Pesca y modifica su organización y funcionamiento.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el N° 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política. 

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señores Romero, Coloma, Muñoz Barra y Sabag, mediante el cual proponen que el Senado manifieste su rechazo a las expresiones y actuaciones que el señor Presidente de Venezuela realizó con ocasión de las sesiones de la última Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno y, asimismo, reitere la adhesión de Chile a las libertades civiles y políticas en el continente (boletín N° S 1.020-12) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa el informe de las Comisiones de Hacienda y de Salud, unidas, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica las leyes 19.378 y 20.157 y concede otros beneficios al personal de la atención primaria de salud (con urgencia calificada de “suma”) (boletín Nº 5.393-11) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Queda para tabla.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

El señor ORPIS.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Para referirse a la Cuenta, tiene la palabra Su Señoría.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, se acaba de acordar que la moción con la que se inicia un proyecto que sanciona el comercio ambulante pase a la Comisión de Constitución. Sin embargo, ella aborda una materia que, en mi opinión, es más propia de la de Economía, razón por la cual me parece que lo más lógico es que sea enviada a este último organismo. Básicamente, se trata de colocar serias restricciones para que opere el comercio ambulante, asunto que es más atingente a Economía.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si no hay objeción, la iniciativa será remitida a dicha Comisión.



Acordado.

--------------

El señor ORPIS.- Además, señor Presidente, como la moción que tiene por objeto suprimir cargos en el Consejo Nacional de Pesca -cuyos autores son los Senadores señores Cantero, Flores y el que habla- ha sido declarada inadmisible, pido que se oficie a la Presidenta de la República solicitándole su patrocinio a fin de que pueda ser vista por el Congreso.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se mandará el oficio correspondiente.



Acordado.

--------------

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Con la misma finalidad, señor Presidente, pido oficiar al Ejecutivo para que preste su patrocinio a la moción que pretende otorgar categoría de juzgado de asiento de Corte de Apelaciones al Juzgado de Garantía de Chiguayante, declarada inadmisible en la Cuenta.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se enviará el oficio solicitado por Su Señoría.



Acordado. 

V. ORDEN DEL DÍA

MEJORAMIENTO DE CONDICIONES DE TRABAJO Y REMUNERACIONES DE PERSONAL DE ATENCIÓN PRIMARIA DE SALUD

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, 
que modifica las leyes 19.378 y 20.157 y concede otros beneficios al personal de la atención primaria de salud, con informe de las Comisiones de Hacienda y de Salud, unidas, y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (5393-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 64ª, en 13 de noviembre de 2007.


Informe de Comisión:


Hacienda y Salud, unidas, sesión 65ª, en 14 de noviembre de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los objetivos principales de la iniciativa son continuar con el mejoramiento de las condiciones de trabajo y de remuneraciones del personal que labora en la atención primaria de salud mediante el otorgamiento de bonificaciones e incentivos y fortalecer los premios al desempeño colectivo de los equipos de salud que allí trabajan.



Las Comisiones de Hacienda y de Salud, unidas, discutieron el proyecto solamente en general y lo aprobaron por la unanimidad de sus miembros, Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Gazmuri (como miembro de los dos órganos), Girardi, Kuschel, Novoa, Ruiz-Esquide y Sabag, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados.



Cabe hacer presente que los numerales 2) y 3) del artículo 1º, el inciso cuarto del Artículo Tercero transitorio y el Artículo Sexto transitorio tienen carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación el voto favorable de 22 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero reconocer el trabajo efectuado por la Secretaría y el personal de las Comisiones unidas, pues se logró cumplir una tarea que nos encomendó la Sala ayer por la tarde, adicionalmente a la labor, bastante larga, que ya se venía realizando a propósito de la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos y a la que normalmente enfrentan las Comisiones de Hacienda y de Salud. En definitiva, en un plazo muy corto se ha conseguido elaborar un informe que permitirá a Sus Señorías efectuar el debate de la iniciativa en la Sala a partir de este momento.



En segundo término, deseo señalar que los representantes de la Confederación Nacional de Funcionarios de la Salud Municipalizada (CONFUSAM) que asistieron a las Comisiones manifestaron su respaldo al proyecto, así como su interés en que fuera tramitado con la máxima rapidez. Sin embargo, dichos órganos no tenían mandato de la Sala para estudiar el texto en general y particular a la vez, y el Ejecutivo tampoco lo había calificado con "discusión inmediata", urgencia que hubiese permitido analizarla allí en esa forma. 



Ahora, entrando en el mérito del proyecto, debo decir que este modifica el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal y deja en claro que las personas que se desempeñan para las entidades administradoras en labores directamente relacionadas con la provisión de atención primaria, aun cuando ellas no sean estrictamente asistenciales, también pertenecen a la correspondiente dotación de salud municipal. 



Enseguida, la iniciativa busca que las propias entidades administradoras definan la estructura organizacional de sus establecimientos. Con la modificación que se introduce a los artículos pertinentes se recoge dicha realidad para la fijación de la respectiva dotación. 



A continuación -y esto es de máximo interés para la organización gremial-, se concede un aumento de días de feriado al personal que se desempeña en zonas extremas, en términos similares a  los que tienen los funcionarios de la Administración Pública. 



El artículo 2º del proyecto modifica la ley Nº 20.157 en sus artículos primero y segundo transitorios, con el objeto de extender el plazo que fijó la citada ley para obtener la bonificación por retiro voluntario, desde el 5 de enero de 2009 hasta el 31 de diciembre de 2010, y de ampliar el cupo de funcionarios por los que se concederá un anticipo de aporte estatal para financiar dicha bonificación desde 1.119 a 2.238. 



También se concede una bonificación especial a los funcionarios que laboran en las Regiones Primera, Segunda y Duodécima, así como en las provincias de Palena y Chiloé y en la comuna de Juan Fernández. Al efecto, como Senador de la Región de Los Lagos, quiero valorar y enfatizar la incorporación a la bonificación especial de las provincias de Palena y Chiloé.



En cuanto a las normas transitorias del proyecto, se otorga, por una sola vez, un incremento de diez meses y medio de la indemnización de retiro que establece el artículo primero transitorio de la ley Nº 20.157, para aquellos funcionarios que dejen de pertenecer voluntariamente a una dotación de salud municipal, respecto de su total de horas contratadas, dentro de los 90 días contados desde el cumplimiento efectivo de los requisitos o desde la fecha de publicación de la ley, en su caso. Se incluye entre los beneficiados, además, a quienes ya se acogieron al beneficio que concede dicho artículo de la ley Nº 20.157.



La norma dispone que quienes no invoquen este incremento en los plazos indicados, se entiende que renuncian irrevocablemente al mismo, no pudiendo exigirlo en el futuro. 



Enseguida, se concede, también por una sola vez, un bono especial a los trabajadores de las entidades comunales que hayan dado cumplimiento a la meta de 85 por ciento de cobertura de vacunación para la tercera dosis de la vacuna pentavalente del Programa Nacional de Inmunizaciones. Este bono se pagará en dos cuotas: la primera, de 50 mil pesos, dentro de los 30 días siguientes a la fecha de publicación de la ley en proyecto, y la segunda, de 80 mil pesos, en el mes de marzo de 2008.



Los Artículos Tercero, Cuarto, Quinto y Sexto transitorios contienen las normas necesarias para materializar el traspaso de los trabajadores que al 1º de septiembre de 2007 se encontraban desarrollando alguna de las funciones contempladas en el artículo 1º, numero 1), de la ley en proyecto y estaban afectos a regímenes laborales distintos de la normativa contenida en la ley Nº 19.378.



Así, el Artículo Tercero transitorio dispone el ingreso de este personal a la dotación vigente dentro de los 90 días siguientes a la publicación de la presente ley, en el nivel y categoría que les corresponda de acuerdo con los requisitos y la experiencia y capacitación que acrediten. Continuarán en el mismo sistema de plazo fijo o indefinido que poseían a la fecha de su ingreso.



El Artículo Cuarto transitorio consagra la protección de las remuneraciones de quienes participen en este cambio estatutario.



El Artículo Séptimo transitorio dispone que en el evento de que la aplicación del Artículo Tercero transitorio implique un mayor gasto en remuneraciones para la entidad administradora, este será cubierto con un aporte de cargo fiscal, el que financiará solo la diferencia entre la remuneración percibida por el personal al 1º de septiembre de 2007, con los reajustes correspondientes y el valor del sueldo base más las asignación de atención primaria municipal de la categoría y el nivel que ha obtenido el funcionario en una carrera referencial lineal diseñada a partir del sueldo base mínimo nacional en relación con una jornada de 44 horas.



Por último, se señala que los aportes que corresponda efectuar a las municipalidades de conformidad con el último artículo transitorio mencionado, se transferirán en forma mensual por los Servicios de Salud respectivos, conjuntamente con los aportes regulares para financiar los establecimientos municipales de atención primaria de salud, y se reajustarán en la misma oportunidad y porcentaje que estos.



Reitero lo manifestado por el señor Secretario en su relación, en el sentido de que las Comisiones unidas aprobaron en general el proyecto por la unanimidad de sus miembros, haciéndose eco del interés de los trabajadores municipales en cuanto a que sea tramitado con la máxima agilidad posible.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, durante la discusión del proyecto en las Comisiones se plantearon las siguientes inquietudes.



La primera es que el artículo 3º concede, a partir del 1º de enero de 2007, una bonificación especial no imponible a los trabajadores regidos por la ley Nº 19.378 que se desempeñen en la Primera, Segunda, Duodécima y Décimo Quinta Regiones y en otras unidades territoriales que se señalan.



Nuestra posición ha sido la de que nosotros no deberíamos seguir aprobando bonificaciones no imponibles. El problema del daño previsional se explica, precisamente, por este tipo de prácticas, en virtud de las cuales los sueldos aumentan, sin que las imposiciones, que se calculan sobre la base de ellos, lo hagan en la misma forma. Entonces, cuando llega el momento de jubilar -a los 60 años, en el caso de las mujeres, y a los 65, en el de los hombres-, el trabajador se encuentra con que el monto de su pensión es sustancialmente inferior al de su ingreso mensual en actividad.



Nosotros aprobamos en general la iniciativa, pero hicimos hincapié en que el Ejecutivo debía enviar, tal como se ha realizado en proyectos similares, una indicación tendiente a establecer, además de la bonificación especial, el monto adicional necesario para hacerla imponible, el cual debería estar incluido en el total.



El segundo punto que planteamos dice relación a la obligación que se impone a las mujeres que cumplan 60 años de tener que acogerse al beneficio del incremento de la bonificación especial de retiro dentro de los 90 días posteriores a la publicación de la ley. 



¿Cuál es el problema que se presenta? 



Que las mujeres estarían recibiendo un beneficio que puede llegar a ser nominal. En efecto, es sabido que a las que tienen empleo les resulta más conveniente seguir trabajando después de los 60 años y juntar tres, cuatro o cinco años más de imposiciones y ganancias en sus fondos antes que, eventualmente, percibir un bono que puede ser inferior, desde el punto de vista económico, al valor de su pensión.



La Ministra de Salud se comprometió a analizar el tema y a revisar la disponibilidad de recursos fiscales para contemplar una solución similar a la que se ha dado en regímenes iguales al que se halla en estudio, en virtud de la cual si bien la mujer tiene la posibilidad de optar por el bono y acogerse a retiro, no está obligada a ello sino hasta cuando cumpla 65 años o se acabe el plazo del beneficio. De esa forma, la mujer y el hombre quedan en pie de igualdad.



La jubilación a los 60 años de edad es un beneficio establecido en favor de la mujer. En este caso, obligarla a pensionarse a los 60 años para acceder al bono la perjudica.



Finalmente, el artículo tercero transitorio establece el traspaso a la dotación de la entidad administradora de salud comunal del personal contratado. En mi opinión, ese cambio de régimen jurídico debiera ser visto por el órgano especializado: la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. 



Yo no estoy en condiciones de señalar si la referida norma se aplica por igual a todos los trabajadores o genera algún tipo de discriminación que es menester corregir. Los miembros de las Comisiones unidas de Hacienda y de Salud no necesariamente somos especialistas en cuanto al funcionamiento de las entidades administradoras de salud comunal ni tenemos conocimiento pleno del régimen de los empleados municipales.



Por lo tanto, sería bueno que la Comisión de Gobierno se pronunciara acerca de esos puntos.



En todo caso, señor Presidente, considero que, por muy de acuerdo que estemos en la idea de legislar, es importante que se fije un plazo para la formulación de indicaciones, a fin de que el Ejecutivo acoja los planteamientos que se le hicieron en las Comisiones unidas y, también, para que el proyecto pueda ser examinado por la Comisión de Gobierno. 



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, concordamos con varias de las disposiciones de esta iniciativa, que tiende a favorecer a quienes se desempeñan en la atención primaria de salud. Sin embargo, como señaló el Senador señor Novoa, hay a lo menos dos aspectos que nos preocupan.



Primero, el hecho de que la bonificación especial por desempeño en zonas extremas que se va a otorgar a partir del presente año no sea imponible.



Pensábamos que el Ejecutivo ya había tomado conciencia del daño provocado a los funcionarios cuando se les otorgan bonos no imponibles, por cuanto finalmente se termina afectando el nivel de sus pensiones. 



Por esa razón, durante la discusión del proyecto en las Comisiones unidas pedimos a la señora Ministra de Salud revisar la materia y complementar el monto de la bonificación en los valores suficientes a los efectos de que sea imponible sin cargo para los trabajadores, con el propósito de que vayan aumentando su ahorro previsional y al momento de jubilar obtengan pensiones cada vez más cercanas a sus remuneraciones reales.



También planteamos a la señora Ministra nuestras aprensiones con relación al artículo primero transitorio, mediante el cual se concede una nueva bonificación de estímulo al retiro a los funcionarios de la atención primaria de salud.



Ya habíamos legislado para conceder una bonificación por ese concepto, equivalente a diez meses, al personal que al año 2008 tuviera o cumpliera 65 o más años de edad en el caso de los varones y 60 o más en el de las mujeres (estas, con derecho a un mes extra). En la presente iniciativa esa fecha se extiende hasta el 2010, lo que nos parece bien, porque da mayor plazo para impetrar el beneficio.



Sin embargo, se establece una nueva bonificación, equivalente a diez meses y medio adicionales. ¿Para quiénes? Para aquellos que, cumpliendo la edad de jubilación (repito: 65 años los hombres, 60 las mujeres), se retiren dentro de los 90 días de publicada la ley en proyecto. Es decir, tales personas, publicada esta, tendrían que retirarse del servicio prácticamente de inmediato.



Recuerdo que discutimos el punto en esta Sala cuando se trató el proyecto relativo al Acuerdo Gobierno-ANEF. Y la Senadora señora Matthei planteó, con toda claridad, el daño que se provoca a las trabajadoras cuando se las obliga a pensionarse a los 60 años.



Nosotros no queremos cambiar la edad de jubilación en el caso de la mujer, pero deseamos que sea una opción voluntaria, de modo que no la perjudique, sino que la favorezca. Postulamos que a partir de los 60 años se establezcan estímulos para su retiro, pero que pueda hacer uso de ellos cuando cumpla 60, 61, 62, 63, 64 o hasta 65. De lo contrario, se pensionaría con cinco años menos de imposiciones; con un cálculo de cinco años más para la determinación de su jubilación, y sin los reajustes ni los intereses que en cinco años adicionales ganaría su fondo de pensión.



Por lo tanto, pensamos que el imponer a la mujer la obligación de jubilar termina perjudicándola. Y ello es peor aún si, como se consigna en el texto en debate, se le da un plazo de 90 días para hacerlo.



Señor Presidente, siento que, de alguna manera, este proyecto tiene una trampa; trae el caramelo, y detrás, el palo. Porque se dice: “Señora, le damos diez meses y medio más de indemnización. Pero como usted cumplió 60 años, tiene que irse dentro de 90 días”.



A mi juicio, esa no es la forma en que el Estado debe corresponder a quienes le han entregado toda una vida en la atención primaria de salud.



Por eso, nosotros vamos a aprobar en general la iniciativa, mostrando nuestra buena disposición sobre ella. Pero, sinceramente, esperamos que el Gobierno haga más justicia, teniendo en cuenta lo que se legisló para los trabajadores de la ANEF y lo que se dispone en esta oportunidad para el personal de la atención primaria de salud.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, el proyecto que nos ocupa es la continuación de otros aprobados en 2006 y durante este año para mejorar las condiciones de la que técnicamente se denomina “atención primaria de salud municipal”.



Como han expresado otros señores Senadores -no voy a repetir sus argumentaciones-, esta es una buena iniciativa. Fue elaborada sobre la base de una suerte de acuerdo entre la CONFUSAM y la señora Ministra de Salud; mejora las condiciones de retiro, y resuelve algunas diferencias entre la atención primaria y otros sectores de la salud. Por lo tanto, los Senadores democratacristianos la aprobaremos.



Sin embargo, hay dos planteamientos que quiero efectuar con mucha franqueza.



Uno -ya fue señalado- se refiere al beneficio que se concede en calidad de bono y no como parte del sueldo, del modo en que este se concibe, con imposiciones y todo lo demás.



Nosotros vamos a aprobar la norma pertinente. Pero coincidimos con los reparos hechos sobre el particular. No nos parece conveniente conceder a los trabajadores mejorías económicas sin capacidad de generar respaldo para su jubilación.



Lo que hemos ido haciendo en los últimos años ha sido nivelar un sistema de la Administración Pública que era disparejo y muy deficitario en algunos aspectos, por lo cual no se podía resolver todo de una sola vez.



No obstante, estamos dispuestos a colaborar para que esa situación mejore lo máximo posible.



Las otras argumentaciones del señor Senador que me precedió se discutieron en la mañana. Aparentemente, son razonables en algunos aspectos. Sin embargo, debo reconocer que no estoy muy convencido de que la situación sea como la planteó Su Señoría.



Ahora, sí creo que en la norma pertinente no hay trampa. Puede existir una interpretación inadecuada; puede tratarse de un planteamiento susceptible de ser observado desde distintos lados; podemos hacer un análisis completo, entre cargos y entre personas, pues la situación no es igual para todos. Pero no me parece apropiado insinuar que existe trampa, salvo que se especificara que se trata de una trampa involuntaria, con lo cual yo estaría bastante más satisfecho.



En todo caso, considero que nos hallamos ante un buen proyecto. Creo que ayuda en el camino de mejoramiento que estamos siguiendo. Y debo puntualizar que él no solo obedece a un asunto relacionado estrictamente con los trabajadores, sino que se inscribe en lo planteado como política del país en materia de atención primaria, que surgió de los debates de la reforma que vimos en la Comisión de Salud en su momento.



O sea, deseamos que el acento en el mejoramiento de la condición de la salud en Chile sea colocado en la atención primaria. Es la única manera de cumplir tres objetivos. Primero, dar la razón a la vieja frase “prevenir y después curar”. Segundo, lograr una atención más cercana a la gente, más humanitaria, más ligada a la relación directa con el paciente. Y tercero, de alguna manera, evitar lo que sucedió el año pasado, en el sentido de que la atención primaria es tan deficitaria en algunos lugares y en ciertos aspectos que el flujo termina llegando al nivel secundario, e incluso al terciario, como ha ocurrido con determinados hospitales de Santiago y de otras grandes ciudades.



Por eso, señor Presidente, vamos a apoyar el proyecto tal como viene.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, antes de pronunciarme en parte sobre el fondo, solicito que para la discusión particular el proyecto pase a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



La verdad es que no advertí la omisión durante la Cuenta de la sesión de ayer. Y de nuevo estamos tramitando una iniciativa de la mayor importancia a una velocidad que no me parece adecuada.



Creo que ese es el órgano técnico idóneo para analizar las materias de esta índole, pues tiene una visión de conjunto en cuanto a los diversos proyectos que se presentan sobre el particular, como el de la ANEF, el del bono poslaboral, en fin. 



Nosotros necesitamos tener en la Comisión de Trabajo una visión global de las distintas iniciativas que benefician en forma muy diferente a diversos servidores públicos. Gran parte de la discusión que hemos llevado a cabo en ella ha apuntado en el último tiempo precisamente a la creencia de que los funcionarios que laboran en distintas reparticiones debieran contar con los mismos incentivos remuneracionales o de jubilación.



Lo cierto es que se ha convertido en una verdadera técnica el dividir a los variados gremios y servicios del país con el propósito de negociar cláusulas distintas, que muchas veces son por completo arbitrarias.



Por de pronto, señor Presidente, si ya no ocurrió en la discusión general -por cierto, aprobaremos la idea de legislar, como ya se manifestó-, solicito que al menos en el segundo trámite legislativo la iniciativa sea analizada por el órgano técnico adecuado, que, a mi parecer. es la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



En segundo término, estimo que hay situaciones que debemos enfrentar y resolver con el Ejecutivo.



En el proyecto que nos ocupa uno observa con claridad contradicciones espectaculares.



Como en este caso se exige a las mujeres, para impetrar el beneficio, jubilar a los 60 años, la bonificación por retiro obtenida al pensionarse a esa edad no constituye una ventaja sino una desventaja, según ya lo hemos advertido -en particular la Senadora señora Matthei- en reiteradas ocasiones a propósito de iniciativas similares.



Por ejemplo, en el proyecto modificatorio del sistema previsional -lo estamos discutiendo en esta Corporación- se establece que para acceder al pilar solidario no se parte de los 65 años, sino desde el momento en que la personas solicitan ese beneficio.



Entonces, llama profundamente la atención que en el caso del pilar solidario, donde es el Estado el que tiene que contribuir -de acuerdo con la solución que se está planteando- para que las personas que durante su vida laboral no llegaron a un nivel de cotizaciones suficiente a los efectos de obtener una jubilación accedan a una pensión básica solidaria de vejez, esta no se gatille por la edad -ni siquiera la de 60 años; porque se propone 65 para hombres y mujeres-, sino por la solicitud del beneficiario. Este puede formularla a los 66, 67, 68 años, y ahí recién comienza a devengarse su derecho a la pensión básica solidaria.



Parte de las indicaciones que presentamos apuntan precisamente a procurar que las personas tengan legítimo derecho a que el pilar solidario empiece a operar una vez cumplido el requisito de edad, independiente del momento en que se solicite el beneficio.



Por lo tanto, considero fundamental que vayamos teniendo una visión, un criterio y parámetros comunes para determinar estos bonos.



Todos hemos pedido hasta el cansancio solución para el daño previsional de los servidores públicos. 



Precisamente, para la discusión que vamos a iniciar formulamos una indicación a fin de que se incorpore al articulado el daño previsional. Para ello, proponemos una fórmula en función de la tasa de reemplazo, a los efectos de que exista un bono complementario para todos los funcionarios públicos que cotizan en las administradoras de fondos de pensiones.



A diferencia de quienes permanecieron en el INP -a ellos sí les resolvimos el daño previsional en 1991-, a los afiliados a las AFP nunca se les ha dado una solución. Y todos estamos conscientes de que el problema de esos miles de funcionarios radica en que no pueden jubilar porque sus tasas de reemplazo son muy bajas; al final, no se pensionan. Muchas de esas personas se mantienen trabajando -incluso, algunas con cerca de 80 años-, ya que se les hace inviable jubilar. ¿Por qué? Porque el Estado les dio durante muchas décadas bonos y beneficios no imponibles.



Por consiguiente, en reiteradas ocasiones hemos señalado que no vamos a concurrir con nuestros votos para seguir entregando bonos no imponibles, pues eso significa engañarnos a nosotros mismos y no asumir el costo real, que se paga tarde o temprano, ya que la gente no puede pensionarse. 



Al final, se obtienen jubilaciones miserables, que todos criticamos por su escaso monto.



La pensión es reflejo de lo acumulado durante la vida laboral. Y, en tal sentido, el Estado está dando la peor de las señales.



Me gustaría saber si en el sector privado hay alguien que pueda pagar bonos no imponibles o sueldos con una parte no imponible.



Entonces, si de exigencias se trata en los planos laboral y previsional, estimo fundamental que los legisladores demos el ejemplo en cuanto a que el Estado va a ser el primero que cumplirá los requisitos en aquel aspecto.



Por lo expuesto, señor Presidente, considero esencial que este proyecto, dada su naturaleza, pase a la Comisión de Trabajo, porque son precisamente los temas que él aborda los que hemos estado discutiendo allí.



Como dije, ayer no advertí la omisión cuando se dio tramitación a esta iniciativa. De lo contrario, habría formulado solicitud a aquel respecto.



Ahora, como se fijará plazo para presentar indicaciones, me parece relevante que haya un informe del órgano técnico pertinente, sin perjuicio de los ejemplos que he señalado, que muestran las contradicciones existentes entre lo que se está haciendo con un proyecto y otro.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, ya se ha argumentado de manera suficiente. Por tanto, solo quiero señalar que valoramos el aumento de los días de feriado y que se dé una bonificación por zona a los funcionarios de la salud primaria que viven en lugares apartados. Se trata de beneficios que recibe el resto de la Administración Pública y de los cuales no gozaban esos trabajadores.



También nos parece positivo que se conceda un bono por realizar bien una tarea social como la de cobertura de vacunación.



Sin embargo, se plantean graves problemas y discrepancias con relación a la entrega de un bono de zona no imponible, porque este únicamente determinará, cuando el trabajador jubile, una disminución mucho mayor en sus ingresos. Y eso es algo que complica muchísimo a la gente.



A estas alturas, el Ejecutivo -y, sobre todo, el Ministerio de Hacienda- debiera saber que no aceptamos bonos o asignaciones no imponibles. Cabe considerar que el mayor costo de la medida correcta sería muy poco para el Fisco: solo 20 por ciento más.



Lo relativo al tratamiento de las mujeres en los planes de jubilación y de pronto retiro lo hemos señalado ya en muchas ocasiones como para que nos sigan enviando este tipo de proyectos. El Ministerio de Hacienda ya tendría que conocer también cuál es la posición del Senado en tal sentido. Nuestra Corporación completa votó en contra de que los beneficios se les otorgaran a las mujeres solo si se retiran a los 60 años. La mencionada Secretaría de Estado sabe que de ello resulta un perjuicio enorme, pues puede significar hasta 40 por ciento menos de pensión.



Por lo tanto, esperamos que en la votación en particular podamos votar igualmente a favor de la iniciativa. Pero ello ocurrirá solo si se corrige lo relativo a las asignaciones no imponibles y a que prácticamente se obligue a las mujeres a retirarse a los 60 años, a las cuales se pondrá en la situación de perder la bonificación especial o perder 40 por ciento de la pensión.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, quiero aprovechar esta instancia, tal como lo hice al mediodía en la Comisión, para reconocer la labor que cumplen los funcionarios de la salud primaria en todo nuestro país, fundamentalmente porque sobre ellos recaen innumerables exigencias y han sabido cumplirlas una tras otra. Cuando se han enfrentado a crisis, han sacado la situación adelante. Expreso un reconocimiento a cada una de las mujeres y a cada uno de los hombres que trabajan en el sector, en particular en la Región de Magallanes.



Por otra parte, creo que el Estado está dando el peor ejemplo. La señora Senadora y los señores Senadores que me han antecedido en el uso de la palabra no dejan de tener razón en sus planteamientos.



Las funcionarias y los funcionarios de la salud primaria tienen hoy la ilusión legítima de que el bono les llegue en lo posible el próximo mes. Así se han planificado en su día a día, en su vida. Y además esperan que sea retroactivo, para de allí en adelante recibir el beneficio año tras año, sobre todo quienes se desempeñan en las Regiones extremas.



También desean aprovechar los cinco días adicionales de vacaciones con que contarán quienes trabajen en esos lugares, en particular en Magallanes, que carece de conectividad por carretera con el resto del territorio -ello es sabido por todos-, de modo que es preciso salir por el lado argentino, lo que dificulta mucho el disfrute del período de descanso.



Si bien se ha pedido que el proyecto pase a otras Comisiones, ello no es con el propósito -así creo interpretarlo- de dilatar su tramitación. Todo lo contrario: media el más legítimo de los ánimos de perfeccionar la normativa que ha hecho llegar el Gobierno, en la cual se comete una vez más una total injusticia, en cuanto a que los bonos, tal como se ha mencionado, no son imponibles.



Pero existe una realidad. A estos funcionarios, mujeres y hombres, tampoco les sobra la plata mes a mes. Por lo tanto, pienso que estos dineros ya los tienen casi destinados para cubrir sus necesidades, en especial las de fin de año.



Por eso, el Estado vuelve a dar -repito- el peor de los ejemplos, vuelve a incurrir en daño previsional con sus trabajadores.



Además, no se incorpora a quienes se desempeñan a honorarios. Esa es otra horrorosa injusticia, porque se trata de gente que hace la misma pega, la misma labor, pero que, por estar en la calidad referida, queda marginada de estos beneficios. Eso no me parece justo. Creo que todos los funcionarios, que son solidarios, coinciden en que constituye una total iniquidad.



Tal vez se podría aprovechar de hacer extensivos los beneficios del proyecto al personal de la salud centralizada que realiza también labores de atención primaria, como ocurre, por ejemplo, en Porvenir, en la Región de Aisén, en los hospitales de menor complejidad. En nuestro país existen 99 establecimientos de ese tipo. ¿Por qué no favorecer a quienes cumplen igual labor?



Por mi parte, anuncio mi voto de total disposición a las funcionarias y los funcionarios de la salud primaria.



Sin embargo, paralelo a lo anterior, debo plantear con mucha fuerza que con esta iniciativa el Gobierno vuelve a causar un daño considerable a su propia gente, a sus propios trabajadores. Estoy seguro de que, por un lado, existe la necesidad prioritaria de recibir estos recursos económicos, pero, por el otro, también se sabe que se está cometiendo una grave injusticia, de la cual ellos mismos serán sus propias víctimas el día de mañana.



Si se estima que el proyecto debe pasar a otras Comisiones -la medida resulta legítima, pues imagino que la intención es perfeccionarlo-, ojalá ello se haga lo más rápido posible, a fin de que los funcionarios puedan recibir antes de fin de año un mejoramiento tan anunciado y que tanto esperan.



Anuncio mi voto a favor.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, no voy a agregar nuevas argumentaciones a lo planteado por los distintos señores Senadores respecto de los bonos y los otros beneficios económicos que el proyecto entrega a los funcionarios de la salud municipalizada.



Pero sí quiero detenerme en uno de los motivos de la iniciativa, que apunta a favorecer al personal de la atención primaria y modificar las leyes Nº 19.378 y Nº 20.157.



En la actualidad, la salud municipal registra dos tipos de trabajadores: los que laboran en los consultorios y postas, que se rigen por el Estatuto de Atención Primaria, y los que se desempeñan en las direcciones municipales de salud, que se rigen por el Código del Trabajo. El proyecto busca incorporar a estos últimos al Estatuto mencionado.



A mi juicio, las normas que nos ocupan -hubiera sido realmente interesante contar con la presencia de la señora Ministra de Salud para poder discutir acerca del tema- son claramente ambiguas.



En primer lugar, ¿todos los funcionarios de las distintas direcciones municipales de salud, de las trescientas y tantas comunas, pasarán a ser regidos por las disposiciones del Estatuto? La redacción del proyecto que tenemos sobre nuestros escritorios no lo responde, porque se establece una suerte de condición en el sentido de que la labor que realizan esté directamente relacionada con la atención primaria de salud. Y es factible que nos encontremos, en las trescientas y tantas realidades existentes, con personal que cumple trabajos administrativos que no pueden ser calificados como directamente relacionados con la actividad asistencial.



¿Quién va a calificar qué funcionarios se someterán al Estatuto y cuáles quedarán fuera? ¿Qué va a pasar con aquellos que resulten marginados por ese proceso?



Por lo tanto, esta normativa evidentemente no ha sido tratada con rigurosidad de detalle y puede generar mucho mayores dificultades, como, por ejemplo, en lo que dice relación a cuál será la estructura organizacional. Porque, si bien endilga la responsabilidad a los propios municipios, lo que se hace es incorporar a ese tipo de trabajadores a una normativa de carácter nacional. Por ello, no cabe duda de que se debe establecer una suerte de estructura organizacional al interior de cada una de las comunas.



¿Qué consignará el Estatuto de Atención Primaria en materia de calificaciones y de asignaciones de mérito, de desempeño difícil, de estímulo y otras que pueden contemplarse a futuro? ¿De qué manera se aplicarán al conjunto de los funcionarios?



Y esto es muy importante, porque ¿de qué modo las direcciones municipales de salud, hoy día regladas por el Código del Trabajo, serán contempladas en la nueva normativa? Me parece que lo más lógico es que, en las comunas donde haya más de un establecimiento de atención primaria, se las considere como entidades independientes en los procesos de calificaciones y de asignaciones de mérito, de desempeño difícil u otras.



En consecuencia, estimo que el proyecto no solo es ambiguo en ese sentido, sino que, además, no aborda una realidad a la que se verán enfrentadas trescientas y tantas comunas. En todas ellas se han organizado de una manera distinta las direcciones municipales de salud. Y ahora generamos una situación extraordinariamente compleja, porque algunos funcionarios serán traspasados al Estatuto de Atención Primaria y otros continuarán sujetos al Código del Trabajo. 



¿Cómo operarán las calificaciones, las remuneraciones, los incentivos? Eso no lo resuelve la normativa en estudio.



Por consiguiente, pienso que, con motivo de la formulación de indicaciones, es muy importante que el Gobierno entregue su opinión sobre el particular. Porque, de lo contrario, en lugar de resolver un asunto de carácter administrativo, estaremos generando una situación conflictiva, dificultosa, a las municipalidades, cual es cómo estructurar algo que hoy se encuentra en el Código del Trabajo y que el día de mañana pasará a un Estatuto de nivel nacional que regula los derechos y obligaciones de quienes se desempeñan en la atención primaria de salud municipal.



Tal como lo han anunciado los Senadores de la bancada de la Unión Demócrata Independiente, votaremos favorablemente la iniciativa. Pero juzgo que urge solucionar la cuestión antes de que sea despachado el proyecto de ley, para evitar diversas interpretaciones, así como también casos incómodos y difíciles, en particular con relación a trabajadores a quienes no se les calificará como relacionados directamente con actividades asistenciales.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, el Senador que habla también quiere adherir al reconocimiento a los funcionarios que se desempeñan en establecimientos de atención primaria de salud en las diversas comunas y a cargo de las municipalidades.



El Gobierno y el Ministerio de Salud se han preocupado de ese ámbito porque han entendido que es donde primero se deben resolver los problemas relacionados con la prevención, con el análisis de cada patología, procediendo la derivación a los hospitales solo cuando se trate de casos que realmente lo necesitan. Porque muchas veces ocurre que ingresan a ellos personas que deben ser atendidas en los consultorios. 



Por lo tanto, hago referencia al primer colador que debe existir en todas las comunas para atender de manera eficiente y en buena forma, como se ha estado haciendo, de modo que acudan a los hospitales solo quienes requieran una cirugía mayor.



Por esa misma razón, con fecha 5 de enero del año en curso fue publicada la ley Nº 20.157, la cual materializó un acuerdo alcanzado entre el Gobierno, la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales y la Asociación Chilena de Municipalidades, y contiene importantes beneficios para el conjunto de trabajadores de la atención primaria de salud.



Con posterioridad, el 17 de mayo, el Gobierno llegó a un nuevo acuerdo con la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales, el que consiste, fundamentalmente -como ya se señaló-, en la introducción de modificaciones a las leyes Nº 19.378, que contiene el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, y Nº 20.157, que concede beneficios al personal de la atención primaria, a fin de continuar con el mejoramiento de las condiciones laborales y las remuneraciones de los trabajadores que nos ocupan. En efecto, se otorgan bonificaciones e incentivos que contribuyen a satisfacer sus requerimientos, fortaleciéndose, asimismo, los premios al desempeño colectivo de los equipos de salud que realizan su actividad en los establecimientos respectivos.



Como miembro de la Comisión de Hacienda del Senado, puedo indicar que los nuevos beneficios representan un costo para el Estado del orden de mil 354 millones de pesos en 2007, de 8 mil 881 millones en 2008, de 11 mil 296 millones en 2009 y de 11 mil 383 millones en 2010. Se trata de un esfuerzo adicional bastante importante.



Existe pleno acuerdo de las organizaciones de los trabajadores, como señalé, que aceptaron el bono. 



También deseo manifestar que hemos defendido el derecho que las mujeres se han ganado de jubilar a los 60 años de edad. Por supuesto, no las obligamos a ejercerlo, pero se lo respetamos. Y si alguna desea seguir laborando hasta los 65 años, en buena hora, que lo siga haciendo.



Por eso mismo, señor Presidente, si el Gobierno, a raíz de la modificación en estudio del sistema previsional, desea otorgarles la pensión solidaria a los 65 años, hemos presentado una indicación -a fin de ser coherentes y consecuentes con los derechos que ya han ganado- para que el beneficio lo reciban a los 60 años de edad. Y esperamos que el Ejecutivo pueda acogerla.



Naturalmente, votaremos a favor del proyecto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, creo que se debe valorar el debate suscitado con motivo de la iniciativa legal en estudio.



Lamento que en la Sala no se encuentre ningún representante del Ministerio de Salud, porque, a veces, al plantearse estos temas, no se recogen…

El señor SABAG.- Al parecer, la señora Ministra no pudo asistir.

El señor PROKURICA.- No es necesario que asista personalmente. Podría haber concurrido la señora Subsecretaria u otra autoridad de esa Cartera.



Lo que expreso obedece a que los parlamentarios que me han antecedido en el uso de la palabra han expuesto con mucha claridad que ciertos beneficios están condicionados por verdaderas presiones, algunas de ellas inadmisibles, como la de una aceptación dentro de 90 días.



En lo anterior se incluyen los bonos no imponibles, modalidad que en varias oportunidades hemos señalado a Hacienda que en el Senado no aprobaremos, porque, si bien significa dar un “caramelo”, genera después un problema bastante serio. En razón de ello, hay gente que permanentemente protesta y se encuentra a la espera de proyectos de ley que solucionen problemas ocasionados por vacíos surgidos en otras épocas.



Destaco lo anterior porque, a veces, las cosas no son lo que parecen. Y, como algunos señores Senadores dicen que no ocurrirá algo así, quiero contarles lo que pasó en la Región que represento cuando aprobamos un proyecto de ley que permitía incorporar a la planta a funcionarios que estaban a contrata y pasar a contrata a otros que habían firmado contratos de trabajo. Resulta que muchos de ellos fueron presionados por gente del Ministerio de Salud para que renunciaran a los años de servicios si deseaban recibir el beneficio. Vale decir, fueron objeto de un apremio absolutamente indebido.



En consecuencia, señor Presidente, no existe coherencia entre el discurso que pronuncia el Gobierno y las medidas que plantea para funcionarios que a veces ganan muy poco. La gente del sector de que se trata se halla en una situación económica extraordinariamente difícil. He sostenido reuniones con ella en las que se expone que se registra un endeudamiento tremendo, producto de las bajas remuneraciones y de falta de personal para cubrir la gran cantidad de trabajo que dicho sector demanda.



Creo que debiéramos establecer alguna fórmula con el Gobierno o con algún representante del Ministerio de Salud para que los bonos sean imponibles y, además, para que no se generen las condiciones anteriormente descritas, las cuales, en la práctica, ocasionan daño a las personas, pues las obligan a tomar decisiones, a veces por necesidades económicas, que les producirán un perjuicio de por vida.



Por eso, me gustaría que las autoridades de salud recogieran los planteamientos formulados y los corrigieran durante la discusión particular del proyecto.



He dicho. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Por tratarse de una iniciativa que contiene normas de rango orgánico constitucional, si hay acuerdo, procederemos a cerrar el debate y a abrir la votación en general.



Acordado.



¿Algún señor Senador desea fundar el voto?



--(Durante el fundamento de voto).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, me parece bien que algunos señores Senadores hayan recordado la historia trágica del daño previsional, que se ha discutido muchas veces en la Sala. En cada oportunidad, se han formulado planteamientos por parte de autoridades de mi Gobierno, tendientes a buscar, de una manera u otra, la forma de paliar el perjuicio producido a un número muy importante de trabajadoras y trabajadores de nuestro país. 



Sobre el particular, todos quedamos impactados cuando personeros del Ejecutivo se refirieron aquí, en la Sala, a un bono de 50 mil pesos mensuales para los trabajadores que habían sido perjudicados en las AFP, como una forma de compensación. Se entregaría de por vida y no continuaría otorgándose a los herederos del beneficiario. 



Lamentablemente, hasta el minuto no se ha sabido nada de tal iniciativa. Pido que algún miembro de la Comisión de Hacienda nos informe, si es posible, qué pasó con dicho bono, ya que muchos de los parlamentarios presentes -incluso algunos de la Alianza por Chile-, con cierto grado de regocijo, comunicaron tal beneficio en sus Regiones y ahora les consultan cuándo se va a pagar.



Por mi parte, acabo de recibir una información que espero sea corregida en el debate respectivo: tal beneficio se encuentra en la nada misma; se ha perdido en la bruma burocrática de las negociaciones. En este momento no hay algo concreto que señalar a los afiliados a un sistema bastante anacrónico y discriminatorio.



Al parecer, solo en nuestro país sucede que a trabajadoras y trabajadores con la misma antigüedad, con el mismo grado, con las mismas funciones, se les aplican dos sistemas distintos: uno para quienes están en las AFP y otro para los pertenecientes al INP. 



Por eso, en muchas oportunidades hemos visto que ciertos beneficios entregados por el Ejecutivo son para unos y no para otros.



Cabe preguntarse, entonces, qué pasa con estos Gobiernos progresistas que hemos estado respaldando.

El señor LARRAÍN.- ¡Malos Gobiernos!

El señor PÉREZ VARELA.- ¡No son progresistas!

El señor MUÑOZ BARRA.- Quiero plantear, con absoluta libertad, que uno apoya aquello en lo que cree en tanto se diga en forma seria qué cosas se deben corregir o modificar. Creo que mi Gobierno no solo tiene que predicar, sino también practicar. 



Cuando aparecen estos famosos bonos no imponibles -como el consignado en el artículo 3º de la iniciativa-, quedo en una situación compleja por mi calidad de Senador de la Concertación. Y no puedo ocultar el rubor que ello me provoca. 



Debo recordar que, en esta misma Sala, Senadores de estas bancadas, cada vez que se han propuesto bonificaciones no imponibles, hemos jurado y rejurado que no votaremos favorablemente ningún beneficio con esa característica. Por lo tanto, espero que en la discusión particular del proyecto los que manifestamos aquello cumplamos nuestra palabra y no aprobemos el bono en las condiciones propuestas, ya que -vuelvo a señalar- el Estado chileno, por medio del Gobierno como su representante, no lo acepta ni perdona en el empresario privado.



Entonces, seamos claros y apliquemos la ley de igual forma para uno y otro sector. 



Por eso, señor Presidente y estimados colegas, me llama la atención esta nueva insistencia del Ejecutivo. 



Nos encontramos frente a buen proyecto, que felicito y aplaudo, porque pretende conceder bonificaciones e incentivos a quienes realizan trabajos tan especiales como los desarrollados en la atención primaria de salud, a fin de mejorar no solo la calidad de vida, sino también el desempeño profesional de esas personas. Sin embargo, tal objetivo se oscurece en alguna medida con la proposición tan -perdonen la expresión- “pirquinera” de conceder un bono que no se considerará para efectos previsionales en el famoso régimen de las AFP. 



Aquí se ha dicho que el personal de la atención primaria salud -y de esto estoy seguro y convencido- es el más mal pagado del sistema público. De allí que exista gran cantidad de funcionarias y funcionarios que no se ha acogido a retiro, habiendo cumplido sobradamente la edad para ello, porque cuando averiguan el monto de la jubilación a percibir como compensación por sus años de trabajo, se percatan de que representa menos de la mitad del sueldo que reciben en actividad.



En consecuencia, señor Presidente, esta es una buena oportunidad para reconocer la labor de las personas que se desempeñan en el sistema primario de salud.



No sé cómo me podrían obligar a cambiar de opinión respecto del bono propuesto; sólo si me dijeran que mi voto impedirá que estos trabajadores lo reciban. Pero insisto: mi propósito, muy sincero y transparente, es hacer lo posible para terminar ahora y para siempre, desde este sector del Parlamento, con las bonificaciones no imponibles. 



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, lo que más desean los funcionarios de la salud primaria es que aprobemos rápido el proyecto y no que se den razones para retrasar su despacho.



--(Aplausos en tribunas).



Lo digo, porque cuando uno escucha algunas cosas, pareciera que no tuviéramos claro cuál es el alcance de la normativa.



Esta iniciativa, por un lado, iguala a este sector con las conquistas que el Parlamento reconoció para la ANEF, lo cual es positivo, sin duda. Y, por otro, establece un conjunto de acciones con relación al otorgamiento de la bonificación especial por desempeño en zonas extremas. En este punto tengo reservas, pero no por lo que está en el proyecto, sino por lo que falta. Hay que diferenciar entre dicha bonificación y la asignación de zona.



Si uno viaja desde Punta Arenas a Santiago -el Senador señor Bianchi nos podría ilustrar al respecto-, ¿cuánto demora en llegar? Tres horas y media en avión -prácticamente es el único medio de transporte-, dependiendo de las escalas realizadas en el trayecto. Sin embargo, hay localidades, como Paredones, donde las personas, usando la  única locomoción posible, demoran más de cinco horas en llegar a la Región Metropolitana. Yo podría demostrar que en esos lugares la situación de aislamiento es mayor que en Punta Arenas y algunas localidades de Chiloé, pero no en todas.



Hago presente lo anterior, porque considero necesario volver a analizar en algún momento el tema de los bonos o las asignaciones que benefician a quienes trabajan en ciertas partes del territorio; más aún cuando aquí se discute que el empleador es la comuna. Y en varias de ellas hay un problema objetivo, que no tiene que ver con la lógica Concertación versus Alianza por Chile.



Estoy seguro de que el otro señor Senador que representa a la Región del Libertador Bernardo O’Higgins comparte conmigo el parecer de que existe un tremendo aislamiento en varios lugares de las Regiones Sexta y Séptima. No obstante, no son considerados cuando se habla de zonas aisladas y con dificultades. Normalmente, se trata de comunas pequeñas, sin capacidad de pagar mayores ingresos.



Por tanto, no tengo objeción a la entrega de este bono, que, a mi juicio, es muy importante. 



Sin embargo, pienso que resulta necesario hacer, en algún momento, una reflexión sobre el punto. Porque, con todo respeto a los colegas que representan zonas extremas, a veces algunos Senadores sentimos que para esos lugares se disponen muchos beneficios, lo que va en desmedro de los pobres de las Regiones ubicadas demasiado cerca de la Capital y muy lejos de Dios. O sea, la realidad del centralismo nos perjudica tremendamente.



En todo caso, es muy distinto un bono que una asignación. La política aplicada indica que las asignaciones son imponibles, pero no así los bonos. Y ello ha sido parte de la negociación efectuada por los trabajadores de la salud municipal. Por tanto, pienso que están equivocados quienes han anunciado que votarán en contra por causa de ese principio, dado que no han entrado en el detalle de la diferencia entre una situación y otra.



Quiero dejar constancia de eso, pues aquí tenemos una discrepancia conceptual.



Respecto de otras materias, la iniciativa procura generar un marco de incentivos para reconocer la labor de los trabajadores de la atención primaria, pero no porque sean los peor pagados. Que me disculpe el señor Senador que hizo esa afirmación -se retiró de la Sala-, pero los propios funcionarios de la atención primaria saben que quienes reciben menos son sus colegas de los servicios de salud. Esa es una realidad. Y, si queremos hacer un esfuerzo mayor, debemos orientarlo en esa dirección.



No pretendo iniciar un debate sobre el particular. Solo cabe formular un reconocimiento -así lo hago- de la capacidad de los dirigentes del personal de la salud municipal, que han alcanzado conquistas progresivas y sucesivas, las cuales han ayudado a mejorar la situación de esos trabajadores. Aunque todavía no es suficiente, sin duda, han logrado dar un salto muy importante hacia delante.



Señor Presidente, votaré a favor de la idea de legislar. Y espero que las reflexiones que aquí se han hecho no sean una excusa para atrasar el despacho del proyecto y que cuanto antes podamos encontrar la fórmula para igualar tales logros con las conquistas de la ANEF.



Por último, en las Comisiones que trabajaron sobre el acuerdo ANEF-Gobierno se estableció un criterio para las mujeres relativo al derecho y al plazo para postular a un beneficio. Al respecto, pediremos que lo consignado en la iniciativa en debate se iguale con lo que dispone la llamada “Ley ANEF”, a fin de permitirles ejercer tal derecho durante más tiempo, y no por el breve plazo que aquí se propone.



Voy a votar que sí.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, inicio mi intervención respaldando el proyecto que concede beneficios al personal de la atención primaria de salud, y solicito a mis Honorables colegas, esta tarde, que no dilatemos su discusión y que lo aprobemos a la brevedad, porque algunas normas rigen a partir del 1 de enero de 2007.



También deseo hacer algunas precisiones.



Con la entrega de la bonificación especial no imponible a los trabajadores de las Regiones de Tarapacá, Antofagasta, Arica y Parinacota y Magallanes; de las provincias de Palena y Chiloé, y de la comuna de Juan Fernández, se termina con una odiosa discriminación. 



Los funcionarios de la Administración Pública reciben un bono austral que, incluso, fue aumentado en el último proyecto de reajuste e incentivos, más conocido como “Acuerdo ANEF-Gobierno”. Mientras tanto, el personal de la salud municipalizada de la Región de Magallanes y el de los otros lugares señalados han venido solicitando este beneficio desde hace bastantes años. Felizmente, hoy día, mediante esta iniciativa, esos trabajadores, que cumplen labores de interés público como los demás de la Administración, se harán acreedores de una bonificación que se concede a contar del 1 de enero de 2007.



Esta es una reivindicación y una conquista importante para los funcionarios de la salud municipal de mi Región, de Iquique, de Arica y de Antofagasta. Vayan mi reconocimiento y mis felicitaciones al Presidente de la CONFUSAM y a los dirigentes de Magallanes por haber logrado que este bono se les cancele a partir de la fecha antes señalada.



Otro asunto que deseo precisar dice relación a que el Estatuto Administrativo, que regula a buena parte de los funcionarios del sector público, establece un feriado anual de 15 días, con ciertos aumentos derivados de los años de servicio y de la zona geográfica en que se habite. Uno de estos incrementos favorece al personal de las zonas extremas, al cual se le otorgan cinco días adicionales de vacaciones, con la condición de que sean usados si se sale de la Región.



Esa norma se repite en el proyecto, porque los funcionarios de la salud municipalizada de Magallanes disponían de un feriado de solo 15 días. O sea, se les discriminaba con relación al resto del sector público.



Pero debo agregar algo más. Y lo haré en la Comisión de Trabajo y Previsión Social -como lo pidió el Senador señor Longueira- o en las Comisiones de Hacienda y de Salud, unidas.



Se trata de lo siguiente: los trabajadores del sector privado de las Regiones de Magallanes y de Aisén, y de las provincias de Chiloé y de Palena gozan de 20 días de vacaciones. Debiéramos igualar, en este sentido, las condiciones de los funcionarios del sector público. Por eso, en la Comisión respectiva formularé indicaciones para que el personal de atención primaria de salud de las zonas mencionadas también tenga 20 días de vacaciones.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, seré muy breve.



Quiero señalar que conozco la situación de los funcionarios de la salud municipal, y la verdad es que este bono viene a reconocer un hecho de la más alta importancia social.



Estos trabajadores reciben directamente el impacto de los problemas de salud de mayor urgencia, con la agravante de que, en general, los médicos no son atraídos para atender en el sector municipalizado: van por un tiempo, practican, tratan de obtener una beca rápidamente y parten después a los servicios de salud centralizados o, fundamentalmente, al ámbito privado.



Por lo tanto, son los paramédicos, las enfermeras y los enfermeros quienes reciben a los que solicitan el auxilio en las noches, en días de lluvia y en condiciones adversas. Y deben hacer esfuerzos ímprobos para tratar de dar una solución, aunque sea mínima, por la falta de asistencia médica. 



Con la entrega de este bono, se hace un reconocimiento a dicha labor.



Por eso, voto a favor.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El Honorable señor Bianchi me ha pedido la palabra para hacer una aclaración.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, deseo precisar un punto que planteó el Senador señor Letelier, en cuanto a que habría zonas mucho más aisladas que la Región de Magallanes. Es probable.



Sin embargo, deseo recordar a Su Señoría que en la Región de Magallanes, por no disponer de conectividad carretera, no más allá de 8 a 10 por ciento de los habitantes cuenta con la posibilidad de trasladarse en avión, como lo hace un parlamentario, un ejecutivo, un empresario o un comerciante. El resto -pongo el ejemplo de una mujer abnegada que también ha liderado parte de este proceso, la señora Anita, quien se halla en las tribunas- tiene que endeudarse por más de seis meses para salir de Punta Arenas, porque los precios de los pasajes son muy caros.



Por lo tanto, el ejemplo brindado por el Senador señor Letelier no es el más adecuado, porque a Magallanes lo afecta un horroroso aislamiento que convierte a su sistema en algo absolutamente prohibitivo en el orden económico. Tanto es así que el último estudio del Banco Mundial establece que residir en regiones extremas del país resulta a lo menos 25 por ciento más oneroso que hacerlo en la zona central.



Reitero que votaré a favor del proyecto, porque entiendo la situación económica del sector público. Pero no voy a defender al Estado cuando deja de cumplir lo que corresponde a los trabajadores, en cuanto a que, cuando otorga un bono, debe igualmente cancelar las imposiciones.



He dicho.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (30 votos a favor).



Votaron la señora Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- 
Dada la urgencia del proyecto, propongo a la Sala que el plazo para formular indicaciones sea la próxima semana.

El señor MUÑOZ BARRA.- Perfecto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¿Habría acuerdo para el martes 20?

El señor ARANCIBIA.- Sí.



--Se fija como plazo para presentar indicaciones el martes 20 del mes en curso.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Además, debemos pronunciarnos acerca de la solicitud de que el proyecto pase a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- O sea, primero a las Comisiones unidas de Salud y de Hacienda, y luego, a la de Trabajo y Previsión Social.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- ¿El proyecto se analizará en Comisiones unidas?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Primero en las de Salud y de Hacienda, unidas, y después en la de Trabajo.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- ¿Podría ser más rápido el trámite si fuera a las tres Comisiones unidas?

El señor LARRAÍN.- Ello no es posible.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Lo pueden tratar en forma paralela.



El asunto se dilucidará en reunión de Comités, a fin de darle la máxima velocidad.

SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL PARA NIÑOS SOCIOECONÓMICAMENTE VULNERABLES

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  A continuación, corresponde ocuparse en el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados sobre establecimiento de una subvención escolar preferencial para niños y niñas socioeconómicamente vulnerables, con segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología e informe de la de Hacienda.



Como Sus Señorías saben, hoy día se presentaron las indicaciones, que son el producto de un acuerdo.



Entonces, para poder tratar el proyecto en esta instancia se requiere la unanimidad de la Sala. De lo contrario, deberá pasar a Comisión.

La señora PROVOSTE (Ministra de Educación).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora PROVOSTE (Ministra de Educación).- El Ejecutivo no tiene reparo en que las indicaciones sean analizadas la próxima semana por la Comisión de Educación y que, luego de que esta emita su informe, las discutamos en la Sala en la siguiente sesión.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Muy bien.

CREACIÓN DE SUPERINTENDENCIA DE EDUCACIÓN

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea la Superintendencia de Educación, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y urgencia calificada de “simple”.

5083-04

--Los antecedentes sobre el proyecto (5083-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 21 en 5 de junio de 2007.


Informe de Comisión:


Educación, sesión 62ª, en 6 de noviembre de 2007.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es crear una Superintendencia de Educación que evalúe y fiscalice a los sostenedores y a los establecimientos educacionales reconocidos oficialmente por el Estado en los niveles parvulario, básico y medio, a fin de que cumplan con los estándares establecidos para el sistema educativo.



Asimismo, la Superintendencia proporcionará información, en el ámbito de su competencia, a los miembros de la comunidad educativa y a otros interesados.



La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió el proyecto solamente en general y lo aprobó por la unanimidad de sus integrantes,  Senadores señores Cantero, Chadwick, Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. 



El texto pertinente se transcribe en su informe.



Cabe hacer presente que los artículos 1º, 3º, 35, 44, 45, 46, 47, 48, 52, 56 y 60, permanentes, y los transitorios primero, tercero, cuarto, quinto y undécimo tienen carácter orgánico constitucional, por lo que requieren para ser aprobados el voto conforme de 22 señores Senadores.



Cuando la iniciativa se discuta en  particular, deberá ser analizada también por la Comisión de Hacienda.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Procederé a abrir la votación, porque este es el último proyecto en tabla y se requieren 22 votos para aprobarlo.



En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora PROVOSTE (Ministra de Educación).- Señor Presidente, esta iniciativa forma parte de los acuerdos alcanzados el día de ayer entre el Gobierno, nuestros parlamentarios y la Oposición, con el objeto de fortalecer la institucionalidad pública en materia educativa.



El proyecto de ley establece la creación de controles y mayores exigencias. La Superintendencia de Educación, que será un servicio público descentralizado y dotado de personalidad jurídica, hará exigibles las rendiciones de cuentas y tendrá funciones fiscalizadoras, normativas, informativas y sancionatorias.



La iniciativa se enmarca dentro del objetivo de instalar un sistema de aseguramiento de calidad en la educación, que hoy deseamos impulsar con mucha fuerza. Y estamos seguros de que contribuirá a aumentar su calidad y, además, a otorgar transparencia al sistema formativo en general.



Sin lugar a dudas, lo que vivimos ayer también refleja la voluntad expresa de alcanzar acuerdos muy concretos en materia educativa y de avanzar en la instalación de un sistema de aseguramiento de la calidad pedagógica. En ello, la creación de la Superintendencia juega un rol central en el ámbito de la transparencia de recursos, ya que dispondrá de facultades para establecer, solicitar y ordenar auditorías y garantizar que los recursos que el Estado asigne se inviertan en lo que corresponde.



Agradecemos el apoyo brindado a la iniciativa en las Comisiones de Educación y de Hacienda, donde fue aprobada por la unanimidad de todos sus miembros. 



En los próximos quince días vamos a presentar indicaciones.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, la necesidad de mejorar la calidad de la educación de manera de que esta constituya realmente un instrumento para el desarrollo del país es uno de los asuntos que concita mayor consenso. Así, en las últimas horas hemos visto cómo todos los sectores políticos han participado de una forma u otra en ese afán.



También es importante reconocer que el marco regulatorio del sistema educacional con que cuenta actualmente el país es insuficiente -¡qué duda cabe!- para asegurar calidad y equidad. Contar con sistemas efectivos que garanticen esto es uno de los grandes desafíos por enfrentar.



El proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación es el instrumento que el Ejecutivo ha propuesto para avanzar en el derecho de los ciudadanos a recibir una educación de calidad, el cual se inscribe -como señala el mensaje- dentro de “un conjunto articulado de iniciativas para mover las condiciones en que opera el sistema hacia la calidad.”.



Se trata, entonces, de un primer logro: reconocer el problema existente e incentivar la discusión sobre la base de los mecanismos más adecuados y de acuerdo con nuestra realidad.



Es interesante recordar que un informe realizado por el Banco Mundial sobre sistemas efectivos para asegurar la calidad de la educación señala que los países exitosos en garantizarla muestran diferencias respecto a los marcos institucionales que utilizan para ese propósito.



¡Qué duda cabe de que no existen recetas mágicas ni únicas!



En consecuencia, el logro del aseguramiento de la calidad de la educación no depende de la aplicación de un esquema institucional determinado, aunque para este propósito todos ellos deben contar con un marco regulatorio que asegure ciertas condiciones.



El proyecto sobre creación de una Superintendencia de Educación en el país considera estas condiciones y propone avances en una adecuada dirección.



Vale la pena detenerse, especialmente en algunos aspectos.



En primer lugar, la institucionalidad propuesta constituye un avance al separar las funciones de formulación de políticas y las de evaluación y fiscalización. Actualmente, todas ellas corresponden al Ministerio de Educación. Entonces, separar las funciones de juez y de parte permite asignar explícitamente roles y responsabilidades a cada uno de los participantes del sistema, facilitando, además, una mayor especialización de todos ellos.



Un segundo aspecto que encara el proyecto se refiere al requerimiento de contar con una institucionalidad que aporte para el aseguramiento de la calidad de la educación en nuestros establecimientos de enseñanza, a través de los medios y capacidades que permitan promover un mejoramiento a través de un régimen adecuado de incentivos.



Regular la prestación de dicho servicio, generar indicadores de calidad y evaluar resultados son requisitos básicos para enfrentar las fallas del mercado educacional.



Sabemos que tratamos con un desafío mayor, porque, entre otras dificultades, el contenido de lo que se entiende por "calidad de la educación" difiere ampliamente entre los diversos agentes. Calidad no solo tiene que ver con aspectos visibles, como cantidad de profesores, equipamiento e infraestructura, sino que además involucra aspectos mucho más profundos y menos evidentes, que exigen el trabajo de equipos amplios y de excelencia en la asesoría y acompañamiento técnico pedagógico de los establecimientos.



También es importante mencionar que, a través del proyecto, se busca fiscalizar el buen uso de los fondos públicos comprometidos en los servicios educacionales que se entregan. Ello incluye tanto la transparencia en su uso como una información más clara sobre su disponibilidad. Se avanza así en resguardar la fe pública y en garantizar equidad en los recursos destinados a la formación de los niños, que es financiada por todos los chilenos.



Finalmente, el proyecto representa un avance, por cuanto incorpora la idea de introducir un sistema de rendición de cuentas en el ámbito de los organismos nacionales de educación, con sus correspondientes consecuencias. En la actualidad, no existe un sistema explícito y transparente que defina la responsabilidad de los establecimientos respecto de su propio desempeño. Reforzando lo anterior, con el proyecto se subraya ese deber y se proponen mecanismos para la entrega de una completa información a la ciudadanía acerca de los logros del sistema escolar.



No obstante la iniciativa en debate y los acuerdos a que se ha arribado en materia de reformas educacionales, debo manifestar mi escepticismo respecto de cómo estamos enfrentando el proceso de modificaciones en un área de vital trascendencia para nuestro país.



No me opongo a la creación de una Superintendencia de Educación, que, a mi juicio, ayudará al sistema vigente en ese ámbito. Pero me parece insuficiente, así como los consensos a que se ha arribado.



Tengo  preocupaciones que van en un sentido más profundo respecto a qué hacer para que nuestra educación sea de excelencia, y a ella puedan acceder todos aquellos que tengan méritos, al margen de su condición socioeconómica.



Lo que señalo se basa en hechos como el que enuncio a continuación.



Si consideramos el período comprendido entre 1998 y 2006, concluiremos que el gasto público en educación, expresado en términos reales, creció en 45 por ciento. En cambio, si cotejamos tal esfuerzo presupuestario con los resultados que registra la prueba SIMCE, en las disciplinas de lenguaje y matemáticas, encontraremos que, transcurridos ocho años, en la primera el logro fue positivo en +1,3 por ciento, lo que es muy bajo.

El señor ÁVILA.-  ¡Y seguirá así!

El señor MUÑOZ BARRA.-  Y en matemáticas fue negativo, de  -1,7 por ciento.



Es decir, algo se mejoró en lenguaje. En matemáticas, en cambio, la mayor inversión en educación no tuvo impacto. Aún más, transcurridos ocho años (1999-2006), los estudiantes sabían menos matemáticas que en 1999. Es decir, en rigor, no hemos mejorado la calidad formativa.



Con los nuevos instrumentos que estamos creando, esta situación puede, de alguna manera, mejorar. Pero tengo la convicción de que no será un gran avance. Y diré por qué.



Si se observa tanto a los que obtienen las mejores calificaciones como a los que logran las más bajas, medidas por la prueba SIMCE, encontraremos que los alumnos más ricos obtienen los mejores resultados, particularmente los que estudian en colegios particulares.

El señor ÁVILA.-  ¡Obvio!

El señor MUÑOZ BARRA.-  Y los más pobres logran las calificaciones más insuficientes.



Los dos quintiles de menores ingresos están bajo los promedios nacionales de medición de la prueba SIMCE y los dos quintiles más ricos obtienen los puntajes más altos.



Mirado de otra manera, los alumnos de la educación municipalizada pertenecientes al tercer y al cuarto quintil, es decir, aquellos que provienen de hogares con mayores ingresos (cabe aclarar que no existen estudiantes del quinto quintil -el más rico- en la educación municipalizada), alcanzan mayores puntajes promedios que en los dos quintiles más pobres.



Estudios internacionales elaborados en las últimas décadas han concluido reiteradamente que dos son los factores más importantes para asegurar buenos resultados educativos: el entorno sociofamiliar del estudiante y la efectividad  de la escuela.



En los países desarrollados, tales estudios atribuyen un peso de 80 por ciento a la familia y 20 por ciento a la escuela. En  América Latina, dichos porcentajes son de 60 y 40 por ciento, respectivamente.



En efecto, los hogares pobres o de bajos ingresos carecen de computador; de una pequeña biblioteca; de estímulo y orientación de los padres para aportar a la formación del niño; de espacio físico para dedicar horas al estudio y de un entorno familiar que culturalmente  estimule al niño, entre otras falencias.



En otras palabras, el origen socioeconómico de los educandos es un factor clave en su éxito o en el fracaso.



Para resolver tal situación, Chile debe mejorar la distribución del ingreso. De lo contrario, difícilmente daremos un salto cualitativo importante en la equidad  en educación. La experiencia  internacional señala que los países con mejor distribución del ingreso alcanzan mayor calidad y equidad en la educación. Esa es una lección que debemos aprender.



Pienso que una reforma educacional  debe ser más profunda e integral  y abordar aspectos como el que señalé.



Además del esfuerzo para mejorar la distribución del ingreso, nos corresponde reflexionar respecto del rol de los municipios, que hoy se encargan, sin mayor éxito, de la educación. Y también debemos atender aspectos educacionales propiamente tales, como mejorar la calidad de nuestra docencia y de los métodos de enseñanza, que hoy resultan rutinarios, memorísticos y aburridos; perfeccionar la dotación tecnológica de los colegios, mediante la incorporación de nuevas tecnologías de la información y de las comunicaciones al proceso enseñanza-aprendizaje. Y, como en los países desarrollados, debemos impulsar un mayor compromiso del Estado en el financiamiento de la educación en todos sus niveles.



No obstante, hoy estamos frente a un proyecto de ley que aborda una necesidad detectada por todos, cuyas motivaciones esenciales compartimos y que debe enfrentar el país.



De ahí la necesidad de legislar al respecto.



Hacia adelante, debemos  asumir el compromiso en los términos expuestos, a fin de que en el debate futuro consensuemos los arreglos y mecanismos más adecuados para alcanzar los propósitos perseguidos.



Señor Presidente, por supuesto, concurriremos con nuestro voto favorable a la iniciativa.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor  Chadwick.



Recuerdo que cada orador dispone de cinco minutos para su intervención.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, deseo precisar algunos aspectos del proyecto en debate.



En la Comisión de Educación concurrimos con nuestros votos favorables a la creación de una Superintendencia. Y lo hicimos antes de que se suscribiera el acuerdo en materia de educación que se concretó ayer. Y obramos así porque creemos que es importante y necesario contar con un organismo que tenga como misión principal y exclusiva todo lo que dice relación al control, fiscalización y transparencia del funcionamiento del sistema educacional y del cumplimiento de los deberes y obligaciones que dispone la ley.



Ahora bien, en el acuerdo que se celebró ayer se recogen fundamentalmente dos aspectos que nosotros consideramos muy relevantes: por una parte, la necesidad de perfeccionar el órgano de control, y por otra, lo relativo a la evaluación y seguimiento de la calidad de la educación.



¿Qué dice el acuerdo con relación a la Superintendencia? Lo señala su documento técnico, en el capítulo 3º y es algo que estimamos bastante trascendente en una entidad destinada a fiscalizar y a controlar: que será autónoma, tanto en su estructura superior como en cuanto a sus funcionarios y organismos técnicos.



En efecto, se dispone que el Superintendente será designado por el Presidente de la República de una terna que se confeccionará conforme al Sistema de Alta Dirección Pública. Por lo tanto, no estamos ante un funcionario de la exclusiva confianza del Primer Mandatario nombrado solo por él, porque, para reforzar los conceptos de autonomía y de profesionalización, se establece que la persona que encabezará el servicio será -repito- designada por el Presidente de la República de una terna elaborada conforme al Sistema de Alta Dirección Pública.





Además, el documento técnico que acompaña el Acuerdo agrega que todos los directivos de la Agencia serán seleccionados también a través del Sistema de Alta Dirección Pública, lo cual, a nuestro juicio, viene a potenciar a la Superintendencia como órgano de control, por cuanto su autonomía y profesionalismo nos garantizan que va a estar absolutamente ajena a cualquier intención o tuición de carácter político, gubernamental u otro de ese tipo. Un órgano de control no puede integrar un sistema en que se es juez y parte al mismo tiempo.



Ese es un aspecto fundamental dentro del acuerdo -lo quiero relevar hoy día- y, como ha dicho la señora Ministra, el Gobierno enviará las indicaciones correspondientes para efectos de materializar los principios de autonomía y profesionalización dentro del organismo de control.



Y hay un segundo elemento que deseo destacar. 



Nosotros señalamos que no nos parecía adecuado que la Superintendencia, como órgano especialmente orientado a la administración y control de los recursos administrativos y financieros destinados a la educación, fuese a la vez la entidad que desarrollara las funciones de evaluación y control de la calidad del sistema de enseñanza.



Hoy existe un principio básico dentro de la organización de la Administración Pública: que cada órgano cumpla una sola función. En la medida en que a un órgano se le asignan varias funciones, máxime si son de distinta naturaleza, este normalmente deja de cumplirlas con el grado de excelencia a que se debe aspirar.



Por eso, en el acuerdo sobre educación se resolvió que, junto con la Superintendencia, que se va a dedicar exclusiva o preferentemente al control de los recursos, a la administración del sistema financiero y a la supervigilancia del cumplimiento de cada uno de los deberes y obligaciones consagrados en la ley, se cree un sistema distinto, de aseguramiento de la calidad de la educación, con un órgano propio que tenga a su cargo, en especial, las funciones de evaluar, controlar, seguir y apoyar todo lo que diga relación a los estándares educacionales, para los efectos de garantizar un proceso que permita mejorar la calidad de la enseñanza. Pongo énfasis en que se tratará de un sistema distinto del de la Superintendencia.



Por tales razones, señor Presidente, concurrimos con nuestros votos a aprobar la idea de legislar respecto de este proyecto a la luz del acuerdo alcanzado sobre la materia -todos los señores Senadores lo conocen; fue muy publicitado en el día de ayer-, el cual se va a materializar en las indicaciones que el Ejecutivo enviará en el plazo indicado por la señora Ministra y que, por una parte, viene a perfeccionar y potenciar los sistemas y órganos de control y, por la otra, nos permitirá tener, por primera vez en la historia de Chile, una entidad destinada en forma exclusiva a asegurar la calidad de la enseñanza, principal propósito que tuvimos en vista para suscribir el acuerdo en materia de educación.



Voto a favor.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, todos coincidimos en la urgente necesidad de trabajar, focalizar esfuerzos y ser más autoexigentes en la tarea de proveer y asegurar contenidos, conocimientos y valores de calidad en nuestras aulas a las decenas de miles de educandos del país. Los radicales siempre hemos abrazado ese desafío con vigor, pero enfocados en el objetivo de concentrar todos los esfuerzos preferentemente en la educación pública.



Satisfacción nos dio escuchar a la Presidenta el pasado 21 de mayo, cuando comprometió más recursos para el sector.



La Concertación centró inicialmente su empeño en atender el deterioro que sufrió la educación durante la dictadura y, más adelante, en la modernización del sistema. Se avanzó en recuperar la dignidad de la profesión docente; se expandieron las matrículas universitarias, y se han entregado múltiples beneficios a los estudiantes. Todo esto, sumado a las obras de infraestructura, ha significado inversiones cuantiosas.



Sin embargo, los resultados no reflejan la magnitud del esfuerzo y de los recursos invertidos. 



Un gran factor de este problema ha sido la estructura administrativa y de gestión en la que se ha movido la educación en los últimos 25 años. La raíz  de la situación se encuentra en el sistema existente.



En la década de los 80, el sistema nacional de educación se atomizó. De una educación pública se pasó a un modelo en que imperó la política de mercado a través de algunos sostenedores particulares. 



La participación de actores no públicos ha sido, en algunos casos, desafortunada. Hay quienes han malentendido la función pública encomendada, procurándose solo un bienestar particular, en detrimento del interés de los educandos. 



Esta realidad nos obliga a una modificación del marco regulatorio existente.



El presente proyecto persigue incorporar, dentro de las garantías fundamentales, el derecho a una educación de calidad y la modernización del marco institucional actual, con el objeto de garantizar un sistema que, en su conjunto, llegue a todos los sectores, así como una administración eficiente, responsable y transparente de los recursos destinados a ese fin.



Una cuota de responsabilidad importante en el panorama descrito les ha cabido al rol subsidiario asignado al Estado en la materia y a la libertad de enseñanza, la cual, al no ser bien entendida, en este caso se tradujo simplemente en una política de mercado.



En la actualidad, el Partido Radical ha asumido una fuerte defensa de dos puntos que considera vitales en este ámbito. Desprejuiciados de posiciones dogmáticas, nuestras dos grandes banderas de lucha y trabajo han sido la regionalización de la educación pública y el mejoramiento de la asignación y fiscalización de los recursos estatales, para que ellos estén efectivamente dirigidos a una educación de calidad y orientados sobre todo a quienes más los necesitan.



A nuestro juicio, el proyecto avanza en el camino correcto. 



Con fuerza decimos hoy que los recursos que el Estado entrega debieran ser diferenciados para las entidades educacionales públicas. Pero, como en la actualidad el sistema sostiene, además, a particulares que participan en el sector, con más fuerza concurriremos con nuestros votos a aprobar esta propuesta del Ejecutivo, porque los dineros del Estado deben estar concentrados de manera efectiva en quienes más los necesitan y se debe fiscalizar también a los que mayormente se benefician con ellos.



Será tarea fundamental de la nueva entidad ejercer funciones sancionatorias, correctivas y disciplinarias, en especial respecto de quienes no cumplan las garantías mínimas exigidas ni se preocupen de respetar los acuerdos que la autoridad establezca.



Este novel órgano será el responsable de remitir los antecedentes al Ministerio de Educación, para que revoque los reconocimientos sectoriales que autoricen a un establecimiento particular o subvencionado funcionar como centro educacional cuando no alcance los estándares mínimos de calidad exigidos o no cumpla la tarea encomendada de colocar la información del establecimiento, de los sostenedores y de los docentes a disposición del público, de los estudiantes y de sus familias, para que estos puedan evaluar la educación que en cada uno se imparte. Lo anterior puede terminar por convertirse, finalmente, en un pilar fundamental para corregir el modelo educacional chileno.



Con esa misma convicción, a nuestro juicio, la figura del sistema de administrador provisional debe ser estudiada más a fondo, porque no es lógico que la gestión de los establecimientos educacionales deficientes, una vez cumplidos los plazos que se disponen en el artículo 60 de la iniciativa, vuelvan a sus titulares, sean estos particulares o municipales. Dichos establecimientos deben ser mantenidos garantizadamente por el Estado, en el caso de las escuelas públicas, en órganos más eficientes y responsables.



Por último, debo expresar que la educación pública no puede esperar más. En esa tarea, los radicales hemos comenzado a ayudar, seria y responsablemente -como siempre lo hemos hecho-, para que las decisiones que se adopten en materia educacional sean las mejores en pro del país y vayan en directo beneficio de quienes más lo necesitan.



En función de ello, voto a favor del proyecto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, en lo que respecta a la Superintendencia de Educación -sus atribuciones,  ventajas comparativas y lo que significa para la nueva reforma educacional que estamos efectuando-, pienso que ya se ha dicho todo. 



Prefiero limitarme a dos o tres aspectos vinculados con la iniciativa, con la reforma educacional que se inicia y con los acuerdos logrados y reflexionar un poco sobre lo que ha pasado en Chile en esta materia, porque da la sensación de que no hubiésemos avanzado nada en estos años. Y, en verdad, eso no es así. 



Uno debe considerar que el proceso educacional chileno, a favor o en contra de nuestras opiniones, es permanente. La educación nacional se ha perfeccionado, deteriorado, aumentado sus ventajas, retrocedido de repente en algunos aspectos, según la perspectiva de cada uno de nosotros, desde el año 1820. Y si deseamos ser justos con lo que pasó antes, debemos señalar que también hubo un proceso educacional que fue cambiando.



Yo no creo, por ejemplo, que se pueda decir que, a pesar de toda la inversión realizada desde 1988 hacia adelante, no se haya avanzado nada. Por de pronto, se ha progresado en cobertura, lo cual no es poco. Cuando se llega a los niveles que tenemos hoy, parece irrelevante preocuparse de esa materia. Pero cuando no contábamos con una cobertura adecuada, como sucedió en los años 1965 y 1966 -período en el que se efectuó la segunda gran reforma en Chile-, ¡por Dios que era importante y tenía una significación trascendente!



Se dice: las pruebas siguen siendo igualmente malas. Mi pregunta es si, cuando se efectúa tal aseveración, se toman en cuenta dos o tres hechos. El primero es que, cuando se aumenta la cobertura, es natural que, si no existe el dinero suficiente, la necesidad de atender esa mayor exigencia puede terminar generando una situación que contraríe un mejoramiento adecuado. Si sube la cobertura -como se ha hecho-, es posible que la eficiencia de la mayor inversión efectuada no tenga el resultado que uno hubiese querido.



En segundo término, señor Presidente, deseo hacer una prevención sobre cierta actitud que se ha observado en el último tiempo a raíz del crecimiento y desarrollo del país. Tenemos tendencia a compararnos permanentemente con naciones que no son comparables con la nuestra, específicamente en educación. Cuando se cree que por invertir la misma cantidad per cápita se pueden conseguir los mismos resultados de Nueva Zelanda, Australia o Finlandia, hay que tener cuidado, pues se están comparando realidades -y esto lo digo a raíz de la argumentación utilizada por un señor Senador que me precedió en el uso de la palabra- que no son comparables.



Si estamos de acuerdo en que la situación socioeconómica de una familia incide hasta en un 80 por ciento y por ello resulta esencial en la educación de los niños y jóvenes, ¿cómo podemos comparar la realidad de una familia chilena con la de una familia de esos países, que tienen un ingreso per cápita mucho más alto y una estructura social y una historia cultural a otro nivel? 



No digo que no se puedan hacer algunas comparaciones, pero sí es preciso tener cuidado cuando se realizan.



Y el tercer elemento, señor Presidente, es el siguiente.



Entiendo que la manera de medir la educación o, mejor dicho, la instrucción chilena es a través del SIMCE o de cualquiera de los otros instrumentos de medición que se ocupan en el mundo entero. ¿Pero es eso lo que realmente queremos medir con la reforma que estamos propiciando? ¿Es eso, específicamente, lo que nos interesa? 



En lo personal, considero indispensable, en una sociedad del saber como la que estamos hoy en Chile y en todo el planeta, que sepamos. Porque ahora el poder lo tiene el saber, a diferencia de lo que ocurría hace algunos años, en que el poder lo tenía la tierra o el dinero. Pero, ¡cuidado también! Resulta que uno de los países que miramos como modelo educacional a comienzos de los 90 fue Japón. Quien no aplaudía lo que pasaba allí hace unos diez años aparecía como obsoleto, como un dinosaurio absolutamente fuera de la realidad.



¿Qué se hizo en esa nación? Es evidente que ellos tienen muchas más horas de estudio al año (entre paréntesis, debo reconocer que aquí no se está cumpliendo el objetivo que se tuvo en vista con la jornada escolar completa).
Sin embargo, a la luz de las últimas estadísticas de la Organización Mundial de la Salud, vemos que actualmente en Japón el número de niños agobiados, que intentan suicidarse o que sufren depresión es tan salvaje que uno termina preguntándose, por lo menos desde mi visión humanista cristiana, si es eso lo que queremos y cómo podemos evitar que, aun haciendo bien las cosas, no terminemos con el mismo problema.



Quiero concluir señalando que vamos a votar a favor del proyecto. Hemos participado en su análisis y valoramos que constituya el primer paso concreto de los acuerdos a que se ha llegado, los cuales no representan un triunfo de alguien en particular, sino únicamente de la educación. Aquí nadie puede decir "Gané yo" o "Ganó el otro". La verdad es que todos ganamos en la medida en que gana la educación.



Señor Presidente, junto con destacar la importancia que tendrá esta iniciativa en la reforma educacional, he querido hacer estas pequeñas digresiones, porque creo que, para enfocar la educación chilena, obligatoriamente deberemos tener una visión mucho más amplia que aquella que se reduce a que los niños y jóvenes deben aprender más. Su formación comprende ocho o diez factores que deberemos tomar en cuenta si queremos hacer bien las cosas.



Voto que sí.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, quiero partir por valorar la política de los acuerdos, en especial el suscrito ayer,  relacionado con la educación.



Me parece que cada uno de nosotros tiene la gran aspiración de mejorar todas las cosas en nuestro país, pero, cuando unos y otros tiran para un lado distinto, sin llegar a acuerdo, resulta imposible avanzar. 



No me cabe duda de que el consenso alcanzado la víspera ha sido muy bien acogido por toda la ciudadanía, que justamente espera que nos pongamos de acuerdo para lograr cosas positivas en nuestro país. Y una de ellas, por cierto, tiene que ver con la educación. 



Los Gobiernos de la Concertación han realizado ingentes esfuerzos en ese ámbito. Se han efectuado enormes inversiones que se han traducido en un aumento de la cobertura y en un mejoramiento en lo relativo a salas cunas, prekínder y kínder y en las enseñanzas básica y media. Hoy cerca de 700 mil jóvenes llegan a la universidad, cuando en 1990 ellos no eran más de 190 mil. Es decir, hemos ido avanzando, fuertemente, en todo orden de cosas.



Sin embargo, la queja generalizada es que la calidad de la educación es muy mala y no guarda relación con la enorme inversión que se ha realizado en el sector.



Por eso, estos acuerdos nos permiten tener los votos para sacar adelante varios proyectos de ley; entre otros, el que crea la Superintendencia de Educación -ahora lo estamos votando-, que tendrá la función central de velar por la calidad del sistema educativo, la cual será ejercida a través de la evaluación, información, interpretación administrativa de normas, atención de denuncias y reclamos, control del cumplimiento de las leyes y fiscalización efectiva, para contribuir a mejorar el desempeño de los establecimientos educacionales y del régimen escolar en su conjunto.



No me cabe duda de que todo este esfuerzo del país en materia de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media y de roles de las instituciones públicas se traducirá en que nuestros niños aprendan de mejor forma, para que el progreso en dichos ámbitos sea acorde con el nivel de los avances del mundo.



Y esto -diría yo- es muy pertinente cuando nos hallamos discutiendo el Presupuesto de la Nación.



Llamo la atención de mis Honorables colegas en el sentido de que para educación se destinará 21,9 por ciento del Presupuesto de 2008; es decir, 3,5 billones de pesos, un tercio más de lo que se aprobó para el año en curso.



Haciendo una comparación, puedo señalar que siempre el Ministerio que se llevaba los mayores recursos era el del Trabajo. Y todos sabemos por qué: porque ahí se pagan las pensiones y todos los beneficios previstos para la gente más vulnerable. Pero ahora esta repartición se queda atrás, con solo 21,8 por ciento. Salud recibe 15,6 por ciento; Defensa, 9,5; Obras Públicas, 7,8. Y el resto de los Ministerios, Servicios y Poderes del Estado, 23,4 por ciento.



Entonces, el esfuerzo que se está haciendo en el ámbito de la educación es enorme. Y no podemos, lisa y llanamente, votar la plata sin esperar resultados. Se trata de una inversión inmensa que hace el país. Y es deber de todos preocuparnos porque rinda sus frutos. Y los frutos son el conocimiento que debe adquirir cada uno de nuestros jóvenes.



Por ello, con alegría, apruebo este primer proyecto producto del Acuerdo alcanzado, mediante el cual se crea la Superintendencia de Educación.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, el llamado “Bacheletismo Aliancista” hizo su debut en un proyecto emblemático: el de la Educación.



Considero necesario alcanzar el mayor rigor en precisar los alcances de esta y otras iniciativas a que dará lugar el Acuerdo logrado, el cual ha tenido una avasalladora repercusión pública en el país.



La señora Ministra nos ha dicho que se trata de una nueva arquitectura.



A ese respecto, conviene tener en cuenta el hecho de que, en realidad, lo que se está haciendo es agregar uno o dos pisos a una estructura que se mantiene intacta. Sus cimientos no serán tocados.



Desde luego, la institucionalidad no sufre alteración. Vanos han sido los esfuerzos por dejar establecido en el proyecto correspondiente un compromiso en el sentido de cambiar esta forma defectuosa de descentralización por otra, más racional, más coherente y que responda a una visión sistémica. El hecho de que la educación pública se encuentre fraccionada en 345 partes rompe conceptos esenciales para el éxito de un sistema que pretenda un mínimo de coherencia. 



Hay realidades que no pueden ocultarse. De 345 municipios, solo 12 poseen equipos técnicos apropiados para apoyar la labor educativa. El 80 por ciento de los niños más pobres del país se encuentran segregados en la educación pública a cargo de los municipios.



Aquí nada se hace por romper el denominado “apartheid educativo”. Los más pobres se educan en la educación municipal. La clase media alta puede hacerlo en los colegios subvencionados, pagando el Estado una parte, y los padres, otra; es decir, el sector público consagra la segregación, la apoya y, además, pone dinero para eso. La clase alta, por su lado, se educa en sus colegios particulares pagados.



Se dice que hay esfuerzos sostenidos por tratar de mejorar la calidad de la educación y conceder un derecho que hasta ahora aparece solo en la retórica: el derecho a una educación de calidad para todos.



Pero, mientras se mantenga la segregación, eso es imposible. Estudios científicos de la más alta competencia han comprobado que el 60 por ciento de los resultados académicos se explica en función de la extracción social del alumno. Si no hacemos nada por la integración, cualquier esfuerzo que se realice, por ingentes que sean los recursos puestos a disposición para este propósito, los resultados van a ser muy magros.



Es un mito aquello de que hay escuelas “buenas y malas”. Las “escuelas buenas” son las que seleccionan alumnos de extracción social alta, lo cual les permite conseguir mejores resultados precisamente por esa circunstancia. De ahí la mentira que año tras  año arroja el SIMCE en términos de dar a conocer los estándares, los rankings de calidad de los colegios. Siempre será lo mismo, en la medida que las bases que componen el sistema educativo chileno no se alteren sustancialmente.



Pues bien, he dicho que la institucionalidad se mantiene intacta. Pero todavía hay algo más grave: la selección del quinto año hacia arriba puede verificarse sin problemas. Y allí estamos colisionando con un derecho constitucional, cual es el de una educación de calidad para todos. Si se practica la selección, vamos a tener una segregación en la etapa formativa más importante de nuestros alumnos.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor ÁVILA.- No voy a alcanzar a extenderme a los otros puntos que deseaba mencionar, señor Presidente.



Para terminar, anuncio que, de aquí en adelante, el mercado ofrecerá dos grandes oportunidades de negocios. 



¡Atención, señores inversionistas y comerciantes...! 



Una permitirá contratar a terceros para realizar la verificación del cumplimiento de las normas de competencia. Y esto correrá por cuenta de la Superintendencia.



La otra viene dada por aquel “órgano distinto” del que nos hablaba el Senador señor Chadwick. Y acentúo la expresión por el hecho de que la Alianza consiguió un gran triunfo en este proceso: separar la fiscalización del aseguramiento de la calidad.



Debían ir juntos, obviamente, dentro de una misma orgánica. Sin embargo, quedaron completamente separados. De modo que la fiscalización andará por un lado, y el aseguramiento de la calidad, por otro.



Pero también habrá un campo de negocios muy propicio para “verificar” el aseguramiento de la calidad.



Entonces, ¡a crear agencias, para que después ocurra lo mismo que en la pesca, por ejemplo, donde los certificadores suben a los barcos y pagan los fiscalizados!



¡Así estamos en materia de fiscalización!



Ojalá que en el curso de la discusión, no solo de este proyecto, sino del conjunto de aquellos que se encuentran comprendidos en la reforma educacional, tengamos la posibilidad de hacer los mejoramientos necesarios. A ello nos obliga el compromiso de todos para que por fin un factor esencial de integración e igualdad de oportunidades, como es la educación, experimente la reforma profunda a que nos llamaron los "pingüinos" con su movimiento; a que convocan los profesores en su inmensa mayoría; a que los padres y apoderados también adhieren de manera ferviente.



Justamente esos actores, en la ceremonia de La Moneda, no pudieron alzar sus brazos, porque estaban ausentes.



¡Y ese es el drama!



La participación no puede ser un elemento meramente retórico: debe darse en los hechos. Y si vamos a transformar determinado ámbito de nuestra sociedad, hay que tener respeto por aquellos que lo integran y que son parte sustantiva de ese sector de chilenos que cifran sus esperanzas en lo que nosotros hagamos.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, yo no alcé las manos en La Moneda, pero me siento representado, pues estaba el Presidente de mi Partido. Por lo tanto, siendo las cosas así, supongo que se han hecho bien.



Ahora, creo que la creación de la Superintendencia de Educación, que es la materia que nos ocupa hoy, debiéramos discutirla en otra oportunidad. ¿Por qué? Porque el mensaje que dio origen a la iniciativa que aprobamos en general por la unanimidad de la Comisión habla de la necesidad de “establecer mecanismos de aseguramiento que protejan el derecho de los ciudadanos a recibir una educación de calidad”. Sin embargo, eso cambió.



Entonces, desde el punto de vista formal, no tendríamos que estar discutiendo este proyecto, pues varió su naturaleza. Él decía relación a la creación de una Superintendencia que, básicamente, tenía dos objetivos: por un lado, fiscalizar todas las inversiones que el Estado realiza tanto en la educación municipal cuanto en la particular subvencionada, y por otro, atender los aspectos involucrados en el plano de la calidad. 



En virtud de los acuerdos -los respeto, aunque no levanté las manos-, se creó un sistema de aseguramiento de la calidad de la educación que tiene una lógica distinta y es complementaria de esta.



Por lo tanto, desde el punto de vista formal, deberíamos recibir el proyecto que crea el referido sistema de aseguramiento, para los efectos de compararlo y procurar impedir que se produzca un fenómeno particularmente delicado: que se confundan los roles de ambas instituciones. 



Felizmente, la Comisión acogió la idea de legislar. Y, sin duda, voy a concurrir con mi voto, como lo hice en dicho órgano, a aprobar en general algo que viene sosteniéndose en el país no desde ayer ni desde anteayer.



Ya en 1980, durante el Régimen militar, hubo voces que señalaban la necesidad de crear una instancia superior, distinta del Ministerio de Educación.



Con posterioridad, los "pingüinos" -los jóvenes estudiantes que salieron a las calles- fueron quienes pusieron el tema como algo muy central: la creación de una instancia del Estado con máxima capacidad de fiscalización y que asegurara calidad.



En mi opinión, no solo se trata de que la Superintendencia vele porque se utilicen en forma adecuada los recursos públicos, los cuales se hallan destinados a un objetivo fundamental: mejorar la calidad del sistema. 



Y aquí vamos a tener una cosa rara, porque habrá una institucionalidad para fiscalizar los recursos y otra para fiscalizar la calidad de la educación. Ojalá que ambas se encuentren y que no tengamos dificultades posteriores para evaluar en forma adecuada.



Ya el Banco Mundial, a propósito de una petición que le hizo el MINEDUC el año 2004 -me parece-, estableció: "La experiencia de las políticas educativas de las últimas décadas muestra que el mercado y la competencia por sí solos no bastan para asegurar la calidad.". 



Eso no lo determinaron estas bancadas ni el Gobierno actual, sino el Banco Mundial.



De ocho experiencias conocidas, gracias a investigaciones realizadas por dicho organismo, se concluyó que el país con menos presencia del Estado en el proceso educativo era Chile. Y el estudio pertinente abarcó a naciones de los más diversos tipos: con predominancia católica, evangélica, protestante; africanas, asiáticas, europeas, latinoamericanas.



Cuando decimos que es necesaria la presencia estatal en el proceso educativo, no estamos pensando en el viejo Estado docente de los siglos XIX o XX. Eso terminó. En Chile nunca hubo un Estado docente como el que algunos piensan que pensamos establecer. Se requiere un Estado mucho más dinámico en este proceso. Es el único que se halla en condiciones de asegurar la calidad que el país precisa para enfrentar los desafíos del siglo XXI.



Por eso, a pesar de que lo que aprobamos en la Comisión de Educación, en mi concepto, es distinto de lo que vamos a tener en los próximos días -reitero que, desde el punto de vista formal, a lo mejor no debiéramos estar discutiendo ahora este proyecto, porque su naturaleza cambiará en breve-, voy a votar a favor de la creación de la Superintendencia en comento, que solo fiscalizará recursos, en el entendido de que tendremos la posibilidad de discutir algunas indicaciones que nos señaló la señora Ministra para los efectos de contar con un organismo en forma.



En particular, me preocupa lo siguiente.



Si aquella será una entidad fiscalizadora y el sistema educativo de nuestro país presenta deficiencias y debilidades, especialmente en Regiones, donde no hay una institucionalidad que permita llevar a cabo aquel cometido en forma adecuada, por cierto que esperamos debatir una indicación que posibilite fortalecer la Superintendencia de Educación para que cumpla como corresponde las tareas que la iniciativa en debate le va a fijar.



Por eso, votaremos a favor, entendiendo que el otro proyecto, aquel que crea la Agencia de Aseguramiento de la Calidad Educativa, reviste tanta o más importancia que el que ahora nos ocupa y, por lo tanto, esperamos tener la oportunidad de discutirlo dentro de poco.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, todos coincidimos en la importancia de poder colaborar al mejoramiento del alicaído y deprimente estado de la educación pública.



Por mi parte, me preocupan no solo los resultados concretos de la presente iniciativa -como dijo el Honorable señor Chadwick, la estudiamos y aprobamos en la Comisión de Educación antes de los llamados “acuerdos” con la coalición opositora-, sino también las declaraciones del Senador señor Allamand en el sentido de que este sería el primer triunfo del “desalojo”.



No sé si quienes alzaron las manos en La Moneda se hallaban conscientes de que al menos un importante parlamentario de la Alianza atribuye tal significado a ese gesto.



Por cierto, el Senador que habla no se encontraba entre ellos. Soy tan socialista como el Honorable señor Núñez y la verdad es que no comparto plenamente las conclusiones expuestas. Espero que tengamos la oportunidad de debatir en el Congreso los acuerdos políticos que mi Partido legítimamente ha tomado, pero que no son vinculantes para la soberanía que los ciudadanos han depositado en los parlamentarios a fin de analizar y decidir las leyes, máxime si no ha mediado ningún documento sobre ellos. Y como no conozco ni una línea, ni un solo concepto de los acuerdos, salvo una versión general, por supuesto no pude experimentar la alegría que algunos sintieron. 



Y esa versión general me inquieta, porque creo que, en definitiva, podíamos avanzar, dar algunas batallas y no rendirnos a la primera. No soy de los que claudican sin disparar un tiro. Me hubiera gustado un debate mucho mayor.



Ya existe el lucro, establecido por la dictadura. Ahora tendremos un lucro controlado, establecido por la democracia, una democracia controladora.



Debo puntualizar que el fenómeno de la Superintendencia no lo inventamos nosotros: existía una desde 1953. Ese año se creó una entidad específica para ejercer las funciones pertinentes. Sin embargo, disponía de poca capacidad ejecutiva. La ley concebía como un organismo asesor y consultivo a la Superintendencia de Educación Pública, que albergó en su seno al Consejo Nacional de Educación.



En 1974, el Gobierno militar dispuso que se disolvieran los órganos colegiados del sector de la educación y que sus facultades se concentraran en las respectivas autoridades ejecutivas. Así, la Superintendencia fue absorbida por el Departamento de Presupuestos del Ministerio de Educación, pero mantuvo su denominación hasta desaparecer formalmente dentro de la nueva Ley Orgánica de esa Secretaría de Estado. 



Entonces, existía tal concepto.



Llama la atención algo por lo cual nos alegramos mucho de haber discutido en la Comisión lo relativo a la Superintendencia, una muy buena idea e iniciativa del Ministerio. Ello se refiere a lo siguiente.



Se concibe a esa entidad como un organismo fiscalizador, funcional, y se establece, de manera particular, que ejercerá funciones extraordinarias, como proporcionar información, atender a los usuarios, disponer la fiscalización, evaluar el grado de cumplimiento de los estándares establecidos, fiscalizar el uso de los recursos públicos traspasados a los sostenedores, exigir rendición de cuentas, en fin. 



Luego se consigna que también podrá acceder a cualquier documento o libro que sea necesario para fines de fiscalización; ordenar auditorías a la gestión financiera de los sostenedores que reciban recursos públicos; impartir instrucciones; verificar el cumplimiento de todos los requisitos exigibles para mantener el reconocimiento oficial del Estado como establecimiento educacional, y, además -una cosa vital-, disponer el nombramiento de un administrador provisional cuando un colegio fracase, eventualidad en la que este será intervenido.



Considerando lo anterior, uno se pregunta: ¿es que nada de ello se podía hacer durante 26 años? ¿Desde 1981 todos los organismos, todos los liceos, todos los colegios recibían plata sin que ninguna de las medidas expuestas se pudiera aplicar? ¿El Estado no ejercía control alguno sobre esos establecimientos?



¡Así era! ¡Nada se podía hacer! Ninguna de las facultades que hoy día se propone entregar a la Superintendencia -¡y en buena hora!- se podía llevar a la práctica.



¿Por qué la educación pública se encuentra hoy en condición catatónica? Precisamente porque el Estado no contaba con ninguna de esas atribuciones para fiscalizar. Había un laissez-faire absoluto, es decir, la más amplia impunidad.



Por eso, la iniciativa en examen representa un avance sustantivo para poder ejercer mayor control, administrar mejor los recursos y, por cierto, ir en pos de una educación pública de más calidad. Solo sabremos si tal objetivo de la Superintendencia va a tener éxito cuando se informe respecto de los acuerdos políticos. El Senador que habla, al menos, no los conoce.



Así nos impondremos de si lo que se pretende es poner más gendarmes para cuidarle el lucro a la señora Patricia Matte, a quien reconozco una capacidad extraordinaria en la Sociedad de Instrucción Primaria -estudié en uno de sus establecimientos-,…

El señor PROKURICA.- ¡Malagradecido!

El señor NAVARRO.- … y de si la Superintendencia va a ser la guardiana del lucro de los privados o la guardiana de la calidad de la educación pública. 



¡Porque se pueden querer más gendarmes para que, cuando haya lucro controlado -como se consigna en los acuerdos políticos-, se evite que se lo lleve alguien más que los sostenedores!



Ese es un aspecto que se debe dilucidar al calor del debate.



La Superintendencia se encargará de administrar la calidad de la educación y, efectivamente, controlará más, pero quiero saber qué va a controlar.



¡Sesenta y siete por ciento de los establecimientos educacionales de enseñanza media en la Región Metropolitana -que cuenta con seis millones de habitantes- son particulares subvencionados!



No es cierto, sino falso, y constituye una ironía sostener que se está privatizando la educación, Senador señor Ávila. Esta ya se encuentra privatizada en una forma muy amplia. Lo que hemos de hacer es rescatar, básicamente, lo que está quedando y tratar de recuperar terreno. Porque, como no variará de modo sustancial la institucionalidad; como no se modificará la municipalización y las corporaciones comunales seguirán haciendo perder la vida a millones de estudiantes al entregarles una pésima educación, la fiscalización recaerá en un sistema cuyas bases se hallan severamente dañadas. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor NAVARRO.- Termino de inmediato, señor Presidente.



Estamos dando pasos sustantivos, pero no yendo al fondo del problema. En los acuerdos políticos no se toca el financiamiento compartido; se mantiene la selección, y se habla de “lucro controlado”, tal como antes se empleaba la expresión “democracia protegida”.



Como lo hice en la Comisión, voy a votar favorablemente la iniciativa, señor Presidente.



Ya conoceremos las indicaciones anunciadas por la señora Ministra. Solo pido que también se nos permita formularlas. Si el Ejecutivo las presentará en un plazo para tal efecto, entiendo que los Senadores tendremos la misma posibilidad.

El señor ÁVILA.- ¡Siempre que se tomen de las manos…!

El señor NAVARRO.- Así es.



Espero que no sea parte del acuerdo político, señor Presidente, el que no podamos presentar indicaciones. No estoy dispuesto a entregar la facultad que nos han concedido los ciudadanos para debatir sobre la educación pública.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand. 

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, quiero anunciar que los Senadores de Renovación Nacional votaremos a favor del proyecto y, fundamentalmente, hacer algunas reflexiones.



La primera dice relación al contexto en que surgió esta iniciativa y, en especial, a aquel en que han tenido lugar los acuerdos alcanzados en el ámbito educacional.



El tema no es menor. Y de las exposiciones de los Honorables colegas que me antecedieron en el uso de la palabra uno podría apreciar que existen, casi transversalmente, dos posiciones bastante distintas.



El Senador señor Muñoz Barra puso a disposición de la Sala un conjunto de antecedentes que, a mi juicio, son muy importantes.



¿Cuál es el estado de la educación chilena? ¿Es boyante, promisorio, esperanzador? ¿Tenemos por delante un camino lleno de posibilidades y oportunidades para todos, o, por el contrario, estamos en una situación crítica después de 17 años de gobiernos de la Concertación?



La verdad de las cosas es que en esto las cifras hablan por sí mismas. Los resultados educacionales son malos, desiguales y se encuentran estancados. Y las cifras expuestas por el Honorable señor Muñoz Barra en términos del aumento del gasto en educación y del nulo avance en materia de resultados reflejan esa realidad.



A la inversa, el Senador señor Ruiz-Esquide -a quien respeto, al igual que a todas sus opiniones- dice, por ejemplo, que las pruebas SIMCE no le gustan; que no constituyen un sistema de medición adecuado.



¡Muy bien! Tal vez así sea. Pero, entonces, cabría preguntarse lo siguiente. Si dicho sistema existe desde el año 1988 y a la Concertación no le gusta, ¿por qué no ha sugerido uno diferente? Es completamente absurdo rechazar un sistema de medición sin proponer su reemplazo. Es algo tan “tirado de las mechas”, en el buen sentido de la palabra, como decir: “De ahora en adelante los médicos van a tener que operar sin termómetro”.



Está bien, el SIMCE no es perfecto. Entonces, pregunto: ¿tendrán alguna ventaja, por ejemplo, ciertos sistemas internacionales? Existen dos:…

El señor ÁVILA.- ¡De qué va a servir el termómetro...!

El señor ALLAMAND.- ... PISA, que mide lenguaje, y TIMMS, que lo hace en el caso de matemáticas. ¿Cómo nos ha ido con esas mediciones, no con la del SIMCE? ¡Pésimo!



Desde el punto de vista de los recursos que gasta el país, los resultados que obtenemos en ambas mediciones internacionales denotan que la gestión y los logros en educación, como dijo el Senador señor Navarro -y, en ese sentido, estoy de acuerdo con Su Señoría-, son deprimentes.



Entonces, es muy importante conocer el punto de partida del acuerdo: la educación chilena pasa por un muy mal momento; y es preciso empezar a remontar la situación.



La segunda reflexión, señor Presidente, tiene que ver, en lo básico, con el verdadero aporte que significa esta estructura institucional.



Todos sabemos que modificar las instituciones del sector público es siempre particularmente complejo. Sin embargo, hoy se ha dado un gigantesco paso en la dirección correcta, en términos de un remozamiento del Ministerio de Educación, y bajo ninguna circunstancia de un debilitamiento. Cualquier persona que mire cómo quedará el Consejo Nacional de Educación se va a dar cuenta de que será más autónomo, con más facultades, con más personería. En definitiva, diría que quedará mucho mejor posicionado para ejercer sus altas funciones.



Por último -como dijo el Senador señor Núñez, esto tendrá que verse en detalle cuando se presenten las indicaciones-, la separación entre una superintendencia a cargo de la fiscalización básicamente de procedimientos y, por primera vez, un sistema de aseguramiento de la calidad de la educación fue una iniciativa que concitó amplia unanimidad técnica en todas las personas y los sectores que participaron en el análisis.



De manera que constituye una muy buena noticia, señor Presidente, que hoy estemos dando un paso no solo en la dirección de cumplir el acuerdo, sino también en la de constituir una nueva arquitectura, una nueva fisonomía de la educación chilena.



Esos cuatro pilares: un ministerio remozado; un Consejo Nacional de Educación fortalecido desde el punto de vista de su autonomía, de su composición; una superintendencia que va a poder fiscalizar con rigor, con procedimientos adecuados, y un sistema nacional de aseguramiento de la calidad, constituyen, sin duda, un avance en el sentido adecuado.



Por eso, reitero, los Senadores de Renovación Nacional vamos a aprobar la iniciativa.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Recuerdo a Sus Señorías que en este momento llevamos 20 minutos excedidos en el tiempo.



Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, seré muy breve, porque la discusión que hemos iniciado hoy continuará con este proyecto reformulado y con otros que se hallan pendientes.



Solo quiero decir lo siguiente.



Voy a votar a favor. Creo que un elemento positivo del último acuerdo es que apunta en la dirección correcta al dar relevancia a uno de los problemas graves del sistema educacional, que es, como se ha expuesto, el de la calidad.



Y cabe precisar que ello no solo tiene que ver con la educación pública, sino también con la totalidad de la educación.



También la privada es mala. Se encuentra a mayor nivel que la pública, pero tampoco resiste una comparación internacional. Y resulta tan cara como otras mucho mejores.



Insisto en que la calidad de la educación es un asunto que afecta al conjunto del sistema. Por tanto, poner énfasis en establecer un sistema para su aseguramiento constituye, sin duda, un paso muy adelante.



Aplaudo el acuerdo alcanzado, señor Presidente.



Me pareció un poco futbolístico lo de las manos alzadas, pero, en fin, cada uno celebra como le parece. El deporte crea costumbres, hábitos, lo que está muy bien. No critico que alguien quiera levantar las manos por creer que se ha hecho un buen aporte.



Desearía saber qué relación se va a dar entre el Consejo, que velará por la calidad, y la Superintendencia, que realizará la fiscalización, lo que no es un detalle.



Tengo la impresión de que además habrá que leer mucho la letra chica. De lo contrario, podríamos establecer un sistema muy engorroso.



El segundo tema, que tiene que ver con el anterior, aunque es distinto, se refiere a la equidad.



Quiero hacer solamente una afirmación: por desgracia, a pesar de ser un punto muy central, el acuerdo, hasta donde lo conozco, aporta muy poco en esta materia. Eso, sin duda, es un problema, el cual queda pendiente.



Esa situación tiene que ver con que carecemos de un acuerdo en el país. Y se establece una contradicción muy severa, porque, al menos a nivel formal, todos dicen dos cosas.



En primer término, desde la última etapa de la pasada campaña presidencial constituye un lugar común afirmar que uno de los grandes desafíos de la sociedad chilena radica en superar sus extraordinarios niveles de desigualdad. Eso resulta evidentísimo.



En segundo lugar, todo el mundo sostiene que uno de los grandes instrumentos para resolver los problemas de inequidad es la educación. En eso existe un acuerdo universal, por lo menos a nivel del discurso.



Por mi parte, creo que no basta con la educación. Estimo fundamental, por ejemplo, la negociación colectiva, para mejorar los niveles de ingreso. Sin embargo, en eso no hay acuerdo. 



Todo el mundo dice que la educación constituye un gran instrumento para combatir la desigualdad. Pero resulta que contamos con un sistema educacional cuya estructura reproduce la desigualdad. Y no movemos la estructura -esa es la cuestión-, que la subsegmenta.



Respecto de ello, en el acuerdo no existe nada.



Y se confunden los temas, porque dicha materia no se relaciona necesariamente con el lucro. Tiene que ver con el hecho de que si se determinan pagos privados para la educación subvencionada, cualquiera que sea el sostenedor, se establece una escala de ofertas diversas.



Lo anterior también ocurre en la educación municipal. Es algo que veo en la Región que represento, donde, en sectores medios-bajos con cierta capacidad de ahorro en educación, hay escuelas básicas con financiamiento compartido.

El señor ALLAMAND.- No en la educación básica.

El señor GAZMURI.- En la secundaria.



Entonces, está la subvención, más otra suma, que no pagan todos.



Por lo tanto, cabe considerar el sistema de financiamiento compartido en la educación sustentada por el Estado, cualquiera que sea el sostenedor, si queremos que efectivamente la escuela sea un espacio de nivelación.

El señor ÁVILA.- Así es.

El señor GAZMURI.- Lo otro sería que no lo fuera. Y no está siéndolo.



Estamos aplicando medidas paliativas como la que ya aprobamos en la Comisión, respecto de la subvención diferenciada, lo que está bien. Pero eso apunta a lo que ya se encuentra segregado.



Y si, en efecto -y con esto termino-, existe un elemento de desigualdad que tiene que ver con el capital cultural y que la escuela no corrige, al menos se consigue más si se cuenta con un colegio socialmente integrado. Y, en el mundo, todas las experiencias en que la escuela se transforma en un elemento de nivelación social corresponden a sistemas públicos, con muy distintos sostenedores, donde la calidad del establecimiento no depende del bolsillo del padre. Es algo tautológico.

El señor ÁVILA.- Son integradores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.

El señor GAZMURI.- Y sobre ese tema, lamentablemente, vamos a tener que seguir discutiendo después del acuerdo, porque, mientras no lo enfrentemos, estaremos haciendo dos afirmaciones que no conjugan entre sí. Es algo que todavía está pendiente.



Pienso que se trata de una larga batalla -finalmente, democrática-, que resulta muy difícil dar en este país, porque sobre el asunto tenemos todavía diferencias muy de fondo.



Me alegro por lo avanzado, porque, al menos, establecemos la calidad como un derecho, determinamos mecanismos, fortalecemos instituciones que la aseguren. Pero, por desgracia, desde el punto de vista de la equidad del sistema, con estos acuerdos no progresamos.
El señor NAVARRO.- ¡Avanzamos al “desalojo”…!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (32 votos a favor y una abstención).



Votaron por la afirmativa la señora Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Se abstuvo el señor Flores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Propongo fijar plazo para presentar indicaciones hasta el 3 de diciembre, a las 12.



Acordado.



Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora PROVOSTE (Ministra de Educación).- Señor Presidente, agradezco a todos los Senadores que han concurrido con su voto favorable a esta iniciativa.



Muchas gracias.

V. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

_______________



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ALLAMAND:



A los señores Fiscales de la Región de Los Ríos y de la Región de Los Lagos, solicitándoles antecedentes sobre DELITO DE ABIGEATO EN DIVERSAS COMUNAS DE REGIONES DÉCIMA Y DECIMOCUARTA.


Del señor HORVATH:



Al señor Ministro del Interior y a la señora Directora de la ONEMI, pidiéndoles medidas para INSTALACIÓN DE ESTACIONES DE MONITOREO SÍSMICO EN TERRITORIO NACIONAL, y al señor Ministro de Hacienda, a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo y al señor Presidente de BancoEstado, requiriéndoles SOLUCIÓN PARA DEUDORES HABITACIONALES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD, EN ESPERA DE APLICACIÓN DE FICHA DE PROTECCIÓN SOCIAL.



De la señora MATTHEI:



Al señor Director del SERVIU de la Cuarta Región, consultándole sobre la posibilidad de ENAJENACIÓN DE TERRENO EN COMBARBALÁ PARA CONSTRUCCIÓN DE CASA DE ACOGIDA. 

_______________

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En Incidentes, los Comités Mixto, Unión Demócrata Independiente y Renovación Nacional no harán uso de sus tiempos.



En el turno del Comité Socialista, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

NECESIDAD DE APOYO FINANCIERO ESTATAL PARA EMPRESA BELLAVISTA OVEJA TOMÉ. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, como es de conocimiento público, ayer, a partir de las 8:30 de la mañana, más de cinco mil personas marcharon desde Tomé a Penco, en el cruce Itata, encabezadas por los ocho dirigentes sindicales de la empresa Bellavista Oveja Tomé. Caminamos alrededor de 24 kilómetros (por eso no pude asistir a la Comisión de Medio Ambiente, que presido).



¿Cuál era el objetivo básico de la marcha, en la cual participaron el alcalde, Eduardo Aguilera; el concejal Humberto Quezada; la comunidad tomecina en pleno? Llevar al mayor nivel al interior del Estado la demanda de respuesta a un proceso que dura ya un año y medio, en orden a obtener los necesarios apoyos que la empresa espera del sector público, porque ya los tiene del sector privado.



Bellavista Oveja Tomé se encuentra en una posición financiera muy complicada, de tal magnitud, que es esperable el colapso definitivo en un plazo inminente.



Varias razones han llevado a la empresa a la situación descrita. Entre ellas, la baja cotización del dólar, el elevado IPC, el significativo aumento de los costos de energía y, en especial, de materias primas.



Sin embargo, la causa más importante, reconocida por los empresarios y discutida ampliamente con los dirigentes sindicales, radica en la dificultad que se ha tenido para la negociación del crédito sindicado, debido a la falta de apoyo del BancoEstado. ¡Falta de apoyo del BancoEstado!



He conversado personalmente -lo he hecho también en todos los niveles- con José Luis Mardones, Presidente del BancoEstado, para hacerle presente esta necesidad.



El crédito sindicado alcanzaba en febrero de este año a 17,5 millones de dólares, que la banca privada ya había comprometido. Santander, BBVA y Banco de Chile habían establecido una renegociación a 20 años. Sin embargo, cuando al BancoEstado se le solicitó un crédito de 8 ó 7 millones de dólares, luego de efectuar una evaluación financiera, respondió: “No estamos en condiciones de prestar este dinero, porque no se encuentra asegurado el flujo de caja. No nos interesan las garantías, sino que se nos pague”.



¿Qué es Bellavista Oveja Tomé? Una empresa que existe desde 1865; que produce las telas de mejor calidad, no solo de Chile, sino también de Sudamérica, y que se encumbra en el mundo con exportaciones a 84 países; que posee una tecnología del mayor nivel, solo comparable a la industria textil actual de Italia y Francia, pues de allí viene su maquinaria, en una importante inversión.



Para que la empresa pudiera subsistir ante la baja del dólar, en una negociación inédita, el año pasado sus trabajadores, reunidos en asamblea con la dirección de la compañía, acordaron rebajarse en 10 por ciento sus sueldos, en plena negociación colectiva. Es decir, ni un solo aumento, ni de sueldo ni de regalías. Esto, como una señal concreta de aporte de los trabajadores.



Don Cristóbal Kaufmann, socio mayoritario de la empresa, ha planteado de manera reiterada que esta ha hecho todo lo que ha tenido a su alcance para adaptar su modelo de negocio hacia un esquema de mayor importación de hilado terminado, de sustituciones, de ahorros que le permitan estabilizar sus costos.



¿Qué persiste? Una deuda de arrastre contraída al momento de adquirir la compañía, cuando estaba quebrada y muy mal administrada.



Los cálculos que se hacen hoy, en sus más variadas fórmulas, establecen que la empresa requiere 26 ó 27 millones de dólares, de los cuales alrededor de 17 ya están resueltos por la banca privada.



Ha habido muchas alternativas de solución.



Por ejemplo, a principios de este año, Cristóbal Kaufmann, de su patrimonio personal, iba a garantizar toda la parte del crédito que la empresa no pudiera alcanzar. Y se fijaron condiciones para que aportara la banca privada y también, directamente, el señor Kaufmann, como un banco más, ya no como socio mayoritario de la compañía.



Hoy, después de muchas negociaciones fracasadas, cabe reconocer la incapacidad en el reembolso de la tasa por exportaciones. Es una situación muy compleja, que se ha conversado en la Tesorería General de la República y en el Ministerio de Hacienda. Claramente no ha habido capacidad para aquello, y se podría establecer responsabilidad de la empresa. Pero, sinceramente, creo que también la hay por parte de quienes debieron tener un cuidado mayor desde el interior del Estado. Porque lo que la compañía necesitaba era que se le pagaran los reintegros a las exportaciones adeudados desde 2003, con un proceso retroactivo de tres años, como se dispone legalmente. Pero ello no se ha hecho.



Siento que hoy el Estado ha abandonado a la empresa.



Quiero señalar, de manera muy responsable, que, lamentablemente, en el aparato estatal hay burócratas que en nada contribuyen a que este se ennoblezca. Y no sé si, en justicia, podré manifestar que el Presidente del BancoEstado, José Luis Mardones, es un burócrata. Se trata de un funcionario eficiente, pues dicho Banco muestra cifras azules; cuenta con una administración altamente competitiva, y es querido, porque está presente en más de 200 comunas; obtiene resultados, y apoya a la microempresa. Pero de una cosa tengo certeza: ¡Hay indolencia, el Presidente del BancoEstado es un indolente!



Esta entidad bancaria debe hacer los negocios que corresponda y competir con la banca privada. Pero, ante situaciones como la de Bellavista Oveja Tomé, debe buscar los mecanismos de mercado y financieros para brindar el apoyo necesario. No sabemos para qué sirve un BancoEstado si no es capaz de respaldar a empresas que han cumplido todos los requisitos de emprendimiento.



Si cae Bellavista Oveja Tomé, tendré el convencimiento de que en este país claramente hay poco que hacer y de que la Concertación comienza a agotarse; de que hemos sido capturados por el modelo de concentración y de que, en definitiva, nadie quiere salir de él, pues muchos, muy conformes, se acostumbraron al poder.



Siento que, si dejamos perderse Bellavista Oveja Tomé, la Concertación estará en un grave problema, no solo porque la Presidenta obtuvo 76 por ciento de los sufragios en Tomé; no solo porque el Senador que habla sacó 61 por ciento de los votos, que, sumados a los del Honorable señor Sabag, llegan casi al 86 por ciento, sino porque se trata de una comuna que jamás había realizado una movilización, pese a haber tenido dos cierres o dos quiebras de la empresa. Allí hay una cultura de respeto y de respaldo a los Gobiernos de la Concertación, del mismo modo como hubo un serio compromiso para luchar contra la dictadura.



Por lo tanto, lo que reclaman los 55 mil habitantes de Tomé es que una comuna que ha dado todo por mantener a su más antigua empresa; que lucha a diario por transitar desde el ámbito productivo al turístico; que ha hecho un aporte desde cuando era puerto granelero, el mayor en la época de la Colonia; que se ha comprometido con el desarrollo del país, no pueda obtener del BancoEstado una suma de 8 a 9 millones de dólares para dar continuidad a una empresa que es viable y que sí puede tener un futuro expectante, tal como lo han señalado sus propios dueños.



Quiero agregar otras cifras.



Hace un mes y medio SERNAPESCA elaboró el listado para entregar dos mil quinientos millones de pesos -estamos hablando de cinco millones de dólares- a los pescadores artesanales merluceros de las caletas de Cocholhue, Coliumo y Lo Rojas. ¿Qué mecanismo se utilizó para ello? El del capital semilla.



Claramente, el 80 por ciento de dicho instrumento va a fracasar, razón por la cual tendremos que repetir el ejercicio en diciembre. Y yo apoyaré tal medida, porque en la Ley de Pesca no tomamos los resguardos necesarios para proteger la pesca artesanal.



La pregunta que nos hemos formulado con la Facultad de Economía de la Universidad de Concepción, específicamente con Jorge Dresdner, según el estudio referido, es: ¿cuánto le costará al Estado el cierre de Bellavista Oveja Tomé, considerando que ha debido gastar entre 5 y 6 millones de dólares para mantener a 879 pescadores de merluza por tres meses? Las cifras de que disponemos indican que se trata de decenas y decenas de millones de dólares, tal como ocurrió en la cuenca del carbón cuando cerraron los minerales de Lota y Coronel.



Pero no estoy hablando del carbón, sino de una empresa exitosa, que se ha visto atravesada por las variables internacionales e internas de la baja del dólar. Cuando ella fue adquirida, el valor de dicha moneda era de 690 pesos. Luego se hizo una proyección de la compañía y se planificó sobre la base de un dólar a 560 pesos. Hoy día este se encuentra bajo los 500 pesos, y por cada 10 pesos que disminuya la empresa perderá 120 millones de pesos anuales. A ese ritmo y considerando el aumento del costo de la energía y de las materias primas, evidentemente Bellavista Oveja Tomé tendrá dificultades.



¿Cómo puede ayudarla el Estado sin violar sus propias leyes ni establecer requisitos o privilegios adicionales que sean inconstitucionales o ilegales? Generando condiciones, evaluando, escuchando. 



Pero yo creo que ha habido indolencia. Y siento que, si BancoEstado no es capaz de solucionar este problema, se tiene que ir su Presidente. Porque los Senadores de la Concertación hemos hecho muchos esfuerzos para que a nuestra coalición política se la respete y, por ende, para que él pueda dirigir BancoEstado -esto se lo dijimos personalmente- y a este se le quiera. Sin embargo, esta institución también debe hacerse querer por todos y no por unos pocos. 



Porque, con la misma diligencia con que otro Presidente de esa entidad bancaria, Jaime Estévez, concurrió a prestar 120 millones de dólares al grupo Luksic para que comprara el Banco de Chile -¿o me equivoco, señores Senadores?-, pido que haya facilidad y acceso para definir mecanismos de solución en este caso. No se trata de subsidios ni de regalos, sino de instrumentos financieros. Esto ya lo concedió la banca privada y es inaceptable que el sector público -o sea, el BancoEstado- no lo haga.



Por eso, los trabajadores seguirán marchando. 



Hoy día me llamó Eduardo Aguilera para decirme que estaban pasando por Bulnes. Ciertamente, llegarán a Santiago. Y lo harán cientos y cientos de pobladores, de trabajadores, de ciudadanos de la comuna de Tomé para reclamar atención.



¿Cuál es el detalle adicional? Marchamos desde Tomé a Penco y no se entró a Concepción. Estamos en una etapa superior en materia de demandas. Ya ni siquiera es necesario ir a la capital regional. ¡No! ¿Qué sacamos, la ciudadanía y los propios dirigentes, con trasladarnos hasta allá? Hay que ir directo a Santiago. Hasta hace poco, todos decían: “Primero vamos a Concepción, a la Intendencia, y luego, a la Capital”. Pero ahora estamos en una etapa diferente. Nos dirigimos directamente a Santiago.



En ese sentido, señor Presidente, pienso que el mensaje es de carácter político. 



Solicito que esta intervención se haga llegar a los señores Ministros del Interior, de Hacienda y de Economía, Tesorero General de la República y Presidente del BancoEstado.



Hoy día conversé largamente el asunto con el titular de la Cartera de Economía y con el Director de Presupuestos. Por cierto, escuché explicaciones técnicas financieras. No puede un banco generar condiciones diferentes de las del resto de la banca privada.



Frente a eso, le he dicho al Ministro: “Estamos proponiendo un buen negocio: buscar instrumentos adecuados para que se otorgue un préstamo por 9 millones de dólares. Si no, el problema le costará, de entrada, 10 millones de dólares -así lo establecen todos los estudios preliminares-, porque se trata del doble de los trabajadores del sector merlucero, en el cual el Fisco gastó 6 millones de dólares para tres meses.”. 



En consecuencia, de no haber solución, de partida habrá que gastar el doble en subsidios para trabajo y para cubrir otras necesidades. O sea, el proceso final será oneroso para el Estado. Entonces, a este le estamos ahorrando dinero al proponerle un mecanismo de sobrevivencia para la empresa Bellavista Oveja Tomé.



Señor Presidente, felicito la decidida y valiente actitud de Eduardo Aguilera, quien, pese a haber sufrido una dolorosa enfermedad que, incluso, le impedía caminar, ha marchado por cuadras y cuadras haciendo gala de una tremenda entrega personal. Ha encabezado la marcha y acompañará a los trabajadores hasta Santiago.



La verdad es que yo, como parlamentario, me sumaré a esa movilización. ¡Voy a marchar junto a los trabajadores! Ello, a pesar de que algunos Diputados de la Derecha están empecinados en llevarme ante el Tribunal Constitucional. 



Como he dicho, ¡no merece ser Senador quien no es capaz de luchar y marchar junto a los que lo eligieron! No tendría cara para presentarme ante mis electores y decirles que tengo pavor de perder el cargo, que tengo miedo de que me destituyan. ¡Porque los que me eligieron están ahí! 
Por eso marché el día de ayer y los acompañaré hasta Santiago.



Espero que no sea necesario llegar hasta allá, que exista más conciencia de lo que está en juego y que el Gobierno conteste de manera definitiva. Si no puede brindar el apoyo requerido, que lo diga, porque de alguna forma enfrentaremos la situación.



Sin embargo, en esa circunstancia, no quisiera enfrentar el juicio ciudadano, no de la elección municipal, porque el alcalde de esa comuna obtuvo una amplia mayoría -no es ese el punto-, sino de la presidencial.



Estamos frente a un problema, y pido que el Estado, particularmente el BancoEstado, trate de ofrecer una fórmula de solución.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Senador señor Navarro, conforme al Reglamento.

REEMBOLSO POR EXPORTACIONES DE INDUSTRIA TEXTIL. OFICIOS



Por otra parte, señor Presidente, deseo que se oficie a la Tesorería General de la República a fin de que se nos informe respecto de todo el procedimiento de reembolso por exportaciones que se aplica a la industria textil. Acaban de cerrar las empresas Pollak y Machasa. Y Santista Textil, en Chiguayante, enfrenta igual situación.



Quiero conocer todos los datos públicos relacionados con dicho reembolso y el funcionamiento de los mecanismos para acceder al beneficio.



Si Bellavista Oveja Tomé ha tenido dificultades en ese sentido, pido un completo informe para ver si es necesario modificar la ley, a fin de que dicha empresa pueda lograr tal reintegro. 



Además, solicito que se oficie al Ministerio de Economía para que remita toda la información de que disponga sobre el comportamiento de la industria textil a nivel nacional.



Dicho sector ha venido retrocediendo. Por eso, Bellavista Oveja Tomé ha tenido que salir a conquistar mercados externos. No es posible competir con los chinos, ni con India, ni con Indonesia, a menos que sea con telas de altísima calidad, como las que elabora esa empresa.



En razón de lo anterior, deseo que el Ministerio de Economía nos envíe todos los antecedentes que posee sobre el comportamiento de la industria textil y los mecanismos de cumplimiento que ha debido seguir el Estado con relación a los tratados de libre comercio.



Lo dijimos: “No queremos excepciones para la industria textil, pero nos gustaría saber exactamente cómo se ha dado cumplimiento a los acuerdos suscritos y si estos han afectado a dicho sector, incluyendo, por cierto, a Bellavista Oveja Tomé”.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Senador señor Navarro, conforme al Reglamento.

COLAPSO DE CÁRCELES CONCESIONADAS. OFICIOS



Por último, señor Presidente, deseo pedir un informe a Gendarmería de Chile y al Ministerio de Justicia. 



En el diario “El Mercurio” de hoy figura una denuncia que me parece gravísima y que, por lo demás, ya hemos señalado: las cárceles concesionadas están colapsadas. Se trata de recintos cuyo costo, indesmentido hasta la fecha, alcanza a 526 mil pesos mensuales por recluso. ¡O sea, 526 mil pesos le cuesta al país mantener un preso por un mes, ya sea condenado o procesado!



La cárcel Santiago 1 ya está colapsada. 



A esto cabe agregar que el contrato de licitación -así lo señala dicho periódico- establece que cuando se sobrepasa el 120 por ciento de la capacidad se aplican multas increíbles: 3 millones 400 mil pesos diarios por cada recluso de más. ¡O sea, el negocio es redondo!



Pido que Gendarmería explique, sobre la base de lo que informa “El Mercurio” en la primera plana de su Cuerpo C, lo relacionado con esa cláusula.



Cada día me sorprendo más con las condiciones que han impuesto las concesionarias para “resguardar sus inversiones”.



Asimismo, solicito un informe muy detallado acerca de la real situación de Gendarmería, para saber cuántos presos hay en la cárcel Santiago 1, en la de Rancagua, en la de Iquique y cuál es el estado del resto de los recintos penitenciarios concesionados. Esta última petición la dirijo al Departamento de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas.



Sobre el particular, quiero señalar que presentamos una querella en un tribunal de la ciudad de Rancagua a raíz de que seis reclusos se suicidaron colgándose de los sprinklers de la cárcel, que son dispensadores de agua que se utilizan en caso de incendio. Las bases establecían la instalación de un sprinkler de 23 dólares. Se puso uno que costó un dólar y medio, el que no se desprende. El original lo hacía con un peso de 10 kilos.


Seis reos se han suicidado colgándose de esos aparatos, que contravienen la normativa de las bases de licitación y que, en mi opinión, responsabilizan en forma clara a quienes construyeron las cárceles y a quienes las administran. 



Acompañaremos a las familias no solo en la querella criminal, sino también en la acción civil indemnizatoria. 



Lo más grave es que 3 mil 200 celdas contienen tales elementos, lo cual facilita potencialmente el suicidio de los reclusos y viola flagrantemente la normativa internacional y la propia reglamentación de Gendarmería. 



Solicito que en el informe de dicha institución se indique cuántos  gendarmes están asignados a cada uno de los recintos penitenciarios; cuál es la proporción entre gendarmes y presos y, particularmente, qué pasa con el proyecto relativo a la planta de personal, todo lo cual constituye la única forma de resolver las gravísimas situaciones que afectan a las cárceles. Por ejemplo, en la de Concepción (El Manzano I) solo siete o nueve gendarmes tienen a su cargo el cuidado nocturno de más de 2 mil reos.



He dicho. 



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra el Senador señor Sabag.

CRÍTICA SITUACIÓN ECONÓMICA DE EMPRESA TEXTIL

BELLAVISTA OVEJA TOMÉ. OFICIOS

El señor SABAG.- Señor Presidente, quiero dar a conocer nuestra preocupación por lo que está pasando en la comuna de Tomé, lo que también ha provocado alarma en Concepción y, en general, en toda la Región. 



Como señaló el Honorable señor Navarro, los trabajadores de Bellavista Oveja Tomé iniciaron una marcha hacia Santiago, con el alcalde y varios concejales a la cabeza, a fin de manifestar al Ejecutivo la enorme inquietud por el futuro de la empresa y tratar de sensibilizarlo para que plantee una solución razonable al problema que la aqueja. 



El asunto viene arrastrándose por más de ocho meses, y todos los parlamentarios y autoridades de la zona -el intendente y el gobernador, señor Erick Aedo, designado recientemente para abordar el conflicto- nos hemos preocupado de buscar una salida a esta situación. 



Lamentablemente, no hemos encontrado apoyo ni entendimiento para una cuestión relativamente simple. 



Bellavista Oveja Tomé fue adquirida por don Cristóbal Kaufmann, y en ella también participa, entre otros,  don Miguel Otero,  quienes han remodelado la empresa, comprado maquinaria nueva y le han dado un nuevo estilo, introduciendo ostensibles mejoras. 



El conflicto deriva del hecho de que el rubro textil es muy competitivo y nunca ha sido realmente rentable. Por eso, la mayoría de tales industrias en el país se encuentran hoy día en una difícil situación económica e incluso algunas han debido cerrar sus puertas. 



Pero Bellavista Oveja Tomé tiene destino. Sus telas no solo son de buena calidad, sino que han sido reconocidas en todas partes del mundo. Además, se exportan a muchas naciones. 



Sin embargo, atraviesa por un problema económico puntual, que se soluciona con no más de 23 millones de dólares. Para ello, el socio principal, don Cristóbal Kaufmann, realizaría un aporte extraordinario de 13 millones de dólares y solicita al BancoEstado un crédito a ocho años plazo por 10 millones de dólares. Ellos continuarían con el manejo de la empresa, pagando a sus trabajadores; tratando de introducir valor agregado a sus productos -que, como digo, son de buena calidad-; confeccionando ternos y muchas otras prendas de vestir tanto para hombres como mujeres, y haciendo lo necesario para que lleguen a las tiendas en buenas condiciones. 



Se requiere de poca inversión para que lo anterior sea posible y, además, para dar trabajo a cientos de mujeres de Tomé, que tanto lo necesitan. 



Por eso, quiero llamar la atención de las autoridades de Gobierno sobre esto. ¿Por qué nos vamos a “comprar” gratuitamente un problema en una comuna cuya Región registra 13 por ciento de cesantía y a la que le ha sido muy difícil transformarse? 



Hoy día en Tomé se trabaja con bastante fuerza para convertirse al turismo. Es una comuna hermosa, donde se está abriendo toda la costa para que más personas puedan llegar a instalarse a orillas del mar. En tal rubro tiene un buen futuro. 



Pero ahora necesitamos defender a los trabajadores de Bellavista Oveja Tomé. Y para ello no se requiere más que el otorgamiento de dicho crédito, el cual se solicita con las garantías correspondientes y con el aval del señor Kaufmann, hombre respetable y serio, quien desarrolla actividades a lo largo del país. Nosotros lo conocemos como representante de la Mercedes Benz. 



Por lo tanto, aquí no se trata de personas insolventes ni de platas perdidas. Si así fuera -estamos hablando de un crédito a ocho años plazo-, ¿cuánto costaría al Gobierno hacerse cargo de los 700 trabajadores de dicha empresa? Ya mencionó el Senador señor Navarro que para un pequeño grupo de pescadores artesanales se han gastado cinco millones de dólares, ¡sin  retorno!, solo por concepto de pago a los trabajadores. Lo mismo ocurriría mañana: se estarían entregando recursos a un tonel sin fondo. 



¿Por qué mejor no dejar que la misma empresa, con sus trabajadores, que son serios, responsables y que tienen experiencia y la camiseta puesta, se hagan cargo de ella? ¡Cómo no van a tenerla  bien puesta si, en vez de reajustes, aceptaron  que se les rebajara en 10 por ciento el sueldo! ¡Qué mayor demostración de amor por su empresa que tal sacrificio! 



Esos trabajadores, que están en una situación difícil, van a laborar con mayor empeño y ahínco para sacar adelante su fuente laboral. Porque los empresarios tienen muchas otras actividades y, si van a la quiebra, no les ocurre nada. La sociedad es la que quiebra. Pero el gran daño lo sufrirían los aproximadamente 800 empleados de la textil, daño que se extendería a sus familias, con lo cual llegarían a miles las personas afectadas. 



Por eso, adhiero a la preocupación de quienes se desempeñan en Bellavista Oveja Tomé. 



Además, quiero respaldar la acción del alcalde y de los concejales de la comuna, que vienen marchando con los trabajadores hacia Santiago. 



Asimismo, debo hacer presente mi apoyo al gobernador Erick Aedo por la tarea realizada este martes 13, a quien acompañé para conversar con diversas autoridades. En reiteradas ocasiones nos hemos entrevistado con el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Viera-Gallo. Y ahora el Subsecretario de dicha Cartera, señor Riveros, está encargado de solucionar el problema. 



Todos continuamos bregando para que ojalá el Gobierno entienda que es preferible tender la mano ahora a dicha empresa con un crédito de 10 millones de dólares, con el objeto de evitar su quiebra y darle tranquilidad y la posibilidad de mejores días a esos cientos de trabajadores que viven en la incertidumbre, junto a sus familias. 



En consecuencia, señor Presidente, pido que se envíe copia de mi intervención a los señores Ministros del Interior y de Hacienda. 



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Por haberse su objetivo, se levanta la sesión. 



--Se levantó a las 19:22. 









Manuel Ocaña Vergara, 









Jefe de la Redacción.
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ACTAS APROBADAS

SESION 62ª, ORDINARIA, EN MARTES 6 DE NOVIEMBRE DE 2.007.



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.


Asisten, además, la señora Ministra de Educación, doña Yasna Provoste Campillay y los señores Ministros de Justicia, don Carlos Maldonado Curti, del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara y de Obras Públicas, don Eduardo Bitrán Colodro.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Las actas de las sesiones sexagésima y sexagésima primera, ambas ordinarias, de 30 y 31 de Octubre de 2.007, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

______________

CUENTA

Mensajes



Veinte de Su Excelencia la señora Presidenta de la República:



Con el primero, hace presente la urgencia calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una subvención escolar preferencial para niños y niñas socio-económicamente vulnerables (Boletín Nº 4.030-04).



-- Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el segundo, retira y hace presente la urgencia calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública (Boletín N° 3.562-06).



 Con los diecisiete siguientes, retira y hace presente la urgencia calificada de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio Nº 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, adoptado por la Conferencia Internacional del Trabajo, el 27 de junio de 1989 (Boletín N° 233-10).



2.- Proyecto de acuerdo que aprueba la Convención sobre Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, mediante la resolución N° 2391 (XXIII), el 26 de noviembre de 1968 (Boletín N° 1.265-10).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que flexibiliza el uso del permiso maternal (Boletín Nº 1.309-13).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Civil y leyes complementarias en materia de sociedad conyugal o comunidad de gananciales, otorgando a la mujer y el marido iguales derechos y obligaciones (Boletín Nº 1.707-18).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Instituto de Propiedad Industrial (Boletín N° 2.469-03).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece y perfecciona la jurisdicción tributaria (Boletín N° 3.139-05).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y Perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo (Boletín N° 3.507-13).



8.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad (Boletín Nº 3.588-08).



9.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes”, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 18 de diciembre de 2002 (Boletín N° 4.542-10).



10.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo (Boletín N° 4.627-19).



11.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona el sistema previsional (Boletín N° 4.742-13).



12.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Escalona, que modifica la Ley de Violencia Intrafamiliar, con la finalidad de precisar su ámbito de aplicación y la investigación de dicho delito (Boletín N° 4.886-07).



13.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece disposiciones para la instalación, mantención e inspección periódica de los ascensores y otras instalaciones similares (Boletín Nº 4.975-14).



14.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.067 y establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz. (Boletín N° 5.068-10).



15.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación (Boletín N° 5.083-04).



16.- Proyecto de ley que modifica el Código de Justicia Militar, alterando la competencia de los Tribunales Militares y suprimiendo la pena de muerte (Boletín N° 5.159-07).



17.- Proyecto de ley que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas y otras normas que indica (Boletín N° 5.172-09).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el último, hace presente la urgencia calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Letelier, señora Alvear y señores Allamand y Muñoz Aburto, que modifica el Código del Trabajo en lo referente a la jornada de trabajo de los choferes y auxiliares de la locomoción colectiva rural (Boletín N° 5.156-13).



-- Se tiene presente la urgencia, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública (con urgencia calificada de “suma”)(Boletín N° 3.562-06).



-- Pasa a las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, en su caso.



Dos del Excelentísimo Tribunal Constitucional, mediante los cuales remite de copias de las sentencias dictadas en relación con igual número de recursos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad interpuestos, respectivamente, en contra del artículo 96 del Código de Minería y del artículo 1° de la ley N° 18.865, sobre Centros de Atención Sanitaria Militar.



-- Se toma conocimiento.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre reasentamiento de cien familias palestinas provenientes de los campamentos ubicados en la frontera entre Siria e Irak.



Dos del señor Ministro de Hacienda:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, relativo a la asignación presupuestaria para concluir las obras del último tramo de pavimentación en el sector comprendido entre Puente Picana y Cerro Castillo, comuna de Torres del Paine.



Con el segundo, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativo al planteamiento formulado por la Asociación de Profesores Jubilados de la comuna de Quirihue.



De la señora Ministra de Planificación, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, relativo a los Mapas Territoriales de Vulnerabilidad correspondientes a la Región de Valparaíso. 



Tres de la señora Ministra de Educación:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a los problemas que afectan a los alumnos de la carrera de Investigación Criminalística, impartida en el Centro de Formación Técnica Austral.



Con el segundo, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido al nombramiento del director de la escuela ubicada en la localidad de La Junta, comuna de Cisnes.



Con el tercero, responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido al endeudamiento que afecta a los municipios, como consecuencia de la administración de los establecimientos de enseñanza pública que tienen a su cargo.



Ocho del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a los problemas que afectan a la Escuela Francisco Coloane, ubicada en Puerto Sur, Isla Santa María, VIII Región.



Con el segundo, da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo al reemplazo de la barcaza que opera en el Lago General Carrera.



Con el tercero, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor García, relativo al contrato a trato directo de la obra “Recarpeteo de Pista Poniente y calles de Rodaje Asociados al Aeropuerto Arturo Merino Benítez”.



Con el cuarto, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a la instalación de una pasarela peatonal en la zona de Pailahueque, IX Región.



Con los tres siguientes, da respuesta a igual número de oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referidos, respectivamente, a los acuerdos y contratos celebrados por el Ministerio de Obras Públicas con las empresas Besalco y Vinci; a los contratos de concesión del Programa de Concesiones de Infraestructura Penitenciaria (Grupos 1, 2, 3), y al alza de la estructura tarifaria en los peajes del contrato de Concesión Camino de la Madera.



Con el último, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a los plazos para obtener derechos de agua para construir pequeñas plantas generadoras hidroeléctricas.



Del señor Ministro de Agricultura, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, referido a diversos aspectos vinculados con la aplicación del decreto que declaró “Zona de Emergencia Agrícola” a varias comunas de la Región de Valparaíso.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales subrogante, por el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, referido a la construcción de un camino en el predio que indica.



Del señor Subsecretario de Pesca, por el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre instalación de Centrales Termoeléctricas en la Región de Coquimbo y sus consecuencias para el ambiente dulceacuícola y marino.



De la señora Superintendente de Servicios Sanitarios, por el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido al corte del servicio de agua potable en las comunas de Concepción y Talcahuano.



De la señora Superintendente de Electricidad y Combustibles, por el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a subsidios eléctricos otorgados en la Región de La Araucanía.



Del señor Director General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, por el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a la instalación de centrales termoeléctricas en la Región de Coquimbo.



De la señora Directora del Trabajo, por el que contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, relativo a la denuncia que presentaron los trabajadores de la Empresa colaboradora de la División Codelco Norte, “Pino Rivera”, de la ciudad de Calama.



Del señor Director Nacional del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, mediante el cual da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, referido a la responsabilidad que afectaría a quienes hicieron  mal uso de los fondos del Programa Plenoempleo 2006.



De la señora Directora Regional subrogante de la Comisión Nacional del Medio Ambiente de la Región de Antofagasta, por el que contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Cantero, relativo a venta clandestina de bencina y petróleo en la Villa Oro Blanco, de la ciudad de Antofagasta.



Del señor Gerente general de la Empresa Portuaria de Talcahuano San Vicente, por el que contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre la situación presente y futura de los puertos estatales.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de la Honorable Senadora señora Alvear, que da el carácter de irrenunciables a los excedentes de cotización de salud en ISAPRES (Boletín Nº 4.423-11).



Segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Letelier, señora Alvear y señores Allamand y Muñoz Aburto, que modifica el Código del Trabajo en lo referente a la jornada de trabajo de los choferes y auxiliares de la locomoción colectiva rural (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 5.156-13).



De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad (con urgencia calificada de “simple”)(Boletín N° 3.875-11).



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Cantero, Núñez, Ruiz-Esquide y Zaldívar, con la que inician un proyecto de ley que establece fuero laboral para los dirigentes del Colegio de Profesores de Chile A.G (Boletín Nº 4.986-13).



De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.983 y el decreto ley N° 825, con el objeto de facilitar la factorización de facturas por pequeños y medianos empresarios (con urgencia calificada de “simple”)(Boletín N° 4.928-26).



Dos de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación (con urgencia calificada de “simple”)(Boletín N° 5.083-04).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre derechos morales y patrimoniales de los intérpretes de las ejecuciones artísticas fijadas en formato audiovisual (Boletín N° 5.143-24).



-- Quedan para tabla.

Comunicaciones



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, mediante la cual, y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 bis del Reglamento del Senado, solicita la autorización de la Sala para archivar las siguientes iniciativas que se encuentran en primer trámite constitucional: 



1.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Ominami, Romero y el ex Senador señor Foxley, que excluye del régimen de feriados establecidos en el artículo 2° de la ley N° 19.973, a los trabajadores de salas de cine de centros comerciales (Boletín N° 3.954-13).



2.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, que modifica el Código del Trabajo, en materia de horario de cierre de establecimientos comerciales, vísperas de festivos que indica. (Boletín Nº 4.808-13).



3.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de la Honorable Senadora señora Alvear, que modifica el Código del Trabajo, fijando horario de funcionamiento de establecimientos comerciales, en las fechas que indica (Boletín Nº 4.824-13).



4.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Letelier, que hace aplicable disposiciones relativas a feriados obligatorios que indica a supermercados y multitiendas (Boletín Nº 4.825-13).



Funda su solicitud en que las materias que dichas iniciativas abordan ya fueron consideradas en la ley N° 20. 215, que modificó normas relativas al trabajo de los empleados dependientes del comercio en los períodos de fiestas patrias, navidad y otras festividades.



-- Se accede al archivo de los proyectos ya indicados.


De la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, mediante la cual informa que en sesión celebrada el día 30 de octubre del presente año, acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, designar a los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss y Alejandro Navarro Brain, como representantes de la Comisión ante el Consejo Nacional de Desarrollo Sustentable.



-- Se toma conocimiento y se manda comunicar a la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.

- - -



Durante la lectura de la Cuenta, llega a la Mesa el informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades y otros cuerpos legales, en relación con el Fondo Común Municipal y otras materias municipales (con urgencia calificada de “suma”)(Boletín Nº 4.040-06).



-- Queda para tabla.

____________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en reunión celebrada el día de hoy, acordaron lo siguiente:



1) Despachar en general, en la sesión ordinaria del día de mañana, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades y otros cuerpos legales, en relación con el Fondo Común Municipal y otras materias municipales (Boletín Nº 4.040-06) (con urgencia calificada de “suma”), determinando que la Comisión de Hacienda lo informará sólo en la discusión en particular, una vez despachado el segundo informe por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



2) Suspender la Hora de Incidentes de la sesión del día de hoy, dando curso a los oficios solicitados reglamentariamente por los señores Senadores y facultando a la Mesa para reducir, hasta la mitad, el tiempo de esta parte de la sesión ordinaria de mañana miércoles 7 de noviembre.



3) Realizar todas las votaciones que corresponda efectuar, respecto de los proyectos contemplados en el Orden del Día de la sesión de hoy, a las 18 horas, sin fundamento de voto, facultando a la Mesa para adoptar igual predicamento en la sesión del día de mañana.

_____________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales, con informes de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de 

Hacienda.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.


El señor Secretario General  señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales, correspondiente al Boletín Nº 5.383-04, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.


Añade que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió este proyecto solamente en general, de conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado  y le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide.



El señor Secretario General  agrega que, por su parte, la Comisión de Hacienda aprobó también solo en general esta iniciativa y lo hizo en los mismos términos en que lo había despachado la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de sus integrantes presentes Honorables Senadores señores Escalona, Naranjo, Novoa y Sabag.

- - -



En discusión en general, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Escalona y Núñez.



Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Luego, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del día lunes 19 de noviembre del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“ARTÍCULO 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales:


1) Modifícase el artículo 5° en el siguiente sentido:

a) Reemplázase su inciso tercero por el siguiente:


“Para fines de rendición de cuentas, los sostenedores deberán mantener a disposición del Ministerio de Educación, por un período mínimo de cinco años, un estado anual de resultados que dé cuenta de todos los ingresos y gastos del período. Sin embargo, los sostenedores de establecimientos educacionales estarán obligados a remitir al Ministerio de Educación el estado de resultados antes referido, cuando uno o más de los establecimientos educacionales bajo su administración haya obtenido, en los períodos de evaluación que establezca el Ministerio de Educación, resultados inferiores a los estándares de desempeño educativo que dicho Ministerio haya fijado para ellos. Un decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito, además, por el Ministro de Hacienda, determinará los contenidos que deberá incluir esta información, así como la periodicidad, plazo y forma de entrega. En el caso de los sostenedores municipales, ya sea que administren los servicios educacionales a través de departamentos de administración de educación o de corporaciones municipales, lo señalado precedentemente será sin perjuicio de las obligaciones de mantención y entrega de información establecidas por otras leyes.”.


b) Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo:


“El incumplimiento de la obligación indicada en el inciso segundo será sancionado como falta, en los términos del artículo 52, letra a). Tratándose del incumplimiento de las obligaciones establecidas en el inciso tercero, éste será considerado infracción grave para los efectos del artículo 50. En ambos casos se aplicará el procedimiento establecido en el artículo 53.”.


2) Reemplázase el artículo 7º por el siguiente nuevo:


“Artículo 7º.- Los párvulos de 1º y 2º nivel de transición deberán tener, a lo menos, cuatro  y cinco años respectivamente, cumplidos a la fecha que determine el Ministerio de Educación y serán  considerados alumnos para los efectos de la presente ley.”.


3) Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:


“El valor unitario mensual de la subvención por alumno para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), corresponderá al siguiente, debiendo entenderse que en él se incluye los incrementos fijados por las leyes Nº 19.662; 19.808 y 19.933:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en

U.S.E.

	Educación Parvularia (1° Nivel de Transición)
	1,89645

	Educación Parvularia (2° Nivel de Transición)
	1,89645

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	1,90074

	Educación General Básica (7° y 8°)
	2,06310

	Educación Especial Diferencial
	6,30819

	Necesidades Educativas Especiales de 

carácter Transitorio
	5,48538

	Educación Media  Humanístico Científica
	2,30368

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,41493

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	2,66375

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial 

y Técnica
	2,38908

	Educación Básica de Adultos (Primer Nivel)
	1,40950

	Educación Básica de Adultos (Segundo Nivel 

y Tercer Nivel)
	1,82656

	Educación Básica de Adultos con 

oficios (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,03510

	Educación Media Humanístico–Científica 

de adultos (Primer Nivel y Segundo Nivel)
	2,24728

	Educación Media Técnico-Profesional 

de Adultos Agrícola y Marítima (Primer Nivel)
	2,50952

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	3,03400

	Educación Media Técnico-Profesional 

de Adultos Industrial (Primer  Nivel)
	2,28915

	Educación Media Técnico-Profesional 

de Adultos Industrial (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,37290



	Educación Media Técnico-Profesional 

de Adultos Comercial y Técnica 

(Primer Nivel, Segundo Nivel y Tercer Nivel)


	2,24728



b) Agrégase en el inciso segundo a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración:


“En todo caso, el profesional contratado por el mismo establecimiento para la atención de sus alumnos con déficit y/o trastornos de que trata este inciso, no será competente para hacer los diagnósticos de ingreso de los niños que postulan al establecimiento en que trabaja o de egreso de los matriculados en éste.”.


c) Intercálase en el inciso séptimo entre las expresiones “este artículo” y “será aplicable”, la palabra “también”.


d) Sustitúyese su inciso noveno por el siguiente:


“En el caso de los establecimientos educacionales que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, el valor unitario mensual por alumno, para los niveles y modalidades de enseñanza que se indican, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será el siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en

U.S.E.

	Educación General Básica 3° a 8° años
	2,64142

	Educación Media Humanístico-Científica


	3,15384



	Educación Media Técnico Profesional 

Agrícola y Marítima
	4,25792

	Educación Media Técnico Profesional

Industrial
	3,33012

	Educación Media Técnico Profesional 

Comercial y Técnica
	3,15384





e) Sustitúyase en el inciso décimo la expresión “inciso segundo”, por la expresión “inciso noveno”.


f) Reemplázase su inciso undécimo por el siguiente:


“Los establecimientos educacionales que atiendan alumnos de educación especial de 3º a 8º años, o su equivalente, beneficiarios de la subvención especial diferencial, correspondientes a las discapacidades que el reglamento autorice para operar bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, tendrán derecho a percibir, en caso de funcionar bajo el referido régimen, una subvención mensual cuyo valor unitario por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será de 8,03734. En el caso de los alumnos de educación especial beneficiarios de la subvención de Necesidades Educativas  Especiales de Carácter Transitorios, integrados en un establecimiento de enseñanza regular que funcione en régimen de jornada escolar completa, el valor unitario de la subvención educacional (USE) por alumno, será de 6,98899.”.


g) Reemplázase en el inciso duodécimo la expresión “inciso segundo”, por la expresión “inciso noveno”. 


4) Modifícase el artículo 12 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese la tabla contenida en su inciso primero, por la siguiente:

“Cantidad de alumnos
Factor


01
19
2,1000


20
21
1,9746


22
23
1,8712


24
25
1,7832


26
27
1,7073


28
29
1,6413


30
31
1,5841


32
33
1,5335


34
35
1,4884


36
37
1,4488


38
39
1,4125


40
41
1,3795


42
43
1,3498


44
45
1,3223


46
47
1,2981


48
49
1,2750


50
51
1,2541


52
53
1,2343


54
55
1,2156


56
57
1,1991


58
59
1,1837


60
61
1,1683


62
63
1,1551


64
65
1,1419


66
67
1,1298


68
69
1,1177


70
71
1,1067


72
73
1,0968


74
75
1,0869


76
77
1,0781


78
79
1,0693


80
81
1,0539


82
83
1,0451


84
85
1,0363


86
87
1,0286


88
90
1,0165”.


b) Sustitúyese su inciso cuarto por el siguiente:


“No obstante, aquellos establecimientos rurales que al 30 de junio de 2004 estén ubicados en zonas limítrofes o de aislamiento geográfico extremo y tengan una matrícula igual o inferior a 17 alumnos, percibirán una subvención mínima de 59,68675 unidades de subvención educacional (USE), más el incremento a que se refiere el artículo 11. Los establecimientos a que se refiere este inciso serán determinados por decreto del Ministerio de Educación, el que deberá contar con la firma del Ministro de Hacienda.”.


c) Reemplázase su inciso quinto por el siguiente:


“Los establecimientos educacionales rurales a que se refiere el inciso anterior, que se incorporen al régimen de jornada escolar completa diurna, percibirán una subvención mínima de 73,90727 unidades de subvención educacional (U.S.E.), más el incremento a que se refiere el artículo 11.”.


d) Sustitúyase el inciso sexto, por los siguientes incisos sexto y séptimo nuevos, pasando el actual séptimo a ser octavo y así sucesivamente:


“No obstante, no corresponderá la subvención mínima establecida en los dos incisos precedentes, a los establecimientos educacionales que superen la matrícula de 17 alumnos o pierdan su condición de estar ubicados en zonas de extremo aislamiento geográfico, sin perjuicio del derecho que tengan para percibir la subvención que corresponde a los establecimientos rurales por conservar su condición de tales.


El Ministro de Educación o el Secretario Regional Ministerial, en su caso, deberá dictar el decreto o resolución que prive a los establecimientos del derecho a percibir las subvenciones a que se refieren los incisos anteriores.”.


5) Sustitúyase el guarismo correspondiente a la (USE), establecido en el inciso tercero del artículo 35, por el siguiente nuevo: “0,1563”.


6) Modifícase el artículo 37 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase la tabla contenida en su inciso primero, por la siguiente:

	“Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la Subvención en U.S.E.

	Educación Parvularia (1° Nivel de Transición)
	0,5177

	Educación Parvularia (2° Nivel de Transición)
	0,5177

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	0,5177

	Educación General Básica (7° y 8°)
	0,5177

	Educación Especial Diferencial
	1,5674

	Necesidades Educativas Especiales de 

Carácter Transitorio
	1,5674

	Educación Media Humanístico Científica
	0,5792

	Educación Media Técnico-Profesional 

Agrícola Marítima
	0,8688

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	0,673

	Educación Media Técnico-Profesional 

Comercial y Técnica


	0,6014”.



b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Se pagará una subvención anual de apoyo al mantenimiento por alumno de Educación de Adultos, que será de 0,13620 unidades de subvención educacional (USE) para Educación Básica sin oficios; 0,16425 USE para  Educación Básica con oficios; 0,31030 USE para Educación Media Humanístico-Científica; 0,39990 USE para la Educación Técnico Profesional. Esta subvención sólo se pagará cuando este tipo de educación se preste en los locales escolares de los establecimientos educacionales reconocidos oficialmente. En este caso, siempre se pagará el 100% de la subvención que corresponda, independientemente de la que se deba pagar por los alumnos que cursen los otros tipos de enseñanza que pueda impartir el establecimiento y no le será aplicable lo dispuesto en el inciso octavo de este artículo.”.


7) Derógase el párrafo 3º del Título III “De la Subvención para la Educación Fundamental de Capacitación Técnico-Profesional o de Enseñanza Práctica de cualquier rama de la Educación de Adultos” y su artículo 38. 


8) Sustitúyase el artículo 41, por el siguiente:


“Artículo 41.- Establécese una subvención adicional especial cuyo valor unitario por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), para cada nivel y modalidad de enseñanza, de acuerdo a la siguiente tabla: 

	“Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la Subvención en U.S.E.

	Educación Parvularia (1° nivel de transición)
	0,078

	Educación Parvularia (2° nivel de transición)
	0,078

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	0,0857

	Educación General Básica (7º a 8º años)
	0,0949

	Educación Especial Diferencial
	0,2572

	Necesidades Educativas Especiales 

de Carácter Transitorio
	0,2572

	Educación Media Científico Humanista
	0,1067

	Educación Media Técnico- Profesional 

Agrícola y Marítima
	0,1689

	Educación Media Técnico- Profesional Industrial
	0,1268

	Educación Media Comercial y Técnica
	0,1115

	Educación Básica Adultos (Todos las 

modalidades y niveles)
	0,0583

	Educación Media Humanístico-Científica 

Adultos (Todos los niveles)
	0,0874

	Educación Técnico Profesional de Adultos

(Todos los niveles y especialidades)
	0,0874





Esta subvención adicional especial se enterará directamente a cada sostenedor a través de los procedimientos señalados en el artículo 13, con los incrementos señalados en el artículo 12, cuando corresponda. La citada subvención adicional no servirá de base para el cálculo de ningún otro incremento a la subvención.


Las cantidades que reciban los sostenedores por concepto de esta subvención adicional especial, serán destinadas al pago de los beneficios remuneratorios que se establecen en los artículos 8° y 9° de la ley 19.410.


El incumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior será considerado infracción grave para los efectos del artículo 50 de esta ley.”.


9) Introdúcese en el inciso tercero del artículo 50, la siguiente letra i) nueva:


“i) Incumplir la obligación de mantención y entrega, en su caso, de la información a que se refiere el inciso tercero del artículo 5º o adulterar dolosamente cualquier documento que sirva de respaldo a dicha información.”.


10) Agrégase el siguiente artículo décimo transitorio, nuevo:


“ARTÍCULO DÉCIMO TRANSITORIO.- El valor unitario mensual por alumno a que se refieren los artículos 9°, 37 y 41 de esta ley para la Educación de Adultos, se aplicará gradualmente de acuerdo al siguiente calendario:


Año 2008: Educación Básica Adulto en todos sus niveles y Primer Nivel de Educación Media Humanístico – Científica y Técnico Profesional.


Año 2009: Segundo Nivel de Educación Media Humanístico - Científica y Técnica Profesional.


Año 2010: Tercer Nivel de Enseñanza Media Técnico Profesional.”.


11) Agrégase el siguiente artículo décimo primero transitorio, nuevo:


“ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO TRANSITORIO.- El valor unitario mensual por alumno a que se refiere el artículo 9° de esta ley, para la educación de adultos de aquellos cursos que aún no apliquen el nuevo marco curricular establecido en el Decreto Supremo de Educación N° 239, de 2004, será el siguiente, expresado en unidades de subvención educacional (USE):

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la Subvención en U.S.E.

	Educación General Básica de Adultos
	1,40950

	Educación Media Humanístico Científica y Técnico Profesional de Adultos (con a lo menos 20 y no más de 25 horas semanales presenciales de clases)
	1,60163



	Educación Media Humanístico Científica y Técnico Profesional de Adultos (con a lo menos 26 horas semanales presenciales de clases)
	1,93991



	Educación Fundamental de Capacitación Técnico Profesional de Adultos (valor máximo por clase efectivamente realizada por alumno)
	0,01701

	Enseñanza Práctica de Adultos (valor máximo por clase efectivamente realizada por alumno)
	0,01701



Para los mismos efectos señalados en el inciso primero de este artículo y por los mismos alumnos que ahí se indican, la subvención anual de apoyo al mantenimiento de los establecimientos educacionales a que se refiere el artículo 37 y la subvención adicional especial referida en el artículo 41 se pagarán de conformidad a la siguiente tabla:

	Subvención anual de apoyo al mantenimiento de establecimientos educacionales
	Valor en U.S.E.



	Educación General Básica de Adultos
	0,1362

	Educación Media hasta 25 horas presenciales
	0,3103

	Educación Media con más de 25 horas presenciales 
	0,3999



	Subvención adicional especial
	

	Educación General Básica de Adultos
	0,0583

	Educación Media Humanístico–Científica y Técnica–Profesional de Adulto
	0,0874



12) Agrégase el siguiente artículo décimo segundo transitorio, nuevo:


“ARTÍCULO DÉCIMO SEGUNDO TRANSITORIO.- Para efectos de lo señalado en el inciso tercero del artículo 5°, en tanto el Ministerio de Educación no fije los estándares de desempeño educativo de los establecimientos educacionales, los sostenedores deberán entregar a dicho Ministerio el estado de resultados a que se refiere ese inciso cuando cualquiera de sus establecimientos haya obtenido, en a lo menos dos de los últimos tres años, resultados inferiores al promedio nacional en las pruebas del sistema de evaluación nacional a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.


Mediante resolución del Ministerio de Educación se fijará el promedio señalado en inciso precedente.”.


ARTÍCULO 2º.- Las modificaciones establecidas en esta ley regirán a contar del 1° de enero de 2008.


Sin embargo, lo dispuesto en el artículo décimo transitorio, que incorpora el numeral 10 de esta ley, entrará en vigencia en la fecha que allí se establece.


ARTÍCULO 3°.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley se financiará con cargo al presupuesto del Programa Subvenciones a los Establecimientos Educacionales, de la Subsecretaría de Educación, y en lo que no fuere posible, con cargo a la Partida Tesoro Público.”.

______________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y Perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo, con nuevo segundo informe de la Comisión de 

Trabajo y Previsión Social


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.


El señor Secretario General  señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y Perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo, correspondiente al Boletín Nº 3.507-13, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “simple”.


Añade que este proyecto cuenta con un nuevo segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, en cumplimiento del acuerdo adoptado en la sesión 51ª, ordinaria, del día 11 de septiembre del año en curso, el cual se refiere, exclusivamente, a los artículos 17 y 33 permanentes y al artículo 3º transitorio. Agrega que, en lo no mencionado a continuación, los antecedentes de esta iniciativa constan en el acta de la sesión precedentemente señalada.



El señor Secretario General señala que la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente, en complemento de lo expuesto en su segundo informe:



1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: ninguno.



2.-  Indicaciones aprobadas sin modificaciones: la nueva indicación del Ejecutivo (recaída en el artículo tercero transitorio).



3.-  Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 4 bis, 5 bis y 6 bis.



4.- Indicaciones rechazadas: número 54. 



5.- Indicaciones retiradas: ninguna. 



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.



El señor Secretario General agrega que la Comisión de Trabajo y Previsión Social efectuó las siguientes modificaciones a las disposiciones que fueron objeto de discusión en el nuevo segundo informe:

Artículo 16

(Pasó a ser artículo 17, en el texto del segundo informe)


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 17.- Las entidades certificadoras que además se desempeñen como instituciones reguladas en la ley No 19.518, sobre Estatuto de Capacitación y Empleo, o en la ley No 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, o instituciones que desarrollen otras actividades de capacitación o de formación financiadas con fondos públicos, no podrán certificar las competencias laborales de personas egresadas de sus propios establecimientos.


Asimismo, las instituciones señaladas en el inciso anterior no podrán concurrir, directamente o a través de personas jurídicas en las que participen, a la constitución de un Centro, cualquiera sea su naturaleza jurídica.


Los Centros que tengan con las instituciones indicadas en el inciso primero, alguna de las relaciones descritas en los artículos 96, 97, 98, 99 y 100 de la ley Nº 18.045, Título XV, del Mercado de Valores, no podrán evaluar o certificar a los egresados de dichas instituciones.


Lo establecido en los incisos anteriores también rige para las personas contratadas por los Centros para ejercer los servicios relacionados con la labor de evaluación de competencias laborales.”.

Artículo 34

(Pasó a ser artículo 33, en el texto del segundo informe)


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 33.- Los organismos técnicos intermedios para capacitación servirán de nexo entre las empresas y los Centros. Con el propósito de evitar la integración vertical entre los Centros y las OTIC, estas últimas no podrán destinar más del 15% de los fondos que administran a un solo Centro. Además los distintos Centros en que se distribuyan los fondos no podrán estar relacionados entre sí, de conformidad con lo establecido en el artículo 100 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores. El límite de cobro por parte de las OTIC por la intermediación en la certificación de competencias laborales no podrá exceder el 5% del costo de dicha certificación.


Los remanentes de las cuentas de capacitación y de reparto, que los organismos técnicos intermedios para capacitación mantienen por cada empresa, que se produjeren al final del ejercicio sí podrán ser usados para las actividades de evaluación y certificación de competencias laborales contempladas en esta ley.”.

Artículos transitorios

Artículo tercero del texto del segundo informe


Reemplazarlo por el que sigue:


“Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que signifique esta ley desde su fecha de entrada en vigencia y hasta el día 31 de diciembre del año 2009, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Durante dicho período no regirán las limitaciones de financiamiento y destino de recursos dispuestos en la letra a) del artículo 10 de la presente ley.”.


El señor Secretario General hace presente que todas las enmiendas efectuadas por la Comisión de Trabajo y Previsión Social a las referidas normas fueron acordadas por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Longueira, Muñoz Aburto y Pizarro, las que, de conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 de nuestro Reglamento, deben ser votadas sin debate.



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señor Longueira, señora Alvear y señor Letelier.



Luego, el señor Presidente somete a votación las enmiendas, las que son aprobadas por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“TÍTULO PRELIMINAR

DEL SISTEMA NACIONAL DE CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES


Artículo 1º.- Créase el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales, en adelante “El Sistema”, que tiene por objeto el reconocimiento formal de las competencias laborales de las personas, independientemente de la forma en que hayan sido adquiridas y de si tienen o no un título o grado académico otorgado por la enseñanza formal de conformidad a las disposiciones de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza; así como favorecer las oportunidades de aprendizaje continuo de las personas, su reconocimiento y valorización.


Las personas podrán, voluntariamente, solicitar la certificación de sus competencias laborales según el Sistema que establece esta ley, y sin que ésta constituya obligación o requisito para desempeñar una determinada actividad económica u ocupacional, sin perjuicio de las normas específicas que las regulan, en especial las establecidas en leyes o reglamentos que exijan autorización o habilitación para el ejercicio de una determinada actividad u ocupación. La certificación será otorgada mediante entidades acreditadas a través de un marco metodológico común aceptado por los distintos sectores productivos.


Ninguna entidad u organismo podrá ser obligado a acreditarse bajo el sistema que crea esta ley, para efectos de certificar competencias laborales. En este último caso, estas entidades no podrán optar a los mecanismos de financiamiento público establecidos en la presente ley.

Artículo 2º.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por:


a) Competencia Laboral: aptitudes, conocimientos y destrezas necesarias para cumplir exitosamente las actividades que componen una función laboral, según estándares definidos por el sector productivo.


b) Evaluación de Competencias Laborales: es un proceso de verificación del desempeño laboral de una persona contra una unidad de competencia laboral previamente acreditada.


c) Certificación de Competencia Laboral o Certificación de Competencia: corresponde al proceso de reconocimiento formal, por una entidad independiente, de las competencias laborales demostradas por un individuo en el proceso de evaluación.


d) Unidad de Competencia Laboral: es un estándar que describe los conocimientos, las habilidades y aptitudes que un individuo debe ser capaz de desempeñar y aplicar en distintas situaciones de trabajo, incluyendo las variables, condiciones o criterios para inferir que el desempeño fue efectivamente logrado.

TÍTULO PRIMERO

DE LA COMISIÓN DEL SISTEMA NACIONAL DE CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES


Artículo 3º.- Créase la Comisión del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales, en adelante también “la Comisión”, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y cuya función será la implementación de las acciones reguladas en la presente ley.


Artículo 4º.- Corresponderán a la Comisión las siguientes funciones y deberes:


a) Proponer a las autoridades competentes las políticas globales de certificación de competencias laborales;


b) Velar por la calidad, la transparencia y el resguardo de la fe pública del Sistema, fijando las metodologías y procedimientos que se utilizarán en su implementación;


c) Supervisar que los Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales den cumplimiento a las obligaciones que emanan de esta ley;


d) Desarrollar, adquirir, actualizar y aprobar, previa evaluación, las propuestas presentadas por los Organismos Sectoriales de Competencias Laborales respecto a la generación, adquisición y actualización, así como también la acreditación, de las Unidades de Competencias Laborales que se aplicarán en el Sistema, manteniendo un registro público de éstas, en los términos del artículo 25, Nº 2. En caso de rechazar dicha propuesta, deberá hacerlo fundadamente;


e) Informar a los usuarios del sistema sobre los evaluadores contratados por los Centros de Evaluación y Certificación acreditados por ella, mediante los mecanismos que determine al efecto. Para este fin, la Comisión podrá requerir esta información de los Centros;


f) Validar los criterios y procedimientos de acreditación y acreditar la condición de Centro de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales habilitado para emitir certificados de competencias laborales, en conformidad a la presente ley y al Sistema, mantener un registro público de éstos, y revocar la inscripción en dicho registro cuando corresponda;


g) Acreditar la condición de Evaluador habilitado para evaluar competencias laborales de las personas, en conformidad al Sistema, mantener un registro público de éstos, y revocar la inscripción en dicho registro cuando corresponda;


h) Crear y mantener un registro público de las certificaciones otorgadas por los Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales habilitados;


i) Publicar y entregar los balances financieros auditados, así como también aprobar y presentar anualmente al Ministerio del Trabajo y Previsión Social el Presupuesto, el Plan de Trabajo y el Plan de Inversión de Excedentes;


j) Elaborar las normas de funcionamiento de la Comisión y administrar su patrimonio, con plenas facultades, incluyendo aquellas referidas a la disposición de sus bienes;


k) Proporcionar la información financiera, contable, u otra, que requieran o soliciten los Ministerios del Trabajo y Previsión Social o de Hacienda, y entregar un informe de gestión anual respecto de las metas propuestas y sus resultados;


l) Poner a disposición de los usuarios del Sistema, información relativa a los registros que mantiene la Comisión;


m) Celebrar los actos o contratos con organismos públicos, personas jurídicas de derecho público o privado, nacionales, internacionales o extranjeras, conducentes al cumplimiento de los fines del Sistema, y 


n) Cumplir las demás funciones y deberes que le asigna la ley.


Artículo 5º.- La Comisión estará integrada por nueve miembros que tengan reconocida calidad técnica en el ámbito de las competencias laborales, los que serán designados de conformidad a lo establecido en el reglamento, de la siguiente forma:


a) Un miembro designado por el Ministro del Trabajo y Previsión Social;


b) Un miembro designado por el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción;


c) Un miembro designado por el Ministro de Educación;


d) Tres miembros designados por las organizaciones de empleadores de mayor representatividad del país entre los representantes de los sectores productivos participantes del Sistema, y


e) Tres miembros designados por las centrales de trabajadores de mayor representatividad del país.


No podrán ser miembros de la Comisión aquellas personas que tengan un vínculo de dependencia laboral, de propiedad o sean directivos de un centro de evaluación y certificación de competencias laborales, de un organismo técnico de capacitación y de un organismo técnico intermedio para capacitación. De igual forma, los miembros no podrán ejercer como evaluadores del Sistema.


Los miembros de la Comisión durarán cuatro años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos por un período adicional. La renovación se realizará por parcialidades cada dos años, según se establezca en el reglamento.


En el caso de vacancia, la designación del reemplazante se efectuará dentro de los treinta días corridos siguientes de producida ésta, siguiendo el mismo procedimiento indicado en el inciso primero. El reemplazante durará en sus funciones por el tiempo que reste para completar el período del miembro reemplazado.


La Comisión será presidida por aquel de sus integrantes que sus miembros designen y durará en su cargo dos años, pudiendo ser reelegido por una sola vez, para lo cual se requerirá del voto favorable de todos los integrantes en ejercicio de la Comisión. Además designará un Vicepresidente que durará dos años en su cargo, pudiendo ser reelegido por una sola vez. El Vicepresidente subrogará al Presidente en caso de ausencia o impedimento de éste.


La Comisión sesionará con, a lo menos, cinco de sus miembros y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los miembros presentes. Su Presidente dirimirá los empates que pudieren producirse.


Sin perjuicio de lo anterior, los acuerdos para aprobar cada año el Presupuesto, el Plan de Trabajo y el Plan de Inversiones, deberán adoptarse con el voto de la mayoría de sus miembros en ejercicio.


El miembro que estime necesario salvar su responsabilidad por algún acto o acuerdo de la Comisión, deberá hacer constar en el acta respectiva su oposición, fundamentando su voto de minoría.


Artículo 6°.- Los miembros de la Comisión deberán efectuar ante el Secretario Ejecutivo de la misma, quien la mantendrá disponible para su consulta pública, una declaración jurada de patrimonio, en los mismos términos de los artículos 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1/19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001.


Asimismo, deberán observar durante el ejercicio de sus funciones una conducta intachable y un desempeño honesto y leal. Cualquier incumplimiento de sus obligaciones o prohibiciones será sancionado de conformidad a las normas y procedimiento que fije la Comisión en su estatuto de funcionamiento. Las sanciones podrán ir desde la amonestación hasta la remoción en los casos más graves. En este último caso podrá apelarse de la medida ante el Presidente de la República, quien resolverá sin recurso ulterior.


Se considerarán casos graves de incumplimiento, los siguientes:


1. Usar en beneficio propio o de terceros la información reservada o privilegiada a que se tuviere acceso en razón de sus funciones propias;


2. Hacer valer indebidamente su condición de miembro de la Comisión para influir sobre una persona, con el objeto de conseguir un beneficio directo o indirecto para sí o para un tercero;


3. Emplear, bajo cualquier forma, dinero o bienes entregados a la Comisión para la consecución de los fines del Sistema, en provecho propio o de terceros;


4. Ejecutar actividades, utilizar personal o recursos destinados al uso exclusivo de la Comisión o del Sistema en beneficio propio o para fines ajenos a los institucionales;


5. Solicitar, hacerse prometer o aceptar, en razón de su calidad de miembro de la Comisión, para sí o para terceros, donativos, ventajas o privilegios de cualquier naturaleza;


6. Intervenir, en razón de sus funciones propias entregadas en su calidad de miembro de la Comisión, en asuntos en que se tenga interés personal o en que lo tengan el cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive.


Asimismo, participar en decisiones en que exista cualquier circunstancia que le reste imparcialidad;


7. Contravenir los deberes de eficiencia, eficacia y legalidad que rigen las actuaciones propias de la Comisión, conforme el marco legal dado por la presente ley, y


8. Incumplir de forma contumaz la obligación de rendir su declaración de patrimonio.


Artículo 7º.- Los miembros de la Comisión deberán presentar una declaración de intereses que exprese cualquier vinculación, ya sea de carácter profesional, por actividades económicas o de parentesco con los directivos, gerentes o socios de un centro de evaluación y certificación de competencias laborales habilitado, un organismo técnico de capacitación o con un organismo técnico intermedio para capacitación. El reglamento establecerá los requisitos de las declaraciones y contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a estas disposiciones.


Los miembros de la Comisión deberán inhabilitarse cuando ésta realice un pronunciamiento que afecte a entidades con las cuales tengan las relaciones descritas en el inciso anterior.


Artículo 8°.- La Comisión tendrá una Secretaría Ejecutiva cuyas funciones serán las que le encomienda esta ley.


La Comisión, dentro del plazo de ciento ochenta días a contar de la vigencia de la presente ley, elaborará un reglamento interno que normará lo concerniente al funcionamiento y personal de la Secretaría Ejecutiva, el que se regirá por las disposiciones del Código del Trabajo.


Artículo 9°.- La Comisión designará una persona como Secretario Ejecutivo de la misma, quien tendrá la calidad de ministro de fe respecto de sus actuaciones, deliberaciones y acuerdos, y representará judicial y extrajudicialmente a la Secretaría Ejecutiva.


Serán funciones del Secretario Ejecutivo:


a) Dirigir y coordinar las actividades necesarias de la Secretaría Ejecutiva, para dar cumplimiento a los fines de la Comisión;


b) Proporcionar a la Comisión los insumos necesarios para su funcionamiento;


c) Contratar al personal para el funcionamiento de la Secretaría Ejecutiva;


d) Cumplir los acuerdos que la Comisión adopte;


e) Denunciar ante la autoridad administrativa o judicial que corresponda, las infracciones cometidas a la presente ley;


f) Formular anualmente el Presupuesto, el Plan de Trabajo, el Plan de Inversión de Excedentes y el Balance de la Comisión;


g) Recibir reclamos presentados por terceros en contra de la decisión adoptada por un centro de evaluación y certificación de competencias laborales, fundada en que no cumple con las unidades de competencias laborales, metodologías y procedimientos fijados por la Comisión, y


h) Relacionarse con los ministerios, servicios públicos y organizaciones productivas, de trabajo y de formación, necesarios para asegurar el cumplimiento de los fines de la Comisión.


No podrá ser Secretario Ejecutivo quien tenga un vínculo de dependencia, de propiedad o sea directivo de un centro de evaluación y certificación de competencias laborales, de un organismo técnico de capacitación o de un organismo técnico intermedio para capacitación. El Secretario Ejecutivo no podrá ejercer como evaluador del Sistema.

TÍTULO SEGUNDO

DEL FINANCIAMIENTO DE LA COMISIÓN DEL SISTEMA NACIONAL DE CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES


Artículo 10.- El patrimonio de la Comisión estará integrado por:


a) Recursos asignados, para estos fines, en la Ley de Presupuestos del Sector Público para el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, transferidos por dicho Ministerio a la Comisión en virtud de convenios de desempeño visados por la Dirección de Presupuestos, los que no podrán superar el 49% del gasto total de la Comisión. Con todo, para destinar recursos, sean estos públicos o provenientes de sus ingresos propios, al cofinanciamiento de la generación, adquisición y actualización de unidades de competencias laborales, el sector productivo deberá contribuir a lo menos con un 10% del gasto de cada una de ellas.


Para los efectos de esta ley, se entenderá por gasto total todos los gastos efectuados por la Comisión, sean éstos en dinero o especies, incluidos los financiados con los aportes a que se refiere la letra b). Las especies aportadas deberán valorarse a precios de mercado según la forma que determine el reglamento, el que definirá asimismo la forma en que se contabilizarán;


b) Aportes de los sectores productivos participantes efectuados a la Comisión en dinero o en especies preferentemente para comprar, generar, actualizar o validar unidades de competencias laborales, mediante convenios de colaboración o de cooperación;


c) Recursos propios que obtenga con ocasión de la administración de su patrimonio y de los ingresos que perciba por los servicios que preste, y


d) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título y los frutos de estos bienes.

Artículo 11.- La Comisión celebrará anualmente un Convenio de Desempeño con el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, mecanismo a través del cual este Ministerio le transferirá los recursos indicados en la letra a) del artículo anterior.


El Convenio de Desempeño contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:


a) La proporción del presupuesto anual de la Comisión que se financiará con recursos públicos;


b) La forma, plazos y procedimientos de entrega de los recursos públicos a la Comisión por parte del Ministerio del Trabajo y Previsión Social;


c) Los resultados o las acciones comprometidas en el Plan Anual de Trabajo de la Comisión;


d) Los mecanismos o procedimientos de rendición de cuenta de la administración de los recursos públicos recibidos y del cumplimiento de los resultados o de las acciones comprometidas en el Convenio de Desempeño, y


e) Los mecanismos de fiscalización del cumplimiento de este convenio.


Artículo 12.- El Ministerio del Trabajo y Previsión Social, previa autorización del Ministerio de Hacienda, fijará por resolución, a propuesta de la Comisión, el arancel máximo que ésta podrá cobrar por los procesos de acreditación, de mantención en los registros y de entrega de duplicados de los certificados emitidos por los centros de evaluación y certificación de competencias laborales. Para su fijación, el Ministerio del Trabajo y Previsión Social considerará los resultados operacionales del año en curso de acuerdo a los procedimientos e instrumentos que establezca el reglamento y la proyección de ingresos y gastos señalados en el presupuesto anual, de manera tal de equilibrar los ingresos y gastos proyectados para el año siguiente.

TÍTULO TERCERO

DE LOS ORGANISMOS SECTORIALES

DE COMPETENCIAS LABORALES


Artículo 13.- La Comisión deberá solicitar para el proceso de generación, adquisición y actualización de las unidades de competencias laborales, la participación de los sectores relacionados, por intermedio de un organismo sectorial de competencias laborales, que se constituirá para este solo propósito, y cuya opinión deberá ser oída por la Comisión para los efectos de lo dispuesto en el artículo 4°, letra d), de esta ley.


Los sectores productivos y las organizaciones de trabajadores podrán requerir a la Comisión, por escrito, el inicio del proceso de identificación de unidades de competencias laborales por intermedio de estos organismos sectoriales.

Artículo 14.- Son atribuciones de los Organismos Sectoriales de Certificación:


a) Elaborar las orientaciones estratégicas vinculadas a las Unidades de Competencias Laborales, en cuanto a su desarrollo y lineamientos metodológicos comunes que den consistencia al sistema, y


b) Generar y actualizar Unidades de Competencias Laborales, así como proponer a la Comisión su adquisición.


Los organismos sectoriales deberán estar compuestos, al menos, por representantes de la Administración Central del Estado, del sector productivo y de los trabajadores, y funcionarán con el apoyo metodológico y administrativo de la Secretaría Ejecutiva. La Comisión establecerá las normas reglamentarias que regularán su funcionamiento y duración.

TÍTULO CUARTO

DE LA ACREDITACIÓN DE LOS CENTROS DE EVALUACIÓN Y CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES


Artículo 15.- Para los efectos de esta ley, los procesos de evaluación y certificación de competencias laborales serán desarrollados por entidades ejecutoras acreditadas, denominadas Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales, en adelante, los “Centros”.


Los Centros tendrán la responsabilidad de evaluar las competencias laborales de las personas que lo soliciten, de acuerdo a las unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión, y otorgar las certificaciones cuando corresponda.


Para su labor de evaluación, los Centros contratarán evaluadores que desarrollarán los procesos de certificación de competencias laborales.


No podrán cumplir estas funciones quienes se desempeñen en calidad de director, gerente, administrador o relator de las instituciones reguladas en la ley N° 19.518, sobre Estatuto de Capacitación y Empleo, o la hayan tenido dentro de los últimos dos años contados desde el término de su relación con ellas.


Los Centros deberán prestar sus servicios de acuerdo a las normas y procedimientos sancionados por la Comisión, y responderán por las acciones u omisiones de los evaluadores de su dependencia.


Los Centros tendrán las siguientes obligaciones:


a) Aplicar los procedimientos y metodologías validadas por la Comisión, en los procesos de evaluación y certificación de competencias laborales;


b) Aplicar las unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión, en los procesos de evaluación y certificación;

c) Mantener las evidencias del proceso de evaluación de las competencias laborales de las personas, por los períodos y en las formas que indique el reglamento;


d) Informar a la Comisión, por escrito, de cualquiera circunstancia que altere o cambie, de manera sustancial, los antecedentes de los Centros, considerados para el proceso de su acreditación, establecidos en el artículo 19 de la presente ley, y


e) Desarrollar su labor, con total independencia, imparcialidad e integridad.


Artículo 16.- Los certificados de competencias laborales que se otorguen en conformidad a esta ley, tendrán la calidad de instrumentos públicos; y su falsificación o utilización maliciosa será sancionada de conformidad con lo dispuesto en los artículos 193, 194 y 196, según corresponda, del Código Penal.


Artículo 17.- Las entidades certificadoras que además se desempeñen como instituciones reguladas en la ley No 19.518, sobre Estatuto de Capacitación y Empleo, o en la ley No 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, o instituciones que desarrollen otras actividades de capacitación o de formación financiadas con fondos públicos, no podrán certificar las competencias laborales de personas egresadas de sus propios establecimientos.


Asimismo, las instituciones señaladas en el inciso anterior no podrán concurrir, directamente o a través de personas jurídicas en las que participen, a la constitución de un Centro, cualquiera sea su naturaleza jurídica.


Los Centros que tengan con las instituciones indicadas en el inciso primero, alguna de las relaciones descritas en los artículos 96, 97, 98, 99 y 100 de la ley Nº 18.045, Título XV, del Mercado de Valores, no podrán evaluar o certificar a los egresados de dichas instituciones.


Lo establecido en los incisos anteriores también rige para las personas contratadas por los Centros para ejercer los servicios relacionados con la labor de evaluación de competencias laborales.


Artículo 18.- Corresponderá a la Comisión acreditar a los Centros que cumplan con los requisitos de idoneidad, imparcialidad, y competencia, así como con los requisitos y criterios que se establecen en la presente ley y en su reglamento, y con los que apruebe la Comisión, para asegurar el cumplimiento de los objetivos de la presente ley.


En los casos en que la entidad postulante no cumpla íntegramente con los requisitos establecidos en el inciso anterior, la Secretaría Ejecutiva formulará las observaciones que deberán ser subsanadas por el postulante dentro del plazo de quince días hábiles, contado desde su notificación, bajo apercibimiento de rechazar su solicitud si no subsana las observaciones realizadas, dentro del referido plazo. 


La Comisión podrá encomendar a personas jurídicas de derecho público o privado, la ejecución de las actividades necesarias para la evaluación de los Centros, tendientes a la acreditación de los mismos.


La acreditación se otorgará por un plazo de tres años, sin perjuicio de la facultad de la Comisión para revocarla anticipadamente, en los casos previstos en esta ley.


Artículo 19.- Para obtener la acreditación como Centro, las entidades postulantes deberán cumplir con los criterios que defina la Comisión, de manera general y pública, para asegurar la idoneidad, imparcialidad y competencia de los Centros; y además con los siguientes requisitos:


1°. Tener personalidad jurídica.


2°. Acreditar que los servicios de evaluación y certificación de competencias laborales forman parte de los objetivos contemplados en sus Estatutos o normas por las que se rigen.


3°. Tener contratado personal idóneo para la dirección y administración del Centro y para la evaluación de los trabajadores. 


4°. Ser propietario, o disponer a otro título que otorgue posesión o mera tenencia, de la infraestructura necesaria para desempeñar las labores de evaluación y certificación de competencias laborales propias del sector productivo o área de la actividad económica en el cual desea desarrollar sus acciones.


5°. Contar con procesos operacionales que aseguren la idoneidad y transparencia de las decisiones que ellas adopten.


El reglamento de esta ley, establecerá la forma y condiciones a través de las cuales se acreditarán los requisitos y criterios anteriormente prescritos.


Artículo 20.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, no podrán inscribirse ni permanecer en el Registro respectivo las personas jurídicas que tengan como socios, directivos, gerentes o administradores a:


a) Personas que hayan sido condenadas por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva. La inhabilidad a que se refiere esta letra cesará cuando se acredite el cumplimento de la pena.


b) Los fallidos o los administradores o representantes legales de las personas fallidas que hubieran sido condenadas por delito de quiebra culpable o fraudulenta y demás establecidos en los artículos 232 y 233 de la Ley de Quiebras, incorporada al Libro IV del Código de Comercio. La inhabilidad a que se refiere esta letra cesará cuando se acredite el cumplimento de la pena.


c) Funcionarios públicos que tengan que ejercer, de acuerdo a la ley, funciones de fiscalización o control sobre las personas jurídicas inscritas en el Registro de Centros.


d) Quienes hayan sido administradores, directivos o gerentes de un Centro sancionado en los últimos cinco años con la cancelación de su inscripción en el Registro de Centros, conforme a esta ley.


Para los efectos de este artículo se entenderá por administradores, directivos y gerentes, a las personas que tengan poder de decisión o facultades de administración.


Lo dispuesto en la letra c) de este artículo será aplicable también a los evaluadores que sean contratados por los Centros.


Artículo 21.- La acreditación que se otorgue a los Centros se extenderá exclusivamente a aquellos ámbitos que la Comisión señale, conforme al contenido de cada solicitud y a los antecedentes de la evaluación.


La calidad de Centro habilitado no podrá ser transferida o cedida, ni perpetua ni temporalmente, a título gratuito u oneroso, ni ser objeto de transacción civil o comercial alguna.


Artículo 22.- De la resolución de la Comisión que deniegue la acreditación a que se refiere el artículo 18 de esta ley, procederá recurso de reposición ante dicho organismo, debiendo interponerse dentro de los diez días hábiles siguientes a la notificación de la resolución denegatoria.


Corresponderá al Ministro del Trabajo y Previsión Social, conocer de la apelación que se interponga en contra de la resolución que rechace el recurso de reposición presentado ante la Comisión. Este recurso deberá interponerse en el plazo de diez días hábiles contados desde la notificación de dicha resolución.


El Ministro del Trabajo y Previsión Social tendrá un plazo de treinta días hábiles para resolver. Si transcurrido el plazo no existiere pronunciamiento, se entenderá que el Ministro acoge el reclamo y la Comisión deberá dictar la resolución que disponga la acreditación del respectivo Centro.

TÍTULO QUINTO

DE LA SUPERVISIÓN Y DE LAS SANCIONES A LOS CENTROS


Artículo 23.- La Comisión supervisará que los procesos de evaluación y certificación, sean ejecutados por los Centros de acuerdo al Sistema que crea esta ley, debiendo velar porque éstos den cumplimiento a las obligaciones contempladas en la presente ley y en su reglamento. Para estos efectos, la Comisión podrá requerir de los administradores y responsables de los Centros, todas las explicaciones y antecedentes que juzgue necesarios.


Lo anterior se entiende sin perjuicio de las facultades que le corresponden a otros organismos.


Artículo 24.- Los Centros que infrinjan las normas de la presente ley o su reglamento, serán sancionados por la Comisión, con alguna de las siguientes medidas:


a) Amonestación por escrito; 


b) Suspensión por un período de seis meses de la acreditación del Centro por no haber cumplido con los criterios y requisitos de evaluación; 


c) Suspensión por un período de un año de la acreditación del Centro por no haber cumplido con los criterios y requisitos de evaluación y que haya sido anteriormente sancionado con una suspensión, y


d) Cancelación de su inscripción en el Registro.


La sanción de cancelación de la inscripción en el Registro, sólo podrá imponerse, en los siguientes casos:


1. Por error manifiesto que permita presumir que el Centro ha obrado con grave negligencia en la prestación de su servicio;


2. Por coludirse con organismos técnicos de capacitación, con instituciones de educación superior o con usuarios del Sistema para la entrega de certificados;


3. Por haber sido sancionado penalmente cualquiera de los directivos, gerentes o administrativos del Centro, por el delito de falsedad o utilización maliciosa a que se refiere el artículo 16 de la presente ley;


4. Por no haber adoptado las medidas necesarias para solucionar las observaciones del Secretario Ejecutivo, al momento de suspender la autorización, dentro de los plazos fijados; o cuando las medidas implementadas no sean conducentes a dicho fin o no produzcan los efectos perseguidos;


5. Por no haber aplicado las unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión;


6. Por no haber aplicado los procedimientos y metodologías conforme al sistema de calidad definido por la Comisión;


7. Por incumplimiento grave o reiterado de las normas de la presente ley, su reglamento o de las instrucciones impartidas por la Comisión;


8. Por infracción a lo dispuesto en los artículos 17 y 19 de la presente ley;


9. Por utilización de la autorización de la Comisión en ámbitos distintos a los autorizados, y


10. Si proporcionare información falsa o engañosa acerca de las características de los servicios que presta, o del desempeño que exhiba al interior del Sistema.


Los Centros a quienes se les revoque la acreditación e inscripción en el respectivo Registro, no podrán solicitarla nuevamente sino después de transcurridos dos años contados desde la fecha de la revocación.


La cancelación de la inscripción en el Registro se efectuará por la Comisión, mediante resolución fundada.


Tratándose de las sanciones aludidas en las letras a), b) y c) del presente artículo, en forma previa a la aplicación de una sanción, se notificará al afectado de los cargos que se formulan en su contra, para que presente sus descargos a la Comisión dentro de diez días hábiles contados desde la notificación. Efectuado los descargos, o en rebeldía, la Comisión podrá aplicar estas sanciones. De la resolución que imponga una sanción, se podrá reclamar ante el Ministro del Trabajo y Previsión Social dentro del plazo de cinco días hábiles, contado desde la notificación de dicha resolución. El Ministro tendrá un plazo de treinta días hábiles para resolver.


Tratándose de la sanción de cancelación de la inscripción en el Registro, a que alude la letra d) del presente artículo, los Centros podrán reclamar de su aplicación ante el Ministro del Trabajo y Previsión Social, dentro del plazo de cinco días hábiles, contado desde la notificación de dicha resolución. El Ministro tendrá un plazo de treinta días hábiles para resolver, si estima que dicha sanción no se ajusta a la presente ley y ello les causa perjuicio.

TÍTULO SEXTO

DE LOS REGISTROS


Artículo 25.- La Comisión llevará los siguientes registros de carácter público:


1. Registro Nacional de Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales, que tendrá como objeto identificar los Centros habilitados para ejecutar las acciones de evaluación y de certificación de competencias laborales contempladas en esta ley.


2. Registro Nacional de Unidades de Competencias Laborales, que tendrá por objeto informar a los usuarios sobre las unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión, y su relevancia para determinados sectores productivos, áreas ocupacionales y puestos de trabajo.


3. Registro Nacional de Certificaciones, que tendrá por objeto informar respecto de las certificaciones otorgadas por los Centros, y se construirá a partir de los reportes que emitirán dichos Centros, en conformidad a lo establecido en el reglamento.

La información contenida en los registros será puesta a disposición de las personas e instituciones usuarios del Sistema, especialmente de las instituciones educacionales, a fin de permitirles relacionar las competencias con los diferentes niveles educacionales, incorporarlas en el diseño de planes y programas de estudio y facilitar el reconocimiento de las competencias certificadas en los procesos formales de educación.

TÍTULO SÉPTIMO

DEL FINANCIAMIENTO DE LOS PROCESOS DE EVALUACIÓN Y CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES


Artículo 26.- El servicio de evaluación y certificación de competencias laborales establecido en la presente ley, podrá ser financiado mediante cualquiera de las siguientes alternativas:


a) A través de recursos propios de la persona que solicita el servicio;


b) Con recursos provenientes de la empresa en la que el trabajador se desempeña, los que podrán gozar de la franquicia tributaria señalada en el primer inciso del artículo 36 de la ley N° 19.518, para aquellos beneficiarios que esta norma contempla;


c) Con recursos contemplados en el Fondo Nacional de Capacitación señalado en el artículo 44 de la ley N° 19.518, los que serán aplicados, preferentemente, a los trabajadores cesantes, y


d) A través de los respectivos presupuestos destinados a capacitación en las entidades pertenecientes al sector público.


Artículo 27.- Podrá disponerse del financiamiento público a que se refieren las letras b), c) y d) del artículo anterior, sólo para los procesos de evaluación y certificación de competencias laborales cuando concurran las siguientes circunstancias:


a) Que se ejecuten por los Centros acreditados por la Comisión, y


b) Que se basen en los criterios, procedimientos, metodologías y unidades de competencias laborales validadas por la Comisión.


Artículo 28.- El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, determinará el monto de los gastos de las acciones de evaluación y certificación de competencias laborales que se podrán imputar a la franquicia tributaria que establece la ley N° 19.518.


Para efecto de lo anterior, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, en conjunto con el Ministerio de Hacienda deberá fijar anualmente un valor máximo a descontar por cada proceso de evaluación y certificación de competencias laborales efectuado, denominado valor proceso de evaluación y certificación de competencias laborales participante.


El monto autorizado a descontar no podrá exceder del gasto efectivamente realizado por la empresa.


En caso en que el trabajador concurriera al financiamiento de su proceso de evaluación y certificación de competencias laborales, el empleador podrá imputar a la franquicia sólo la parte correspondiente a su aporte.


Artículo 29.- Con todo, las empresas que utilicen la franquicia tributaria establecida en el primer inciso del artículo 36 de la ley N° 19.518, para financiar el servicio de evaluación y certificación de competencias laborales de uno o más de sus trabajadores, deberán financiar directamente, sin derecho a descontar de la franquicia tributaria:


a) El 10% del costo del servicio de evaluación y de certificación de competencias laborales, cuando éste fuere prestado a trabajadores cuyas remuneraciones individuales mensuales no superen las 10 unidades tributarias mensuales;


b) El 30% del costo del servicio de evaluación y de certificación de competencias laborales, cuando éste fuere prestado a trabajadores cuyas remuneraciones individuales mensuales excedan de las 10 unidades tributarias mensuales y no superen las 25;


c) El 50% del costo del servicio de evaluación y de certificación de competencias laborales, cuando éste fuere prestado a trabajadores cuyas remuneraciones individuales mensuales excedan de las 25 unidades tributarias mensuales y no superen las 50, y


d) El 100% del costo del servicio de evaluación y de certificación, cuando éste fuere prestado a trabajadores cuyas remuneraciones individuales mensuales superen las 50 unidades tributarias mensuales.


Artículo 30.- El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo autorizará, conforme a los artículos 28 y 29 de la presente ley, el monto de los gastos en evaluación y certificación de competencias laborales que las empresas podrán descontar en conformidad al primer inciso del artículo 36 de la ley N° 19.518.


Sin perjuicio de lo anterior, las empresas sólo podrán imputar como costos directos los gastos en que incurran con ocasión del financiamiento del servicio de evaluación y certificación de competencias laborales contratado directamente con Centros con inscripción vigente en el Registro Nacional de Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales.


Artículo 31.- Los comités bipartitos de capacitación, además de las funciones que establece el artículo 13 de la ley N° 19.518, podrán acordar y evaluar programas de evaluación y certificación de competencias laborales.


Artículo 32.- Las acciones contempladas en las modalidades descritas en el tercer y quinto inciso del artículo 33 de la ley Nº 19.518, podrán ampliarse a acciones de evaluación y certificación de competencias laborales.


Artículo 33.- Los organismos técnicos intermedios para capacitación servirán de nexo entre las empresas y los Centros. Con el propósito de evitar la integración vertical entre los Centros y las OTIC, estas últimas no podrán destinar más del 15% de los fondos que administran a un solo Centro. Además los distintos Centros en que se distribuyan los fondos no podrán estar relacionados entre sí, de conformidad con lo establecido en el artículo 100 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores. El límite de cobro por parte de las OTIC por la intermediación en la certificación de competencias laborales no podrá exceder el 5% del costo de dicha certificación.


Los remanentes de las cuentas de capacitación y de reparto, que los organismos técnicos intermedios para capacitación mantienen por cada empresa, que se produjeren al final del ejercicio sí podrán ser usados para las actividades de evaluación y certificación de competencias laborales contempladas en esta ley.


Artículo 34.- El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo podrá establecer con cargo al Fondo Nacional de Capacitación, acciones de evaluación y certificación de competencias laborales en las letras a), b), d) y e) del artículo 46 de la ley N° 19.518.


Además, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo podrá desarrollar con cargo al Fondo, programas tendientes a ejecutar acciones de evaluación y certificación de competencias laborales para beneficiarios de escasos recursos. Dichos programas deberán ser licitados y ejecutados por los Centros acreditados por la Comisión que crea la presente ley.


Artículo 35.- Para el financiamiento descrito en la letra b) del artículo 26 de la presente ley, se aplicará el Párrafo 4º “De la Capacitación y su Financiamiento” de la ley Nº 19.518, salvo los artículos 31; 32; el último inciso del artículo 33; 34; 35; los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 36; 37; 38; los incisos primero y cuarto del artículo 39, y el inciso segundo del 43.

TÍTULO OCTAVO

DEL DEBER DE RESERVA Y CONFIDENCIALIDAD,

DE LOS ANTECEDENTES INVOLUCRADOS EN EL PROCESO

DE CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES


Artículo 36.- Los Centros autorizados para realizar la labor de certificación de competencias laborales, deberán mantener reserva y confidencialidad sobre todo tipo de antecedentes e información que requieran de los distintos procedimientos y estrategias de producción de las empresas, vinculados al proceso de certificación de competencias.


Asimismo, la Comisión y su Secretario Ejecutivo deberán mantener reserva de la información que requieran de los Centros de Certificación de Competencias, en relación a la información señalada en el inciso anterior, lo que se aplicará especialmente al manejo de los antecedentes de las personas naturales beneficiadas con los procesos de certificación.


Artículo 37.- En caso de que uno o más Centros involucrados en los procesos de certificación de competencias laborales no guarden reserva o confidencialidad de los antecedentes relacionados con los procedimientos y estrategias de producción de las empresas objeto de dicha certificación, les será aplicable lo dispuesto en el artículo 24 de la presente ley.


Si quien incurriere en esta infracción fuese uno o más de los miembros integrantes de la Comisión, o su Secretario Ejecutivo, deberán ser removidos de su cargo, sin perjuicio de las demás responsabilidades que les pudiesen caber.

TÍTULO NOVENO

DE LAS MODIFICACIONES A LA LEY Nº 19.518


Artículo 38.- Introdúcense en la ley Nº 19.518, las siguientes modificaciones:


1) Agrégase en el artículo 21 el siguiente inciso cuarto nuevo:


“Cuando los organismos técnicos de capacitación dejaren de cumplir con alguno de los requisitos señalados en este artículo, cesará su inscripción en el Registro Nacional, perdiendo su calidad de organismos capacitadores.”.


2) Modifícase el artículo 22 de la siguiente manera:


a) Elimínanse en la letra a), las palabras “o estén procesadas”, entre las expresiones “que hayan sido condenadas” y “por crimen o simple delito”; y las palabras “procesadas o” entre las expresiones “personas fallidas” y “condenadas por delitos”.


b) Agrégase en el segundo párrafo de la letra a) del artículo 22, a continuación del punto y coma(;) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase:


“Asimismo, cesará la inhabilidad cuando se acredite el cumplimento de la pena;”.


c) Intercálase en la letra c) del artículo 22, el siguiente párrafo segundo:


“La inhabilidad a que se refiere esta letra regirá por el plazo de cinco años, contados desde la fecha de la resolución de cancelación de la inscripción del organismo técnico de capacitación del que hayan sido administradores, directivos o gerentes.”.


3) Agrégase, en el artículo 35, el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto, a ser tercero, cuarto y quinto, respectivamente:


“Todo curso propuesto en aquellas áreas específicas en que se cuenta con estándares acreditados por la Comisión de Certificación de Competencias Laborales, deberá estar basado en los estándares existentes y deberán ser adecuadamente modularizados para ser inscritos en el Registro Nacional de Cursos. Dicha exigencia será efectiva a partir de los doce meses siguientes, contados desde la fecha de aprobación del estándar por parte de la citada Comisión y su duración dependerá de la vigencia que establezca para el estándar la misma. Sin perjuicio de lo anterior, aquellos cursos inscritos en el Registro Nacional de Cursos mantendrán la vigencia establecida al momento de su inscripción.”.

4) Modifícase el artículo 77, de la siguiente manera:


a) Elimínanse las letras a) y e), pasando las actuales letras b), c) y d), a ser a), b) y c), respectivamente, y la actual letra f), a ser d).


b) Agrégase la siguiente letra e), nueva:


“e) Por la promoción de servicios, productos, bienes u otros, distintos de capacitación, asociados al uso de la franquicia tributaria establecida en el artículo 36, ya sea directamente o a través de piezas publicitarias escritas, radiales, de televisión, informáticas o de los mensajes utilizados directamente por personas encargadas por el organismo capacitador como fuerza de ventas.”.


c) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando los actuales segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:


“Sin perjuicio de lo anterior, a las entidades que requieran de autorización del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, para operar como escuelas de conductores, se les cancelará su inscripción en el Registro Nacional consignado en el artículo 19 de esta ley, cuando la escuela de conductores haya sido cancelada del Registro del Ministerio de Transportes, como medida de sanción. Lo anterior será sin perjuicio de las facultades del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo para cancelar su inscripción en el Registro por las infracciones a las normas del Estatuto.”.

TÍTULO FINAL


Artículo 39.- Los reglamentos necesarios para la ejecución de esta ley serán dictados a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y deberán ser firmados además por el Ministro de Hacienda. Asimismo, estos reglamentos serán consultados con el Ministerio de Educación y el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia el primer día hábil del mes subsiguiente al de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo segundo.- Las certificaciones de competencias laborales emitidas hasta la fecha de entrada en vigencia de esta ley, en el marco de programas financiados total o parcialmente con recursos públicos provenientes de alguno de los Ministerios que forman parte de la Comisión o sus organismos dependientes, y desarrollados a través de procedimientos acordados por estos y el sector productivo respectivo, tendrán, para todos los efectos legales, el mismo valor y vigencia que los certificados que emitan los Centros a que se refiere esta ley. Para estos efectos, la Comisión deberá incorporarlos al Registro Nacional de Certificaciones a que alude el artículo 25, Nº 3, de la presente ley.


Asimismo, los estándares en las cuales se basaron las certificaciones señaladas en el inciso anterior, se respetarán, para todos los efectos legales, como unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión. Mantendrán esta calidad por un plazo de dos años, a contar de la fecha de entrada en vigencia de esta ley.


Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que signifique esta ley desde su fecha de entrada en vigencia y hasta el día 31 de diciembre del año 2009, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Durante dicho período no regirán las limitaciones de financiamiento y destino de recursos dispuestos en la letra a) del artículo 10 de la presente ley.

Artículo cuarto.- Para la primera designación de los miembros de la Comisión a que se refiere el artículo 5° de esta ley, aquellos miembros señalados en las letras b) y c), como también uno de los miembros indicados en la letra d) y uno de los señalados en la letra e), durarán un período de dos años en sus cargos. Los demás miembros durarán un período completo de cuatro años.”.

_____________

Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Novoa, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley de Tránsito para hacer aplicable la normativa de las bicicletas a los vehículos de cilindrada que indica, con segundo informe de la Comisión de 

Transportes y Telecomunicaciones


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.


El señor Secretario General  señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley de Tránsito para hacer aplicable la normativa de las bicicletas a los vehículos de cilindrada que indica, correspondiente al Boletín Nº 4.720-15.


Añade que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hay.


II.- Numerales del artículo 1º que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hay.


III.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hay.


IV.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 3.


V.- Indicaciones rechazadas: 1 y 2. 


VI.- Indicaciones retiradas: no hay. 


VII.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay. 



El señor Secretario General  agrega que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones propone aprobar el texto despachado en general, con las siguiente modificación:

ARTÍCULO ÚNICO


--- Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo único.- Modifícase la Ley Nº 18.290, de Tránsito, agregando el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 83:


“Para todos los efectos de esta ley, las bicicletas con pedaleo asistido, con motor fijo o agregado, serán consideradas bicicletas y se regularán por la normativa de las mismas.  El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, mediante reglamento, establecerá sus características y exigencias de homologación y las condiciones en que podrán hacer uso de las vías y caminos públicos.”.”


El señor Secretario General hace presente que la modificación efectuada por la Comisión informante fue acordada por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Novoa y Pizarro, por lo que, en virtud de lo preceptuado por el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento del Senado, debe ser votada sin debate.
- - -


A continuación, el señor Presidente somete a votación la modificación anteriormente transcrita, la que es aprobada por la unanimidad de los señores Senadores presentes.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Modifícase la Ley Nº 18.290, de Tránsito, agregando el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 83:



“Para todos los efectos de esta ley, las bicicletas con pedaleo asistido, con motor fijo o agregado, serán consideradas bicicletas y se regularán por la normativa de las mismas.  El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, mediante reglamento, establecerá sus características y exigencias de homologación y las condiciones en que podrán hacer uso de las vías y caminos públicos.”.”.

_____________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas, con informe de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.


El señor Secretario General  señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas, correspondiente al Boletín Nº 4.248-06.


Añade que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto en general y en particular, en virtud de la autorización para proceder de esta manera acordada por la Sala en la sesión 19ª ordinaria, de 15 de mayo del año en curso.



El señor Secretario General señala que la Comisión votó, en una primera instancia, la idea de legislar contenida en el proyecto que inicialmente propuso el Ejecutivo, esto es, referido a la creación de un Ministerio de Seguridad Pública y aprobó esta idea por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez, Larraín y Muñoz Aburto y una abstención del Honorable Senador señor Prokurica.



Luego, agrega, el Ejecutivo presentó una indicación sustitutiva tendiente a crear en el Ministerio del Interior una Subsecretaría de Seguridad Pública, la que fue discutida latamente por la Comisión, resolviéndose reabrir el debate y votar nuevamente el proyecto en general en su texto original, el que fue aprobado por tres  votos a favor, de los Honorables Senadores señores Gómez, Muñoz Aburto y Pizarro y 2 votos en contra de los Honorables Senadores señores Espina y Larraín. 



El señor Secretario General  hace presente que los artículos 1º, inciso segundo; 2º, letra c), 3º, inciso segundo; 8º, letra a); 11, letras a) y b); 13; 14; 16; 20 y 22,  tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, en virtud de lo dispuesto por los artículos 38, 101, 105 y 112 de la Carta Fundamental, por lo que requieren para su aprobación del voto conforme de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Finalmente, hace presente que este proyecto, en el trámite de la discusión en particular, debe ser informado también por la Comisión de Hacienda.

- - -



A continuación, el señor Presidente otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Espina, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para que el proyecto sea retirado del Orden del Día de esta sesión, ya que la materia que regula es objeto de negociaciones políticas entre la Alianza y la Concertación.



Consultada la opinión de la Sala, así se acuerda.
______________

Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el Tratado de Libre Comercio entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y de Panamá, adoptado en Santiago el 27 de junio de 2006, con informes de las Comisiones 

de Relaciones Exteriores y de Hacienda.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Tratado de Libre Comercio entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y de Panamá, adoptado en Santiago el 27 de junio de 2006, correspondiente al Boletín Nº 4.932-10.


Añade que la Comisión de Relaciones Exteriores, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, aprobó este proyecto de acuerdo en general y en particular a la vez, por tratarse de aquéllos de artículo único, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz Barra, Pizarro y Romero, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



El señor Secretario General agrega que la Comisión de Hacienda adoptó idéntica resolución, con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag.

- - -



En discusión general y particular a la vez, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Muñoz Barra y Coloma.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Coloma, de conformidad a lo dispuesto en el número 1º del artículo 131 del Reglamento del Senado, formula indicación para aplazar la discusión de este asunto.



Consultada la opinión de la Sala, se accede a lo solicitado.



Luego, el señor Presidente propone a la Sala, como plazo durante el cual se suspenderá la discusión de este proyecto, hasta el día martes 4 de diciembre del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.



Queda suspendido el tratamiento de este asunto hasta la fecha precedentemente indicada.

_______________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica la ley Nº 19.886, asegurando la protección de los trabajadores y la libre competencia en la provisión de bienes y servicios a la Administración del Estado, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión 

Social.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.886, asegurando la protección de los trabajadores y la libre competencia en la provisión de bienes y servicios a la Administración del Estado, correspondiente al Boletín Nº 3.620-13.


Añade que la Comisión de Trabajo y Previsión Social, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto en general y en particular a la vez, por tratarse de una iniciativa de artículo único y le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Letelier y Muñoz Aburto.



El señor Secretario General agrega que en cuanto a la discusión en particular, la Comisión informante efectuó las siguientes modificaciones al texto que despachó la Honorable Cámara de Diputados:

Artículo único

Número 1


Sustituirlo por el siguiente:


“1.- Modifícase el artículo 4°, del siguiente modo:


a) Agrégase, al final del inciso primero, después del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Quedarán excluidos quienes, al momento de la presentación de la oferta, de la formulación de la propuesta o de la suscripción de la convención, según se trate de licitaciones públicas, privadas o contratación directa, hayan sido condenados por prácticas antisindicales o infracción a los derechos fundamentales del trabajador, dentro de los anteriores dos años.”.


b) Incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando los incisos segundo a séptimo a ser incisos cuarto a noveno, respectivamente:


“En caso de que la empresa que obtiene la licitación o celebre convenio registre saldos insolutos de remuneraciones o cotizaciones de seguridad social con sus actuales trabajadores o con trabajadores contratados en los últimos dos años, los primeros estados de pago producto del contrato licitado deberán ser destinados al pago de dichas obligaciones, debiendo la empresa acreditar que la totalidad de las obligaciones se encuentran liquidadas al cumplirse la mitad del período de ejecución del contrato, con un máximo de seis meses. El respectivo servicio deberá exigir que la empresa contratada proceda a dichos pagos y le presente los comprobantes y planillas que demuestren el total cumplimiento de la obligación. El incumplimiento de estas obligaciones por parte de la empresa contratada, dará derecho a dar por terminado el respectivo contrato, pudiendo llamarse a una nueva licitación en la que la empresa referida no podrá participar.

Si la empresa prestadora del servicio, subcontratare parcialmente algunas labores del mismo, la empresa subcontratista deberá igualmente cumplir con los requisitos señalados en este artículo.”.
Número 2

Letra a)


Reemplazar, en la modificación que esta letra a) propone, las frases “a aquellos postulantes que habiendo prestado el servicio durante el período inmediatamente anterior, exhibieren un mejoramiento en sus condiciones de empleo y remuneraciones.”, por la que sigue: “a aquellos postulantes que exhibieren mejores condiciones de empleo y remuneraciones.”.

Letra b)


Reemplazarla por la que sigue:


“b) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el inciso segundo a ser inciso tercero:


“Asimismo, en los contratos de prestación de servicios para establecimientos escolares y pre-escolares, los contratos de trabajo de las manipuladoras de alimentos deberán contemplar el pago de las remuneraciones de los meses de enero y febrero.”.”.

Número 3

Letra a)


- Sustituir su encabezamiento por el que sigue:


“a) Incorpóranse las siguientes oraciones al final de su inciso primero:”.


- Intercalar, en el texto que se agrega al final del inciso primero, a continuación de la palabra “contratantes”, lo siguiente: “, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 20 de la ley N° 17.322,”, y agregar, al final de dicho texto, después del punto aparte (.) que sigue a la palabra “contratos”, la siguiente oración: “Los jefes de servicio serán directamente responsables de la custodia, mantención y vigencia de las garantías solicitadas.”.



El señor Secretario General hace presente que las enmiendas efectuadas al proyecto fueron acordadas por unanimidad.

- - -



En discusión general y particular a la vez, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Letelier, Ávila y Longueira.



Cerrado el debate, el señor Presidente anuncia que, de conformidad a lo acordado por los Comités y ratificado por Sala en esta sesión, el proyecto se votará a partir de las 18.00 horas de hoy.



Reanudada la sesión a las 18.02 horas y puesto en votación en general y en particular a la vez el proyecto, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Modifícase la ley Nº 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y de Prestación de Servicios, de la siguiente forma:


“1.- Modifícase el artículo 4° del siguiente modo:


a) Agrégase, al final del inciso primero, después del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Quedarán excluidos quienes, al momento de la presentación de la oferta, de la formulación de la propuesta o de la suscripción de la convención, según se trate de licitaciones públicas, privadas o contratación directa, hayan sido condenados por prácticas antisindicales o infracción a los derechos fundamentales del trabajador, dentro de los anteriores dos años.”.


b) Incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando los incisos segundo a séptimo a ser incisos cuarto a noveno, respectivamente:


“En caso de que la empresa que obtiene la licitación o celebre convenio registre saldos insolutos de remuneraciones o cotizaciones de seguridad social con sus actuales trabajadores o con trabajadores contratados en los últimos dos años, los primeros estados de pago producto del contrato licitado deberán ser destinados al pago de dichas obligaciones, debiendo la empresa acreditar que la totalidad de las obligaciones se encuentran liquidadas al cumplirse la mitad del período de ejecución del contrato, con un máximo de seis meses. El respectivo servicio deberá exigir que la empresa contratada proceda a dichos pagos y le presente los comprobantes y planillas que demuestren el total cumplimiento de la obligación. El incumplimiento de estas obligaciones por parte de la empresa contratada, dará derecho a dar por terminado el respectivo contrato, pudiendo llamarse a una nueva licitación en la que la empresa referida no podrá participar.

Si la empresa prestadora del servicio, subcontratare parcialmente algunas labores del mismo, la empresa subcontratista deberá igualmente cumplir con los requisitos señalados en este artículo.”.


2.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 6º: 


a) Intercálase, en el inciso primero, a continuación del punto seguido que sucede a la palabra “futuros”, lo siguiente:


“En el caso de la prestación de servicios habituales, que deban proveerse a través de licitaciones o contrataciones periódicas, se otorgará mayor puntaje o calificación a aquellos postulantes que exhibieren mejores condiciones de empleo y remuneraciones.”.


b) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el inciso segundo a ser inciso tercero:


“Asimismo, en los contratos de prestación de servicios para establecimientos escolares y pre-escolares, los contratos de trabajo de las manipuladoras de alimentos deberán contemplar el pago de las remuneraciones de los meses de enero y febrero.”.

3.- Modifícase el artículo 11 del modo que sigue:


a) Incorpóranse las siguientes oraciones al final de su inciso primero:


“Tratándose de la prestación de servicios, dichas garantías deberán asegurar, además, el pago de las obligaciones laborales y sociales con los trabajadores de los contratantes, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 20 de la ley N° 17.322, y permanecerán vigentes hasta 60 días hábiles después de recepcionadas las obras o culminados los contratos. Los jefes de servicio serán directamente responsables de la custodia, mantención y vigencia de las garantías solicitadas.”.


b) Agrégase, en su inciso segundo, a continuación de la palabra “ofertas”, la frase: “, el cumplimiento de las obligaciones laborales y sociales de los trabajadores”.

_____________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que tipifica el delito de robo de tapas de alcantarillado o de cauces y señala penas para el delito de receptación de cables eléctricos y tapas de cauce, con informe de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que tipifica el delito de robo de tapas de alcantarillado o de cauces y señala penas para el delito de receptación de cables eléctricos y tapas de cauce, correspondiente a los Boletines números 4.266-07 y 4.267-07, refundidos.


Añade que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala en la sesión 28ª, especial, de 21 de junio del año en curso, dándole aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto.



El señor Secretario General agrega que en cuanto a la discusión en particular, la Comisión efectuó las siguientes modificaciones al proyecto que despachó la Honorable Cámara de Diputados, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad:

Artículo único


- Pasa a ser artículo 1°, reemplazado por el que sigue:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:


a) Sustitúyese el artículo 443, por el siguiente:


“Artículo 443.- Con la misma pena señalada en el artículo anterior se castigará el robo de cosas que se encuentren en bienes nacionales de uso público o en sitio no destinado a la habitación si el autor hace uso de llaves falsas o verdaderas que se hayan substraído, de ganzúas u otros instrumentos semejantes o si se procede, mediante fractura de puertas, vidrios, cierros, candados u otros dispositivos de protección o si se utiliza medios de tracción.


Si con ocasión de alguna de las conductas señaladas en el inciso anterior, se produce la interrupción o interferencia del suministro de un servicio público o domiciliario, tales como electricidad, gas, agua, alcantarillado, colectores de aguas lluvia, telefonía o cualquier otro, la pena se aplicará en su grado máximo.”.


b) Insértase el siguiente artículo 447 bis, nuevo:


“Artículo 447 bis.- El hurto de cosas que forman parte de redes de suministro de servicios públicos o domiciliarios, tales como electricidad, gas, agua, alcantarillado, colectores de aguas lluvia, telefonía o cualquier otro, será castigado con presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de once a quince unidades tributarias mensuales.


Si con ocasión de alguna de las conductas señaladas en este artículo se produce la interrupción o interferencia del servicio, la pena se aplicará en su grado máximo.”.


c) Reemplázanse los incisos segundo y tercero del artículo 456 bis A, por los que siguen:


“Para la determinación de la pena aplicable el tribunal tendrá especialmente en cuenta el valor de las especies, así como la gravedad del delito en que se obtuvieron, si éste era conocido por el autor. 


Cuando el objeto de la receptación sean cosas que forman parte de redes de suministro de servicios públicos o domiciliarios, tales como electricidad, gas, agua, alcantarillado, colectores de aguas lluvia, telefonía o cualquier otro, se impondrá la pena de presidio menor en su grado máximo y multa de cinco a veinte unidades tributarias mensuales. La sentencia condenatoria por delitos de este inciso dispondrá el comiso de los instrumentos, herramientas o medios empleados para cometerlos o para transformar o transportar los elementos sustraídos. Si dichos elementos son almacenados, ocultados o transformados en algún establecimiento de comercio con conocimiento del dueño o administrador, se podrá decretar, además, la clausura definitiva, oficiándose a la autoridad competente.


Se impondrá el grado máximo de la pena establecida en el inciso primero, cuando el autor haya incurrido en reiteración de esos hechos o sea reincidente en ellos. En los casos de reiteración o reincidencia en la receptación de los objetos señalados en el inciso precedente, se aplicará la pena privativa de libertad allí establecida, aumentada en un grado.”.”.


- Insertar a continuación el siguiente artículo 2°, nuevo:


“Artículo 2°.- Sustitúyese el artículo 213 de la Ley General de Servicios Eléctricos, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2007, por el siguiente:


“Artículo 213.- El que maliciosamente realice un acto que interrumpa el servicio eléctrico, que no esté contemplado en los artículos 443 o 447 bis del Código Penal, será castigado con reclusión menor en su grado mínimo.


Si a consecuencia de ese acto se producen daños materiales o lesiones leves o menos graves, la pena será de reclusión menor en su grado medio y si se ocasionan lesiones graves de las establecidas en el número 2° del artículo 397 del Código Penal, la pena será reclusión menor en su grado máximo.


Si se ocasionan algunas de las lesiones indicadas en el número 1° del artículo 397 del Código Penal  o la muerte de una persona, se impondrá la pena de reclusión mayor en su grado mínimo.


Lo establecido en el presente artículo no se aplicará a las suspensiones de suministro efectuadas por agentes de las empresas distribuidoras de electricidad y que excedan el máximo permitido por la ley y los reglamentos, las que serán sancionadas administrativamente, conforme a las respectivas disposiciones legales y reglamentarias. Tampoco tendrá lugar lo previsto en este artículo si el hecho constituye otro delito que merezca una pena mayor.”.”.

- - -


En discusión en general y particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Núñez, Larraín, Navarro y Gómez.


Durante su intervención, el Honorable Senador señor Núñez hace presente que con este proyecto de ley se vuelve a repetir la situación ocurrida con las iniciativas legales relativas a mantener la existencia de los Boletines Oficiales de Minería, correspondientes a los Boletines números 4.728-08 y 4.741-08, en cuanto a que en ambas Cámaras se tramitan proyectos del mismo contenido. En este caso, añadió, el Senado acordó, en la sesión 67ª, ordinaria, de 8 de noviembre de 2.006, a proposición de la Cámara de Diputados, archivar el proyecto de ley que sanciona al que funda o transforme metales sin justificar su procedencia y adquisición, correspondiente al Boletín Nº 4.380-07, que tuvo su inicio en una Moción de su autoría en conjunto con el Honorable Senador señor Prokurica y plantea la posibilidad de que el proyecto vuelva a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


A su turno, los Honorables Senadores señores Larraín y Gómez sugieren al señor Presidente que recabe el acuerdo de la Sala para volver el proyecto a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, a fin de que estudie la relación que existe entre la iniciativa en discusión y la señalada precedentemente e informe a esta Sala sobre el particular.


Consultada la opinión de la Sala, así se acuerda.


El proyecto vuelve a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para un nuevo primer informe.

______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y Vásquez, en primer trámite constitucional, sobre inscripciones de inmuebles en nuevos Conservadores de Bienes Raíces, con informe de la Comisión de Constitución, 

Legislación, Justicia y Reglamento.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre inscripciones de inmuebles en nuevos Conservadores de Bienes Raíces, correspondiente al Boletín Nº 4.670-07.


Añade que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto en general y en particular a la vez, por tratarse de una iniciativa de artículo único y le dio su aprobación por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Espina, Gómez, Larraín, Muñoz Aburto y Pizarro.

- - -



En discusión en general y en particular a la vez el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Prokurica, Letelier y Navarro.



Cerrado el debate, el señor Presidente anuncia que, de conformidad a lo acordado por los Comités y ratificado por la Sala en esta sesión, el proyecto se votará a partir de las 18.00 horas de hoy.



Reanudada la sesión a las 18.02 horas y puesto en votación en general y en particular a la vez el proyecto, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Agrégase un nuevo inciso final al artículo 54 de la ley Nº 16.250, del siguiente tenor:


“Las actuaciones de los conservadores de bienes raíces a que den lugar las reinscripciones que deban practicarse cuando se crea un nuevo oficio conservatorio estarán liberadas del pago de los derechos arancelarios correspondientes.”.”.

- - -



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

______________

PETICIONES OFICIOS 


El señor Presidente comunica que se dará curso en forma reglamentaria a las siguientes peticiones de oficio:



- Del Honorable Senador señor Espina: 


1) A la señora Directora de la Oficina Nacional de Emergencia, solicitando la entrega de frazadas y colchonetas a familias de la localidad de Rari-Ruca y de los sectores de Independiente, Río Blanco, San Agustín y Lefuco, de la comuna de Curacautín.



2) A la señora Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal, requiriendo que se realice la apertura del Acceso Curacautín-Parque Nacional Conguillío, ubicado en esa Comuna.



- Del Honorable Senador señor Frei:



1) Al señor Ministro de Hacienda, requiriendo que considere los planteamientos expuestos por el “Comando Provincial contra la pobreza jubilatoria y reparación del daño previsional, funcionarios públicos activos y pasivos de Cauquenes” y exprese su opinión sobre el particular.



2) A la señora Ministra de Salud, solicitando que considere lo expuesto por el Directorio Nacional de la Confederación Nacional de los Trabajadores de la Salud, en relación con la ley Nº 20.209, en lo concerniente a la promoción de los técnicos paramédicos y que exponga su opinión sobre la materia.



3) A la señora Superintendenta de Electricidad y Combustibles, con la finalidad de que disponga la medidas necesarias para regularizar la situación que afecta a persona que indica con la compañía de electricidad “CGE Distribución S.A.”, de la ciudad de Concepción.



4) Al señor Director Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación, solicitando que disponga las medidas necesarias para dar una solución a la situación que afecta a persona que indica, relativa a la declaración de muerte presunta.



5) Al señor Secretario Regional Ministerial de Justicia de la VII Región, solicitando que analice los planteamientos formulados por persona que indica, en relación con la situación judicial que lo afecta.



- Del Honorable Senador señor Horvath a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, requiriendo que disponga una investigación referida a la calidad de las viviendas de la Villa Los Jardines, en el sector de Labranza, comuna de Temuco.



- Del Honorable Senador señor Naranjo a los señores Directores Nacionales de la Policía de Investigaciones de Chile y de Gendarmería de Chile, con el objeto de que informen de los gastos en que han incurrido dichas Instituciones durante la estadía en nuestro país del señor Alberto Fujimori.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

SESION 63ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 7 DE NOVIEMBRE DE 2.007.



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei y del señor Vicepresidente, Honorable Senador señor Ominami.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.


Asisten, además, los señores Ministros del Interior, don Belisario Velasco Baraona y Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney, las señoras Ministras de Planificación, doña Clarisa Hardy Raskovan y de Educación, doña Yasna Provoste Campillay y el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones sexagésima y sexagésima primera, ambas ordinarias, de 30 y 31 de Octubre de 2.007, respectivamente, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Oficios



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha aprobado, con la enmienda que indica, el proyecto de ley que establece un sistema de incentivos al desempeño de los fiscales y los funcionarios del Ministerio Público (con urgencia calificada de “suma”)(Boletín N° 5.286-05).



-- Queda para tabla.



Con el segundo, informa que ha aprobado el proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio de Complementación Económica entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y de Cuba, suscrito en Montevideo, el 20 de diciembre de 1999 (con urgencia calificada de “suma”)(Boletín N° 5.273-10).



-- Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda.



Con el tercero, comunica que ha aprobado el proyecto de ley sobre operación de embalses frente a alertas y emergencias de crecidas, y otras medidas que indica (con urgencia calificada de “suma”)(Boletín N° 5.081-15).



-- Pasa a las Comisiones de Obras Públicas y de Hacienda, en su caso.



Con el último, informa que ha aprobado el informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal en materia de seguridad ciudadana y refuerza las atribuciones preventivas de las Policías (con urgencia calificada de “suma”)(Boletín Nº 4.321-07).



-- Queda para tabla.



Del señor Ministro de Hacienda, por el que da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señores Allamand, Bianchi, Espina, Horvath, Kuschel, Prokurica y Romero, mediante el cual se solicitó a Su Excelencia la señora Presidenta de la República que adoptase una serie de medidas en relación con el combate a la pobreza y la instauración de un “Ingreso Mínimo Ético Familiar Garantizado”.



Tres de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Con los dos primeros, da respuesta a igual número de oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referidos, respectivamente, a la aplicación del subsidio diferenciado a la localización del programa Fondo Solidario de Vivienda en la Región de Aysén, y a la preservación de áreas verdes en la construcción de viviendas y conjuntos habitacionales.



Con el tercero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, relativo a la política habitacional en favor de las personas que sufren alguna discapacidad.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Escalona y Letelier, que modifica el Código Aeronáutico, en materia de transporte de pasajeros y sus derechos (Boletín Nº 4.595-15).



Dos de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que complementa la ley N° 19.927, sobre pornografía infantil (Boletín N° 3.855-18).



2.- Proyecto de ley que establece la obligación de los Presidentes de ambas Cámaras del Congreso Nacional de dar cuenta pública anual del trabajo legislativo (Boletines N° 5.146-07 y 1.812-07, refundidos).



-- Quedan para tabla.

Moción



De los Honorables Senadores señores Naranjo, Muñoz Aburto y Ominami, con la que inician un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.419, en lo relativo al número y tipo de advertencias rotativas que deben incorporar los envases de los productos hechos con tabaco y su respectiva publicidad (Boletín N° 5.464-11).



-- Pasa a la Comisión de Salud.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señores Coloma, Larraín, Longueira, Pérez Varela y Prokurica, con el que inician un proyecto de ley que modifica el ingreso mínimo mensual a partir de la fecha que indica.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 4 ° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política. 

_____________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en reunión celebrada el día de hoy, acordaron lo siguiente:



1.- Tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto signado con el Nº 9 en la Tabla, es decir, el relativo a los derechos morales y patrimoniales de los intérpretes de las ejecuciones artísticas fijadas en formato audiovisual, correspondiente al Boletín Nº 5.143-24,  y



2.- Tratar, a continuación de este proyecto que, en primer lugar de la Tabla, el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal en materias de seguridad ciudadana, y refuerza las atribuciones preventivas de las policías, correspondiente al Boletín Nº 4.321-07.

______________

ORDEN DEL DÍA
Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, sobre derechos morales y patrimoniales de los intérpretes de las ejecuciones artísticas fijadas en formato audiovisual, con informe de la Comisión de Educación, Cultura , 

Ciencia y Tecnología.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia como si fuera de Fácil Despacho, de conformidad al acuerdo adoptado por los Comités y ratificado por la Sala en el día de hoy.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre derechos morales y patrimoniales de los intérpretes de las ejecuciones artísticas fijadas en formato audiovisual, correspondiente al Boletín N° 5.143-24.



Añade que la Comisión de Educación, Cultura , Ciencia y Tecnología discutió esta iniciativa solamente en general, de conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado y le dio aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez, Muñoz Aburto y Ruiz-Esquide, en los mismos términos en que lo despachó la Cámara de Diputados.

- - -



En discusión en general, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del día martes 20 de Noviembre del año en curso, lo que no habiendo objeción, así se acuerda.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Los derechos de propiedad intelectual de los artistas, intérpretes y ejecutantes de obras o fijaciones audiovisuales, se regirán por las disposiciones especiales de esta ley y, en lo no previsto en ella, por la ley N° 17.336, en cuanto sea aplicable.


Artículo 2°.- Con independencia a sus derechos patrimoniales, e incluso después de la transferencia de éstos o de su extinción, el artista, intérprete y ejecutante gozará, de por vida, del derecho a reivindicar la asociación de su nombre sobre sus interpretaciones o ejecuciones; y de oponerse a toda deformación, mutilación u otro atentado sobre su actuación o interpretación, que lesione o perjudique su prestigio o reputación.


El ejercicio de estos derechos es transmisible a los herederos del artista intérprete y ejecutante, que tengan el carácter de legitimarios, de acuerdo a los órdenes abintestato establecidos en la ley. Estos derechos son inalienables, siendo nulo cualquier pacto en contrario.


Artículo 3°.-  El artista intérprete y ejecutante de una obra audiovisual, incluso después de la cesión de sus derechos patrimoniales, tendrá el derecho irrenunciable e intransferible de percibir una remuneración por cualquiera de los siguientes actos que se realicen respecto de soportes audiovisuales de cualquier naturaleza, en que se encuentran fijadas o representadas sus interpretaciones o ejecuciones audiovisuales:


a) La comunicación pública y radiodifusión que realicen los canales de televisión, canales de cable, organismos de radiodifusión y salas de cine, mediante cualquier tipo de emisión, análogo o digital;


b) La puesta a disposición por medios digitales interactivos;


c) El arrendamiento al público, y


d) La comunicación pública con fines de lucro de un audiovisual fijado, en recintos o lugares accesibles al público, mediante cualquier instrumento idóneo.


La remuneración a que se refiere este artículo procederá con efecto retroactivo y no se entenderá comprendida en las cesiones de derechos que el artista hubiere efectuado con anterioridad a esta ley y no afecta los demás derechos que a los artistas intérpretes de obras audiovisuales les reconoce la ley N° 17.336, sobre Propiedad Intelectual.


Artículo 4°.- El pago de la remuneración será exigible de quien lleve a efecto alguna de las acciones a que se refiere el artículo precedente.


El cobro de la remuneración podrá efectuarse a través de la entidad de gestión colectiva que los represente, y su monto será establecido de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 100 de la ley N° 17.336.”.

_______________

Informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal en materias de seguridad ciudadana, y refuerza las atribuciones preventivas de las policías, con informe de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del informe de la Comisión Mixta de la referencia, de conformidad al acuerdo adoptado por los Comités y ratificado por la Sala en el día de hoy.



El señor Secretario General informa que se trata del informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal en materias de seguridad ciudadana, y refuerza las atribuciones preventivas de las policías, correspondiente al Boletín Nº 4.321-07, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.



Añade que la Comisión Mixta efectúa como forma y modo de resolver las discrepancias suscitadas entre ambas Cámaras, la siguiente proposición:

Artículo 2°


- Aprobar  el siguiente número 5):


“5) Agrégase el siguiente artículo 132 bis:


“Artículo 132 bis.- Apelación de la resolución que declara la ilegalidad de la detención. Tratándose de los delitos establecidos en los artículos 141, 142, 361, 362, 365 bis, 390, 391, 433, 436 y 440 del Código Penal, y los de la ley N° 20.000 que tengan pena de crimen, la resolución que declare la ilegalidad de la detención será apelable por el fiscal o el abogado asistente del fiscal, en el sólo efecto devolutivo. En los demás casos no será apelable.”.”.

· Aprobar el siguiente N° 9):


“9) Agréganse al artículo 149 los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“Tratándose de los delitos establecidos en los artículos 141, 142, 361, 362, 365 bis, 390, 391, 433, 436 y 440 del Código Penal, y los de la ley N° 20.000 que tengan pena de crimen, el imputado no podrá ser puesto en libertad mientras no se encuentre ejecutoriada la resolución que negare o revocare la prisión preventiva, salvo el caso en que el imputado no haya sido puesto  a disposición del tribunal en calidad de detenido. El recurso de apelación contra esta resolución deberá interponerse en la misma audiencia, gozará de preferencia para su vista y fallo y será agregado extraordinariamente a la tabla el mismo día de su ingreso al tribunal de alzada, o a más tardar a la del día siguiente hábil. Cada Corte de Apelaciones deberá establecer una sala de turno que conozca estas apelaciones en días feriados.


En los casos en que no sea aplicable lo dispuesto en el inciso anterior, estando pendiente el recurso contra la resolución que dispone la libertad, para impedir la posible fuga del imputado la Corte de Apelaciones respectiva tendrá la facultad de decretar una orden de no innovar, desde luego y sin esperar la vista del recurso de apelación del fiscal o del querellante.”.”.


-  Sustituir por la siguiente la letra c)  contenida en el número 3 del numeral 17):


“c) Si el imputado no tuviere vigente una suspensión condicional del procedimiento, al momento de verificarse los hechos materia del nuevo proceso.”.



El señor Secretario General  hace presente que la proposición de la Comisión Mixta fue acordada por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez, y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Bustos, Cardemil, Eluchans y Leal, la cual fue aprobada por la Honorable Cámara de Diputados en el día de ayer.



El señor Secretario General hace presente que tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 84 de la Carta Fundamental, los números 5) y 9) del artículo 2º del proyecto, por lo que requieren para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, de conformidad a lo establecido en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -



En discusión la proposición de la Comisión Mixta, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Espina.



A continuación, el señor Presidente declara cerrado el debate y anuncia, de conformidad al acuerdo adoptado por los Comités y ratificado por la Sala en la sesión del día de ayer, que el informe de la Comisión Mixta se votará a partir de las 18.00 horas.



Llegada la hora fijada para la votación del informe de la Comisión Mixta, y al ser sometido a votación, es aprobado por 30 votos a favor, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento de esta forma a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:

1) Sustitúyese en el párrafo segundo del número 6° del artículo 10, las expresiones “365, inciso segundo," por “362, 365 bis”.


2) Introdúcense en el artículo 12 las siguientes modificaciones:


a) En la circunstancia 15ª, sustitúyese la palabra “castigado” por “condenado”, y


b) Reemplázase la circunstancia 16ª por la siguiente:


“16ª. Haber sido condenado el culpable anteriormente por delito de la misma especie.”.


3) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 92:


a) En el encabezamiento, reemplazar la frase “haber cumplido una condena” por “haberse impuesto una condena”.


b) En los números 2° y 3°, sustituir la frase “ha sido castigado” por “ha sido condenado”.


c) En el inciso segundo, reemplazar la referencia a los números “14 y 15” del artículo 12, por otra a los números “15 y 16”.


4) Reemplázase en el artículo 269 ter la expresión “El fiscal del Ministerio Público”, por la frase “El fiscal del Ministerio Público, o el abogado asistente del fiscal, en su caso,”.


5) Sustitúyese el inciso primero del artículo 456 bis A por el siguiente:


“Artículo 456 bis A.- El que conociendo su origen o no pudiendo menos que conocerlo, tenga en su poder, a cualquier título, especies hurtadas, robadas u objeto de abigeato, de receptación o de apropiación indebida del artículo 470 número 1°, las transporte, compre, venda, transforme o comercialice en cualquier forma, aun cuando ya hubiese dispuesto de ellas, sufrirá la pena de presidio menor en cualquiera de sus grados  y multa de cinco a cien unidades tributarias mensuales.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Procesal Penal:


1) Agréganse los siguientes párrafos tercero y cuarto en la letra c) del artículo 83:


“En aquellos casos en que en la localidad donde ocurrieren los hechos no exista personal policial experto y la evidencia pueda desaparecer, el personal policial que hubiese llegado al sitio del suceso deberá recogerla y guardarla en los términos indicados en el párrafo precedente y hacer entrega de ella al Ministerio Público, a la mayor brevedad posible.


 En el caso de delitos flagrantes cometidos en zonas rurales o de difícil acceso, la policía deberá practicar de inmediato las primeras diligencias de investigación pertinentes, dando cuenta al fiscal que corresponda de lo hecho, a la mayor brevedad.”.


2) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 85:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 85.- Control de identidad. Los funcionarios policiales señalados en el artículo 83 deberán, además, sin orden previa de los fiscales, solicitar la identificación de cualquier persona en los casos fundados, en que, según las circunstancias, estimaren que existen indicios de que ella hubiere cometido o intentado cometer un crimen, simple delito o falta; de que se dispusiere a cometerlo; de que pudiere suministrar informaciones útiles para la indagación de un crimen, simple delito o falta; o en el caso de la persona que se encapuche o emboce para ocultar, dificultar o disimular su identidad. La identificación se realizará en el lugar en que la persona se encontrare, por medio de documentos de identificación expedidos por la autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir o pasaporte. El funcionario policial deberá otorgar a la persona facilidades para encontrar y exhibir estos instrumentos.”.


b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“Durante este procedimiento, sin necesidad de nuevos indicios, la policía podrá proceder al registro de las vestimentas, equipaje o vehículo de la persona cuya identidad se controla, y cotejar la existencia de las órdenes de detención que pudieren afectarle. La policía procederá a la detención, sin necesidad de orden judicial y en conformidad a lo dispuesto en el artículo 129, de quienes se sorprenda, a propósito del registro, en alguna de las hipótesis del artículo 130, así como de quienes al momento del cotejo registren orden de detención pendiente.”.


c) Intercálase en el inciso tercero, entre la palabra “resultado” y las expresiones “Si no resultare”, sustituyendo el punto seguido (.) por una coma (,), lo siguiente: “previo cotejo de la existencia de órdenes de detención que pudieren afectarle.”.


d) Reemplázanse en el inciso cuarto las expresiones “seis horas” por las siguientes: “ocho horas”.


3) Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 130:


 “Para los efectos de lo establecido en las letras d) y e) se entenderá por tiempo inmediato todo aquel que transcurra entre la comisión del hecho y la captura del imputado, siempre que no hubieren transcurrido más de doce horas.”.


4) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 132 por los dos siguientes:


“En la audiencia, el fiscal o el abogado asistente del fiscal actuando expresamente facultado por éste, procederá directamente a formalizar la investigación y a solicitar las medidas cautelares que procedieren, siempre que contare con los antecedentes necesarios y que se encontrare presente el defensor del imputado. En el caso de que no pudiere procederse de la manera indicada, el fiscal o el abogado asistente del fiscal actuando en la forma señalada, podrá solicitar una ampliación del plazo de detención hasta por tres días, con el fin de preparar su presentación. El juez accederá a la ampliación del plazo de detención cuando estimare que los antecedentes justifican esa medida.


En todo caso, la declaración de ilegalidad de la detención no impedirá que el fiscal o el abogado asistente del fiscal pueda formalizar la investigación y solicitar las medidas cautelares que sean procedentes, de conformidad con lo dispuesto en el inciso anterior, pero no podrá solicitar la ampliación de la detención. La declaración de ilegalidad de la detención no producirá efecto de cosa juzgada en relación con las solicitudes de exclusión de prueba que se hagan oportunamente, de conformidad con lo previsto en el artículo 276.”.


5) Agrégase el siguiente artículo 132 bis:


“Artículo 132 bis.- Apelación de la resolución que declara la ilegalidad de la detención. Tratándose de los delitos establecidos en los artículos 141, 142, 361, 362, 365 bis, 390, 391, 433, 436 y 440 del Código Penal, y los de la ley N° 20.000 que tengan pena de crimen, la resolución que declare la ilegalidad de la detención será apelable por el fiscal o el abogado asistente del fiscal, en el sólo efecto devolutivo. En los demás casos no será apelable”.


6) Sustitúyese en el inciso quinto del artículo 134 la expresión “inciso final” por la siguiente: “inciso segundo”.


7) Reemplázase el artículo 140, por el siguiente:


“Artículo 140.- Requisitos para ordenar la prisión  preventiva. Una vez formalizada la investigación, el  tribunal, a petición del Ministerio Público o del  querellante, podrá decretar la prisión preventiva del  imputado siempre que el solicitante acreditare que se  cumplen los siguientes requisitos:  


a) Que existen antecedentes que justificaren la  existencia del delito que se investigare; 


b) Que existen antecedentes que permitieren  presumir fundadamente que el imputado ha tenido participación en el delito como autor, cómplice o  encubridor, y 


c) Que existen antecedentes calificados que  permitieren al tribunal considerar que la prisión  preventiva es indispensable para el éxito de diligencias  precisas y determinadas de la investigación, o que la  libertad del imputado es peligrosa para la seguridad de  la sociedad o del ofendido, o que existe peligro de que el imputado se dé a la fuga, conforme a las disposiciones de los incisos siguientes.  


Se entenderá especialmente que la prisión preventiva es indispensable para el éxito de la investigación cuando existiere sospecha grave y fundada de que el imputado pudiere obstaculizar la investigación mediante la destrucción, modificación, ocultación o falsificación de elementos de prueba; o cuando pudiere inducir a coimputados, testigos, peritos o terceros para que informen falsamente o se comporten de manera desleal o reticente. 


Para estimar si la libertad del imputado resulta o no peligrosa para la seguridad de la sociedad, el tribunal deberá considerar especialmente alguna de las siguientes circunstancias: la gravedad de la pena asignada al delito; el número de delitos que se le imputare y el carácter de los mismos; la existencia de procesos pendientes, y el hecho de haber actuado en grupo o pandilla.


Se entenderá especialmente que la libertad del imputado constituye un peligro para la seguridad de la sociedad, cuando los delitos imputados tengan asignada pena de crimen en la ley que los consagra; cuando el imputado hubiere sido condenado con anterioridad por delito al que la ley señale igual o mayor pena, sea que la hubiere cumplido efectivamente o no; cuando se encontrare sujeto a alguna medida cautelar personal, en libertad condicional o gozando de alguno de los beneficios alternativos a la ejecución de las penas privativas o restrictivas de libertad contemplados en la ley.


Se entenderá que la seguridad del ofendido se  encuentra en peligro por la libertad del imputado  cuando existieren antecedentes calificados que  permitieren presumir que éste realizará atentados en contra de aquél, o en contra de su familia o de sus bienes.”.


8) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 144 por el siguiente:


“Cuando el imputado solicitare la revocación  de la prisión preventiva el tribunal podrá rechazarla de plano; asimismo, podrá citar a todos los intervinientes a una audiencia, con el fin de abrir debate sobre la subsistencia de los requisitos que autorizan la medida.”.


9) Agréganse al artículo 149 los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“Tratándose de los delitos establecidos en los artículos 141, 142, 361, 362, 365 bis, 390, 391, 433, 436 y 440 del Código Penal, y los de la ley N° 20.000 que tengan pena de crimen, el imputado no podrá ser puesto en libertad mientras no se encuentre ejecutoriada la resolución que negare o revocare la prisión preventiva, salvo el caso en que el imputado no haya sido puesto  a disposición del tribunal en calidad de detenido. El recurso de apelación contra esta resolución deberá interponerse en la misma audiencia, gozará de preferencia para su vista y fallo y será agregado extraordinariamente a la tabla el mismo día de su ingreso al tribunal de alzada, o a más tardar a la del día siguiente hábil. Cada Corte de Apelaciones deberá establecer una sala de turno que conozca estas apelaciones en días feriados.


En los casos en que no sea aplicable lo dispuesto en el inciso anterior, estando pendiente el recurso contra la resolución que dispone la libertad, para impedir la posible fuga del imputado la Corte de Apelaciones respectiva tendrá la facultad de decretar una orden de no innovar, desde luego y sin esperar la vista del recurso de apelación del fiscal o del querellante.”.


10) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 150:


a) Sustitúyese el inciso quinto por el siguiente:


“Excepcionalmente, el tribunal podrá conceder al imputado permiso de salida durante el día o por un período determinado, siempre que se asegure convenientemente que no se vulnerarán los objetivos de la prisión preventiva.”.


b) Intercálase el siguiente inciso sexto, pasando el actual a ser séptimo:


“Con todo, tratándose de los delitos establecidos en los artículos 141, 142, 361, 362, 365 bis, 390, 391, 433, 436 y 440 del Código Penal, y de los sancionados con pena de crimen en la ley 
N° 20.000, el tribunal no podrá otorgar el permiso señalado en el inciso  anterior sino por resolución fundada y por el tiempo estrictamente necesario para el cumplimiento de los fines del citado permiso.”.


11) Intercálase en el inciso segundo del artículo 187, entre la expresión “83 letra b)” y la coma (,) que le sigue, la frase: “o se encontraren en el sitio del suceso”.


12) Introdúcense al artículo 190 las siguientes modificaciones:


a) Intercálase en su inciso primero, luego de la palabra “mismo”, la frase “o ante su abogado asistente,”.


b) Sustitúyese en el inciso primero la oración “El fiscal no podrá” por la siguiente: “El fiscal o el abogado asistente del fiscal no podrán”.


13) Intercálase en el inciso primero del artículo 191, luego de la palabra “fiscal”, la frase “o el abogado asistente del fiscal, en su caso,”.


14) Agrégase el siguiente artículo 191 bis:


“Artículo 191 bis.- Anticipación de prueba de menores de edad. El fiscal podrá solicitar que se reciba la declaración anticipada de los menores de 18 años que fueren víctimas de alguno de los delitos contemplados en el Libro Segundo, Título VII, párrafos 5 y 6 del Código Penal. En dichos casos, el juez, considerando las circunstancias personales y emocionales del menor de edad, podrá, acogiendo la solicitud de prueba anticipada, proceder a interrogarlo, debiendo los intervinientes dirigir las preguntas por su intermedio.


Con todo, si se modificaren las circunstancias que motivaron la recepción de prueba anticipada, la misma deberá rendirse en el juicio oral.


La declaración deberá realizarse en una sala acondicionada, con los implementos adecuados a la edad y etapa evolutiva del menor de edad.


En los casos previstos en este artículo, el juez deberá citar a todos aquellos que tuvieren derecho a asistir al juicio oral.”.


15) Reemplázase el inciso segundo del artículo 193, por el siguiente:


“Mientras el imputado se encuentre detenido o en prisión preventiva, el fiscal estará facultado para hacerlo traer a su presencia cuantas veces fuere necesario para los fines de la investigación, sin más trámite que dar aviso al juez y al defensor.”.


16) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 206: 


a) Sustitúyese en el inciso primero la palabra “judicial” por las siguientes: “u orden”.


b) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser tercero:


“De dicho procedimiento deberá darse comunicación al fiscal inmediatamente terminado y levantarse un acta circunstanciada que será enviada a éste dentro de las doce horas siguientes. Copia de dicha acta se entregará al propietario o encargado del lugar.”.


17) Modifícase el artículo 237, del modo que sigue:


a) Introdúcense las siguientes enmiendas en el inciso tercero:


1. Suprímese la conjunción “y”, al final de la letra a) y reemplázase por un punto y coma (;) la coma (,) que la precede.


2. Sustitúyese el punto final de la letra b) por una coma (,) y agrégase a continuación la conjunción “y”.


3. Agrégase la siguiente letra c):


“c) Si el imputado no tuviere vigente una suspensión condicional del procedimiento, al momento de verificarse los hechos materia del nuevo proceso.”.


b) Intercálase el siguiente nuevo inciso sexto, modificándose la ordenación correlativa de los actuales:


“Tratándose de imputados por delitos de homicidio, secuestro, robo con violencia o intimidación en las personas o fuerza en las cosas, sustracción de menores, aborto, los contemplados en los artículos 361 a 366 bis, 367 y 367 bis del Código Penal y conducción en estado de ebriedad causando la muerte o lesiones graves o gravísimas, el fiscal deberá someter su decisión de solicitar la suspensión condicional del procedimiento al Fiscal Regional.”.


18) Intercálase el siguiente inciso segundo en el artículo  280, pasando el actual a ser tercero:


“Si con posterioridad a la realización de la audiencia de preparación del juicio oral, sobreviniere, respecto de los testigos, alguna de las circunstancias señaladas en el inciso segundo del artículo 191 o se tratare de la situación señalada en el artículo 191 bis, cualquiera de los intervinientes podrá solicitar al juez de garantía, en audiencia especial citada al efecto, la rendición de prueba anticipada.”.


19) Intercálase en el inciso primero del artículo 332, luego de la palabra “fiscal”, la frase “el abogado asistente del fiscal, en su caso,”, precedida de una coma.


Artículo 3°.- Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones de Chile deberán mantener un banco de datos unificado y actualizado de personas respecto de las cuales exista orden de detención pendiente. Dicho registro o banco de datos será de uso exclusivo de las policías para efecto de lo dispuesto en el artículo 85 del Código Procesal Penal, y sus datos sólo serán comunicados al Ministerio Público y a los tribunales, en el marco de una investigación o proceso judicial.


Los datos contenidos en el registro o banco estarán exentos de la obligación a que se refiere el artículo 22 de la ley 
N° 19.628, y podrán contener como antecedentes fotografías, huellas dactilares o características físicas de las personas cuya detención se encuentra pendiente.


Una vez ejecutada la detención de las personas, sus datos serán inmediatamente eliminados del registro. Lo mismo ocurrirá respecto de personas con órdenes de detención pendientes por delitos cuya acción penal haya sido declarada prescrita.


Toda persona podrá solicitar a las policías certificado de dicho registro, el cual contendrá todos los antecedentes que constaren respecto al solicitante.


Un reglamento del ministerio del cual dependan las policías regulará la administración y funcionamiento de este banco de datos.


Artículo 4°.- Modifícase la ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público, en los siguientes términos:


a) Agrégase el siguiente inciso segundo al artículo 48:


“Para efecto de lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 132, de los artículos 132 bis y 190 y del inciso primero del artículo 191 del Código Procesal Penal, serán aplicables a los abogados asistentes del fiscal, en lo pertinente, las normas sobre responsabilidad de los fiscales.”.


b) Increméntase en noventa y cinco plazas el número de cargos de Profesionales establecido en la planta de personal contenida en el artículo 72.”.

_______________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades y otros cuerpos legales, en relación con el Fondo Común Municipal y otras materias municipales, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y 

Regionalización.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades y otros cuerpos legales, en relación con el Fondo Común Municipal y otras materias municipales, correspondiente al Boletín Nº 4.040-06, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.



Añade que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió esta iniciativa solamente en general, de conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado y le dio aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes,  en los mismos términos en que lo despachó la Cámara de Diputados.



El señor Secretario General hace presente que los números 1) y 3) y la letra a) del número 5) del artículo 2º tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de conformidad a lo dispuesto en los artículo 99, 119 y 122 de la Carta Fundamental, por lo que requieren para su aprobación las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, de conformidad a lo establecido en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -



En discusión en general, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Sabag, Pérez Varela, Coloma y Bianchi, señora Alvear y señores Núñez, Arancibia, Letelier y Navarro.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Sabag solicita al señor Presidente que, en caso que el proyecto fuere aprobado en general, el plazo para formular indicaciones sea hasta el día viernes 9 de Noviembre del año en curso.



A continuación, el señor Presidente declara cerrado el debate y anuncia, de conformidad al acuerdo adoptado por los Comités y ratificado por la Sala en la sesión del día de ayer, que la votación en general del proyecto se realizará a partir de las 18.00 horas.



Llegada la hora fijada para la votación en general del proyecto, y al ser sometido a votación, es aprobado por 30 votos a favor, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento de esta forma a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Luego, el señor Presidente informa que el Honorable Senador señor  Sabag solicitó que el plazo para formular indicaciones fuera hasta las 12 horas del día viernes 9 de noviembre del año en curso.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Núñez, quien solicita que el plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del día lunes 12 de noviembre del año en curso, lo que así se acuerda.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense en el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo Nº 2.385, de 1996, de Ministerio del Interior, las siguientes modificaciones: 


1.- Sustitúyese su artículo 38 por el siguiente: 


“Artículo 38.- La distribución del Fondo Común Municipal a que se refiere el artículo 14 de la ley Nº18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, se sujetará a los indicadores que se señalan a continuación: 


1. Un veinticinco por ciento por partes iguales entre las comunas del país.


2. Un diez por ciento en relación al número de pobres de la comuna, ponderado en relación con la población pobre del país.


3. Un treinta por ciento en proporción directa al número de predios exentos de impuesto territorial de cada comuna, con respecto al número de predios exentos del país, ponderado según el número de predios exentos de la comuna en relación con el total de predios de ésta.


4. Un treinta y cinco por ciento en proporción directa a los menores ingresos propios permanentes del año precedente al cálculo, lo cual se determinará en base al menor ingreso municipal propio permanente por habitante de cada comuna, en relación con el promedio nacional de dicho ingreso por habitante. Para determinar dicho menor ingreso, se considerará, asimismo, la población flotante en aquellas comunas señaladas en el decreto supremo a que se refiere el inciso cuarto de este artículo.


Para efectos de lo dispuesto en el Nº 4 precedente, se considerarán como ingresos propios permanentes de cada municipalidad, los siguientes: las rentas de la propiedad municipal; el excedente del impuesto territorial que se recaude en la comuna, una vez descontado el aporte al Fondo Común Municipal que a ésta corresponde efectuar; el treinta y siete coma cinco por ciento de lo recaudado por permisos de circulación; los ingresos por recaudación de patentes municipales de beneficio directo; los ingresos por patentes mineras y acuícolas correspondientes a la municipalidad; los ingresos por derechos de aseo; los ingresos por licencias de conducir y similares; los ingresos por derechos varios; los ingresos por concesiones; los ingresos correspondientes a la municipalidad por el impuesto a las sociedades operadoras de casinos de juegos, establecido en la ley N° 19.995, y los ingresos provenientes de las multas de beneficio directo y sanciones pecuniarias que las municipalidades apliquen.


Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, para la comuna de Isla de Pascua, se considerarán, además, como ingresos propios los recursos que, con cargo al Fondo Común Municipal y previo a su distribución, se le asignen como compensación a los menores ingresos que dicha municipalidad deja de percibir por aplicación del artículo 41 de la ley Nº 16.441, por los conceptos de impuesto territorial, permisos de circulación y patentes municipales. La determinación del monto de recursos que por motivo de la señalada compensación se efectuará a la municipalidad de Isla de Pascua, se establecerá en el reglamento del Fondo Común Municipal. En todo caso, dicho monto no podrá ser inferior a 1,1 veces la suma del gasto en personal y en bienes y servicios de consumo del año anteprecedente al del cálculo de esta parte del Fondo.


Mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior y que llevará además la firma del Ministro de Hacienda, se determinarán anualmente, en el mes de diciembre del año anterior al de su aplicación, los coeficientes de distribución de los recursos a que se refieren las disposiciones anteriores. En el mismo decreto, se establecerán las ponderaciones para determinar el número de habitantes que corresponda asignar a las comunas que, de acuerdo al procedimiento, metodología y criterios establecidos en el reglamento señalado en el inciso sexto de este artículo, hayan sido declaradas como comunas balnearios, o a otras que reciban un flujo significativo de población flotante, en ciertos períodos del año.


Las municipalidades que, por aplicación de las normas de distribución señaladas anteriormente, reduzcan sus ingresos del Fondo Común Municipal en relación a los ingresos estimados a percibir durante el año del cálculo, serán compensadas con cargo al mismo Fondo. La diferencia que se produzca será compensada total o parcialmente sobre la base de la disponibilidad de recursos estimados para cada año fijándose anualmente, mediante el decreto señalado en el inciso anterior, el monto total que se destinará a dicha compensación y lo que corresponderá por tal concepto a cada uno de los respectivos municipios.


El reglamento del Fondo Común Municipal, expedido a través de los Ministerios del Interior y de Hacienda, regulará en todo lo demás la operatoria de este Fondo, en especial, el mecanismo de recaudación de los recursos y demás criterios necesarios para su aplicación, incluyendo sus indicadores y variables, el mecanismo de estabilización y las fuentes o cifras de información oficiales que se aplicarán en cada caso.”.


2.- Incorpórase en el Nº 7 del artículo 41, a continuación del punto aparte, que pasa a ser coma (,), el siguiente texto:


“salvo prueba en contrario. El pago del derecho mencionado se efectuará en cualquiera de los bancos e instituciones financieras autorizados para recaudar tributos, al momento de celebrarse el contrato de compraventa, y será de cargo del vendedor, salvo pacto en contrario. El Servicio de Tesorerías deberá incorporar al Fondo Común Municipal las cantidades recaudadas por este concepto. Los notarios y oficiales civiles que autoricen la transferencia deberán exigir previamente la acreditación del pago del último permiso de circulación y estarán facultados para emitir el giro correspondiente.”.


3.- Reemplázase el artículo 61 por el siguiente:


“Artículo 61.- Los pagos por aportes que las municipalidades deban enterar al Fondo Común Municipal deberán ser efectuados en las oficinas bancarias u otras entidades o lugares autorizados por el Servicio de Tesorerías, a más tardar el quinto día hábil del mes siguiente al de la recaudación respectiva.


Sin perjuicio de las responsabilidades que correspondan, las municipalidades que no enteren dichos pagos dentro del plazo señalado, deberán pagarlos exclusivamente en las Tesorerías Regionales o Provinciales del país, y demás lugares que determine el Servicio de Tesorerías. Las referidas Tesorerías deberán liquidar los aportes morosos, reajustados de conformidad con la variación que haya experimentado el índice de precios al consumidor entre la fecha de vencimiento y la de pago efectivo, y estarán afectos, además, a un interés de uno y medio por ciento mensual. Este interés se calculará sobre los valores reajustados en la forma señalada precedentemente.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior:


1.- Agrégase en el N° 6 del inciso tercero del artículo 14, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido, el siguiente texto:


“No obstante, tratándose de multas por infracciones o contravenciones al artículo 118 bis de la ley N° 18.290, sólo el 70% de ellas pasarán a integrar el Fondo Común Municipal, quedando el porcentaje restante a beneficio de la municipalidad en que se hubiere aplicado la multa respectiva.”.


2.- Incorpórase en el artículo 27, la siguiente letra e), pasando la actual letra  e), a ser letra f):


“e) Remitir a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, en el formato y por los medios que ésta determine y proporcione, los antecedentes a que se refieren las letras c) y d) precedentes. Dicha  Subsecretaría deberá informar a la Contraloría General de la República, a lo menos semestralmente, los antecedentes señalados en la letra c) antes referida.”.


3.- Agrégase en el inciso segundo del artículo 29, a continuación del punto final (.), que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En el caso de incumplimiento de sus funciones, y especialmente la obligación señalada en el inciso primero del artículo 81, el sumario será instruido por la Contraloría General de la República, a solicitud del concejo.”.


4.- Modifícase el inciso primero del artículo 81:


a) Intercálase, entre las palabras “aquél” y “los”, la siguiente frase, antecedida de una  coma (,): “mediante un informe,”.


b) Intercálase, entre la palabra “municipal” y el punto seguido que le sucede, la siguiente frase, antecedida de una coma: “los pasivos contingentes derivados, entre otras causas, de demandas judiciales y las deudas con proveedores, empresas de servicio y entidades públicas, que puedan no ser servidas en el marco del presupuesto anual”.


5.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 88:


a) Intercálanse, a continuación del inciso tercero, los siguientes incisos cuarto y quinto:


“Para efectos de la percepción de la dieta y de la asignación adicional establecida en el inciso sexto, no serán consideradas como tales las inasistencias que obedecieren a razones médicas o de salud, que hayan sido debidamente acreditadas mediante certificado expedido por médico habilitado para ejercer la profesión, presentado ante el concejo a través del secretario municipal. Igualmente, para los efectos señalados, y previo acuerdo del concejo, se podrá eximir a un concejal de la asistencia a sesión en razón del fallecimiento de un hijo, del cónyuge o de uno de sus padres, siempre que el deceso hubiese tenido lugar dentro de los siete días corridos anteriores a la sesión respectiva. 


Asimismo, no se considerarán las inasistencias de concejales motivadas en el cumplimiento de cometidos expresamente autorizados por el propio concejo.”.


b) Sustitúyese su inciso final por el siguiente:


“Con todo, cuando un concejal se encuentre en el desempeño de cometidos en representación de la municipalidad, tendrá derecho a percibir fondos con el objeto de cubrir sus gastos de alimentación y alojamiento. Tales fondos no estarán sujetos a rendición y serán equivalentes al monto del viático que corresponda al alcalde respectivo por iguales conceptos.”.


Artículo 3°.- Sustitúyese, en el inciso cuarto del artículo 24 de la ley N° 18.287, sobre Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, la frase “lo enterará en su totalidad directamente al Fondo Común Municipal” por la siguiente: “lo enterará, según corresponda, en su totalidad o en la proporción respectiva, directamente al Fondo Común Municipal”.


Artículo 4°.- Reemplázase el número 4 de la letra g) del artículo 2º del decreto con fuerza de ley N° 1-18.359, de 1985, del Ministerio del Interior, por el siguiente:


“4.- Elaborar y proponer al Presidente de la República los coeficientes de distribución de los recursos del Fondo Común Municipal, para efectos de lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 38 del decreto ley Nº3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales. Dichos coeficientes, junto con los aportes, recursos recibidos, deudas pendientes y renegociaciones con el Fondo Común Municipal, deberán ser publicados en Internet de modo que puedan ser revisados en forma gratuita por los usuarios del sistema, sin la necesidad de obtener previamente una clave digital.”.


Artículo 5º.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 4º de la ley N° 19.602, por los siguientes:


“El incumplimiento de la obligación de proporcionar oportunamente la información solicitada, facultará a la Subsecretaría para instruir al Servicio de Tesorerías para que se abstenga  de efectuar las remesas por anticipos del Fondo Común Municipal, respecto de la municipalidad morosa, mientras no entregue la información solicitada.


La Subsecretaría, en el ejercicio de las facultades que la ley le otorga, podrá verificar en las respectivas municipalidades la información que estime pertinente relacionada con las áreas establecidas en el artículo 2º.”.


Artículo transitorio.- La forma de distribución del Fondo Común Municipal establecida en el Nº 1 del artículo 1° de esta ley, comenzará a regir a contar del año siguiente de su publicación.”. 

______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Letelier, señora Alvear y señores Allamand y Muñoz Aburto, en primer trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en lo referente a la jornada de trabajo de los choferes y auxiliares de la locomoción colectiva rural, con segundo informe 

de la Comisión de Trabajo y Previsión Social


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en lo referente a la jornada de trabajo de los choferes y auxiliares de la locomoción colectiva rural, correspondiente Boletín N° 5.156-13, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Añade que la Comisión de Trabajo y Previsión Social para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: ninguno.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hay.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 1 y 3.


4.- Indicaciones rechazadas: ninguna.


5.- Indicaciones retiradas: 2, 4 y 5.


6.- Indicaciones declaradas: inadmisibles: no hay.



El señor Secretario General añade que la Comisión informante propone aprobar el proyecto despachado en general, con la siguiente modificación:

Artículo único


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código del Trabajo:


1.- Modifícase el artículo 25, del modo que sigue:


a) Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 25.- La jornada ordinaria de trabajo del personal de choferes y auxiliares de la locomoción colectiva interurbana, de servicios interurbanos de transportes de pasajeros y del que se desempeñe a bordo de ferrocarriles, será de 180 horas mensuales. En el caso de los choferes y auxiliares de la locomoción colectiva interurbana y de los servicios interurbanos de transporte de pasajeros, el tiempo de los descansos a bordo o en tierra y de las esperas que les corresponda cumplir entre turnos laborales sin realizar labor, no será imputable a la jornada y su retribución o compensación se ajustará al acuerdo de las partes.”.


b) Suprímese, en el inciso cuarto, la frase “o el de vehículos de carga terrestre interurbana”.


c) Elimínase, en el inciso quinto, la expresión “o camión”.


2.- Agrégase el siguiente artículo 25 bis, nuevo:


“Artículo 25 bis.- La jornada ordinaria de trabajo de choferes de vehículos de carga terrestre interurbana, no excederá de 180 horas mensuales, la que no podrá distribuirse en menos de 21 días. El tiempo de los descansos a bordo o en tierra y de las esperas a bordo o en el lugar de trabajo que les corresponda no será imputable a la jornada, y su retribución o compensación se ajustará al acuerdo de las partes. La base de cálculo para el pago de los tiempos de espera, no podrá ser inferior a la proporción respectiva de 1,5 ingresos mínimos mensuales. Con todo, los tiempos de espera no podrán exceder de un límite máximo de ochenta y ocho horas mensuales.


El trabajador deberá tener un descanso mínimo ininterrumpido de ocho horas dentro de cada veinticuatro horas.


En ningún caso el trabajador podrá manejar más de cinco horas continuas, después de las cuales deberá tener un descanso cuya duración mínima será de dos horas. En los casos de conducción continua inferior a cinco horas el conductor tendrá derecho, al término de ella, a un descanso cuya duración mínima será de 24 minutos por hora conducida. En todo caso, esta obligación se cumplirá en el lugar habilitado más próximo en que el vehículo pueda ser detenido, sin obstaculizar la vía pública. El camión deberá contar con una litera adecuada para el descanso, siempre que éste se realice total o parcialmente a bordo de aquél.”.


3.- Incorpórase el siguiente artículo 26 bis, nuevo:


“Artículo 26 bis.- El personal que se desempeñe como chofer o auxiliar de los servicios de transporte rural colectivo de pasajeros se regirá por el artículo precedente. Sin perjuicio de ello, podrán pactar con su empleador una jornada ordinaria de trabajo de 180 horas mensuales distribuidas en no menos de 20 días al mes. En ambos casos, los tiempos de descanso a bordo o en tierra y de las esperas que les corresponda cumplir entre turnos laborales sin realizar labor, no será imputable a la jornada, y su retribución o compensación se ajustará al acuerdo de las partes. En ningún caso los trabajadores podrán conducir por más de cinco horas continuas.


Se entenderá como servicios de transporte rural colectivo de pasajeros, aquellos que cumplan con los requisitos que determine reglamentariamente el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.”.

- - -



A continuación, el señor Secretario General señala que la enmienda introducida al proyecto fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión informante por lo que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 133 del Reglamento del Senado, corresponde votarla sin debate, salvo que algún señor Senador solicite votación y discusión respecto de ella.

- - -



A continuación, el señor Presidente ofrece el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Letelier y Longueira.



Luego, el señor Presidente declara cerrado el debate y anuncia, de conformidad al acuerdo adoptado por los Comités y ratificado por la Sala en la sesión del día de ayer, que la votación en general del proyecto se realizará a partir de las 18.00 horas.



Llegada la hora fijada para la votación en general del proyecto, y al ser sometido a votación, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código del Trabajo:


1.- Modifícase el artículo 25, del modo que sigue:


a) Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 25.- La jornada ordinaria de trabajo del personal de choferes y auxiliares de la locomoción colectiva interurbana, de servicios interurbanos de transportes de pasajeros y del que se desempeñe a bordo de ferrocarriles, será de 180 horas mensuales. En el caso de los choferes y auxiliares de la locomoción colectiva interurbana y de los servicios interurbanos de transporte de pasajeros, el tiempo de los descansos a bordo o en tierra y de las esperas que les corresponda cumplir entre turnos laborales sin realizar labor, no será imputable a la jornada y su retribución o compensación se ajustará al acuerdo de las partes.”.


b) Suprímese, en el inciso cuarto, la frase “o el de vehículos de carga terrestre interurbana”.


c) Elimínase, en el inciso quinto, la expresión “o camión”.


2.- Agrégase el siguiente artículo 25 bis, nuevo:


“Artículo 25 bis.- La jornada ordinaria de trabajo de choferes de vehículos de carga terrestre interurbana, no excederá de 180 horas mensuales, la que no podrá distribuirse en menos de 21 días. El tiempo de los descansos a bordo o en tierra y de las esperas a bordo o en el lugar de trabajo que les corresponda no será imputable a la jornada, y su retribución o compensación se ajustará al acuerdo de las partes. La base de cálculo para el pago de los tiempos de espera, no podrá ser inferior a la proporción respectiva de 1,5 ingresos mínimos mensuales. Con todo, los tiempos de espera no podrán exceder de un límite máximo de ochenta y ocho horas mensuales.


El trabajador deberá tener un descanso mínimo ininterrumpido de ocho horas dentro de cada veinticuatro horas.


En ningún caso el trabajador podrá manejar más de cinco horas continuas, después de las cuales deberá tener un descanso cuya duración mínima será de dos horas. En los casos de conducción continua inferior a cinco horas el conductor tendrá derecho, al término de ella, a un descanso cuya duración mínima será de 24 minutos por hora conducida. En todo caso, esta obligación se cumplirá en el lugar habilitado más próximo en que el vehículo pueda ser detenido, sin obstaculizar la vía pública. El camión deberá contar con una litera adecuada para el descanso, siempre que éste se realice total o parcialmente a bordo de aquél.”.


3.- Incorpórase el siguiente artículo 26 bis, nuevo:


“Artículo 26 bis.- El personal que se desempeñe como chofer o auxiliar de los servicios de transporte rural colectivo de pasajeros se regirá por el artículo precedente. Sin perjuicio de ello, podrán pactar con su empleador una jornada ordinaria de trabajo de 180 horas mensuales distribuidas en no menos de 20 días al mes. En ambos casos, los tiempos de descanso a bordo o en tierra y de las esperas que les corresponda cumplir entre turnos laborales sin realizar labor, no será imputable a la jornada, y su retribución o compensación se ajustará al acuerdo de las partes. En ningún caso los trabajadores podrán conducir por más de cinco horas continuas.


Se entenderá como servicios de transporte rural colectivo de pasajeros, aquellos que cumplan con los requisitos que determine reglamentariamente el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.”.

____________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad, con informe de la 

Comisión de Salud.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad, correspondiente al Boletín N° 3.875-11, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.


Añade que la Comisión de Salud discutió esta iniciativa solamente en general, de conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado y le dio aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes,  en los mismos términos en que lo despachó la Cámara de Diputados.



El señor Secretario General hace presente que los artículos 27, 48, 65, 66 y 72 tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 118, 38, 77, 84 de la Carta Fundamental, respectivamente, por lo que requieren para su aprobación las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, de conformidad a lo establecido en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -


En discusión general el proyecto, ningún señor Senador hace uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Bianchi y Coloma, a la señora Ministra de Planificación y a los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide y Prokurica.



Luego, el señor Presidente declara cerrado el debate y anuncia, de conformidad al acuerdo adoptado por los Comités y ratificado por la Sala en la sesión del día de ayer, que la votación en general del proyecto se realizará a partir de las 18.00 horas.


Llegada la hora fijada para la votación en general del proyecto, y al ser sometido a votación en general, es aprobado por 34 señores Senadores de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo prescrito en el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.


A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del día jueves 29 de Noviembre del año en curso.


Consultado el parecer de la Sala, así se acuerda.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Título preliminar

Objeto, principios y definiciones


Artículo 1º.- El objeto de esta ley es asegurar el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, con el fin de obtener su plena inclusión social, asegurando el disfrute de sus derechos y eliminando cualquier forma de discriminación fundada en la discapacidad.


Artículo 2º.- En la aplicación de esta ley deberá darse cumplimiento a los principios de vida independiente, accesibilidad universal, diseño universal, intersectorialidad, participación y diálogo social.


Para todos los efectos se entenderá por:


a) Vida Independiente: El estado que permite a una persona tomar decisiones, ejercer actos de manera autónoma y participar activamente en la comunidad, en ejercicio del derecho al libre desarrollo de la personalidad. 


b) Accesibilidad Universal: La condición que deben cumplir los entornos, procesos, bienes, productos y servicios, así como los objetos o instrumentos, herramientas y dispositivos, para ser comprensibles, utilizables y practicables por todas las personas, en condiciones de seguridad y comodidad, de la forma más autónoma y natural posible.


c) Diseño Universal: La actividad por la que se conciben o proyectan, desde el origen, entornos, procesos, bienes, productos, servicios, objetos, instrumentos, dispositivos o herramientas, de forma que puedan ser utilizados por todas las personas o en su mayor extensión posible.


d) Entorno: El medio ambiente, natural y artificial, en el que las personas desarrollan su participación social, económica, política y cultural, a lo largo de todo su ciclo vital.


e) Intersectorialidad: El principio en virtud del cual las políticas, en cualquier ámbito de la gestión pública, deben considerar como elementos transversales los derechos de las personas con discapacidad. 


f) Participación y Diálogo Social: Proceso en virtud del cual las personas con discapacidad, las organizaciones que las representan y las que agrupan a sus familias, ejercen un rol activo en la elaboración, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas que les conciernen.


Artículo 3º.- Es deber del Estado garantizar el derecho a la igualdad y equiparación de oportunidades de las personas con discapacidad, así como la prevención y rehabilitación de las discapacidades. Las personas con discapacidad disfrutarán, en condiciones de igualdad, de todos los derechos establecidos en el ordenamiento jurídico. 


El Estado ejecutará programas y creará apoyos destinados a las personas con discapacidad. Estos programas tendrán como objetivo mejorar la calidad de vida de las personas con discapacidad a través del fortalecimiento o promoción de las relaciones interpersonales, su bienestar general, el desarrollo personal, la autodeterminación, la inclusión social y el ejercicio de sus derechos. 


En la ejecución de estos programas y en la creación de apoyos se dará preferencia a la participación de las personas con discapacidad, sus familias y organizaciones. El Estado priorizará la ejecución de programas, proyectos y la creación de apoyos en el entorno más próximo a las personas con discapacidad que se pretende beneficiar.


Con todo, en el diseño de estos programas se considerarán las discapacidades específicas que se pretende suplir y se determinarán los requisitos que deberán cumplir las personas que a ellos postulen, considerando dentro de los criterios de preferencia el grado de la discapacidad.


Artículo 4º.- Persona con discapacidad es aquella que al interactuar con diversas barreras presentes en el entorno económico, social, político o cultural, y como consecuencia de una o más deficiencias de causa física, mental, intelectual  o sensorial de largo plazo,  puede ver impedida o restringida su participación plena y efectiva en la sociedad en igualdad de condiciones que los demás. 


Un reglamento de los ministerios de Salud y Planificación señalará la forma de determinar la existencia de una discapacidad y su calificación. Este reglamento deberá incorporar los instrumentos y criterios contenidos en las clasificaciones internacionales aprobadas por  la Organización Mundial de la Salud. 


Sin perjuicio de lo anterior, la incorporación de dichos criterios e instrumentos no podrá afectar el ejercicio de los derechos de que gocen  las personas con discapacidad, al entrar en vigencia esta ley.


Artículo 5º.- Para los efectos de esta ley, se entiende por:


a) Discriminación: Toda distinción, exclusión o restricción arbitraria fundada en la discapacidad, y cuyo fin o efecto sea la privación, perturbación o amenaza en el goce o ejercicio de los derechos establecidos en el ordenamiento jurídico.


b) Ayudas técnicas: Los elementos o implementos requeridos por una persona con discapacidad para prevenir la progresión de la misma, mejorar o recuperar su funcionalidad, o desarrollar una vida independiente.


c) Servicio de apoyo: Toda prestación de acciones de asistencia, intermediación o cuidado, requerida por una persona con discapacidad para realizar las actividades de la vida diaria o participar en el entorno social, económico, laboral, educacional, cultural o político, superar barreras de movilidad o comunicación, todo ello, en condiciones de mayor autonomía funcional.


d) Cuidador: Toda persona que proporciona asistencia permanente, gratuita o remunerada, para la realización de actividades de la vida diaria, en el entorno del hogar, a personas con discapacidad, estén o no unidas por vínculos de parentesco.


e) Dependencia: El estado de carácter permanente en que se encuentran las personas que, por razones derivadas de una o más deficiencias de causa física, mental o sensorial, ligadas a la falta o pérdida de autonomía, requieren de la atención de otra u otras personas o ayudas importantes para realizar las actividades esenciales de la vida.

TITULO I

Derecho a la igualdad de oportunidades

Párrafo 1°

De la igualdad de oportunidades


Artículo 6º.- Se entiende por igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad, la ausencia de discriminación por razón de discapacidad, así como la adopción de medidas de acción positiva orientadas a evitar o compensar las desventajas de una persona con discapacidad para participar plenamente en la vida política, educacional, laboral,  económica, cultural y social.


Artículo 7º.- Con el fin de garantizar el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, el Estado establecerá medidas contra la discriminación, las que consistirán en exigencias de accesibilidad, realización de ajustes necesarios y prevención de conductas de acoso.


Se entiende por exigencias de accesibilidad, los requisitos que deben cumplir los bienes, entornos, productos, servicios y procedimientos, así como las condiciones de no discriminación en normas, criterios y prácticas, con arreglo al principio de accesibilidad universal.


Los ajustes necesarios son las medidas de adecuación del ambiente físico, social y de actitud a las carencias específicas de las personas con discapacidad que, de forma eficaz y práctica y sin que suponga una carga desproporcionada, faciliten la accesibilidad o participación de una persona con discapacidad en igualdad de condiciones que el resto de los ciudadanos.


Conducta de acoso, es toda conducta relacionada con la discapacidad de una persona, que tenga como consecuencia atentar contra su dignidad o crear un entorno intimidatorio, hostil, degradante, humillante u ofensivo.

Párrafo 2°

De las personas con discapacidad en situación de especial vulnerabilidad


Artículo 8º.- El Estado promoverá el ejercicio de los derechos de las mujeres, niñas y niños con discapacidad, en especial en lo referente a su sexualidad, salud reproductiva y a constituir una familia. Asimismo, adoptarán todas las medidas necesarias para evitar las situaciones de violencia, abuso y discriminación de que puedan ser víctimas en razón de su condición de género y discapacidad.


Artículo 9º.- El Estado adoptará todas las medidas necesarias para asegurar a los niños y niñas con discapacidad el pleno disfrute de sus derechos en condiciones de igualdad con los demás niños, en especial, a vivir en un entorno familiar, a la salud, a la educación, a las oportunidades de recreación y a desarrollar sus capacidades y aptitudes en la máxima medida posible.


En toda actividad relacionada con niños y niñas con discapacidad, se considerará en forma primordial la protección de sus intereses superiores.


Los niños y niñas, menores de 6 años, tienen derecho a recibir del Estado atención temprana a las necesidades que presenten por causa de trastornos del desarrollo o déficit de salud que puedan derivar en discapacidad o agravar la ya existente.


Artículo 10.- El Estado adoptará todas las medidas necesarias para asegurar a las personas con discapacidad por causa mental el pleno disfrute de sus derechos en condiciones de igualdad con los demás, en especial lo referente a su dignidad, sexualidad, salud reproductiva y a constituir una familia. Asimismo, adoptará todas las medidas necesarias para evitar las situaciones de violencia, abuso y discriminación de que puedan ser víctimas en razón de su discapacidad.


La rehabilitación de las personas con discapacidad por causa mental propenderá a que éstas desarrollen al máximo sus capacidades y aptitudes. En ningún caso, la persona con discapacidad por causa mental podrá ser sometida, contra su voluntad, a prácticas o terapias que atenten contra su dignidad, derechos o formen parte de experimentos médicos o científicos.


Artículo 11.- El Estado promoverá la autonomía personal y la atención a las personas  en situación de dependencia a través de prestaciones o servicios, los que se entregarán en forma equitativa, sin perjuicio de la contribución que puedan efectuar de acuerdo a su capacidad económica, tipo de servicio y costo del mismo. 


La atención de las personas con discapacidad en situación de dependencia, deberá facilitar una existencia autónoma en su medio habitual y proporcionar un trato digno en todos los ámbitos de su vida personal, familiar y social.

TÍTULO II

Calificación y certificación de la discapacidad


Artículo 12.- Corresponderá a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN), dependientes del Ministerio de Salud y a las instituciones públicas o privadas, reconocidas para estos efectos por ese ministerio, calificar la discapacidad. 


El proceso de calificación de la discapacidad asegurará una atención interdisciplinaria a cada persona que requiera ser calificada.


Para los efectos de esta ley, las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez se integrarán, además, por un psicólogo, un fonoaudiólogo, un asistente social, y un educador especial o diferencial o un terapeuta ocupacional según el caso. Asimismo, cuando fuere pertinente, se integrarán uno o más especialistas, de acuerdo a la naturaleza de la discapacidad y a las circunstancias particulares de las personas sometidas a ellas. 


La certificación de la discapacidad sólo será de competencia de las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez.


La calificación y certificación de la discapacidad podrá efectuarse a petición del interesado, de las personas que lo representen, o de las personas o entidades que lo tengan a su cargo.


Artículo 13.- Los criterios uniformes y procedimientos de calificación de la discapacidad, se contendrán en un reglamento de los ministerios de Salud y de Planificación, los que deberán fundarse en las normas e instrumentos contenidos en las clasificaciones internacionales aprobadas por  la Organización Mundial de la Salud. El Ministerio de Salud podrá establecer, mediante resolución,  protocolos e instrucciones técnicas que permitan aplicar e implementar estos criterios uniformes.


La calificación de la discapacidad deberá hacerse de manera uniforme en todo el territorio nacional, garantizando con ello la igualdad de condiciones para el acceso de las personas con discapacidad a los derechos y servicios que la ley contempla.


La calificación de la discapacidad deberá efectuarse dentro del plazo máximo de veinte días contado desde la solicitud del trámite, la que deberá contener los requisitos establecidos en el reglamento. La certificación de la discapacidad deberá expedirse dentro de los cinco días siguientes contados desde la fecha de la calificación.


Toda persona tiene derecho a la recalificación de su discapacidad por la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, previa solicitud fundada del interesado. No podrá solicitarse la recalificación más de una vez en cada año calendario, a menos que esta solicitud se fundare en hechos o antecedentes nuevos, no vinculados a las circunstancias que dieron lugar a la calificación.


Artículo 14.- Las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez podrán requerir de los servicios e instituciones de salud y asistenciales, sean éstos públicos o privados, y de los profesionales que hubieren intervenido en el tratamiento de las personas de cuyos casos estén conociendo, los antecedentes clínicos y otros que sean necesarios para cumplir las funciones que esta ley les encomienda, y aquéllos estarán obligados a proporcionarlos.


Artículo 15.- Las personas que se encuentren en proceso de calificación o de recalificación, deberán concurrir a los exámenes y entrevistas a que sean citadas por las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez. 


En el evento de que por inactividad del interesado se paralice por más de treinta días el procedimiento por él iniciado, la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez respectiva podrá apercibirlo para que efectúe las diligencias de su cargo dentro del plazo de treinta días hábiles, bajo pena de declarar el abandono del procedimiento.


Contra la resolución definitiva que emita la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, los interesados podrán interponer reclamación administrativa de conformidad con la ley.


Artículo 16.- La Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, una vez que certifique la discapacidad, remitirá los antecedentes al Registro Nacional de la  Discapacidad, para su inscripción.

TITULO III

Prevención y Rehabilitación


Artículo 17.- La prevención de las discapacidades y la rehabilitación constituyen una obligación del Estado y, asimismo, un derecho de las personas con discapacidad y un deber de su familia y de la sociedad en su conjunto.


El Estado canalizará recursos para colaborar en acciones de prevención y rehabilitación a través de programas orientados a mejorar el acceso de la población discapacitada de escasos recursos, a dichas acciones.

Párrafo 1°

Prevención


Artículo 18.- Prevención de la discapacidad es toda acción o medida, pública o privada, que tenga por finalidad impedir o evitar que una persona experimente una deficiencia que restrinja su participación o limite su capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria, así como impedir que ésta llegue a ser permanente.


La prevención siempre considerará el entorno económico, social, político o cultural que puede agravar o atenuar la deficiencia que se trate.


Artículo 19.- Las medidas, planes y programas de prevención se adoptarán en consideración a los factores de riesgo de discapacidad, en especial, los desórdenes genéticos, complicaciones perinatales, enfermedades agudas y crónicas, lesiones, accidentes viales y laborales, violencia, problemas de calidad ambiental, sedentarismo, abuso del alcohol o las drogas, tabaquismo, desórdenes nutricionales, maltrato infantil, condiciones sanitarias deficientes, falta de acceso a los servicios de salud o estrés.


Toda persona tiene derecho a información pública, permanente y actual, sobre las conductas, lugares y condiciones que pueden causar discapacidad. El Estado deberá adoptar todas las medidas necesarias para asegurar el ejercicio libre y eficaz de este derecho.

Párrafo 2°

Rehabilitación


Artículo 20.- La rehabilitación integral es el conjunto de acciones y medidas que tienen por finalidad que las personas con discapacidad alcancen el mayor grado de participación y capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria, en consideración a la deficiencia que cause la discapacidad.


Las acciones o medidas de rehabilitación, tendrán como objetivos principales:


1.- Proporcionar o restablecer funciones.


2.- Compensar la pérdida o la falta de una función o una limitación funcional.


3.- El desarrollo de conductas, actitudes y destrezas que permitan la inclusión laboral y educacional.


4.- La interacción con el entorno económico, social, político o cultural que puede agravar o atenuar la deficiencia que se trate.


Toda persona tiene derecho, a lo largo de todo su ciclo vital y mientras sea necesario, a la rehabilitación, y a acceder a los apoyos, terapias y profesionales que la hagan posible.


Artículo 21.- Las personas con discapacidad tienen derecho a que el proceso de rehabilitación integre y considere la participación de su familia o de quienes las tengan a su cuidado.


El proceso de rehabilitación se considerará dentro del desarrollo general de la comunidad. El Estado fomentará preferentemente la rehabilitación con base comunitaria como estrategia para hacer efectivo el ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad.


Sin perjuicio de lo anterior, el Estado fomentará la creación de centros públicos o privados, de prevención y rehabilitación integral.


Durante la rehabilitación se prestará asistencia en salud mental, con el propósito que la persona sometida a ella desarrolle al máximo sus capacidades. De ser necesario, dicha asistencia podrá extenderse a la familia.

TITULO IV

Medidas para la Igualdad de Oportunidades

Párrafo 1º

Medidas de Accesibilidad


Artículo 22.- El Estado, a través de los organismos competentes, impulsará y aplicará medidas de acción positiva para fomentar la eliminación de barreras arquitectónicas y promover la accesibilidad universal.


Artículo 23.- Toda persona o institución, pública o privada, que ofrezca servicios educacionales, capacitación o empleo, exigiendo la rendición de exámenes u otros requisitos análogos, deberá realizar los ajustes necesarios para adecuar los mecanismos, criterios, prácticas y procedimientos de selección en todo cuanto se requiera para  resguardar la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad que participen en ellos. 


Artículo 24.- Los canales de la televisión abierta y los proveedores de televisión por cable, deberán aplicar mecanismos de comunicación audiovisual que posibiliten a la población con discapacidad auditiva el acceso a su programación.


Toda campaña de servicio público financiada con fondos públicos; la propaganda electoral, debates presidenciales y cadenas nacionales que se difundan a través de medios televisivos o audiovisuales, deberán ser transmitidas o emitidas con subtitulado y lengua de señas.


Artículo 25.- Se reconoce la lengua de señas como medio de comunicación natural de la comunidad sorda. El Estado deberá fomentar la formación y capacitación en lengua de señas, en particular, chilena, y su uso en espacios institucionales, tanto públicos como privados.


Artículo 26.- Las bibliotecas de acceso público deberán contar con material, infraestructura y tecnologías accesibles destinadas a personas con discapacidad de causa sensorial, considerando facilidades, ajustes necesarios y prestación de servicios de apoyo para la atención de estos usuarios.


Artículo 27.- Toda nueva edificación colectiva, y las antiguas, cuya carga de ocupación sea mayor a cincuenta personas, todo edificio de uso público y todo edificio sin importar su carga de ocupación que preste un servicio a la comunidad, así como las vías públicas y los accesos a todos los medios de transporte público, parques, jardines, pasarelas peatonales y plazas, y los accesos a los bienes nacionales de uso público de interés histórico, cultural o recreacional, tales como bordes costeros, de lagos, ríos y centros turísticos, deberán ser accesibles y utilizables en forma autovalente y sin dificultad por personas con discapacidad, especialmente aquellas con movilidad reducida. Si contaren con ascensores, éstos deberán tener capacidad suficiente para transportarlas.


Corresponderá al Ministerio de la Vivienda y Urbanismo establecer las condiciones y plazos para que las actuales edificaciones y las obras existentes en el espacio de uso público, se ajusten a las disposiciones del inciso precedente. La fiscalización del cumplimiento de esta normativa será de responsabilidad de las direcciones de obras municipales que deberán denunciar su incumplimiento ante el juzgado de policía local, aplicándose al efecto las disposiciones del Título VI de esta ley. Para el mejor cumplimiento de la fiscalización, las direcciones de obras municipales podrán celebrar convenios con personas naturales o jurídicas, corporaciones o fundaciones.


Sin perjuicio de lo anterior, la denuncia por incumplimiento podrá ser realizada por cualquier persona.


Artículo 28.- El Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, dentro de sus programas habitacionales, contemplará subsidios especiales para adquirir y habilitar viviendas destinadas a ser habitual y permanentemente habitadas por una o más personas con discapacidad, por su familia, cuidador o representante, con quienes ellas vivan. 


La Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones contendrá las exigencias de accesibilidad que deban cumplir  las viviendas destinadas a personas con discapacidad.


Artículo 29.- Para asegurar a las personas con discapacidad la accesibilidad a todos los medios de transporte colectivo, sean estos aéreos, terrestres, marítimos o fluviales, los organismos competentes del Estado y las municipalidades, deben velar o incentivar las habilitaciones y adecuaciones que se requieran para el acceso expedito y seguro de esas personas a todo medio de transporte y a la infraestructura de apoyo, tales como paraderos, estaciones de intercambio modal, terminales, aeropuertos, estaciones de trenes urbanos y suburbanos, superficiales o subterráneos, embarcaderos, funiculares o ascensores verticales, entre otros.


Los operadores de transporte deberán adoptar las medidas y ajustes necesarios para no incurrir en prácticas discriminatorias en la prestación del servicio de transporte de pasajeros. De modo alguno pueden exigir a un pasajero con discapacidad el cumplimiento de requisitos o condiciones especiales para acceder al servicio de transporte.


Todos los medios de transporte colectivo, aéreos, terrestres, marítimos o fluviales, deberán asegurar la accesibilidad de los pasajeros con discapacidad y contar con la señalización, asientos y espacios suficientes, de fácil acceso, cuyas características, dependiendo de cada medio de transporte, serán establecidas en el reglamento que al efecto se dicte que deberá ser suscrito por el Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones y de Planificación. 


Artículo 30.- Las edificaciones con destino industrial, toda edificación de uso público y los espacios de uso público, que requieran estacionamientos para vehículos, deberán contar con un número suficiente de ellos para el uso de las personas con discapacidad, conforme a las disposiciones de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones. Corresponderá a la municipalidad respectiva velar por el adecuado cumplimiento de esta obligación.


El diseño de estos estacionamientos deberá considerar las necesidades de desplazamiento y de seguridad de las personas con discapacidad que hagan uso de ellos, conforme a las características establecidas en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.


Los establecimientos que cuenten con estacionamientos para personas con discapacidad al interior de sus dependencias, como malls y supermercados, y posean servicios de vigilancia privada, deberán velar por su correcto uso, denunciando a las autoridades competentes, a los vehículos infractores. La administración de estos establecimientos será solidariamente responsable por el uso indebido de los estacionamientos para personas con discapacidad. Sólo podrán hacer uso de ellos los vehículos que cuenten con el correspondiente distintivo (Cruz de Malta y similares) y credencial de discapacidad en un lugar visible del parabrisas, de acuerdo con lo establecido en la Ley del Tránsito.

Párrafo 2°

De los perros de asistencia para personas con discapacidad


Artículo 31.- Toda persona con discapacidad, tendrá el derecho a ser acompañada permanentemente por un perro de asistencia, a todo edificio, construcción, infraestructura o espacio de uso público, sea de propiedad privada o pública, destinado a un uso que implique la concurrencia de público.


Asimismo, estas personas, junto con sus perros de asistencia, tendrán derecho a acceder y circular en cualquier medio de transporte terrestre o marítimo de pasajeros que preste servicios en el territorio nacional, sea gratuito o remunerado, público o privado, individual o colectivo. El acceso y circulación en los medios de transporte aéreo se regirá por la normativa vigente.


Artículo 32.- El acceso, la circulación y la permanencia, en los lugares y medios de transporte señalados en el artículo precedente, por parte del perro de asistencia que acompañe a la persona con discapacidad, no quedarán sujetos al pago de una suma de dinero, ni podrán ser condicionados al otorgamiento de ninguna clase de garantía, salvo que para ello deba incurrirse en un gasto adicional avaluable en dinero, lo cual deberá informarse previamente a quien lo requiera.


Artículo 33.- Para los efectos previstos en esta ley, se entenderá por "perro de asistencia" aquel que fuere individualmente entrenado para realizar labores en beneficio de una persona con discapacidad.


Los perros de asistencia podrán ser entrenados para realizar labores de perros guía, de señal, de servicio o de otro tipo, en conformidad con las características y condiciones que fije el reglamento.


Artículo 34.- Los perros de asistencia deberán estar debidamente identificados, mediante el distintivo de carácter oficial que determine el reglamento.


Artículo 35.- Corresponderá al dueño del perro de asistencia, o a quien se sirva de él, adoptar las medidas necesarias para asegurar una sana convivencia y evitar disturbios o molestias a las demás personas.


Las personas con discapacidad no podrán ejercer los derechos establecidos en este párrafo cuando el perro de asistencia presente signos de enfermedad, agresividad y, en general, cuando el animal se constituya en un evidente riesgo para las personas.


Artículo 36.- El entrenamiento de perros de asistencia estará a cargo de instituciones con personalidad jurídica o personas naturales que cumplan con las normas que establezca el reglamento. Estas instituciones o personas serán las encargadas de seleccionar, criar y entrenar perros para personas con discapacidad, además de preparar al usuario del perro de asistencia para su utilización y cuidado.

Párrafo 3°

De la educación y de la inclusión escolar


Artículo 37.- El Estado garantizara el acceso de todas las personas con discapacidad a los establecimientos públicos y privados comunes de enseñanza o establecimientos de educación especial, según corresponda.


Artículo 38.- La Educación Especial es una modalidad del sistema escolar que provee servicios y recursos especializados, tanto a los establecimientos de enseñanza regular como a las escuelas especiales, con el propósito de asegurar aprendizajes de calidad a niños, niñas y jóvenes con necesidades educativas especiales asociadas o no a una discapacidad, asegurando el cumplimiento del principio de igualdad de oportunidades, para todos los educandos.


Artículo 39.- Los establecimientos de enseñanza regular deberán incorporar las innovaciones y adecuaciones curriculares, de infraestructura y los materiales de apoyo necesarios para permitir y facilitar a las personas con discapacidad el acceso a los cursos o niveles existentes, brindándoles los recursos adicionales que requieren para asegurar su permanencia y progreso en el sistema educacional.


Cuando la integración en los cursos de enseñanza regular no sea posible, atendida la naturaleza y tipo de la discapacidad del alumno, la enseñanza deberá impartirse en clases especiales dentro del mismo establecimiento educacional o en escuelas especiales.


Asimismo, el Ministerio de Educación deberá hacer las adecuaciones necesarias para que los alumnos y alumnas con necesidades educativas especiales puedan participar en las mediciones de la calidad de la educación.


Artículo 40.- La necesidad de las personas con discapacidad de acceder a la educación especial, se determinará sobre la base de informes emanados de los equipos multiprofesionales del Ministerio de Educación y de otros organismos acreditados para estos efectos, los que deberán considerar la opinión de los respectivos establecimientos educacionales, del alumno y su familia, cuidadores y guardadores, sin perjuicio de las facultades que esta ley otorga a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez y de los certificados que ellas emitan, todo ello de acuerdo a lo que disponga el reglamento de que trata el artículo 4° de esta ley.


Artículo 41.- Las escuelas especiales, además de atender a las personas que de conformidad al inciso segundo del artículo 38 lo requieran, podrán proveer de recursos especializados y prestarán servicios y asesorías a los jardines infantiles, a las escuelas de educación básica y media, a las instituciones de educación superior o de capacitación en las que se aplique o se pretenda aplicar la integración de personas que presenten necesidades especiales.


Artículo 42.- El Ministerio de Educación cautelará la participación de las personas con discapacidad en los programas relacionados con el aprendizaje, desarrollo cultural y el perfeccionamiento. 


Las instituciones de educación superior deberán contar con mecanismos que faciliten el acceso e ingreso de las personas con discapacidad, así como adaptar los materiales de estudio y medios de enseñanza para que dichas personas puedan cursar las diferentes carreras.


Asimismo, las instituciones de educación superior, deberán incorporar en las mallas curriculares de todas sus carreras, materias relacionadas con la discapacidad.


Artículo 43.- A los alumnos y alumnas del sistema educacional de enseñanza pre básica, básica o media que padezcan de patologías o condiciones médico-funcionales que requieran permanecer internados en centros especializados o en el lugar que el médico tratante determine, o que estén en tratamiento médico ambulatorio, el Ministerio de Educación les proporcionará la correspondiente atención escolar en el lugar que, por prescripción médica, deban permanecer, la que será reconocida para efectos de continuación de estudios y certificación de acuerdo con las normas que establezca ese Ministerio.


Artículo 44.- El Ministerio de Educación, establecerá mecanismos especiales y promoverá el desarrollo de ofertas formativas acorde a las necesidades específicas de los alumnos a fin de facilitar el ingreso a la educación o a la formación laboral de las personas que a consecuencia de su discapacidad no hayan iniciado o concluido su escolaridad obligatoria.


Artículo 45.- Los establecimientos educacionales deberán, progresivamente, adoptar medidas para promover el respeto por  las diferencias lingüísticas de las personas con discapacidad sensorial, sean sordas, ciegas o sordo-ciegas en la educación básica, media y superior, con el fin de que éstos puedan tener acceso, permanencia y progreso en el sistema educativo.

Párrafo 4°

De la capacitación e inserción laboral


Artículo 46.- El Estado, a través de los organismos competentes, promoverá y aplicara medidas de acción positiva para fomentar la integración e inclusión laboral de las personas con discapacidad, especialmente deberá:


a) Fomentar y difundir prácticas laborales de inclusión y no discriminación;


b) Promover la creación y diseño de procedimientos, tecnologías, productos y servicios  laborales accesibles y difundir su aplicación;


c) Crear y ejecutar programas de acceso al empleo para personas con discapacidad, y 


d) Difundir los instrumentos jurídicos y recomendaciones sobre el empleo de las personas con discapacidad aprobado o divulgado por la Organización Internacional del Trabajo. 


e) Crear instrumentos tributarios que favorezcan la contratación de personas con discapacidad en empleos permanentes.


Artículo 47.- El Estado desarrollará planes, programas e incentivos que tendrán por finalidad favorecer la inserción laboral y el acceso a beneficios de seguridad social por parte de las personas con discapacidad. El Ministerio del Trabajo y Previsión Social informará semestralmente a la Cámara de Diputados sobre el funcionamiento de los programas existentes y los resultados alcanzados.


Artículo 48.- La Administración del Estado y sus organismos, las municipalidades, los órganos de la administración de justicia y el Ministerio Público, reservarán preferentemente cupos, en igualdad de condiciones y mérito, a personas con discapacidad.


Un reglamento suscrito por el Ministerio de Planificación determinará la forma de dar cumplimiento a esta disposición. 


Artículo 49.- La capacitación laboral de las personas con discapacidad comprenderá, además de la formación laboral, la orientación profesional que deberá otorgarse teniendo en cuenta la evaluación de sus capacidades reales del la persona, la educación efectivamente recibida y sus intereses. 


Artículo 50.- Las personas con  discapacidad podrán celebrar el contrato de aprendizaje contemplado en el Código del Trabajo, sin limitación de edad.

Párrafo 5°

De las exenciones arancelarias


Artículo 51.- Todas las personas con discapacidad, o representado por sus cuidadores o guardadores, accederán al beneficio para la importación de vehículos establecido por el artículo 6º de la ley Nº 17.238.


En ningún caso los vehículos a que se refiere el inciso primero podrán tener un valor FOB superior a US$ 27.500, sin considerar el mayor valor que representen los elementos opcionales constitutivos del equipo especial para personas con discapacidad que se señalen en los certificados, que para los efectos de esta ley, debe emitir la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, cuando resulte pertinente. En el caso de vehículos de transporte de mercancías, estos no podrán tener un valor FOB superior a US$ 32.500. Dichas cantidades se actualizarán anualmente. 


Los beneficios establecidos en este artículo serán aplicables también a la importación de vehículos destinados exclusivamente al transporte colectivo de personas con discapacidad.  El valor FOB de dichos vehículos no podrá exceder de US$ 47.500, sin considerar los elementos opcionales constitutivos del equipo especial para  personas con discapacidad que señale el reglamento.


Los vehículos que se importen mediante la franquicia establecida en este artículo permanecerán por un lapso no inferior a 3 años afectos al uso y transporte de personas con discapacidad. 


Los valores máximos establecidos en el presente artículo se actualizarán anualmente.


Las personas jurídicas sin fines de lucro, que tengan por objeto la asistencia, cuidado o apoyo de personas con discapacidad podrán impetrar los beneficios establecidos en este artículo, para importar vehículos destinados exclusivamente al transporte de personas con discapacidad que ellas atiendan en el cumplimiento de sus fines.


Un reglamento suscrito por el Ministerio de Hacienda determinará los procedimientos y competencias para el otorgamiento de autorizaciones, control y fiscalización de los beneficios establecidos en este artículo.


Artículo 52.- Libérase de la totalidad de los gravámenes aduaneros la importación de los siguientes bienes:


a) Prótesis auditivas, visuales y físicas;


b) Órtesis;


c) Equipos, medicamentos y elementos necesarios para la terapia y rehabilitación de personas con discapacidad;


d) Equipos, maquinarias y útiles de trabajo especialmente diseñados o adaptados para ser usados por personas con discapacidad;


e) Elementos de movilidad, cuidado e higiene personal necesarios  para facilitar la autonomía y la seguridad de las personas con discapacidad;


f) Elementos especiales para facilitar la comunicación, la información y la señalización para personas con discapacidad;


g) Equipos y material pedagógico especiales para educación, capacitación y recreación de las personas con discapacidad;


h) Elementos y equipos de tecnología de la información y de las comunicaciones destinados a cualquiera de los fines enunciados en las letras anteriores, y.


i) Ayudas técnicas y elementos necesarios para prestar servicios de apoyo que importe el Fondo Nacional de la Discapacidad.


Artículo 53.- Sólo podrán impetrar el beneficio que otorga el artículo anterior, las personas con discapacidad, o representados por sus cuidadores o guardadores, para la importación de elementos destinados al uso exclusivo de las personas con discapacidad y las personas jurídicas sin fines de lucro que, de conformidad con sus objetivos, actúen en el ámbito de la discapacidad e importen elementos necesarios para el cumplimiento de sus fines o para el uso o beneficio de personas con discapacidad que ellas  atiendan.


Artículo 54.- Los bienes importados bajo esta franquicia no podrán ser objeto de enajenación ni de cualquier acto jurídico entre vivos que signifique la transferencia de su dominio, posesión, tenencia o uso a terceras personas distintas del destinatario, salvo que hayan transcurrido 3 ó más años desde su importación o que conste que ya no prestan utilidad a dicho destinatario.


La enajenación prevista en el inciso anterior, relativo a los bienes que no presten utilidad al destinatario, sólo podrá efectuarse respecto de otra persona con discapacidad.


Artículo 55.- El Servicio de Impuestos Internos, a solicitud de los beneficiarios de las exenciones arancelarias establecidas en este párrafo, autorizará el pago del Impuesto al Valor Agregado que  devengue la internación de los vehículos a que se refiere el artículo 6º de la ley Nº 17.238 o de los bienes señalados en el presente párrafo, en cuotas iguales mensuales, trimestrales o semestrales, siempre que no exceda el plazo de  sesenta meses contados desde la fecha de emisión de la factura respectiva. Para estos efectos, el importador será sujeto del Impuesto al Valor Agregado que corresponda pagar por la importación de los citados bienes. Las cuotas de impuesto que se determinen deberán expresarse en unidades tributarias mensuales y se solucionarán al valor que éstas tengan a la fecha de pago de cada cuota. El Servicio de Impuestos Internos podrá exigir las garantías personales o reales que estime conveniente para el debido resguardo de los intereses fiscales.


Artículo 56.- Un reglamento suscrito por el Ministerio de Hacienda determinará el procedimiento de obtención de los beneficios arancelarios y tributarios establecidos en los artículos precedentes, así como el de enajenación de los bienes a que los mismos artículos se refieren.


Artículo 57.- Todo aquél que solicite u obtenga indebidamente los beneficios tributarios y arancelarios de que trata este párrafo, proporcionando antecedentes falsos o que transgreda lo dispuesto en el artículo 55 precedente, incurrirá en los delitos establecidos en los artículos 168 de la Ordenanza de Aduanas y el 97 N° 25 del Código Tributario.

TITULO V

Del Registro Nacional de la Discapacidad


Artículo 58.- El Registro Nacional de la Discapacidad, a cargo del Fondo Nacional de la Discapacidad, tiene por objetivo reunir y mantener los antecedentes de las personas con discapacidad y de los organismos que se señalan en el artículo siguiente, en la forma que establezca el reglamento.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Planificación establecerá la estructura y funcionamiento del Registro Nacional de la Discapacidad.


Artículo 59.- El Registro Nacional de la Discapacidad deberá:


a) Inscribir a las personas cuya discapacidad sea certificada por la respectiva Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez;


b) Inscribir a las personas con discapacidad que lo soliciten, previamente certificadas por la COMPIN;


c) Inscribir a las personas naturales que presten servicios de apoyo o de asistencia a personas con discapacidad. El reglamento determinará la naturaleza de estos servicios y los requisitos que deben cumplir estas personas para su incorporación en este registro;


d) Inscribir a las personas jurídicas que atiendan o se relacionen con personas con discapacidad. Estas personas deberán acreditar su existencia legal;


e) Otorgar las credenciales de inscripción y los certificados que determine el reglamento, y


f) Cancelar la inscripción de las personas señaladas en las letras a), b) y c) en los casos que señale el Reglamento.

Título VI

Acciones Especiales


Artículo 60.- Sin perjuicio de las normas administrativas, y penales existentes, toda persona que por causa de acción u omisión arbitraria o ilegal sufra la amenaza o privación en el ejercicio de los derechos consagrados en esta ley, podrá concurrir por sí o por cualquiera a su nombre ante el juez de policía local de su domicilio para que adopte las providencias necesarias para asegurar y restablecer el derecho afectado.


Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, las personas jurídicas serán solidariamente responsables de las faltas cometidas por sus dependientes o subordinados.


Artículo 61.- El que causare herida, trauma o muerte injustificada a un perro de asistencia, será obligado al pago de las cuentas veterinarias y de los costos de reemplazo del perro a su dueño, si aquél no pudiere seguir ejerciendo sus labores o fuere muerto, sin perjuicio de la responsabilidad civil indemnizatoria correspondiente.


Artículo 62.- El que fuere sancionado como autor de un acto u omisión arbitraria o ilegal, en los términos previstos en el artículo 60 de esta ley, pagará una multa de 10 a 120 unidades tributarias mensuales. 


Esta suma ingresará a las arcas del respectivo municipio, para su destinación exclusiva a programas y acciones en beneficio de las personas con discapacidad de la comuna. Estas sanciones se duplicarán en caso de reincidencia.


Para el caso de que el denunciado o demandado no adopte las medidas de accesibilidad ordenadas por el juzgado de policía local correspondiente o bien insista en el incumplimiento de la normativa, además de la sanción pecuniaria el juez podrá decretar la medida de clausura del establecimiento de que se trate.


Artículo 63.- Las causas a que dieren lugar las acciones previstas en este Título, se sustanciarán conforme al procedimiento establecido en la ley Nº 18.287. En caso que el denunciado o demandado comparezca asistido por abogado, el tribunal, de oficio, le designará al denunciante o demandante el abogado de turno, resolución que se notificará por quien designe el juez sin costo para el actor.


Si comparecieren personas con discapacidad sensorial, el tribunal velará por que se utilicen medios idóneos que les permitan comunicarse de manera clara y transparente, y acceder a los antecedentes del proceso de manera que se garanticen adecuadamente sus derechos.


En la tramitación del recurso de apelación, se estará a lo dispuesto en la ley N° 20.146.

TITULO VII

Del Fondo Nacional de la Discapacidad


Artículo 64.- El Fondo Nacional de la Discapacidad, servicio público funcionalmente descentralizado, tiene por finalidad promover el proceso de equiparación de oportunidades y la inclusión y participación de las personas con discapacidad.


Artículo 65.- El Fondo Nacional de la Discapacidad se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Planificación, su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de los demás especiales que pudiere establecer y, podrá usar la sigla "FONADIS" para identificarse en todos sus actos y contratos.


Sus funciones serán las siguientes:


a) Ejecutar políticas, planes y programas en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad de las personas con discapacidad, a fin de promover su plena inclusión; 


b) Financiar, total o parcialmente, planes, programas y proyectos en favor de las personas con discapacidad; 


c) Financiar, total o parcialmente, la adquisición de elementos, implementos o servicios de apoyo requeridos por una persona con discapacidad para mejorar su funcionalidad y autonomía personal;


d) Realizar acciones de difusión y sensibilización de las normas y prácticas de equiparación de oportunidades, no discriminación y accesibilidad dirigidas a promover la inclusión social de las personas con discapacidad;


e) Ejecutar programas y proponer medidas que favorezcan la inserción laboral de las personas con discapacidad; 


f) Ejecutar programas o proyectos que tengan por finalidad el fortalecimiento de las organizaciones de y para personas con discapacidad;


g) Apoyar la participación y diálogo social e intersectorial dirigidos a promover los derechos de las personas con discapacidad;


h) Fomentar prácticas y criterios de inclusión de las personas con discapacidad;


i) Administrar y gestionar el Registro Nacional de la Discapacidad, y


j) Velar por el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con la protección de los derechos de las personas con discapacidad. Esta facultad incluye la atribución de denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos o instancias jurisdiccionales respectivas, y ejercer acciones y hacerse parte en toda causa en que estén afectados los intereses de las personas con discapacidad, de conformidad a la ley.


El Fondo Nacional de la Discapacidad estará organizado en un Consejo, una Dirección Nacional, una Subdirección Nacional y direcciones regionales en cada región del país. 


Artículo 66.- El Consejo es un órgano colegiado que tendrá las funciones consultivas y resolutivas que señale esta ley. Este Consejo deberá hacer efectiva la participación y el diálogo social en el proceso de equiparación de oportunidades y de inclusión política, económica, social y cultural de las personas con discapacidad.


El Consejo se integrará como sigue:


a) El Ministro de Planificación, o su representante, quien lo presidirá y dirimirá los empates;


b) Los Ministros de Hacienda, Educación, Justicia, Trabajo y Previsión Social, Salud, Vivienda y Urbanismo, Transportes y Telecomunicaciones, Servicio Nacional de la Mujer, Consejo Nacional de la Cultura y del Instituto Nacional del Deporte, o sus representantes;


c) Cinco representantes de organizaciones de personas con discapacidad de carácter nacional que no  persigan fines de lucro. Estos consejeros deberán representar equitativamente a agrupaciones de personas con discapacidad física, auditiva, visual, mental y psíquica. El reglamento establecerá los requisitos que deben cumplir estas entidades para acreditar su carácter nacional.


d) Un representante del sector empresarial;


e) Un representante de organizaciones de trabajadores;


f) Dos representantes de instituciones privadas sin fines de lucro constituidas para atender a personas con discapacidad, y

g) El Director Nacional del FONADIS, quien tendrá derecho a voz y será su ministro de fe.


Los Consejeros no serán rentados en su calidad de tales y, los señalados en las letras c), d), e) y f) serán designados por el Presidente de la República a proposición de las entidades respectivas, que elegirán sus representantes en la forma que determine el reglamento.  Durarán cuatro años en el ejercicio de sus funciones y podrán ser nuevamente propuestos.


Artículo 67.-  Son derechos de los consejeros:


a) Participar en las sesiones del Consejo con derecho a voz y voto, y


b) Acceder en forma completa y oportuna a los antecedentes necesarios para el desempeño de sus funciones con antelación a la celebración de cada sesión del Consejo y, en su caso, a aquellos concernientes al comité respectivo.


Artículo 68.- Son obligaciones de los consejeros:


a) Asistir a las sesiones ordinarias y extraordinarias del Consejo.


b) Integrar periódicamente los comités que se designen.


c) Contribuir  a la formación de la voluntad del Consejo.


d) Inhabilitarse de conocer asuntos respecto de los tengan un interés directo.


Artículo 69.- Son causales de cesación en el cargo de consejero designado de conformidad con las letras c), d), e) y f), del artículo 65, las siguientes:


a) Expiración del plazo de su designación. Los Consejeros cesarán en sus funciones por el sólo ministerio de la ley una vez expirado el período para el cual fueron designados.


b) Renuncia aceptada por el Presidente de la República.


c) Ser condenado por delito que merezca pena aflictiva.


d) Inasistencia injustificada a tres sesiones continuas o cuatro sesiones discontinuas dentro de un año calendario. 


e) Actuar a nombre o en representación del Consejo o de FONADIS, sin estar facultado para ello. 


f) Faltar a la probidad en el ejercicio de su cargo.


Si un consejero incurriere en una causal de cesación del cargo, por acuerdo de dos terceras partes del Consejo y a través del Ministro de Planificación, se harán llegar los antecedentes al Presidente de la República, quien podrá solicitar la renuncia al consejero de que se trate.


Artículo 70.- Corresponderá al Consejo:


a) Proponer las principales líneas de acción que deben orientar los planes, programas y proyectos a financiar por el Fondo Nacional de la Discapacidad, en conformidad a la ley y el reglamento;


b) Solicitar de los ministerios, servicios públicos y entidades en los que el Estado tenga participación, los antecedentes e información necesarios para el cumplimiento de sus funciones;


c) Recomendar los criterios y procedimientos de evaluación, selección y supervisión de los proyectos concursables financiados por el Fondo Nacional de la Discapacidad;


d) Resolver y adjudicar los concursos de proyectos;


e) Constituir comisiones de trabajo integradas por consejeros o con personas ajenas al Consejo, y


f) Cumplir las demás funciones que la ley o el reglamento le encomienden.


Los acuerdos a que se refieren las letras a), c), d) y e), necesitarán del voto conforme de los dos tercios de los consejeros presentes.


El Ministerio de Planificación dictará un reglamento de funcionamiento del Consejo, el que dispondrá, a lo menos, los quórum necesarios para sesionar y adoptar acuerdos y los procedimientos de inhabilitación, remoción, suspensión y reemplazo de sus integrantes.


Artículo 71.- La dirección y administración del Fondo Nacional de la Discapacidad corresponderá a un funcionario denominado Director Nacional, el que será nombrado de conformidad a lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882.


Serán funciones  del Director Nacional:


a) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos e instrucciones del Consejo y realizar los actos y funciones que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones;


b) Informar periódicamente al Consejo acerca de la marcha del Fondo Nacional de la Discapacidad y del cumplimiento de sus acuerdos;


c) Nombrar a los funcionarios de su dependencia, asignarles funciones y resolver las sanciones administrativas que correspondan de conformidad con la ley;


d) Adquirir, enajenar, gravar y administrar toda clase de bienes y celebrar cualquier acto o contrato en cumplimiento del objeto y funciones del Fondo; 


e) Encomendar a la subdirección, direcciones regionales y departamentos del Fondo Nacional de la Discapacidad, las funciones que estime necesarias;


f) Representar judicial y extrajudicialmente al servicio;


g) Participar en las sesiones del Consejo con derecho a voz, desempeñándose como ministro de fe, y


h) En general, ejercer las demás facultades que sean necesarias para la buena marcha del servicio.


Artículo 72.- Un Subdirector Nacional coordinará la gestión de las unidades del Fondo Nacional de la Discapacidad, de conformidad con los objetivos y las políticas que fije el Consejo y las instrucciones impartidas por el Director Nacional.


Corresponderá al Subdirector Nacional:


a) Subrogar al Director Nacional, en caso de ausencia o impedimento;


b) Cumplir y hacer cumplir las instrucciones que le imparta el Director Nacional y realizar los actos que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones;


c) Colaborar con el Director Nacional en la preparación del plan anual de trabajo, del anteproyecto de presupuestos y de toda otra materia que el Director Nacional le solicite;


d) Controlar la gestión del servicio, en particular, el cumplimiento de las metas y compromisos institucionales;


e) En general, ejercer las demás facultades que sean necesarias para la buena marcha del servicio.


El Subdirector será nominado de conformidad con lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882.


Artículo 73.- Habrán direcciones regionales a cargo de un funcionario con la denominación de Director Regional. A los directores regionales les corresponden las siguientes atribuciones y obligaciones:


a) Organizar y dirigir la Dirección Regional y ejecutar las políticas fijadas por el servicio en la respectiva región, de acuerdo a las instrucciones que les imparta el Director Nacional;


b) Coordinar las políticas públicas y planes que conciernan a las personas con discapacidad, realizados por los distintos organismos del Estado a nivel regional;


c) Fomentar la participación social de las organizaciones de y para personas con discapacidad en la gestión de las políticas públicas en la respectiva región;


d) Supervisar el correcto desempeño de las funciones del servicio en la región, de acuerdo a las normas e instrucciones impartidas por el Director Nacional;


e) Administrar los bienes y recursos que se pongan a su disposición y dar cuenta anualmente;


f) Celebrar los actos y contratos que sean necesarios para el buen funcionamiento del servicio en la respectiva región y,


g) Ejercer las demás atribuciones y funciones que el Director Nacional le delegue o que las leyes le asignen. 


Los directores regionales serán nominados de conformidad con lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882.


Artículo 74.- El patrimonio del Fondo Nacional de la Discapacidad estará formado por:


a) Los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos;


b) Los bienes muebles e inmuebles que se transfieran al Fondo Nacional de la Discapacidad o que éste adquiera a cualquier título y por los frutos de esos mismos bienes;


c) Las donaciones, herencias y legados que el Consejo acepte, en todo caso con beneficio de inventario. Las donaciones a que se refiere este número estarán exentas del trámite de insinuación;


d) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título para el cumplimiento de sus objetivos y, 


e) Los recursos que pueda captar como resultado de trabajos de estudio, investigación o asistencia técnica que contrate con organismos públicos o privados. 


Artículo 75.- Los recursos que administre el Fondo Nacional de la Discapacidad deberán destinarse preferentemente a los siguientes fines:


1.- Financiar, total o parcialmente, la adquisición por parte de terceros de ayudas técnicas destinadas a personas con discapacidad de escasos recursos  o a personas jurídicas sin fines de lucro que las atiendan, y


2.- Financiar, total o parcialmente, planes, programas y proyectos en favor de las personas con discapacidad, que sean ejecutados por terceros y que de preferencia se orienten a la prevención, diagnóstico, rehabilitación e inclusión social de dichas personas.


Artículo 76.- Los recursos a que se refiere el artículo anterior serán asignados en conformidad con las siguientes normas:


1.- Adquisición  de ayudas técnicas: Se asignarán por medio de convenios que celebrará el Fondo Nacional de la Discapacidad con entidades e instituciones estatales o con personas jurídicas privadas que no persigan fines de lucro y cuyo objeto sea la atención a personas con discapacidad.


2.- Ejecución de planes, programas y proyectos: Se asignarán a través de concursos públicos, a los que podrán postular personas naturales o jurídicas, sean o no chilenas y organismos internacionales o extranjeros.


En ningún caso los recursos que el Fondo Nacional de la Discapacidad asigne a las entidades o instituciones estatales podrán destinarse al financiamiento de adquisiciones, programas o actividades regulares.


Artículo 77.- Para la asignación y financiamiento de los servicios y ayudas técnicas que requieran los niños y niñas menores de seis años, será suficiente la determinación diagnóstica del médico tratante y la presentación de un plan de tratamiento. Sin perjuicio de lo anterior, en casos calificados y debidamente fundados, el Fondo Nacional de la Discapacidad podrá requerir al solicitante otros antecedentes, diagnósticos o información adicional.


Artículo 78.- Las personas que presten servicios en el Fondo Nacional de la Discapacidad se regirán por el Código del Trabajo y sus normas complementarias.


Un reglamento determinará la organización interna del Fondo Nacional de la Discapacidad, y los procedimientos a que deba ajustarse su actuación y funcionamiento.


Artículo 79.- Los actos del Fondo Nacional de la Discapacidad estarán sometidos al control de legalidad de la Contraloría General de la República, según las normas generales.


Artículo 80.- Derógase la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de las personas con discapacidad.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- Las disposiciones del artículo 24 deberán encontrarse íntegramente cumplidas dentro del término de tres años, contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial. El Presidente de la República dictará, dentro del plazo de noventa días contado desde la publicación de esta ley, las normas necesarias para que los canales de radiodifusión televisiva de libre recepción y los servicios limitados de televisión, incorporen programación con subtítulos ocultos u opcionales u otro mecanismo de comunicación audiovisual que posibilite su acceso por parte de las personas con discapacidad auditiva. El reglamento establecerá un patrón progresivo que contemplará, como mínimo, cuotas de programación accesible de a lo menos un treinta y tres por ciento cada año.


Las exigencias establecidas en los artículos 25, 26 y 45 deberán se cumplidas dentro del plazo de dos años, contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial. Un reglamento establecerá, para cada caso, un patrón progresivo de un cincuenta por ciento de cumplimiento para cada año.


El acceso a los bienes nacionales de uso público administrados por el Estado, sus organismo o las municipalidades, tales como, parques, áreas verdes, bordes costeros, de mar, lagos y ríos, a que se refiere el artículo 27, deberán ser accesibles y utilizables en forma autovalente y sin dificultad por personas con discapacidad dentro del plazo de ocho años, contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Las exigencias señaladas en el artículo 30 deberán ser implementadas dentro del plazo de dos años, contado desde la  publicación de esta ley en el Diario Oficial; el reglamento que al efecto se dicte por los Ministerios de Transporte y Telecomunicaciones y de Planificación establecerá un patrón progresivo que contemplará, como mínimo, cuotas de implementación de un cincuenta por ciento por cada año.


El Estado, en conjunto con la comunidad de personas con discapacidad auditiva, definirá, en un plazo de tres años, el lenguaje de señas chileno.


Artículo segundo.- Agrégase en el artículo 154 Nº 7 del Código del Trabajo, a continuación de la expresión “sexo de los trabajadores”, una coma (,) seguida de la frase “y a los ajustes necesarios y servicios de apoyo que permitan al trabajador con discapacidad un desempeño laboral adecuado”.


Artículo tercero.- El Director Nacional será el sucesor legal del actual Secretario Ejecutivo de FONADIS, para los efectos de los decretos con fuerza de ley N°4, de 2003 y N°44, de 2004, ambos del Ministerio de Hacienda.


Artículo cuarto.- El Registro Nacional de la Discapacidad a que se refiere el artículo 58 de esta ley, sucederá al Registro Nacional de la Discapacidad actualmente a cargo del Servicio de Registro Civil e Identificación. Ese servicio traspasará al Fondo Nacional de la Discapacidad las bases de datos que constituyen actualmente ese registro, con todos los antecedentes que las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez o los solicitantes le hubieren proporcionado. Asimismo, la transferencia incluirá los soportes electrónicos y otros elementos o recursos necesarios que fueren imprescindibles para la continuidad del registro.


Artículo quinto.- Todos los reglamentos a los que se refiere esta ley, deberán dictarse dentro del plazo de seis meses, contado desde su publicación en el Diario Oficial, sin perjuicio de los plazos establecidos en el artículo primero transitorio. Lo anterior, no obsta exigir el cumplimiento de los derechos, garantías y obligaciones consagrados en esta ley.”.
_______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Arancibia, Larraín y Prokurica y de los ex Senadores señores Boeninger y Silva Cimma, en primer trámite constitucional, que concede beneficios a condenados y procesados por los delitos que indica, con informe de la Comisión de Derechos 

Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, respecto del cual la Sala acordó, en sesión 58ª, ordinaria, celebrada el día 16 de Octubre del año en curso, que se votara en esta sesión.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que concede beneficios a condenados y procesados por los delitos que indica, correspondiente al Boletín N° 3.983-07,.


Añade que la relación de este proyecto y demás antecedentes constan del actas de las sesiones 57ª, ordinaria y de la precedentemente citada.



El señor Secretario General hace presente que en la sesión 58ª, ordinaria, antes citada, quedó cerrado el debate de este proyecto, quedando pendiente, solamente, realizar la votación general de él.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Arancibia, Naranjo y Pizarro.



Luego el señor Presidente, somete a votación en general el proyecto, el que es rechazado por 17 votos contra 15 y una abstención.



Votan en contra, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Ávila, Escalona, Frei, Gazmuri, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez.



Votan a favor, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Chadwick, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Zaldívar.

- - -


El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

_____________

HOMENAJE EN MEMORIA DE DON NIBALDO MOSCIATTI MOENA


El señor Presidente anuncia que corresponde rendir homenaje en memoria de don Nibaldo Mosciatti Moena.


A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Sabag, Pérez Varela, Navarro, Gómez, Horvath, Ávila y Romero y señora Matthei.


Finalmente, hace uso de la palabra el señor Presidente.

_____________

INCIDENTES 



El señor Secretario General subrogante informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se indican, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:


- Del Honorable Senador señor Cantero:


1) A la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios y al señor Director del Servicio de Salud de Antofagasta, solicitando que se disponga la investigación del funcionamiento de la Empresa de Servicios Sanitarios de Antofagasta en cuanto al cumplimiento de las normas establecidas en el Código Sanitario para el desarrollo de sus actividades, toda vez que su planta elevadora de aguas servidas ocasiona constantes problemas a la comunidad Edificio Grecia de esa ciudad.


2) Al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Antofagasta, solicitando la instalación de un semáforo en la intersección de las calles Washington con Maipú y que adopte las medidas para dar una solución a los problemas ocasionados con la instalación de una reja de protección en la intersecciones de las calles Uribe con Balmaceda, lugar en el cual existe una señalética de paradero.


3) Al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Antofagasta y al señor General de la II Zona de Carabineros de Chile, en relación con la instalación de un retén móvil o vigilancia permanente, al interior de la sede comunitaria de la Población Bonilla de esa ciudad.


- Del Honorable Senador señor Coloma al señor Gerente General de la Empresa de Ferrocarriles del Estado, requiriendo información acerca de las razones por las cuales suspendió los buscarriles Talca-Constitución.


- Del Honorable Senador señor Frei al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, solicitando que estudie los planteamientos formulados por la Asociación Gremial “Acción por el Trabajo” de la ciudad de Valdivia, en relación con la ejecución de las medidas anunciadas por el Subsecretario del Trabajo en el primer encuentro de la Pymes 2007, Región de Los Ríos.


- Del Honorable Senador señor Romero: 


1) Al señor Ministro de Justicia, solicitando mantener en funcionamiento el Segundo Juzgado de Letras de San Felipe.


2) A la señora Ministra de Minería, requiriendo que disponga las medidas necesarias para facilitar el transporte y recepción de minerales en la V Región, desde las  faenas a las plantas de acopio.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S

1

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR COMO INTEGRANTE DEL CONSEJO DIRECTIVO DE LA ACADEMIA JUDICIAL AL SEÑOR MIGUEL LUIS AMUNÁTEGUI MÖNCKEBERG

(S 1019-5)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros el oficio número 1.623 de S.E. la señora Presidenta de la República, de fecha 29 de octubre de 2007, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como integrante del Consejo Directivo de la Academia Judicial al señor Miguel Luis Amunátegui Mönckeberg.


A la sesión que se destinó a la consideración de este asunto, concurrió, especialmente invitado, el señor Amunátegui.


Participó, asimismo, la Jefa de la División Judicial del Ministerio de Justicia, señora Luz María Gutiérrez.


En relación a esta materia, cabe recordar que, en mérito de lo dispuesto en el número 5) del artículo 53 de la Constitución Política, el Senado cuenta con la atribución exclusiva de prestar o negar su consentimiento al Presidente de la República en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran.



Sobre el particular, es dable tener presente que la ley Nº 19.346, de 18 de noviembre de 1994, creó una corporación de derecho público denominada Academia Judicial, cuya finalidad es la formación de los postulantes a cargos del Escalafón Primario del Poder Judicial y el perfeccionamiento de todos los integrantes de dicho Poder del Estado.



El artículo 2º de la mencionada ley establece, en su inciso primero, que la dirección superior y la administración de la Academia estarán a cargo de un Consejo Directivo integrado por nueve miembros, entre los cuales figuran dos académicos con más de cinco años de docencia universitaria, designados por el Primer Mandatario, con acuerdo del Senado.



El inciso segundo del mismo precepto agrega que dichos integrantes ocuparán tales cargos por cuatro años, pudiendo ser reelegidos.


En su oficio, la señora Presidenta de la República hace presente que el período de cuatro años del Consejero señor Amunátegui culminó el pasado 12 de septiembre del año en curso, por lo que procede proveer la vacante correspondiente. Para este efecto, propone designar nuevamente al ya mencionado profesional.

- - -


En cumplimiento del mandato de la Sala y de lo dispuesto por el artículo 205 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión procedió a examinar los antecedentes del caso, estimando conveniente, además, recibir al profesional propuesto por S.E. la señora Presidenta de la República, con el objeto de escuchar sus planteamientos en relación a la labor del Consejo Directivo de la Academia Judicial.


En dicha sesión, el señor Amunátegui dió a conocer su parecer en relación a aspectos propios de la formación de los jueces y el perfeccionamiento del personal del Poder Judicial.


En relación al rol de la Academia, destacó que ésta en sus años de trayectoria ha permitido la incorporación al Poder Judicial de más de novecientos cincuenta jóvenes profesionales con la debida preparación y con el necesario grado de independencia para el ejercicio de sus cargos. Esto, dijo, ha producido un efecto muy positivo y sanador para este Poder del Estado.


Informó que el 81% de los egresados de la Academia ocupa cargos en titularidad, como jueces, secretarios de Cortes de Apelaciones e, incluso, uno de Ministro de Corte de Apelaciones.


Hizo notar que, si se considera que el trabajo que la Academia debe desarrollar es prácticamente inabordable, su presupuesto es muy modesto.


En cuanto a las labores propias de los miembros del Consejo, explicó que a ellos les corresponde participar en las sesiones del mismo, en las reuniones que regularmente se sostienen con la Corte Suprema y en el trabajo de las comisiones encargadas de definir los planes de formación, los respectivos cursos y los correspondientes procesos de licitación.


Sobre este último aspecto, destacó la importancia de que el Consejo sea integrado también por personas ajenas al Poder Judicial, de manera de diversificar las entidades y especialistas que se adjudican dichas licitaciones.


En suma, expresó su satisfacción por la labor que está cumpliendo el mencionado Consejo y por su participación en él.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, ofreció la palabra a los miembros de la Comisión.


La Honorable Senadora señora Alvear señaló que la existencia de la Academia Judicial ha representado un avance notable para garantizar una carrera meritocrática dentro del Poder Judicial.


Valoró que los abogados que se incorporaron a los cursos de la Academia Judicial en los primeros años de funcionamiento hayan sido alumnos destacados en sus respectivas promociones. Pidió saber si esa tendencia se mantiene, lo que el señor Amunátegui confirmó.


Indicó que como los alumnos de la Academia cuentan, durante su proceso formativo, con una beca de estudio, debería asegurarse su permanencia en el Poder Judicial a lo menos por un período determinado.


Manifestó su preocupación por el presupuesto de la Academia, que no ha tenido el nivel de incremento necesario para enfrentar la preparación del personal que deberá implementar las recientes reformas judiciales.


Destacó la necesidad de que los funcionarios del Poder Judicial reciban suficiente capacitación respecto de los principios y procedimientos que se consagran en las recientes modificaciones introducidas en distintas jurisdicciones como la procesal penal, familiar, laboral, etc.


Sostuvo que, a su juicio, las carencias en este ámbito favorecen la subsistencia de prácticas obsoletas y la mantención de conductas propias de los sistemas antiguos que se busca reemplazar. Ello exige, agregó, no sólo contar con nuevos conocimientos, sino desarrollar las destrezas que estos procedimientos requieren, las que, muchas veces, son de dominio de profesionales y especialistas distintos a los abogados o jueces. De poco sirve, señaló, destinar recursos financieros y materiales si, al mismo tiempo, no hay una preocupación profunda por el capital humano.


Finalmente, instó a la Comisión a estudiar con mayor detenimiento los aspectos presupuestarios y de capacitación ya reseñados.


El Honorable Senador señor Espina connotó los méritos que el señor Amunátegui ostenta para integrar el Consejo Directivo de la Academia Judicial.


En relación con las necesidades de recursos que afectan a la Academia, hizo una reflexión general acerca de la debilidad con que, a su juicio, el Poder Judicial plantea sus peticiones en materia de presupuesto.


Observó que, por ejemplo, al analizarse en esta Comisión el número de jueces requerido para los nuevos Tribunales de Familia, los estudios del Poder Judicial arrojaron una cantidad determinada, que, sin embargo, no se ha defendido ni justificado adecuadamente frente a la autoridad hacendaria, con lo cual, en definitiva, probablemente se alcanzará una cifra inferior.


Concordó con la iniciativa de dedicar una sesión al análisis de los aspectos presupuestarios de la Academia Judicial, pero contando previamente con antecedentes reales y no ambiguos sobre sus necesidades, que luego puedan sostenerse ante cualquier autoridad.



Respecto de la formación de los jueces de garantía, observó una tendencia, a menudo exacerbada, a proteger los derechos de los imputados. Esta actitud garantista, dijo, ha perjudicado gravemente la Reforma Procesal Penal y la percepción que de ella se tiene. Cuestionó que los profesores encargados de formar a dichos jueces identifiquen el rol de éstos con la defensa de los derechos de los imputados, descuidando los de las víctimas. Se ha llegado a formar dijo, una generación de jueces de garantía que, por consideraciones de tipo más bien sociopolítico, en la práctica debilitan el Estado de Derecho.



El Honorable Senador señor Larraín valoró que profesionales de la calidad del señor Amunátegui estén dispuestos a asumir tareas como las que demanda el Consejo Directivo de la Academia Judicial.


Refiriéndose a los nuevos sistemas judiciales puestos en marcha en los últimos años en nuestro país, hizo notar que ellos han implicado la inversión de importantes volúmenes de recursos. En consecuencia, consideró pertinente examinar la proporción de esos fondos que se ha destinado a la Academia Judicial. Sobre este particular, coincidió con la sugerencia de efectuar el análisis que se ha planteado, siempre que se disponga de antecedentes concretos.


Por otra parte, puso de manifiesto la conveniencia de capacitar y actualizar continuamente a los jueces, lo que consideró un elemento central de la carrera judicial.


Finalmente, manifestó su preocupación por el exagerado garantismo que se ha percibido en la formación de los jueces, lo que, según su parecer, ha dañado la imagen de la Reforma Procesal Penal y ha distorsionado la opinión pública. Al respecto, sostuvo que es tan decisivo definir el espíritu en que deben formarse inicialmente los jueces, como el que debe inspirar la capacitación posterior. Esta última, agregó, no debe ofrecerse únicamente para el efecto de los ascensos de los funcionarios judiciales, sino que debería ser regular y permanente para actualizar a los jueces en las nuevas leyes que se están dictando. La actualización debería ser garantizada por el sistema, estableciéndose como un deber del Poder Judicial respecto de sus funcionarios y como un derecho de estos últimos.


El Honorable Senador señor Muñoz, don Pedro, congratuló al señor Amunátegui por haber sido propuesto a este cargo por la Primera Mandataria.


Le preguntó si a las personas que la Academia Judicial capacita en las distintas jurisdicciones, además de instruirlas en los temas específicos, se las evalúa acerca de su adhesión y convicción sobre el sistema al que se están incorporando. Dijo conocer casos de jueces laborales que no creen en el nuevo régimen y afirmó que es imposible que personas prejuiciadas logren un buen desempeño.


Por otra parte, consultó si la Academia interviene en la capacitación de los abogados que se desempeñan en las Corporaciones de Asistencia Judicial. Informó que en regiones la atención que brindan estas entidades es deficiente, dejando a un sector de la población en la indefensión.


Finalmente, concordó con lo dicho a propósito de que, en materia penal, los derechos de las víctimas no son debidamente atendidos. Expresó su deseo de que, en el ámbito laboral, los derechos de los trabajadores sean, en cambio, suficientemente resguardados, para lo cual manifestó su deseo de que la creación de una Defensoría Laboral se haga realidad.


Refiriéndose a lo señalado por el Honorable Senador señor Espina respecto a la debilidad con que el Poder Judicial presenta sus necesidades presupuestarias, el señor Amunátegui hizo notar que la Judicatura, así como otros órganos constitucionales, sufren un verdadero maltrato por parte de las autoridades del Ministerio de Hacienda, a las cuales les es virtualmente imposible acceder. La relación con esa Secretaría de Estado, acotó, se establece, entonces, a nivel de funcionarios de menor jerarquía, carentes de facultades resolutivas.


Anunció que plantearía con crudeza este tema ante el Consejo Directivo de la Academia, particularmente en atención a la inminencia de acometer los nuevos desafíos que surgen de las reformas judiciales en trámite, los cuales demandarán, sin duda, suplementos presupuestarios.


En relación con el énfasis en el resguardo de los derechos de los imputados, admitió que ello existió en un comienzo, pero que se está corrigiendo.


Luego, expresó su plena disposición para celebrar la sesión que se ha sugerido con el objeto de analizar las necesidades presupuestarias de la Academia Judicial, entendiendo que previamente deberán hacerse llegar a esta Comisión antecedentes precisos y concretos.


En cuanto a la necesidad de realizar actividades de actualización para los jueces, hizo notar que, aun cuando no es fácil distraerlos de sus actividades rutinarias, debe hacerse el mayor esfuerzo para concretarlas y para obtener los recursos del caso.


Por otra parte, apoyó el planteamiento del Honorable Senador señor Muñoz, don Pedro, en orden a evaluar el grado de convicción de los alumnos de la Academia sobre el sistema de justicia en que se están formando. Indicó que se había percatado de esta necesidad y avanzó algunas ideas para atenderla.


En último término, informó que la Academia no interviene en la capacitación de los abogados de las Corporaciones de Asistencia Judicial, las cuales dependen del Ministerio de Justicia,


En relación al presupuesto de la Academia Judicial, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, expresó que en años anteriores era usual que el Ministro de Justicia acompañara a los representantes del Poder Judicial en la discusión del presupuesto de este Poder del Estado, de manera que ella se daba en forma más directa e informada.


Agregó que otro factor que dificulta la obtención de los recursos necesarios por parte de la Academia Judicial deriva de su dependencia de la Corte Suprema. Si ella fuera autónoma, sostuvo, su situación presupuestaria sería distinta.


Al finalizar la audiencia, el señor Amunátegui agradeció la oportunidad de haber sostenido este intercambio de opiniones e informaciones y se despidió quedando a disposición de la Comisión para lo sucesivo.

- - -





Luego, la Comisión procedió a analizar los antecedentes relativos a este asunto, pudiendo constatar que el procedimiento seguido se ha ajustado a las prescripciones legales sobre designación de miembros del Consejo Directivo de la Academia Judicial.





En virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señor Gómez (Presidente), señora Alvear y señores Espina, Larraín y Muñoz, don Pedro, tiene el honor de informaros que en la designación del integrante del Consejo Directivo de la Academia Judicial en trámite, se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico vigente.

 - - -


Acordado en sesión celebrada el día 7 de noviembre de 2007, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señor José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Pedro Muñoz Aburto.


Sala de la Comisión, a 7 de noviembre de 2007.

(Fdo.):NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ,

Abogada Secretaria
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR NAVARRO, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.253, EXCLUYENDO DE LA JUSTICIA MILITAR A LOS MIEMBROS QUE INDICA DE LAS COMUNIDADES INDÍGENAS

(4669-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia.


A las sesiones que vuestra Comisión dedicó al estudio de esta iniciativa concurrió el señor Subsecretario de Guerra, don Gonzalo García.


A una de dichas sesiones, asistieron, especialmente invitados, el Auditor General del Ejército, General de Brigada (J) señor Juan Patricio Arab; el Auditor General de la Armada, Contraalmirante (JT) señor Claudio Cereceda; el Auditor General de la Fuerza Aérea, General de Brigada Aérea (J), señor Renato Nuño, y el Auditor General de Carabineros, General (J), señor Ismael Verdugo.


Participaron, asimismo, los profesores señores Juan Domingo Acosta y Sergio Cea.


Cabe dejar constancia de que, en virtud de lo dispuesto por los artículos 66 y 77 de la Carta Fundamental, el artículo único de la Moción debe aprobarse con carácter orgánico constitucional, por incidir en las atribuciones de los tribunales.


Es dable señalar que este proyecto fue conocido por la Comisión junto a otros que versan, igualmente, sobre la competencia de la Justicia Militar. Se trata del Mensaje del Ejecutivo que modifica el Código de Justicia Militar, alterando la competencia de los Tribunales Militares y suprimiendo la pena de muerte, contenido en el Boletín Nº 5.159-07; de la Moción de la Honorable Senadora señora Alvear sobre jurisdicción penal militar, contenida en el Boletín Nº 4.792-07, y del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código de Justicia Militar, suprimiendo en la integración de la Corte Suprema al Auditor General del Ejército, Boletín Nº 2.215-07.


Por último, debe hacerse presente que, en conformidad a lo dispuesto por el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, por tratarse de una iniciativa de artículo único, vuestra Comisión la discutió en general y en particular, a la vez, y recomienda a la Sala proceder de la misma forma.

- - - - - - - - - -

ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa, deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


I. Disposiciones legales relacionadas con el tema en estudio:


a) Constitución Política de la República: Capítulo VI, sobre Poder Judicial. Su artículo 76 establece que la facultad de conocer de las causas civiles y criminales, de resolverlas y de hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribunales establecidos por la ley


Por su parte, el artículo 77 dispone que una ley orgánica constitucional determinará la organización y atribuciones de los tribunales que fueren necesarios para la pronta y cumplida administración de justicia en todo el territorio de la República.


A su vez, el artículo 19 asegura a todas las personas:


“2º.- La igualdad ante la ley. En Chile no hay persona ni grupo privilegiados. En Chile no hay esclavos y el que pise su territorio queda libre. Hombres y mujeres son iguales ante la ley. 


Ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias;


3º.- La igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos.


Toda persona tiene derecho a defensa jurídica en la forma que la ley señale y ninguna autoridad o individuo podrá impedir, restringir o perturbar la debida intervención del letrado si hubiere sido requerida. Tratándose de los integrantes de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, este derecho se regirá, en lo concerniente a lo administrativo y disciplinario, por las normas pertinentes de sus respectivos estatutos.


La ley arbitrará los medios para otorgar asesoramiento y defensa jurídica a quienes no puedan procurárselos por sí mismos.


Nadie podrá ser juzgado por comisiones especiales, sino por el tribunal que señalare la ley y que se hallare establecido por ésta con anterioridad a la perpetración del hecho.


Toda sentencia de un órgano que ejerza jurisdicción debe fundarse en un proceso previo legalmente tramitado. Corresponderá al legislador establecer siempre las garantías de un procedimiento y una investigación racionales y justos.


La ley no podrá presumir de derecho la responsabilidad penal.


Ningún delito se castigará con otra pena que la que señale una ley promulgada con anterioridad a su perpetración, a menos que una nueva ley favorezca al afectado.


Ninguna ley podrá establecer penas sin que la conducta que se sanciona esté expresamente descrita en ella;”.


b) Código Orgánico de Tribunales. Su artículo 1° preceptúa que la facultad de conocer las causas civiles y criminales, de juzgarlas y de hacer ejecutar lo juzgado pertenece exclusivamente a los tribunales que establece la ley.


El artículo 5° del mismo Código dispone que a los tribunales ordinarios y especiales que menciona corresponderá el conocimiento de todos los asuntos judiciales que se promuevan dentro del territorio de la República, cualquiera que sea su naturaleza o la calidad de las personas que en ellos intervengan, sin perjuicio de las excepciones que establezcan la Constitución y las leyes.


Su artículo 169 establece que si siendo muchos los responsables de un delito hubiere entre ellos individuos sometidos a los tribunales militares y otros que no lo estén, el tribunal competente para juzgar a los que gozan de fuero juzgará también a todos los demás.


c) Ley Nº 19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena. El Párrafo 1° de su Título VII, sobre normas especiales de los procedimientos judiciales, se refiere a la Costumbre Indígena y su Aplicación en Materia de Justicia. Está compuesto únicamente por el artículo 54, objeto de la enmienda propuesta por esta iniciativa.


El texto de esta disposición es el siguiente:


“Artículo 54.- La costumbre hecha valer en juicio entre indígenas pertenecientes a una misma etnia, constituirá derecho, siempre que no sea incompatible con la Constitución Política de la República. En lo penal se la considerará cuando ello pudiere servir como antecedente para la aplicación de una eximente o atenuante de responsabilidad.


Cuando la costumbre deba ser acreditada en juicio podrá probarse por todos los medios que franquea la ley y, especialmente, por un informe pericial que deberá evacuar la Corporación a requerimiento del Tribunal.


El Juez encargado del conocimiento de una causa indígena, a solicitud de parte interesada y en actuaciones o diligencias en que se requiera la presencia personal del indígena, deberá aceptar el uso de la lengua materna debiendo al efecto hacerse asesorar por traductor idóneo, el que será proporcionado por la Corporación.”.


d) Código de Justicia Militar. Su artículo 3.° dispone que los Tribunales Militares de la República tienen jurisdicción sobre los chilenos y extranjeros, para juzgar todos los asuntos de la jurisdicción militar que sobrevengan en el territorio nacional.





Igualmente tienen jurisdicción para conocer de los mismos asuntos que sobrevengan fuera del territorio nacional, en los casos siguientes:





1° Cuando acontezcan dentro de un territorio ocupado militarmente por las armas chilenas;





2° Cuando se trate de delitos cometidos por militares en el ejercicio de sus funciones o en comisiones del servicio;





3° Cuando se trate de delitos contra la soberanía del Estado y su seguridad exterior o interior contemplados en este Código, y





4° Cuando se trate de los mismos delitos previstos en el número anterior, contemplados en otros Códigos y leyes especiales, cometidos exclusivamente por militares, o bien por civiles y militares conjuntamente.


El artículo 5.°, por su parte, establece que corresponde a la jurisdicción militar el conocimiento:


“1.° De las causas por delitos militares, entendiéndose por tales los contemplados en este Código, excepto aquéllos a que dieren lugar los delitos cometidos por civiles previstos en los artículos 284 y 417, cuyo conocimiento corresponderá en todo caso a la justicia ordinaria, y también de las causas que leyes especiales sometan al conocimiento de los tribunales militares.





Conocerán  también de las causas por infracciones contempladas en el Código Aeronáutico, en el decreto ley N° 2.306, de 1978, sobre Reclutamiento y Movilización y en la ley N° 18.953, sobre Movilización, aun cuando los agentes fueren exclusivamente civiles.





2.° De los asuntos y causas expresados en los números 1.° a  4.° de la segunda parte del artículo 3.°.





3.° De las causas por delitos comunes cometidos por militares durante el estado de guerra, estando en campaña, en acto del servicio militar o con ocasión de él, en los cuarteles, campamentos, vivaques, fortalezas, obras militares, almacenes, oficinas, dependencias, fundiciones, maestranzas, fábricas, parques, academias, escuelas, embarcaciones, arsenales, faros y demás recintos militares o policiales o establecimientos o dependencias de las Instituciones Armadas;





4.° De las acciones civiles que nazcan de los delitos enumerados en los números 1.° a 3.°, para obtener la restitución de la cosa o su valor.”.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

1) La Moción





En ella, su autor señala, en primer lugar, que a raíz de los eventos que rodearon la muerte de don Juan Collihuín, en Nueva Imperial, diversas entidades le solicitaron promover la presentación y discusión de un proyecto legislativo que planteara cambios a la legislación militar para evitar que indígenas civiles sean procesados por la Justicia Militar. Para esos organismos, añade, lo preocupante del caso es que situaciones graves que involucran el derecho a la vida de un civil, sea investigado por un Tribunal Militar, lo que, a juicio de éstos, no procede y no da las debidas garantías de transparencia, probidad y sanción.





Explicó que los referidos temores se basan en lo ocurrido con diferentes casos, donde a pesar de que se ha establecido claramente la responsabilidad de agentes del Estado uniformados en daños causados a indígenas, ellos han quedado en la absoluta impunidad, así como en la tendencia internacional observada en los Estados democráticos, de acuerdo a la cual la competencia de los Tribunales Militares se ha venido limitando o suprimiendo.





A modo de fundamento, relata el caso de un indígena mapuche que murió y de otros dos que resultaron heridos de bala durante un incidente con la Policía en la Región de La Araucanía, en la noche del 28 de agosto de 2006, a la 01:00 hrs.





Explica que el incidente se produjo en Nueva Imperial, cuando una patrulla policial investigaba un robo de ganado y, según la versión oficial, ella fue recibida a tiros de escopeta por miembros de dos familias. A raíz de ello, Carabineros señaló que hizo uso de sus armas. La víctima mortal fue don Juan Lorenzo Collihuín Catril, de 71 años, mientras sus hijos Juan y Emilio Collihuín Llanculaf, de 44 y 36 años, respectivamente, permanecen heridos en un hospital de la zona. Aclara que los afectados por el robo de animales son miembros de la misma comunidad mapuche que los participantes en el incidente.





Los dos heridos a bala permanecieron internados en el Hospital de Temuco en calidad de detenidos por "porte ilegal de armas" y "homicidio frustrado" contra Carabineros. 





Autoridades del Ministerio del Interior y de la Corporación Nacional para el Desarrollo Indígena (CONADI), calificaron el incidente como un hecho “estrictamente policial” que no guarda relación con el conflicto que desde hace años mantienen en la zona comunidades mapuches que reclaman tierras.





Por su parte, Carabineros informó que había ordenado una investigación interna para establecer con precisión los hechos que terminaron con la muerte del anciano mapuche.





En tanto, el dirigente Aucan Huilcamán, de la organización mapuche Consejo de Todas las Tierras, afirmó que Collihuín “fue ejecutado por Carabineros, por un supuesto acto de abigeato”. “La vida de un mapuche vale menos que una vaca”, afirmó Huilcamán.





No obstante, la familia de la víctima describió lo sucedido en forma totalmente diferente. En efecto, la hija del campesino y hermana de los heridos, Juana Collihuín, desmintió que hubiese existido un enfrentamiento y que la patrulla fuera atacada con una escopeta. "Ellos llegaron con dos civiles -los mapuches que denunciaron el robo de animales- y todos dormíamos. Se levantó mi papá y luego mis hermanos. Hubo una discusión. Los policías dispararon y mi papá, que estaba como a tres o cuatro metros cayó al suelo. Ellos se retiraron, siempre disparando, porque mis hermanos los salieron persiguiendo hasta donde tenían el carro", contó la mujer. Explicó que su padre y sus hermanos fueron trasladados en auto al hospital de Nueva Imperial, ya que desde allí se les dijo que no había ambulancias.





Entretanto, el General de Carabineros don Augusto Carmona, Jefe de Zona de la IX Región, reconoció a la prensa que los policías no tenían orden judicial para entrar al predio de Collihuín. En todo caso, la Policía dice haber actuado en defensa propia al repeler el ataque de un hombre, en una de las propiedades allanadas, quien les habría disparado con una escopeta mientras otros “les atacaban con armas cortopuzantes”.





El señor Senador advierte que en ese sector no hay conflictos entre comunidades y agricultores, por lo que la Policía descartó cualquier relación con los últimos atentados y enfrentamientos registrados en la IX Región y que, en una nueva diligencia practicada posteriormente, Carabineros no encontró los seis animales robados que buscaban los mapuches.





A continuación, afirma que si se analizan con detenimiento los antecedentes, se observará que la eficiencia policial resulta dudosa por varias circunstancias. 





Destaca que la operación policial se realizó a las dos de la madrugada, más de cuarenta y ocho horas después de recibida la denuncia de robo de ganado. Independientemente de lo que esperaban encontrar en el lugar, y a menos que se tratan de un delito flagrante, que no era el caso, es evidente que operar en plena oscuridad constituye un enorme riesgo. No se distingue nada, no se pueden identificar claramente los objetos ni las personas ni el tipo de amenaza que puede surgir, y se corre el riesgo adicional de lesionar a inocentes o provocar un daño mayor que el que se quiere reparar. Más prudente hubiera resultado esperar la madrugada para actuar.





Asegura que el intercambio de fuego no fue proporcional y que se trató de un operativo demasiado letal para un delito recurrente en la zona. Agrega que la comisión de los delitos de abigeato aumenta en septiembre y, por lo tanto, son de natural ocurrencia, creando una experiencia en el cuerpo policial sobre la manera de realizar las investigaciones y los cuidados que se deben tener al momento de enfrentarlos.





En suma, asevera que por los resultados, se podría concluir que todo fue sorpresivo y que la reacción natural de la fuerza policial fue disparar a discreción mientras se retiraba del lugar. O sea, la sorpresa, la improvisación y la ineficiencia caracterizaron una investigación de rutina en una zona cargada de tensiones.





Luego, expresa su temor de que, atendida la conducta de la Justicia Militar, nuevamente pueda cometerse una injusticia.





A partir del caso descrito, el autor de la Moción desarrolla a continuación una serie de cuestionamientos generales a la Justicia Militar.

Justicia Penal Ordinaria moderna v/s Justicia Militar arcaica.





Su preocupación radica en la existencia, por un lado, de una justicia penal ordinaria moderna y, por otro, de una justicia militar arcaica, pues esta dicotomía arriesga la efectiva vigencia del principio de igual consideración y respeto a todas las personas. 





Asegura que los cuestionamientos a la justicia militar tienen larga data y se refieren, principalmente, a tres aspectos. Primero, a la amplitud de la competencia de los tribunales militares; segundo, a su falta de independencia e imparcialidad, y tercero, a la vulneración de la garantía del debido proceso. 





Expresa que el retraso de la reforma de la justicia militar es una de las grandes deudas pendientes de la transición. Desde el regreso a la democracia se subraya la excesiva competencia de los tribunales castrenses y la necesidad de traspasar muchos de sus ámbitos de acción a la justicia ordinaria, por ejemplo, los delitos comunes cometidos por uniformados y por civiles en contra de aquéllos.





Hace notar que desde la aplicación paulatina de la reforma procesal, quedaron desactualizados los procedimientos penales inquisitivos que ella dejó atrás y que persisten en los de la Justicia Militar. 





Connota que la sociedad chilena resolvió reformar integralmente el sistema procesal penal que rigió en nuestro país, reemplazando aquel que se caracterizó por ser inquisitivo, escrito, formalista, por uno oral, público, acusatorio, controvertido, concentrado y con un sistema probatorio basado en los principios de la lógica, de las máximas de la experiencia y del conocimiento científicamente afianzado.





En cambio, resalta, el Código de Justicia Militar es del año 1926 y se mantiene casi en forma similar desde su nacimiento a la vida jurídica, en especial su organización y procedimiento, cuyo origen es la Ordenanza de 1768, de Carlos III de España, la cual estuvo vigente en nuestro país hasta la dictación, en 1839, de la Ordenanza General del Ejército.





Recuerda que al crearse el Ministerio Público se estableció, en el inciso cuarto del artículo 83 de la Constitución Política, que las causas que sean de conocimiento de los Tribunales Militares se regirán por las normas del Código de Justicia Militar y de las leyes respectivas, involucrando a los órganos y a las personas que ese Código y esas leyes determinan. 





En su concepto, ya es punto pacífico que la competencia, la organización y los procedimientos que inciden en los Tribunales Militares deben ser reformados integralmente, pero considerando y respetando las particularidades y características que la propia Constitución Política asignó a las Fuerzas Armadas y de Orden en el Capítulo XI de la Carta Fundamental.





En seguida, enumera tres factores que en forma conjunta hacen indispensable la reforma de la Justicia Militar. 





El primero es la adecuación de las normas jurídicas que regulan el ámbito penal castrense a los principios que se consagran en la Constitución de 1980. En efecto, si se coteja el Código de Justicia Militar de 1926 con la Carta Fundamental, se constata que existen normas que son inconciliables con el principio del debido proceso. A modo de ejemplo, cita el artículo 123 del mencionado Código que permite apelar sólo determinadas resoluciones, criterio que reitera la Ley de Control de Armas, en su artículo 20.





El segundo factor es el impacto de la reforma procesal penal en el sistema de organización y de procedimiento consagrado en el Código de Justicia Militar. No es sustentable, dice, la coexistencia de un proceso penal con las características que contiene la Reforma Procesal Penal con el que se consigna en el Código de Justicia Militar, pues ello, a su entender, afecta la igualdad ante la ley. Todavía más, no visualiza razón por la cual los miembros de las Fuerzas Armadas y de Orden no tengan el mismo sistema garantístico que se está aplicando a la ciudadanía en nuestro país, aún tomando en consideración las características propias e inherentes de las Fuerzas Armadas y de Orden, que consagran la Carta Fundamental y las respectivas Leyes Orgánicas Constitucionales. 





El tercero y último elemento que justifica la Reforma de la Justicia Militar es la competencia. Este es, dice, sin lugar a dudas, el agente más criticado y discutido en los estamentos políticos y académicos de nuestra sociedad. 





Reitera que es un hecho innegable que en el Derecho Comparado los Códigos de Justicia respectivos han ido restringiendo la competencia de la Justicia Militar, excluyendo o restringiendo el juzgamiento de civiles. 





En su opinión, se debe mantener la competencia para delitos comunes cometidos por militares durante el estado de guerra, estando en campaña, en acto del servicio y en recintos militares, lo cual no obsta a que las definiciones que el legislador estableció en el Título III del Libro IV “Disposiciones Complementarias del Código de Justicia Militar”, sean reformuladas. 





Concretamente, propone que la reforma a la competencia de la Justicia Militar se oriente con el objeto de que no contemple la justiciabilidad de civiles, ni de militares cuando cometan delitos contra civiles. 





Advierte estar conciente en cuanto a que el tema de la Justicia Militar en Chile no se soluciona simplemente con delimitar su competencia, excluyendo a los civiles. La reforma, agrega, debe ser integral, considerando los tres factores que ha mencionado precedentemente, lo que permitirá estructurar un nuevo Código de Justicia Militar.





Indica que las Mociones parlamentarias sobre esta materia sometidas a la consideración del Congreso Nacional, aunque parciales, inciden esencialmente en la competencia. Pero, debido a la injusticia a la que se está sometiendo actualmente a los pueblos indígenas, considera imprescindible abordar este problema desde ahora, con el objeto de crear una norma de excepción, vigente hasta que no se reforme la Justicia Militar de manera más profunda.  

Casos Antuco y Antártica.





A continuación, el autor de la Moción asegura que la reforma de la Justicia Militar ha surgido como uno de los factores principales en los procesos que se incoan por los casos Antuco y Antártica. Señala que las decepcionantes condenas en primera instancia en el primero de ellos y las demoras para establecer la verdad en el segundo hicieron recrudecer las sospechas de presiones, alimentadas de antemano por filtraciones del expediente judicial -concretamente el encapsulamiento de la información que denunció el ex jefe del Departamento Antártico del Ejército y por fallas en el debido proceso que se imputan al coronel Juan Arab, instructor de la  causa por la  muerte de 45 soldados en la cordillera.





Afirma que más allá de tales datos, las dudas provienen de las añosas estructuras de la judicatura castrense y de que ésta se encuentra postergada respecto de la reforma del sistema procesal penal en Chile. 





A su juicio, lo ocurrido en la cordillera y la Base O’Higgins demostrarían que ni siquiera la persecución de delitos típicamente militares como el incumplimiento de deberes estaría debidamente garantizada por las actuales estructuras judiciales. Y ello por la cierta facilidad  con que los mandos podrían, en razón de sus intereses, ejercer presiones sobre los subordinados que sustancian los procesos. Por ejemplo, el comandante de una división es, a la vez, juez militar en la zona bajo su mando y de este modo lo que ocurra en sus unidades le interesa desde la triple óptica del logro de los objetivos castrenses, de la gestión administrativa y de las eventuales trasgresiones a las normas legales. Es juez y parte a la vez y eso puede conducir a un conflicto de intereses.





Afirmó que en el caso Antártica, se habría llegado a conformar prácticamente un comité de crisis, con la participación del comandante de división y juez militar, para encapsular, orientar, acaso tergiversar los informes, y así no perjudicar los intereses institucionales, ya bastante dañados por la tragedia de Antuco.





Admitió que si bien en la Justicia Militar están separados los roles del instructor (fiscal), quien emite un dictamen con las conclusiones del sumario, y el sentenciador (juez), que dicta el fallo propiamente tal, éste es un oficial de arma, un oficial de justicia con título de abogado que puede acoger o no las propuestas de aquél.





Reconoció también que el instructor podría ejercer severamente su cargo, pero básicamente hay una dependencia jerárquica del oficial instructor respecto del general que actúa como juez.





Dice que distinta es la situación del coronel Arab, nombrado Ministro en Visita por la Corte Marcial por la notoriedad del caso Antuco, y de quien se ha argüido que su interés era ascender a General auditor de Guerra. No le convenía, por esto, ir contra las corrientes internas y atribuir penas más severas a los responsables de la muerte de 45 soldados. De ahí la aspiración de los abogados de los familiares de que la Corte escogiera, para proseguir las investigaciones de ambas tragedias, de entre sus dos miembros civiles y no de sus tres uniformados. Pero todos ellos acordaron, por unanimidad, rechazar que cualquiera se ocupase de averiguar lo ocurrido en la base O’Higgins.





Señala que el Director del Departamento Antártico, por su parte, declaró al fiscal, ya en diciembre, que fue objeto de presiones y sólo en febrero, cuando la prensa infiltró el proceso, los oficiales involucrados manifestaron su intención de ponerse a disposición de la justicia. En el intertanto, el fiscal no realizó las indagatorias que correspondían. 





No ha habido, coligió, toda la transparencia proclamada por el Comandante en Jefe del Ejército. Por más que se esté dispuesto a considerar como señera la gestión de cuatro años del general Juan Emilio Cheyre, los vicios revelados por vientos y hielos en los dos episodios hablan de una propensión a mentir y amañar los hechos por algunos mandos, llegándose incluso a falsificar la firma de un oficial conducido a la muerte, comportamientos que el Ministro Osvaldo Puccio estimó, no sin razón, como una herencia de prácticas legitimadas bajo la dictadura militar.





Presume que los cambios culturales excederán, con mucho, el plazo de la gestión de Oscar Izurieta. Pero un aliciente para sacudir mentalidades podrá ser un epílogo judicial digno para Antuco y la Antártica, que tendrá que escribirse antes de la remoción de las estructuras de una inconfiable Justicia Militar





En estas circunstancias, se pregunta si estas arbitrariedades denunciadas han sido cometidas contra militares, ¿qué cabe esperar cuando los Tribunales Militares conocen de litigios contenciosos entre militares y civiles? Conjetura que, por lógicas solidaridades institucionales, sólo cabe esperar que estas arbitrariedades se cometan contra los civiles, que son la parte extraña y más débil del proceso.





Pone de relieve que, bien dado el nivel de vulnerabilidad social y económica de los pueblos indígenas, se hace más patente que la parte más débil es aún más vulnerable si se trata de un indígena. El Derecho Penal puede ser un instrumento selectivo: la Justicia Militar deja de ser ciega cuando se trata de un sujeto vulnerable, sin una adecuada defensa. 





Reitera que las injusticias e irregularidades denunciadas arriba, se hacen mucho más patentes cuando se trata de un indígena, como se acredita en informes de Derechos Humanos de organizaciones internacionales. 

1. Informe "Derechos humanos y cuestiones indígenas" del Relator Especial de las Naciones Unidas, Sr. Rodolfo Stavenhagen, de 17 de noviembre de 2003.





Recuerda que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado de Chile, por encargo de éste, preparó un estudio relativo al “Conflicto mapuche en relación con el orden público y la seguridad ciudadana”. (Boletín Nº S 680-12.)





En dicho informe, la Comisión pone de manifiesto “su profunda preocupación por la grave alteración de la vigencia del principio de la seguridad jurídica en las regiones del Bío Bío y la Araucanía. Considera que el Gobierno no está cumpliendo con sus obligaciones de proteger a los agricultores y legítimos propietarios de actos delictivos e incluso terroristas. Reconoce que solamente una minoría de organizaciones mapuches llevan a cabo actos de violencia contra los agricultores, pero que ésta no se justifica ya que sus derechos a la tierra están garantizados en las leyes existentes, y el conflicto se debe a la pobreza y la ineficacia de las políticas públicas”.





No obstante, algunos miembros de la Comisión del Senado, expresando una posición minoritaria, sostienen que el conflicto mapuche no puede ser reducido a la dimensión de orden y seguridad pública, sino que deben atenderse las demandas de las comunidades indígenas.”. Esta posición es compartida por el Relator Stavenhagen, la que se recoge expresamente en el informe sobre Chile para Naciones Unidas. 





Señala el relator de la ONU, en el punto 39 de tal Informe que: “El denominado conflicto mapuche debe ser visto desde todos los ángulos y requiere considerar otros aspectos, no sólo el de seguridad pública. Ello ayudaría a evitar acciones contra organizaciones mapuches que resultan ser una manera de criminalizar una reivindicación legítima y de judicializar un conflicto que es esencialmente social. Los mapuche acusados de violencia contra la policía, así como los que han sido víctimas de la violencia o el maltrato policiales, comparecen, independientemente de que sean acusados o víctimas, ante tribunales militares. Tanto los fiscales como los jueces son miembros de las fuerzas armadas en servicio activo. Los jueces no tienen que tener una formación jurídica formal, no disfrutan de estabilidad en el cargo y están sujetos a órdenes superiores dentro de la cadena de mando militar. Estos tribunales no ofrecen las garantías de independencia e imparcialidad necesarias para garantizar que los mapuches en cualquiera de estas situaciones reciban un juicio justo o una oportunidad justa de resarcimiento.”.

2. Informe Indebido Proceso: los juicios antiterroristas, los tribunales militares y los Mapuches en el sur de Chile, de Internacional Human Rights Watch.





En primer lugar, este informe alude a los obstáculos presentados por los tribunales militares a los mapuche que buscan resarcimiento por los abusos policiales.





Resalta el contraste que se observa entre los procedimientos que se están aplicando ahora en los tribunales penales ordinarios y el sistema anacrónico de la Justicia Militar, que es muy marcado en La Araucanía, donde coexisten muy de cerca.





Pone de relieve que los procedimientos ante Tribunales Militares son muy largos, burocráticos, donde prácticamente no existe derecho a la defensa. Ello, porque el período de investigación es secreto y no existen instancias frente a las cuales hacer valer argumentos y evidencias, sino cuando ya se encuentra formada la convicción del juez. En la mayoría de los casos que involucran a mapuches, los Carabineros desarrollan una investigación interna que es considerada como parte del sumario y constituye un antecedente fundamental para el Fiscal y para el Juez. Esta investigación es realizada por el superior del (los) funcionario(s) involucrado(s), lo que afecta nuevamente la posibilidad de esclarecimiento de los hechos investigados, puesto que la condena eventual de uno o varios Carabineros por denuncias de torturas o malos tratos puede provocar un daño a la imagen institucional.





Señala que han pasado 15 años desde que el entonces Presidente de la Corte Suprema, don Luis Maldonado, en un discurso de apertura del año judicial al final de régimen militar, criticara la falta de independencia de los jueces militares. Sin embargo, a pesar de una serie de estudios académicos, sigue sin existir un proyecto de ley integral en el Congreso que limite la competencia de los tribunales militares. Hasta hace muy poco, no se habían propuesto siquiera reformas parciales, tales como las enmiendas para sacar de la jurisdicción militar el delito de maltrato de obra contra Carabineros. Cuando en 1998 el Congreso aprobó una ley para tipificar la tortura como un delito específico dentro del Código Penal, perdió la oportunidad de trasladar la competencia sobre los delitos de tortura y uso excesivo de la fuerza por parte de la policía a los tribunales penales ordinarios. Estos siguen tipificados como delitos militares si son cometidos por miembros de las Fuerzas Armadas en servicio activo, o en instalaciones militares o policiales. Durante el período de 1990 a 1996, casi el 70 por ciento de los casos juzgados por los tribunales militares estuvieron relacionados con civiles, ya sea como acusados o víctimas. 





A continuación, la moción describe tres casos judiciales tramitados ente fiscalías castrenses como ejemplos de que los tribunales militares no enjuician a agentes de policía responsables de graves abusos contra detenidos mapuches: son los casos de Alex Lemún, Alberto Coliñir y Daniela Ñancupil.





En segundo lugar, el Informe de Internacional Human Rights Watch se refiere al uso de los tribunales militares contra los mapuches acusados de violencia contra la policía.





A este respecto, el citado documento describe los retrasos burocráticos y la falta de transparencia que se observan en los procesos de los tribunales militares que investigan los ataques contra miembros de Carabineros, citando al efecto, también a título ejemplar, los procesos seguidos en contra de José Llanca, un mapuche acusado de atacar a dos Carabineros en un incidente confuso, y contra el líder estudiantil Julio Marileo.





Sobre este particular, plantea la necesidad de que un tribunal independiente examine las pruebas de ambas partes con imparcialidad.





Enseguida, enumera diversas Mociones que derogan la jurisdicción militar en relación a civiles, las que se encuentran a la espera de la correspndiente tramitación.





A continuación, se refiere a la Comisión creada por el Gobierno para estudiar reformas a la Justicia  Militar.





Explica que esta iniciativa se enmarca dentro del Programa Nueva Justicia Para El Bicentenario (2006 - 2010), cuyo punto 6, relativo a la Justicia Militar, anuncia que “Se modificará el Código de Justicia Militar. Resulta necesario establecer las competencias de los tribunales militares traspasando a la justicia civil materias que en la actualidad se encuentran en ese ámbito, ello en concordancia a la moderna doctrina y la propia organización de nuestros institutos armados; adecuando sus procedimientos a los avances de la justicia en materia procesal penal.”.





Recuerda que en enero de 2006, los ex ministros de Justicia, Luis Bates, de Relaciones Exteriores, Ignacio Walker; y de Defensa, Jaime Ravinet; encabezaron la primera reunión de trabajo de la comisión que se dedicará a construir las bases de la reforma a la Justicia Militar.





Al respecto, cita al ex ministro señor Luis Bates, quien, al iniciarse este trabajo, sostuvo: "Hemos creído con los Ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa que este es el momento oportuno de poner en marcha lo que ha sido una aspiración ciudadana desde mucho tiempo, que es la reforma a la Justicia Militar. Y por eso, se ha constituido esta mesa de trabajo, esta comisión integrada por personeros de Defensa, Auditores, señores Subsecretarios, especialistas en el tema, para seguir el mismo itinerario que exitosamente se siguió respecto a la Reforma Procesal Penal. Este es el momento de iniciar un diagnóstico, un estudio serio de la situación de la Justicia Militar en Chile", que permitirá delinear "una Justicia Militar acorde con la justicia internacional, acorde con las convenciones y organismos que tienen que ver con derechos humanos.".





También transcribe declaraciones del ex Ministro de Relaciones Exteriores, don Ignacio Walker, quien abordó la dimensión internacional de la reforma, declarando que "Hay fallos de órganos jurisdiccionales, como la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que recomiendan en el caso chileno reformas profundas en el ámbito de la Justicia Militar.”. 





Por su parte, el ex Ministro de Defensa Nacional, don Jaime Ravinet, sostuvo que la reforma de la Justicia Militar es clave para completar la modernización de la justicia chilena, "No sólo por los tratados internacionales que ha firmado Chile, sino porque también hay todo un esfuerzo interno de agilizar, de hacer más eficaz, más rápida, más moderna nuestra justicia". "Creemos que este grupo de trabajo debe abocarse básicamente, por un lado, a estudiar la competencia de la Justicia Militar; en segundo lugar, el procedimiento, de manera de adecuarlo a la Reforma Procesal Penal. En tercer lugar, revisar la tipología de los delitos que son materia de la Justicia Militar.".

Programa de Gobierno. Compromiso de reforma de la justicia militar.





La Moción transcribe el apartado del Programa de Gobierno de la Presidenta Bachelet, denominado “Nuevo Trato Ciudadano”, referido a la materia en análisis. Su texto es el siguiente:





“Cambiaremos el Código de Justicia Militar, que ha quedado superado tanto por la nueva realidad jurídica como por los propios avances en la doctrina y organización de nuestros institutos armados. Al hacerlo, será necesario que el mismo garantice adecuadamente el debido proceso y que se delimite con precisión la competencia de la Justicia Militar”.

Recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a favor de la derogación de la jurisdicción militar sobre civiles.





La iniciativa también se funda en el criterio sostenido por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, según el cual los tribunales militares no cumplen los requisitos de independencia e imparcialidad de los tribunales de justicia. En sus recomendaciones a los Estados Miembros, incluidas en su Informe Anual de 1998, la Comisión señaló textualmente:





“En cuanto a los aspectos jurisdiccionales, la Comisión le recuerda a los Estados miembros que los ciudadanos deben ser juzgados por sus jueces naturales, regidos por el derecho común y la justicia ordinaria. Por lo tanto, los civiles no deben ser sometidos a la jurisdicción de tribunales especiales. La utilización, por ejemplo, de tribunales militares debe estar limitada al enjuiciamiento de miembros de las Fuerzas Armadas en servicio militar activo, por las faltas o delitos de función. En todo caso, esta jurisdicción especial debe excluir los delitos de lesa humanidad y las violaciones a los derechos humanos.”.

Observaciones del Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas.





Señala que, adicionalmente, en los últimos 15 años ha surgido una doctrina clara derivada de la jurisprudencia de los organismos internacionales de derechos humanos que afirma que la competencia de los tribunales militares sobre los civiles viola las garantías procesales protegidas por el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.





En su Observación General número 13, emitida en 1984, el Comité de Derechos Humanos sostuvo que, aunque el Pacto no prohibía los tribunales militares, su uso para juzgar a civiles tenía que ser “muy excepcional y ocurrir en circunstancias que permitan verdaderamente la plena aplicación de las garantías previstas en el artículo 14.





Esta posición del Comité respecto a los tribunales militares ha sido confirmada en los últimos años. Por ello, rechaza su uso para juzgar a civiles en cualquier circunstancia o para juzgar a personal militar por infracciones que no fueran las cometidas en el ejercicio de funciones militares. Esta jurisprudencia incluye las observaciones finales del Comité respecto a los informes presentados por Estados Partes del Pacto, tales como Argelia (1992), Colombia (1993), Rusia (1994), Perú (1996), Polonia (1999) y Camerún (1999), así como decisiones en casos individuales.





Respecto del caso chileno, el Comité ha sostenido que la jurisdicción amplia de los tribunales militares para conocer de todos los casos relacionados con el enjuiciamiento de personal militar y sus facultades de fallar causas pertenecientes a los tribunales civiles contribuyen a la impunidad de que goza dicho personal y que impide su castigo por violaciones graves de los derechos humanos. Además, la persistente jurisdicción de los tribunales militares chilenos para procesar a civiles no es acorde con el artículo 14 del Pacto. Por consiguiente, “el Comité recomienda que se enmiende la ley para limitar la jurisdicción de los tribunales militares al enjuiciamiento de personal militar solamente, acusado de delitos de carácter exclusivamente militar.”.





El autor de la Moción añade que otros organismos de vigilancia de los derechos humanos como el Comité contra la Tortura, el Comité sobre los Derechos del Niño y el Grupo de Trabajo sobre Detenciones Arbitrarias han adoptado una posición similar.

El Sistema Interamericano, incluida la Corte Interamericana, han ordenado en diversas oportunidades la derogación de la jurisdicción militar sobre civiles.





La iniciativa también destaca que el sistema interamericano de protección de los derechos humanos limita específicamente la jurisdicción militar sobre las violaciones de los derechos humanos. Al efecto, menciona la Convención Interamericana sobre la Desaparición Forzada de Personas, que declara expresamente que los miembros de las Fuerzas Armadas u otros actores del Estado implicados en desapariciones forzadas no disfrutarán del fuero militar.





A su vez, la Corte Interamericana de Derechos Humanos se ha opuesto al uso de tribunales militares para juzgar a personal militar en casos de violaciones de los derechos humanos. La Corte señaló, con respecto a la investigación por parte de un tribunal militar de la masacre carcelaria ocurrida en El Frontón, Perú, que “en un Estado Democrático de Derecho la jurisdicción penal militar ha de tener un alcance restrictivo y excepcional y estar encaminada a la protección de intereses jurídicos especiales, vinculados con las funciones que la ley asigna a las fuerzas militares. Así, debe estar excluido del ámbito de la jurisdicción militar el juzgamiento de civiles y sólo debe juzgar a militares por la comisión de delitos o faltas que por su propia naturaleza atenten contra bienes jurídicos propios del orden militar.”.

Sentencia de la Corte Interamericana en contra del Estado de Chile, que ordena derogación de la jurisdicción militar sobre civiles (caso Palamara).





La Moción recuerda que el 22 de noviembre de 2005 la Corte Interamericana de Derechos Humanos dictó sentencia en el caso "Palamara Iribarne", afirmando que Chile debe respetar el carácter restrictivo y excepcional de la justicia militar, que los tribunales militares carecen de independencia e imparcialidad por estar insertos en una estructura jerarquizada y que se vulneran las normas internacionales relativas al debido proceso, especialmente porque se incumple con los estándares procesales de publicidad, oralidad, inmediación y contradicción.





La sentencia de la Corte Interamericana obliga a Chile a adecuar la normativa del Código de Justicia Militar a los estándares internacionales mencionados. Textualmente, la sentencia dispone que: 





“14. El Estado debe adecuar, en un plazo razonable, el ordenamiento jurídico interno  a los estándares internacionales sobre jurisdicción penal militar, de forma tal que en caso de que considere necesaria la existencia de una jurisdicción penal militar, ésta debe limitarse solamente al conocimiento de delitos de función cometidos por militares en servicio activo. Por lo tanto, el Estado debe establecer, a través de su legislación, límites a la competencia material y personal de los tribunales militares, de forma tal que en ninguna circunstancia un civil se vea sometido a la jurisdicción de los tribunales penales militares, en los términos de los párrafos 256 y 257 de la presente Sentencia”.





Los referidos parágrafos señalan lo siguiente: 





“256. En cuanto a la necesidad de adecuar el ordenamiento jurídico interno a los estándares internacionales sobre jurisdicción penal militar, la Corte estima que en caso de que el Estado considere necesaria la existencia de una jurisdicción penal militar, ésta debe limitarse solamente al conocimiento de delitos de función cometidos por militares en servicio activo. Por lo tanto, el Estado debe establecer, a través de su legislación, límites a la competencia material y personal de los tribunales militares, de forma tal que en ninguna circunstancia un civil se vea sometido a la jurisdicción de los tribunales militares (supra párrs. 120 a 144). El Estado deberá realizar las modificaciones normativas necesarias en un plazo razonable.





257. Además, en el ámbito de la jurisdicción penal militar, los miembros de los tribunales deben revestir las garantías de competencia, imparcialidad e independencia indicadas en los párrafos 120 a 161 de la presente Sentencia. Asimismo, el Estado debe garantizar el debido proceso en la jurisdicción penal militar y la protección judicial respecto de las actuaciones de las autoridades militares, tal como se ha señalado en los párrafos 162 a 189 de este fallo”.





En suma, sostiene el Honorable Senador señor Navarro, la opinión de la comunidad internacional sobre el tema de los tribunales militares es consistente. Por ello, insiste en que ha llegado el momento de que el Gobierno chileno introduzca las reformas necesarias para limitar la jurisdicción de los tribunales militares a las infracciones del reglamento militar, traslade las investigaciones de delitos cometidos por civiles a los tribunales ordinarios y ofrezca a los civiles condenados por tribunales militares la oportunidad de que su caso sea revisado por un tribunal competente.





Insiste en que el Gobierno actual anunció que iniciaría dicha reforma y el Ministro de Justicia la señaló como uno de sus principales objetivos. En el intervalo confía en que los tribunales de justicia apliquen adecuada e imaginativamente los principios y normas jurídicas disponibles para resolver las cuestiones o contiendas de competencia que se traben. Entre aquellos están el principio del contenido mínimo de la jurisdicción militar y el principio "pro homine" que exige procurar la solución más beneficiosa para las personas y sus derechos esenciales o la que restrinja en menor grado estos derechos. Esto implica que, en la interpretación de las normas de competencia del Código de Justicia Militar, los tribunales deberían considerar que el ámbito de aquélla es reducido, pues está destinada a asegurar bienes jurídicos vinculados a la función castrense, y que debe siempre preferirse la norma procesal que garantiza mejor los derechos de todos los intervinientes. Hoy esa norma es el Código Procesal Penal. 





Por último, sostiene que los tribunales deben decidir los casos que se les sometan sin necesidad de esperar la derogación o modificación de las leyes nacionales que infringen los estándares establecidos en tratados ratificados por Chile, ya que ningún Estado puede excusarse de cumplir normas convencionales internacionales so pretexto de la existencia de normas internas.





La parte final de la exposición de motivos de esta Moción responde a la pregunta de por qué esta reforma a la Jurisdicción Militar debe ser aplicada primeramente a los indígenas.





Sobre este particular, afirma que todo el conflicto entre la sociedad chilena y los indígenas, tiene como motivo procesos históricos dolorosos, de difícil solución. Valorando los esfuerzos del Gobierno a través de su política indígena, reconoce que los indígenas son pobres entre los pobres. Sus índices de indigencia, de salud, de vivienda, de escolaridad, etc., muestran que se deben redoblar esfuerzos para resarcirlos de la usurpación de tierras y aguas. 





Manifiesta que esta pobreza estructural y las usurpaciones de tierras, reconocidas incluso por historiadores conservadores como Sergio Villalobos, han creado conflicto social y una espiral de violencia, no generalizada como se quiere hacer ver, sino radicada en ciertas zonas, las más pobres y más vulnerables. 





Este conflicto, dice, debe reconciliar a las partes en disputa. Una manera de lograr esta reconciliación es a través de gestos: así como hubo gestos para la reconciliación política después del Gobierno Militar, debemos realizar gestos para la reconciliación étnica entre los indígenas y la sociedad chilena que usurpó sus tierras y los condenó a una pobreza casi estructural. 





En materia judicial, estos gestos tienen un ejemplo vigente, como es la Ley N° 16.441, de 1 de marzo de 1966, que crea el Departamento de Isla de Pascua, denominada “Ley Pascua”. En su artículo 13°, esta ley dispone: 





“En los delitos contemplados en los Títulos VII y IX del Libro Segundo del Código Penal (delitos sexuales y delitos contra la propiedad), cometidos por naturales de la Isla y en el territorio de ella, se impondrá la pena inferior en un grado al mínimo de los señalados por la ley para el delito de que sean responsables”.





Asegura la Moción que esta norma no es inconstitucional, pues establece una discriminación positiva en materia judicial, una norma especial que se basa en los aspectos culturales y antropológicos de la costumbre indígena. Aplicar la ley común a los indígenas en este aspecto sería inconstitucional pues sería desconocer que son culturalmente diferentes. Recuerda que si no se reconocieran las diferencias, no habrían leyes a favor de los discapacitados, de los pequeños contribuyentes, de los trabajadores, de los consumidores, etc. Lo igual merece un trato igual, y lo diferente un trato diferente, señala la ya pacífica doctrina de la discriminación positiva.





Abundando en su argumentación, hace presente que la misma Ley Indígena es una muestra de ello. Los indígenas son diferentes, y en cierta medida deben ser sujetos de protección especial en sus derechos, que también son específicos. La inspiración de la Ley Indígena es que han sido vulnerados sus derechos, y establece protecciones especiales, de las que no goza ningún chileno. Esta discriminación positiva  no es inconstitucional 





Pone de relieve que los controles de constitucionalidad de la época declararon que la Ley Pascua no reñía con la Constitución de la época, que contenía, al igual que la actual, el derecho a la igualdad y a la no discriminación. Inspirada en tales valores constitucionales, la Ley Pascua incluso concede beneficios penitenciarios, y procesales, como la apreciación de la prueba penal en conciencia, la posibilidad de que el juez ordene el cumplimiento de dos tercios de la pena fuera de recintos penitenciarios bajo determinadas condiciones, la improcedencia del recurso de casación en la forma en juicios por simple delitos y faltas, entre otras. 





Por ello, reitera, nadie podría descalificar esta norma, ni ninguna de esta ley como inconstitucional, pues se justifican como discriminaciones positivas. El mismo Tribunal Constitucional declaró que la Ley Indígena y la discriminación positiva se ajustaban a la Constitución de 1980.





Si en la Ley Pascua, vigente al día de hoy, los delitos contra la propiedad y los delitos sexuales cometidos por naturales tienen automáticamente un grado menos de pena que lo normal, entonces no ve posibilidad de que se declare inconstitucional el que los presuntos delitos cometidos por efectivos policiales contra indígenas, o viceversa, sean conocidos y juzgados por Tribunales de la Justicia Ordinaria. Significa sólo cambiar de Tribunal natural, de sede jurisdiccional. Nadie pensaría razonablemente que un juicio tributario lo viera un Juez de Menores. Aquí sucede lo mismo, acota.





Tal como señala el Código Orgánico de Tribunales en el inciso segundo de su artículo 5: “Integran el Poder Judicial, como tribunales ordinarios de justicia, la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones, los Presidentes y Ministros de Corte, los tribunales de juicio oral en lo penal, los juzgados de letras y los juzgados de garantía”. El inciso tercero dispone que son tribunales especiales los tribunales militares en tiempo de paz. Que funcionen plenamente los primeros respecto de un civil indígena, implica un gesto para solucionar un problema político, social y jurídico. No es, por tanto, ni un contrasentido ni una inconstitucionalidad.  





Los fundamentos de la iniciativa precedentemente descritos concluyen insistiendo en que los informes de Derecho Humanos nacionales e internacionales son elocuentes: la discriminación positiva en este caso no es muestra de desigualad, ni es inconstitucional; es tan sólo el primer paso para que todos los chilenos no pasen por la jurisdicción militar, cuando no existe causa ni razón alguna para que ello ocurra. Lo contrario, seguirá siendo blasón de incumplimiento del Estado de Chile ante sus compromisos internacionales.

2) Opinión de la Corte Suprema





Por considerarla de especial interés, se reproduce la opinión remitida por la Corte Suprema en relación a esta iniciativa.





En su oficio, de número 4-2007, de fecha 9 de enero de 2007, el Máximo Tribunal expresa lo que sigue:





“1. El proyecto agrega un nuevo inciso final al artículo 54 de la Ley Nº 19.253, que excluye del juzgamiento de la justicia penal militar a aquellas personas que tengan la calidad de indígenas o miembros de las comunidades indígenas, que no pertenezcan a las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile y que hubiesen cometido hechos constitutivos de delitos, y hace competentes en esos casos a los tribunales ordinarios de justicia.





2. Se propone en el proyecto la modificación del artículo 54 de la ley, norma que introdujo “la costumbre” como fuente formal del derecho, que pueden invocar judicialmente sólo los miembros de las comunidades indígenas pertenecientes a una misma etnia y siempre que no sea incompatible con la Constitución Política de la República.





3. La redacción actual de esa norma es la siguiente:





“Artículo 54.- La costumbre hecha valer en juicio entre indígenas pertenecientes a una misma etnia, constituirá derecho, siempre que no sea incompatible con la Constitución Política de la República. En lo penal se la considerará cuando ello pudiere servir como antecedente para la aplicación de una eximente o atenuante de responsabilidad.





Cuando la costumbre deba ser acreditada en juicio podrá probarse por todos los medios que franquea la ley y, especialmente, por un informe pericial que deberá evacuar la Corporación a requerimiento del Tribunal.





El Juez encargado del conocimiento de una causa indígena, a solicitud de parte interesada y en actuaciones o diligencias en que se requiera la presencia personal del indígena, deberá aceptar el uso de la lengua materna debiendo al efecto hacerse asesorar por traductor idóneo, el que será proporcionado por la Corporación.”.





4. A virtud de la modificación que introduce el proyecto se incorpora un inciso final del siguiente tenor:





“Los indígenas o miembros de las comunidades indígenas que no pertenezcan a la Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile, y que, en la reivindicación de sus derechos consagrados en la presente ley, cometieren hechos que revistieren caracteres de delitos, serán juzgados siempre por los tribunales ordinarios de justicia.”.





5. El proyecto persigue, entonces, sustraer de la jurisdicción penal militar a aquellos civiles que sean indígenas o miembros de comunidades indígenas que hubiesen cometido hechos que revistiesen caracteres de delito en reivindicación de los derechos contemplados en la Ley Nº 19.253, entregando su conocimiento y resolución a los tribunales ordinarios de justicia con competencia en esta materia.





6. La norma que se modifica se encuentra incluida como disposición única del Párrafo 1º, relativo a “La costumbre Indígena y su aplicación en Materia de Justicia”, en el título VII sobre “Normas Especiales de los Procedimientos Judiciales”.





Análisis del artículo 54, en su redacción actual.





En su inciso 1º reconoce a la costumbre como fuente formal del derecho, la que se puede hacer valer en juicio entre indígenas de una misma etnia, con la reserva que ello no puede ser incompatible o inconciliable con la Constitución Política de la República.





Añade la norma, que la costumbre será considerada en materia penal, en cuanto pudiera servir como antecedente para la aplicación de una eximente o una atenuante de la responsabilidad criminal.





A continuación se autoriza la prueba de la costumbre, especialmente por medio de informes periciales que evacuará la Corporación Nacional Indígena, y que, ante la comparecencia en juicio, deberá aceptarse el uso de la lengua materna.





Esta norma contempla lo que, en la teoría jurídica, política y social, se denomina “discriminación positiva”, porque el objetivo o fin de su incorporación en el texto tiene como propósito dar un tratamiento diferente y excepcional a quienes son miembros de una comunidad indígena provenientes de una misma etnia, trato que no será posible otorgar si hay individuos que no reúnan esas condiciones, pudiendo estimarse que no hay por ello, infracción al principio constitucional de la igualdad ante la ley.





Análisis de la norma propuesta.





La norma en referencia, propuesta como inciso cuarto o último del artículo 54 de la Ley Nº 19.253, pretende “que los indígenas o miembros de la comunidades indígenas que no pertenezcan a las Fuerzas Armadas ni a Carabineros de Chile, y que, en la reivindicación de sus derechos consagrados en la ley, cometieren hechos que revistieren caracteres de delito sean siempre juzgados por los tribunales ordinarios de justicia”.





Del examen de la norma surgen las consecuencias siguientes:





a) Establecería un estatuto legal excepcional, único, en materia de juzgamiento por la comisión de hechos que revistan caracteres de delito, sólo para las personas que la norma indica, indígenas en esa condición, sustrayéndolos de la jurisdicción penal militar dadas las circunstancias anotadas;





b) No aparece de los antecedentes del proyecto, ni se divisa de la legislación existente en la materia, una justificación lógica para someter a esas personas a un régimen de jurisdicción penal excepcional, y no aplicarse a todo el resto de las personas que habitan el territorio nacional, sean chilenos o extranjeros, que no posean las características étnicas o los niveles de pobreza e indigencia de quienes se quiere proteger.





Conclusiones:





1. Se infringiría o quebrantaría el ordenamiento constitucional en lo referente a los principios de igualdad ante la ley, estableciendo la existencia de personas o grupos de personas gozando de un régimen judicial penal excepcional, no aplicable a la generalidad de los habitantes de la Nación, y se vulneraría también el principio de igual protección de la ley en el ejercicio de los derechos al establecer, como se dijo, un estatuto legal especial para personas de determinada condición étnica (Números. 2º y 3º del artículo 19 de la Constitución Política de la República). 





2. La propuesta no resulta compatible con las normas de la Constitución Política de la República, porque no garantiza a todos los chilenos que no pertenezcan  a las Fuerzas Armadas y a Carabineros de Chile el acceso o goce a un  mismo sistema judicial.





Lo anterior resulta congruente con lo dispuesto en el artículo 10 de la Constitución Política de la República, que reconoce como chilenos a “los nacidos en el territorio de Chile”, por aplicación del principio del ius solis y lo contemplado en el artículo 14 del Código Civil, en cuanto dispone que “La ley es obligatoria para todos los habitantes de la República”, sin hacer diferencias entre personas de origen indígena y los que no pueden acreditar tal condición.





3. De esta forma se produciría una “discriminación arbitraria”, “no positiva” como se pretende por los autores del proyecto, al establecer un privilegio sólo reconocido a las personas de origen indígena y no a todas las personas de nacionalidad chilena ni a todos los habitantes de la Nación.





4. Con idénticos argumentos y razonamientos podría volverse a la creación de tribunales especiales para juzgar a las personas de origen indígena, que en época pretérita existieron y fueron suprimidos, lo que es abiertamente contrario a la Constitución Política de la República y al ordenamiento jurídico general.





5. No sería necesario promulgar una ley especialmente destinada a sustraer de la jurisdicción penal militar a personas indígenas, por cuanto en los proyectos en actual tramitación en el Congreso, contenidos en los Boletines Nº 3.254 y Nº 3.257, se sustraen de la jurisdicción penal militar a los civiles que hubieren cometido hechos que revisten caracteres de delito, sin distinguir sobre el origen de las personas que los hubieren cometido.





Por las consideraciones antes expuestas este tribunal es de la opinión de informar desfavorablemente el presente proyecto.





Se dejar constancia que un señor Ministro agregó como fundamento adicional para informar desfavorablemente el proyecto que, respecto de la posibilidad de que se esgrima haber actuado en reivindicación de derechos indígenas, se advierte una discriminación subjetiva adicional consistente en entregar al sujeto activo la determinación de un elemento subjetivo de muy difícil calificación, pues corresponde a la intencionalidad o motivación del delito.





Acordada con el voto en contra de un Ministro, quien fue de parecer de emitir informe favorable respecto de la iniciativa legal, teniendo presente para ello que la regla general es que de las causas criminales conozcan los tribunales ordinarios y por excepción los tribunales militares, correspondiendo la iniciativa a una decisión de consagrar una contra excepción o vuelta a reglas generales, en lo cual no se observa discriminación, pues las excepciones deben amparar los casos en que  se justifique y si existen, por ahora, razones que las desvirtúan deben aceptarse, a lo cual se agrega el hecho de constituir la voluntad de ir restringiendo paulatinamente la competencia de los tribunales militares y del procedimiento que ante ellos se aplica, diverso al oral y público que ofrece mayores garantías para los intervinientes.”.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR DEL PROYECTO


Por tratarse de una iniciativa de artículo único, en conformidad a lo dispuesto por el artículo 127 del Reglamento del Senado, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor José Antonio Gómez, la puso en discusión en general y en particular, a la vez.


En primer lugar hizo uso de la palabra el Auditor General del Ejército, General de Brigada (J) señor Juan Patricio Arab.


Hizo presente, en primer término, que la iniciativa persigue sustraer de la jurisdicción penal militar a aquellos civiles que sean indígenas o miembros de dichas comunidades, que hubiesen cometido delitos de reivindicación de los derechos contemplados en la ley Nº 19.253, entregando su resolución a los Tribunales Ordinarios de Justicia.





Puso de manifiesto que los otros dos proyectos que se encuentran en primer trámite constitucional que se han examinado en conjunto con esta iniciativa –esto es, el Mensaje del Ejecutivo contenido en el Boletín Nº 5.159-07 y la Moción de la Honorable Senadora señora Alvear contenida en el Boletín Nº 4.792-07-, excluyen de la jurisdicción militar a los civiles, manteniendo competencia respecto de ellos sólo en casos muy determinados, que son básicamente los delitos de homicidio y maltrato a Carabineros, aquellos contemplados por el Código Aeronáutico y el delito previsto para reservistas previsto en el artículo 75 del Decreto Ley Nº 2.306, de 1978.





En lo relativo al personal militar, señaló que se mantiene la competencia respecto de los delitos militares, como, asimismo, respecto de los delitos comunes cometidos por militares en tiempo de guerra, o cuando se perpetran en presencia del enemigo o en campaña y también respecto de los cometidos en tiempo de paz o de guerra, cuando se cometen en cumplimiento de una orden, en acto de servicio o en el interior de un recinto militar. Se excluyen los delitos cometidos por militares con ocasión del servicio.





De esta manera, dijo, una iniciativa como la que se estudia carecería de sentido, ya que un militar, independientemente de su origen étnico, es un militar para todos los efectos legales, reglamentarios, disciplinarios y administrativos. Del mismo modo, se establecería una discriminación positiva atentatoria contra los principios de igualdad reconocidos por la Constitución Política de la República.





El Auditor General de la Armada, Contraalmirante (JT) señor Claudio Cereceda, el Auditor General de la Fuerza Aérea, General de Brigada Aérea (J), señor Renato Nuño, y el Auditor General de Carabineros, General (J) señor Ismael Verdugo, manifestaron su acuerdo con los planteamientos anteriores.




Enseguida, el profesor señor Sergio Cea expresó que con la exclusión de los civiles del juzgamiento por parte de los Tribunales Militares, esta Moción deja de tener sentido en términos generales, por cuanto, la competencia de la Justicia Militar solo afectará a los indígenas que pertenezcan en su calidad de militares a las Fuerzas Armadas.





Agregó que en lo que se refiere al maltrato de obra a Carabineros, tal situación está inmersa en una definición no sólo de carácter jurídico, por cuanto cada Estado tiene su propia percepción de la forma en que debe delimitarse el juzgamiento de civiles por parte de los Tribunales Militares.





A su vez, el profesor señor Juan Domingo Acosta expresó que la modificación propuesta por el proyecto le parecía inadecuada.





En primer lugar, explicó, su aplicación se referiría básicamente a los delitos de los artículos 416, 416 bis, 416 ter y 417 del Código de Justicia Militar, que son los que pueden cometer civiles y ser conocidos por Tribunales Militares.





Señaló que, en principio y con la lógica del proyecto, esos delitos deberían quedar sometidos a los Tribunales Ordinarios. Si hay razones para que sean conocidos por los Tribunales Militares, se generaría un tratamiento desigual injustificado respecto de los demás habitantes y podría verse comprometido el principio de igualdad ante la ley.





En segundo lugar, consideró que el precedente sería negativo. Sostuvo que la Ley Indígena reconoce derechos a favor de los miembros de una comunidad indígena y regula el modo de ejercerlos y reclamarlos, mas no se ocupa de la comisión de delitos.





Añadió que, además, se produce una contradicción, pues reivindicar un derecho es propugnar su ejercicio, el que debe ser legítimo. Si no lo es, hay un abuso de un derecho. En el primer caso, no hay delito en virtud del artículo 10, número 10 del Código Penal, pues existiría una causal de justificación consistente en el ejercicio legítimo de un derecho.





Por último, opinó que la norma parece estar pensando en la reivindicación de tierras indígenas ancestrales, que nuestra legislación no reconoce. Advirtió que incorporar estos conceptos sin modificar la Ley Indígena puede traer serios trastornos.


Sobre la base de los antecedentes recibidos y de las consideraciones formuladas por los especialistas y los representantes de las distintas instituciones escuchadas, la mayoría de los miembros de la Comisión consideró que la Moción debía ser desestimada.





Puesta la iniciativa en votación en general, fue rechazada por cuatro votos en contra y una abstención. Votaron desfavorablemente los Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez, Chadwick y Espina. Se abstuvo el Honorable Senador señor Muñoz, don Pedro.

- - -


En virtud del acuerdo precedente, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros el rechazo del siguiente

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Agrégase el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 54 de la Ley Nº 19.253:





“Los indígenas o miembros de las comunidades indígenas que no pertenezcan a las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile, y que en la reivindicación de sus derechos consagrados en la presente ley, cometieren hechos que revistieren caracteres de delitos, serán juzgados siempre por los tribunales ordinarios de justicia.”.”.

- - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 16 y 30 de octubre y 6 de noviembre de 2007, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela (Jorge Pizarro Soto), y señores Alberto Espina Otero (Baldo Prokurica Prokurica), Hernán Larraín Fernández (Andrés Chadwick Piñera) y Pedro Muñoz Aburto.


Sala de la Comisión, a 8 de noviembre de 2007.

(Fdo.):NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ,

Abogada Secretaria
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(4792-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia.


A las sesiones que vuestra Comisión dedicó al estudio de esta iniciativa concurrió el señor Subsecretario de Guerra, don Gonzalo García.


A una de dichas sesiones, asistieron, especialmente invitados, el Auditor General del Ejército, General de Brigada (J) señor Juan Patricio Arab; el Auditor General de la Armada, Contraalmirante (JT) señor Claudio Cereceda; el Auditor General de la Fuerza Aérea, General de Brigada Aérea (J), señor Renato Nuño, y el Auditor General de Carabineros, General (J), señor Ismael Verdugo.


Participaron, asimismo, los profesores señores Juan Domingo Acosta y Jaime Couso.


Cabe dejar constancia de que, en virtud de lo dispuesto por los artículos 66 y 77 de la Carta Fundamental, el artículo único de la Moción debe aprobarse con carácter orgánico constitucional, por incidir en las atribuciones de los tribunales.


Del mismo modo, es procedente señalar que por las razones que se consignarán más adelante, pese a tratarse de una iniciativa de artículo único, ella fue discutida y votada solamente en general y que se resolvió recomendar a la Sala proceder en la misma forma.


Finalmente, es dable señalar que este proyecto fue conocido por la Comisión junto a otros que versan, igualmente, sobre la competencia de la Justicia Militar. Se trata del Mensaje del Ejecutivo que modifica el Código de Justicia Militar, alterando la competencia de los Tribunales Militares y suprimiendo la pena de muerte, contenido en el Boletín Nº 5.159-07; de la Moción del Honorable Senador señor Navarro que modifica la ley Nº 19.253, excluyendo de la Justicia Militar a los miembros que indica de las comunidades indígenas, contenida en el Boletín Nº 4.669-07, y del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código de Justicia Militar, suprimiendo en la integración de la Corte Suprema al Auditor General del Ejército, Boletín Nº 2.215-07.

- - - - - - - - - -

ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa, deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


I. Disposiciones legales relacionadas con el tema en estudio:


a) Constitución Política de la República: Capítulo VI, sobre Poder Judicial. Su artículo 76 establece que la facultad de conocer de las causas civiles y criminales, de resolverlas y de hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribunales establecidos por la ley


Por su parte, el artículo 77 dispone que una ley orgánica constitucional determinará la organización y atribuciones de los tribunales que fueren necesarios para la pronta y cumplida administración de justicia en todo el territorio de la República.


b) Código de Justicia Militar: las normas del proyecto modifican los artículos 3° y 5° del Título I Disposiciones Generales, del Libro Primero, De los Tribunales Militares.


El artículo 3.° dispone que los Tribunales Militares de la República tienen jurisdicción sobre los chilenos y extranjeros, para juzgar todos los asuntos de la jurisdicción militar que sobrevengan en el territorio nacional.





Establece que igualmente tienen jurisdicción para conocer de los mismos asuntos que sobrevengan fuera del territorio nacional, en los casos siguientes:





1° Cuando acontezcan dentro de un territorio ocupado militarmente por las armas chilenas;





2° Cuando se trate de delitos cometidos por militares en el ejercicio de sus funciones o en comisiones del servicio;





3° Cuando se trate de delitos contra la soberanía del Estado y su seguridad exterior o interior contemplados en este Código. 





4° Cuando se trate de los mismos delitos previstos en el número anterior, contemplados en otros Códigos y leyes especiales, cometidos exclusivamente por militares, o bien por civiles y militares conjuntamente.


El artículo 5.°, por su parte, prescribe que corresponde a la jurisdicción militar el conocimiento:


“1.° De las causas por delitos militares, entendiéndose por tales los contemplados en este Código, excepto aquéllos a que dieren lugar los delitos cometidos por civiles previstos en los artículos 284 y 417, cuyo conocimiento corresponderá en todo caso a la justicia ordinaria, y también de las causas que leyes especiales sometan al conocimiento de los tribunales militares.





Conocerán también de las causas por infracciones contempladas en el Código Aeronáutico, en el decreto ley N° 2.306, de 1978, sobre Reclutamiento y Movilización y en la ley N° 18.953, sobre Movilización, aun cuando los agentes fueren exclusivamente civiles.





2.° De los asuntos y causas expresados en los números 1.° a 4.° de la segunda parte del artículo 3.°.





3.° De las causas por delitos comunes cometidos por militares durante el estado de guerra, estando en campaña, en acto del servicio militar o con ocasión de él, en los cuarteles, campamentos, vivaques, fortalezas, obras militares, almacenes, oficinas, dependencias, fundiciones, maestranzas, fábricas, parques, academias, escuelas, embarcaciones, arsenales, faros y demás recintos militares o policiales o establecimientos o dependencias de las Instituciones Armadas;





4.° De las acciones civiles que nazcan de los delitos enumerados en los números 1.° a 3.°, para obtener la restitución de la cosa o su valor.”.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

1) La Moción


En ella, su autora, la Honorable Senadora señora Alvear, expresa que nuestro país ha experimentado en los últimos años la más profunda y significativa modernización del sistema de Administración de Justicia. Se trata de la reforma estructural experimentada por el sistema de enjuiciamiento criminal. Recuerda que de un procedimiento inquisitivo, predominantemente escrito, mayormente secreto y poco transparente, en que un solo juez investigaba, acusaba y sentenciaba, se transitó hacia un proceso acusatorio, oral, público, transparente, contradictorio, con plenas garantías del debido proceso, en que la investigación se confía al Ministerio Público bajo el control de un juez de garantía y en que el juicio oral se desarrolla ante un tribunal colegiado.


Advierte que, sin embargo, hasta ahora ha quedado rezagada la necesaria modernización del sistema de enjuiciamiento criminal en la ley penal militar.


Por ello, plantea que el Código de Justicia Militar requiere de profundos cambios en el ámbito de la competencia, de la organización de sus tribunales, de las reglas de procedimiento y de las leyes penales sustantivas, para adecuarse a las garantías que exige nuestro sistema democrático de derecho.


Asegura que la primera reforma que es necesario introducir se refiere a la competencia, toda vez que ella es hoy en día excesivamente amplia ya que no se circunscribe sólo a delitos militares cometidos por militares, sino que admite el juzgamiento de civiles por tribunales militares, lo que no es compatible con los estándares internacionales de protección de los derechos humanos.


Hace presente, a este respecto, que en su sentencia de 22 de noviembre de 2005, dictada en el Caso Palamara Iribarne vs. Chile, la Corte Interamericana de Derechos Humanos estimó que “en las normas que definen la jurisdicción penal militar en Chile no se limita el conocimiento de los tribunales militares a los delitos que por la naturaleza de los bienes jurídicos penales castrenses protegidos son estrictamente militares y constituyen conductas graves cometidas por militares que atentan contra dichos bienes jurídicos”. El Tribunal destaca que “esos delitos sólo pueden ser cometidos por los miembros de las instituciones castrenses en ocasión de las particulares funciones de defensa y seguridad exterior de un Estado. La jurisdicción penal militar en los Estados democráticos, en tiempos de paz, ha tendido a reducirse e incluso a desaparecer, por lo cual, en caso de que un Estado la conserve, ésta debe ser mínima y encontrarse inspirada en los principios y garantías que rigen el derecho penal moderno.”.


Por lo anterior, la Moción postula una modificación a la competencia de los tribunales militares para que éstos sólo estén facultados para conocer de los delitos que el profesor Renato Astrosa denomina “propiamente militares”, dado que sólo pueden cometerse por militares y lesionan un interés exclusivamente militar, como es el caso de la deserción y la cobardía frente al enemigo. Estos delitos son los que efectivamente la ley penal militar castiga con una pena militar.


La señora Senadora asegura que las demás materias pueden ser conocidas perfectamente por el nuevo sistema de enjuiciamiento criminal, y que si ellas, por su carácter altamente técnico, requiriesen de una particular especialización, podría pensarse en la creación de fiscalías especializadas al interior del Ministerio Público.





Por las consideraciones expuestas, la Moción, en primer lugar, propone derogar los números 3.° y 4.° de artículo 3.° del Código de Justicia Militar y agregar, al inciso segundo del mismo precepto, la frase "respecto de los que les corresponda conocer en virtud del artículo 5.°.".





En segundo lugar, sustituye el artículo 5.° del Código de Enjuiciamiento Militar, que, en términos generales, establece la competencia de la jurisdicción militar, por el siguiente:





"Artículo 5.°. Corresponde a la jurisdicción militar el conocimiento de los delitos que la ley castigue con pena militar. Los delitos castigados con penas comunes serán conocidos por la justicia ordinaria.".

2) Opinión de la Corte Suprema





Consultado de conformidad con lo dispuesto por el artículo 77 de la Carta Fundamental, ese Alto Tribunal hace presente que el proyecto modifica el artículo 3° del Código de Justicia Militar y sustituye su artículo 5°, fundándose en la necesaria modernización del sistema de enjuiciamiento criminal militar, especialmente en relación con la competencia de dicha justicia para el juzgamiento de civiles. Lo anterior, con el propósito de que estos Tribunales queden facultados únicamente para conocer de delitos propiamente militares y que lesionen un interés exclusivamente militar.





En lo relativo a las modificaciones que se propone introducir al artículo 3° del Código de Justicia Militar, la Corte observa una imprecisión, al no señalarse con exactitud en qué parte del inciso segundo del artículo 3° debería agregarse la oración que se propone.





Anota que, en todo caso, se debe entender que la modificación propuesta, al referirse al inciso segundo de la norma en comento, abarcaría sólo los delitos cometidos fuera del territorio nacional.





Luego, destaca que, en lo relativo al artículo 5°, la iniciativa introduce una profunda alteración en materia de competencia de la jurisdicción militar, ya que la limita a los delitos que la ley sancione con pena militar. Pone de relieve que el objetivo de esta modificación es que los juzgados militares conozcan sólo de los delitos puramente militares, que son aquellos que lesionan un interés exclusivamente militar, radicando los delitos secundariamente militares, que son los que lesionan intereses militares y comunes, en la justicia ordinaria. Advierte que, como criterio diferenciador de las categorías doctrinarias antes señaladas, siguiendo a Renato Astrosa, se utiliza la pena militar, ya que como señala dicho autor, los delitos propiamente militares son castigados con una pena militar y los secundariamente militares, con penas comunes.





En opinión de la Corte, dicha competencia debería reducirse o restringirse en forma sistemática y de acuerdo a la entidad de los bienes jurídicos protegidos que le dan contenido a los delitos militares, y no en la forma propuesta en el proyecto de la referencia. Lo anterior, por cuanto en la legislación chilena no se adopta el criterio diferenciador del autor citado en la Moción.





El Máximo Tribunal compartió la conveniencia de restringir la competencia de los tribunales militares, pero en atención a la naturaleza de los delitos y de las personas involucradas o al fuero, debiéndose modificar el artículo 169 del Código Orgánico de Tribunales, alterando la regla allí contenida, por resultar incompatible con la finalidad última de sustraer a los civiles de la Justicia Militar.





Agrega la Corte que las penas militares, al menos en la legislación chilena, no se identifican con los delitos militares ya que el propio Código de Justicia Militar en su artículo 215, que no se modifica en el proyecto, establece que los delitos militares serán sancionados con penas comunes o penas militares, por lo que queda subsistente la categoría de delitos militares no sancionados con penas militares.





Hace presente que el artículo 216 de dicho Código, que tampoco se modifica, establece cuáles son las penas comunes y las penas militares. Por su parte, el artículo 217 establece cuáles son las penas militares accesorias.





Además, pone de relieve que el artículo 5°, número 1.°, del Código de Justicia Militar define los delitos militares, en general, como aquellos contemplados en el propio Código. Al desaparecer dicha norma, desaparece también el concepto legal de delito militar, quedando, no obstante, subsistente la distinción que formula el artículo 215, ya mencionado.





Por lo anterior, sostiene ese Alto Tribunal que, al regular la competencia de la jurisdicción militar atendiendo a que el delito se castigue o no con pena militar, se presenta el problema de determinar el tribunal competente tratándose de delitos que lleven consigo penas comunes y penas militares, lo que está expresamente contemplado en el artículo 221 del Código que se refiere a las penas comunes y que establece que, para los militares, dichas penas llevan consigo aquellas penas militares contempladas en el artículo 222. Así, por ejemplo, la pena de crimen, que es pena común, lleva consigo la pena militar de destitución.





Otro aspecto que según la Corte puede ocasionar problemas de aplicación y que, por tanto, es necesario precisar, es que en el Código de Justicia Militar existe una gran cantidad de figuras penales, denominadas por la doctrina como delitos objetivamente militares, cuyo sujeto activo es un militar y el bien jurídico que protegen es de igual naturaleza, pero que lesionan intereses militares y comunes simultáneamente, y cuya penalidad está establecida de acuerdo a las normas del Código Penal. A modo de ejemplo, señala los siguientes delitos:





- El artículo 259, que castiga a "El que sin orden o autorización competente, atacase o mandase atacar con fuerza armada a las tropas o súbditos de una nación amiga, neutral o aliada, o cometiere cualquier otro acto de hostilidad manifiesta que expusiere a la Nación a una declaración de guerra”;





- El artículo 262, que establece que serán castigados con la pena de presidio mayor en su grado medio a máximo los militares que, "faltando a la obediencia que deben a sus jefes, incendien o destruyan edificios u otras propiedades, saqueen a los habitantes de los territorios en que operen o cometan otros actos de violencia grave en las personas.";





- El artículo 269, que sanciona a "el militar que no empleare todos los medios que estuviesen a su alcance para contener la rebelión o sublevación en las fuerzas de su mando";





- El artículo 281, que castiga a "el que en campaña violentare o maltratare, de obra a centinela, guarda o fuerza armada”;





- El artículo 339, que dispone: "El que maltratare de obra a un superior en empleo o mando causándole la muerte o lesiones graves, será castigado: 1 ° Con la pena de presidio mayor en su grado máximo a muerte, si el delito se cometiere frente al enemigo;”, y





- El artículo 358, que preceptúa que "El militar que ordenare o practicare requisiciones con ánimo de lucrarse, será considerado como culpable de robo si hubiere intervenido violencia. Si ésta hubiere faltado, se le considerará culpable de estafa y se le aplicará el máximo de la pena que corresponda a este delito.".





En todos estos casos, afirma la Corte, las penas comunes establecidas para estos delitos militares pasarían, en mérito de lo dispuesto en este proyecto, a ser competencia de los tribunales ordinarios, aun cuando hayan sido cometidos por militares y el bien jurídico sea también propio de la función castrense. Ello, de no mediar una interpretación en el sentido de que, por aplicación de los artículos 221 y 222 ya citados, por tener penas militares accesorias, serían de competencia de los tribunales militares.





A su juicio, lo anterior crea un manifiesto problema de interpretación y, en el evento de aceptarse la competencia de la justicia militar, ella quedaría determinada por la existencia de penas accesorias y no principales, lo que no parece una acertada solución en materia de repartición de competencias.





Al margen de lo anterior, estima preciso manifestar que en todos aquellos delitos en que el sujeto activo sea un militar, aun cuando no respondan esos ilícitos a la naturaleza de propiamente militares, existe la necesidad de mantener un criterio interpretativo y de aplicación de las materias de interés castrense que sea armónico con las funciones y fines llamados a cumplir por las Instituciones Armadas.





Agrega que dicha realidad, fundada en la especialidad y tecnicismo de la función militar, no obstante aparecer reconocida en la exposición de motivos de la propia iniciativa, no se advierte que resulte debidamente cautelada con la sola y eventual sugerencia de crear Fiscalías especializadas en el Ministerio Público. Por el contrario, la prevención que en tal sentido formula el mismo proyecto debería llevar a sostener que la aplicación de una pena militar como único criterio de atribución o exclusión de competencia de la justicia militar, no constituye un factor que cautele todos los intereses que confluyen en la materia y, en cambio, puede llegar a producir una desprotección de la función militar y de los intereses que ella está llamada a servir.





Por último, la Corte Suprema manifiesta que la sustitución del artículo 5° significa la derogación de su actual número 4.°, que contempla la competencia de los tribunales militares para conocer de la acción civil que nazca del delito. Señala que si bien esta competencia es muy limitada, no parece enteramente justificada la conveniencia de suprimirla completamente.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor José Antonio Gómez, puso en discusión en general el proyecto.


En primer lugar hizo uso de la palabra el Auditor General del Ejército, General de Brigada (J) señor Juan Patricio Arab.


Puso de relieve que esta iniciativa propone, como objetivo esencial, reducir la competencia de los Tribunales Militares a los delitos que la ley castigue con penas militares.


Señaló que como el proyecto restringe la actual competencia de la jurisdicción militar en términos que lo asimilan al objetivo del Mensaje contenido en el Boletín Nº 5.159-07, le haría extensivas las opiniones expresadas al analizar aquél.


En esa oportunidad, dijo que la Justicia Militar, a partir de 1990, ha sido reiteradamente modificada para disminuir su competencia, manteniéndola respecto de civiles sólo en casos excepcionales. Esta última afirmación fue fundamentada en los siguientes antecedentes:

Evolución de la competencia en materias de justicia militar

	0 1926-1973


	0 D.L. Nº 650
	0 26 septiembre 1932
	0 Incorporación al Código de Justicia Militar del Título que consagra los delitos de maltrato de obra a carabineros de servicio.

	0 D.F.L. Nº 221
	1 30 mayo 1931
	1 Entrega a la Justicia Militar el conocimiento de los delitos previstos en el Código Aeronáutico.

	0 Ley Nº 11.170
	2 12 junio 1953
	2 Otorga a la Justicia Militar el conocimiento de los delitos establecidos en la Ley de Reclutamiento.

	0 Ley Nº 12.921
	3 06 agosto 1958
	3 Permite el juzgamiento de civiles cuando los delitos de la Seguridad del Estado se cometen conjuntamente con militares.

	0 Ley Nº 17.798
	4 21 octubre 1972
	4 Otorga competencia en materia de control de armas a los Tribunales Militares.


	0 1974-1989


	0 Decreto Ley Nº 77
	0 03 octubre 1973
	0 Entrega la persecución a los Tribunales Militares de los ilícitos que se produzcan como consecuencia de la disolución de los partidos políticos (Derogado en 1990).

	0 Decreto Ley Nº 604
	1 10 agosto 1974
	1 Prohibición de ingreso al territorio de la República (Derogado en 1990).

	0 Decreto Ley Nº 2.306
	2 12 septiembre 1978
	2 Otorga competencia a la Justicia Militar para conocimiento de los delitos de reclutamiento, reemplazando la Ley Nº 11.170.

	0 Ley Nº  18.314
	3 17 mayo 1984
	3 Determina las conductas terroristas y su penalidad, otorgando competencia a los Tribunales Militares (Modificada por las Leyes Cumplido).


	0 1990-2005


	0 Ley Nº 19.029
	0 23 enero 1991
	0 Modifica penalidad. Elimina pena de muerte en tiempo de paz.

	0 Ley Nº 19.047
	1 14 febrero 1991
	1 Excluye de la Justicia Militar la competencia sobre delitos terroristas, ofensas a Carabineros, porte ilegal de arma convencional y amenazas e ingreso clandestino.

	0 Ley Nº 20.000
	2 26 febrero 2005
	2 Elimina el delito de consumo y porte de drogas en recintos militares.

	0 Ley Nº 20.014
	3 13 mayo 2005
	3 Disminuye competencia control de armas.

	0 Ley Nº 20.045
	4 10 septiembre 2005
	4 Traspasa competencia en materia de reclutamiento y movilización.

	0 Ley Nº 20.064
	5 29 septiembre 2005
	5 Incorpora el delito de homicidio de Carabinero en servicio, deroga el atentado a Carabinero en servicio y aumenta las penas en el maltrato de obra a Carabineros.






En síntesis, concordó con el proyecto de ley en estudio, en la medida en que mantiene excepcionalmente un juzgamiento de civiles en la Justicia Militar. Ello, sin perjuicio de la necesidad adicional de modificar aspectos de procedimiento propios de este sistema, así como materias referentes a órganos y tipos penales, lo que estimó imprescindible para adecuar la Justicia Militar a los estándares internacionales y constitucionales y a la Reforma Procesal Penal.





El Auditor General de la Armada, Contraalmirante (JT) señor Claudio Cereceda, el Auditor General de la Fuerza Aérea, General de Brigada Aérea (J), señor Renato Nuño y el Auditor General de Carabineros, General (J) señor Ismael Verdugo, manifestaron su acuerdo con los planteamientos anteriores.

Enseguida, la Comisión escuchó la opinión del Profesor señor Jaime Couso.




El mencionado académico comenzó su exposición formulando algunas consideraciones generales en relación a las necesidades de reforma de la Justicia Militar.





Al respecto, hizo referencia a algunas publicaciones recientes de su autoría y de la de otros especialistas, en el marco de un Proyecto de Investigación sobre la Justicia Militar dirigido por el profesor señor Jorge Mera en la Universidad Diego Portales. Informó que en ellas se desarrolla latamente un estudio de los problemas y soluciones que debería considerar una reforma integral de la Justicia Militar.





Hizo presente que del resultado de esa investigación, se pueden destacar los siguientes puntos:





- La Justicia Militar, como justicia de fuero, ha definido su amplia competencia y ha mantenido su dependencia de las instituciones armadas y del Poder Ejecutivo, para asegurar que la decisión de las causas sometidas a su conocimiento expresen los intereses de las referidas instituciones, especialmente en épocas de conflicto importantes de la sociedad civil. Se ha hecho notar que tras 17 años de democracia, es fundamental reformarla, exigencia que también ha planteado la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el fallo Palamara.





- En segundo término, señaló que cabe formularse dos interrogantes: ¿bajo qué condiciones se justifica una justicia militar? y ¿con qué finalidad? Estas preguntas, dijo, son pertinentes, considerando que otros países incluso no cuentan con una justicia militar para los tiempos de paz y juzgan los delitos militares ante la justicia ordinaria. Es el caso de como Alemania. En Chile, si se ha de mantener la justicia militar, ello sólo se justifica bajo las siguientes condiciones:





1) Que la Justicia Militar se judicialice, esto es, que se reforme para garantizar la imparcialidad de sus jueces (es decir, que no se identifiquen con una de las partes) y su independencia externa (vale decir, que dejen de ser militares en servicio activo, con rango, etc., y que pasen a ser jueces profesionales letrados, integrados al Poder Judicial, inamovibles, sin dependencia de las instituciones armadas ni del Poder Ejecutivo, ni vínculo alguno con la carrera militar);




2) Que se apliquen a ella los estándares procesales propios del debido proceso penal, y




3) Que se concentre en el conocimiento de las pocas materias que por su complejidad técnica (y no por su interés para la “sensibilidad militar”) podrían justificar la existencia de jueces expertos en el juzgamiento del injusto penal militar. Estos son delitos estrictamente militares cometidos por militares, es decir, sólo aquellos delitos en los cuales se ha infringido el deber militar, produciéndose, en su caso, la lesión de un bien jurídico militar, esto es, la afectación de la eficacia de las Fuerzas Armadas como organismos de combate para la protección de la seguridad exterior del Estado. No se trataría de jueces especiales militares, sino “especializados”, como lo podrían ser los jueces que deben conocer de otras materias complejas, como son las tributarias, las penales juveniles, etc.





Enseguida, el profesor Couso abordó la iniciativa en estudio.





Desde el punto de vista de la competencia material de la Justicia Militar, opinó que el proyecto, al reducirla, parece ir en la dirección correcta.




Precisó que en esta iniciativa la competencia de la Justicia Militar se circunscribe al conocimiento de los delitos sancionados con pena militar. Éste, dijo, es un procedimiento sencillo de “desmilitarización” de delitos comunes, que en gran medida logra el objetivo de cumplir con las exigencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, pues la casi totalidad de los delitos comunes que artificialmente han sido “militarizados” a través de su inclusión en el Código de Justicia Militar, son sancionados precisamente con penas comunes y no con sanciones militares.





Así, como resultado, se logra desmilitarizar prácticamente todos los delitos cometidos por civiles, principal objetivo de una reforma que pretenda respetar las exigencias de la mencionada Corte. Sólo por excepción, connotó, se mantiene competencia militar sobre un caso aislado de delito cometido por civiles: el de requisición legítima por individuo no militar al servicio del Ejército, sin otorgar recibo de los suministros, contemplado en el artículo 329 del señalado Código.





Sostuvo que convendría regular la situación que se produciría en la hipótesis del artículo 238 del mismo Código, referido a la coparticipación de civiles junto a militares en un delito con pena militar, disponiendo, por ejemplo, la separación de las acusaciones ante tribunales de diverso orden y regulando los problemas asociados.





Agregó que la iniciativa, además, consigue desmilitarizar la casi totalidad de los delitos comunes cometidos por militares: por ejemplo, las violencias innecesarias (simples o con resultados de muerte, lesiones, etc.), el maltrato de obra a un inferior, los delitos contra la seguridad interior del Estado, los delitos contra la propiedad, los delitos de falsedad y los delitos contra los intereses del Estado en tiempos de paz que no afectan bienes jurídicos militares.





Sin embargo, agregó, no desmilitariza los raros casos en que delitos comunes se sancionan con penas militares, como la inutilización imprudente de edificios u obras militares en tiempo de paz, contrastando con la naturaleza de pena “común” que se impone por la misma figura dolosa, dada la arbitraria casuística del Código de Justicia Militar al asignar pena militar o común.





Luego, destacó que la Moción también desmilitariza algunos delitos de tiempos de guerra, que materialmente podrían considerarse delitos militares pero que en el Código respectivo están sancionados con penas comunes, nuevamente por la arbitraria casuística de asignación de penas militares y comunes, a pesar de no ser sancionados con penas militares. Es el caso, ejemplificó, de la acción de poner en libertad  a prisioneros de guerra con el objeto de que regresen a las filas enemigas, o la conducta del militar encargado de suministrar municiones en tiempos de guerra que, maliciosamente, deja de hacerlo.





Respecto de este punto, indicó que, en todo caso, y si bien una justicia militar de tiempos de guerra, con necesarias modificaciones orgánicas y procedimientales no emprendidas en este proyecto, podría conservar competencia para estos delitos, el hecho de que justamente no se hayan acometido estas reformas le impide concluir que la desmilitarización de los mismos sea un error.





Ahora bien, continuó exponiendo, lo cierto es que en estos casos puntuales se trataría de una desmilitarización algo arbitraria, pues cabe preguntarse por qué desmilitarizar estos delitos de tiempos de guerra y no los demás. Señaló que el hecho de que precisamente éstos y no otros tengan asignada en el Código de Justicia Militar penas comunes representa un criterio meramente formal.





Enseguida, se refirió a la restricción de la competencia extraterritorial que plantea la Moción.





Afirmó que no se entiende bien el propósito de la derogación de los numerales 3° y 4° del artículo 3° del Código de Justicia Militar. Consideró que ella produce algunas distorsiones: por ejemplo, un militar responderá ante la Justicia Militar de tiempos de guerra por el delito del artículo 245 si lo comete en Chile, pero lo hará ante la justicia ordinaria si lo comete en el extranjero y no se encuentra en las hipótesis de los numerales 1° y 2° del mismo artículo.





No es claro, advirtió, el fundamento de esa diferencia, ni si realmente se está buscando ese efecto.





Comentó que si lo que se pretende es excluir de la competencia extraterritorial de la Justicia Militar los delitos contra la seguridad exterior o interior del Estado, las mismas razones parecen existir para excluirlos de su competencia territorial.





En tal caso, sería necesario, dijo, además de la derogación de aquellos numerales 3° y 4°, sustituir en el Título II del Libro Tercero las penas militares por sus equivalentes civiles. De ese modo, todos los delitos contra estos bienes jurídicos, cometidos dentro o fuera del territorio nacional, quedarán sometidos a la justicia ordinaria.


Finalmente, ante una consulta de la Honorable Senadora señora Alvear, el profesor Couso explicó que la doctrina nacional ha alcanzado algunos consensos en relación a la Justicia Militar, fundamentalmente en cuanto a la modernización orgánica y procesal; la concentración de estos Tribunales en delitos militares cometidos por militares y en cuanto a la desvinculación de la Justicia Militar respecto de las instituciones armadas.


Luego, la Comisión escuchó al profesor señor Juan Domingo Acosta, quien comentó la modificación que el proyecto propone al artículo 5.° del Código de Justicia Militar.





Explicó que en el texto actual está sobreentendida la idea de competencia y que la Moción utiliza la voz “jurisdicción”, que, estimó, corresponde en este caso a la competencia.





Indicó que la Moción de la Honorable Senadora señora Alvear es más restringida que el Mensaje del Ejecutivo contenido en el Boletín Nº 5.159-07, pues sólo quedan bajo la competencia de los Tribunales Militares aquellos delitos que son castigados con pena militar, que están señalados en los artículos 216 y siguientes del Código de Justicia Militar.





Sin embargo, hizo notar que la iniciativa no limita la calidad de sujeto activo a los militares, lo cual puede conducir a una competencia más amplia, pues el artículo 3º deja a salvo las excepciones que establece el Código respecto de quienes no son militares.


Los miembros de la Comisión analizaron el proyecto y las opiniones formuladas. Destacaron que la Moción coincide con los propósitos generales de la referida iniciativa del Gobierno contenida en el Boletín Nº 5.159-07, en cuanto a restringir la competencia de la Justicia Militar, si bien persigue dicho objetivo a partir de un criterio diferente. Del mismo modo, consideraron los argumentos expuestos en el ya señalado Mensaje del Ejecutivo.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, estimó pertinente someter la iniciativa a votación únicamente en general, de modo de tener oportunidad, durante la discusión en particular, de introducirle los perfeccionamientos del caso, o bien, de precisar los vínculos y las posibilidades de armonizarla con el mencionado Mensaje del Ejecutivo contenido en el Boletín Nº 5.159-07, que la Comisión aprobó en general simultáneamente con este proyecto.


Puesta en votación en general la iniciativa, resultó aprobada por tres votos a favor y dos abstenciones. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez y Muñoz, don Pedro. Se abstuvieron los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina.

- - -


En virtud del acuerdo precedente, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros la aprobación del siguiente

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código de Justicia Militar:


1.- Efectúense las siguientes modificaciones al artículo 3.º:


a) Agrégase la siguiente oración al inciso segundo: "respecto de los que les corresponda conocer en virtud del artículo 5.°”, y


b)  Deróganse los números 3.° y 4.°.


2.- Sustitúyese el artículo 5.° por el siguiente:


"Artículo 5.°. Corresponde a la jurisdicción militar el conocimiento de los delitos que la ley castigue con pena militar. Los delitos castigados con penas comunes serán conocidos por la justicia ordinaria.".”.

- - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 16 y 30 de octubre y 6 de noviembre de 2007, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela (Jorge Pizarro Soto), y señores Alberto Espina Otero (Baldo Prokurica Prokurica), Hernán Larraín Fernández (Andrés Chadwick Piñera) y Pedro Muñoz Aburto.


Sala de la Comisión, a 8 de noviembre de 2007.

(Fdo.):NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ,

Abogada Secretaria
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE MODIFICA EL CÓDIGO DE JUSTICIA MILITAR PARA ALTERAR COMPETENCIA DE TRIBUNALES MILITARES Y SUPRIMIR LA PENA DE MUERTE

(5159-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República.


A las sesiones que vuestra Comisión dedicó al estudio de esta iniciativa concurrió el señor Subsecretario de Guerra, don Gonzalo García.


A una de dichas sesiones, asistieron, especialmente invitados, el Auditor General del Ejército, General de Brigada (J) señor Juan Patricio Arab; el Auditor General de la Armada, Contraalmirante (JT) señor Claudio Cereceda; el Auditor General de la Fuerza Aérea, General de Brigada Aérea (J), señor Renato Nuño, y el Auditor General de Carabineros, General (J), señor Ismael Verdugo.


Participaron, también, los profesores señores Juan Domingo Acosta, Sergio Cea y Jaime Couso.


Cabe dejar constancia que, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 66 y 77 de la Carta Fundamental, los artículos 1°, 3° y 4° deben aprobarse con carácter orgánico constitucional por incidir en las atribuciones de los tribunales.


A su vez, el artículo 2°, con excepción de su numeral 26, debe aprobarse como norma de quórum calificado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 19, número 3°, de la Constitución Política.


Es dable señalar que a la fecha de despacho de este informe, el Ejecutivo había hecho presente la urgencia con carácter de simple.


Finalmente, es procedente indicar que este proyecto fue conocido por la Comisión junto a otros que versan, igualmente, sobre la competencia de la Justicia Militar. Se trata de la Moción de la Honorable Senadora señora Alvear sobre jurisdicción penal militar, contenida en el Boletín Nº 4.792-07; de la Moción del Honorable Senador señor Navarro que modifica la ley Nº 19.253, excluyendo de la Justicia Militar a los miembros que indica de las comunidades indígenas, contenida en el Boletín Nº 4.669-07, y del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código de Justicia Militar, suprimiendo en la integración de la Corte Suprema al Auditor General del Ejército, Boletín Nº 2.215-07.

- - - - - - - - - -

ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa, deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


I. Disposiciones legales relacionadas con el tema en estudio:


a) Constitución Política de la República: Capítulo VI, sobre Poder Judicial. Su artículo 76 establece que la facultad de conocer de las causas civiles y criminales, de resolverlas y de hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribunales establecidos por la ley


Por su parte, el artículo 77 dispone que una ley orgánica constitucional determinará la organización y atribuciones de los tribunales que fueren necesarios para la pronta y cumplida administración de justicia en todo el territorio de la República.


b) Código de Justicia Militar: las normas del proyecto que versan sobre la competencia de los Tribunales Militares introducen modificaciones al Título I del Libro Primero, referido, precisamente, a dichos Tribunales. Aquéllas que suprimen la pena de muerte reemplazándola por la de presidio militar perpetuo calificado, enmiendan los Libros Tercero y Cuarto, sobre Penalidades y Otras Disposiciones.


c) La iniciativa introduce, además, ajustes de concordancia a algunas disposiciones de otros cuerpos legales. Es el caso del artículo 7° del Código Orgánico de Tribunales; de los artículos 3° y 5° del Decreto Ley Nº 321, de 1925, sobre libertad condicional para los penados, y del artículo 14 de la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

1) El Mensaje


En él, la Primera Mandataria expresa que la competencia de la Justicia Militar es uno de los principales temas pendientes de la modernización de la administración de justicia en nuestro país. Informa que la regulación de la judicatura militar en tiempo de paz no ha sufrido transformaciones estructurales y se contradice con los estándares internacionales en la materia, resultando incompatible con las exigencias de un Estado Democrático de Derecho, lo que ha sido advertido por diversos organismos e instituciones nacionales e internacionales.


Señala que uno de los principales defectos que presenta la jurisdicción militar es su excesivo ámbito de competencia, que permite el juzgamiento de civiles por tribunales militares en múltiples supuestos.


Indica que el principal jurista nacional en materia de jurisdicción penal militar, el señor Renato Astrosa, advertía, en 1973, acerca de esta situación en los siguientes términos: “Uno de los más graves problemas que acarrea la amplitud del fuero militar, más allá de lo que es aceptable desde un punto de vista doctrinario, es el juzgamiento de civiles por parte de los tribunales castrenses. Y ello por razones obvias: el reemplazo del tribunal ordinario por un tribunal castrense va, como se ha expresado, en desmedro de las garantías del imputado, lo que sólo se justifica cuando el delito pesquisado tenga el carácter de delito militar, el que, doctrinariamente, sólo puede ser perpetrado por militares y jamás por civiles.” (Renato Astrosa Sotomayor, Jurisdicción Penal Militar, Editorial Jurídica de Chile, 1973).


Prosigue expresando que luego del retorno a la democracia, la discusión académica, política y técnica sobre la materia ha cobrado nueva fuerza. En el contexto de seminarios y publicaciones sobre el rediseño de la justicia militar, los diversos planteamientos sobre el rol y función de esta clase especial de jurisdicción han ido convergiendo en la necesidad imperiosa de modificar el actual statu quo. Tanto de parte de las mismas instituciones castrenses como de la sociedad civil, la reflexión ha tendido a evaluar los ejes centrales de una jurisdicción militar moderna, en el contexto de un Estado Democrático de Derecho.


Agrega que esfuerzos específicos han sido realizados al interior de los Ministerios de Justicia y de Defensa Nacional, así como por fiscales y auditores militares, quienes tienen un especial conocimiento del desenvolvimiento práctico de los tribunales militares. Informa que para la elaboración de este proyecto se conformó una mesa técnica con representantes del Gobierno y de la justicia militar, que logró consensuar las distintas visiones sobre la materia.


Sostiene que, recientemente, el tema de la justicia militar, en concordancia con la perspectiva de un Estado Democrático de Derecho, ha recobrado importancia, como consecuencia de los procesos de recuperación o de consolidación de la democracia en los países del continente y de los avances en la promoción, protección y respeto de los Derechos Humanos.


Luego, recuerda que varias Mociones parlamentarias han abordado esta materia y constituyen expresión del permanente interés de los Gobiernos de la Concertación por establecer el debido proceso en la Justicia Militar. Al respecto, menciona el proyecto de ley formulado en su oportunidad por la Honorable Senadora Soledad Alvear (Boletín N° 4.792-07) y otro de los Honorables Senadores señores Sergio Bitar, José Antonio Viera-Gallo y Andrés Zaldívar (Boletín N° 2.746-07). Además, señala que se han considerado las Mociones presentadas por los Honorables Diputados señores Juan Bustos, Jorge Burgos, Francisco Encina, Fidel Espinoza, Guillermo Ceroni, Iván Paredes, Fulvio Rossi, Eugenio Tuma, Laura Soto y por el Diputado Riveros (Boletín N° 3.254-07), como así también el proyecto de los Honorables Diputados señores Antonio Leal, Osvaldo Palma, Iván Paredes, Alberto Robles y Eduardo Saffirio (Boletín N° 3.275-07).


Enseguida, manifiesta que la tendencia a limitar la competencia de los tribunales militares en el juzgamiento de civiles ha sido establecida mediante varias leyes aprobadas en los últimos años. Así, por ejemplo, lo expresan las denominadas Leyes Cumplido (N° 19.047), la ley Nº 20.048 en materia de desacato y la ley Nº 20.045 en materia de nueva modalidad de reclutamiento del servicio militar.


El siguiente paso lógico en esta tendencia, prosigue, es avanzar en la reducción del ámbito de competencia de la justicia militar al propiamente castrense, el que, por regla general, debe restringirse a los casos de militares que infringen gravemente los más importantes deberes que les corresponden. Al mismo tiempo, debe garantizarse la independencia e imparcialidad de sus tribunales. Sólo de este modo la actividad de los tribunales castrenses será compatible con la modernización de la justicia y, particularmente, con la Reforma Procesal Penal en curso.


A continuación, se refiere al derecho comparado.


Sostiene que desde el derecho comparado se pueden identificar básicamente tres modelos de justicia militar en tiempo de paz.


Un primer modelo de competencia es de juzgamiento extensivo y amplio a civiles por parte de tribunales militares.  Este sistema lo tuvo la España franquista y actualmente se encuentra vigente sólo en Chile y Bolivia. Un segundo modelo establece una competencia acotada al juzgamiento de uniformados por delitos militares (España, Portugal e Italia). El tercer modelo postula la supresión total de la jurisdicción militar y, en consecuencia, de la competencia (Alemania, Francia y en estudio en Argentina).  Aquí la modalidad es la común a todo proceso penal ordinario con la expresión de tipos penales y un régimen de atenuantes, agravantes y eximentes que toman en cuenta la profesión militar pero dentro de un proceso común.


Agrega que la inmensa mayoría de las Constituciones vigentes en los regímenes democráticos, incluidas las de nuestra región, consagran la jurisdicción militar en tiempos de paz en términos restrictivos, limitándola sólo al conocimiento de los delitos "puramente militares" o "de función". Nuestro país se ha mantenido, entonces, ajeno a la clara tendencia democrática mundial y latinoamericana. Hasta el momento no se ha producido un debate público general respecto de esta materia que permita superar las deficiencias y avanzar en el establecimiento de una judicatura militar acorde a un Estado Democrático de Derecho.


La Jefa de Estado manifiesta que, por otra parte, la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha manifestado una tendencia en orden a manifestar la incompatibilidad con el estándar de derechos humanos del juzgamiento de civiles por parte de tribunales militares. Esta tendencia jurídica se ha convertido en obligación para el Estado de Chile, como lo manifiestan con precisión y directamente el Caso Palamara Iribarne e indirectamente el Caso Almonacid.


Asimismo, la ausencia de esta reforma básica a la Justicia Militar se ha tornado en un imperativo después de la plena aplicación del Código Procesal Penal en Chile.  Ella establece los principios esenciales del debido proceso penal y este proyecto, sin abarcar todos los aspectos de aquél, va en la dirección de reparar los mínimos contenidos que supone la adaptación al debido proceso.


Señala que, adicionalmente, la reforma a la Justicia Militar que propone resulta favorable a las Fuerzas Armadas en la medida en que extrae del ámbito de aquélla los conflictos en los cuales se vean involucradas personas que no revisten el carácter de militares, evitando con ello que se traten materias que les son esencialmente ajenas.


Por todo lo anterior, afirma que es imperativo enfrentar la reforma de la Justicia Militar con decisión y prudencia a la vez. Con decisión en aquello que resulta contrario a la Constitución y al debido proceso y que supone restablecer el derecho de los civiles a ser juzgados de acuerdo a los parámetros de la nueva justicia penal definida por la unanimidad de nuestro Congreso en el Código Procesal Penal. Pero también este proyecto es una solución parcial y prudente porque existe conciencia de que la reforma a la Justicia Militar debe ser más amplia que la que en esta oportunidad se presenta.


Informa que por lo mismo, y en un acto administrativo paralelo al envío de este proyecto de ley, ha creado por Decreto Supremo del Ministerio de Defensa Nacional la Comisión que estudiará de aquí a fines del 2007 la propuesta de reforma integral de la Justicia Militar que enviará al Congreso Nacional durante el año 2008.  Allí se terminarán de perfeccionar diversos aspectos de los nuevos procedimientos ante los tribunales militares y se mejorará la independencia de los jueces y funcionarios de los tribunales militares, así como la tipificación de los delitos militares, en consonancia con los nuevos desafíos de la profesión militar en el siglo XXI.


A continuación, se refiere a la eliminación de la pena de muerte en nuestro ordenamiento nacional.


Indica que la reforma a la Justicia Militar no es el único objetivo del proyecto presentado pues, en su segunda parte, se aborda la eliminación de la pena de muerte del articulado del Código de Justicia Militar.


En esta materia, recuerda que en el año 2001 la ley N° 19.734 modificó el Código Penal y las principales leyes que consagraban este tipo de pena en nuestro ordenamiento jurídico, de manera que sólo restaba modificar los tipos penales militares. Por otra parte, este proyecto se enmarca en otras iniciativas del Ejecutivo, como la aprobación del Protocolo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la abolición de la pena de muerte (Boletín N° 4.733-10).


Informa que en la consolidación de un Estado Democrático de Derecho, el régimen punitivo de una sociedad debe presentar estándares que resguarden y respeten los derechos fundamentales de las personas. No sólo la Constitución Política de la República, sino que diversos instrumentos internacionales –entre los que destaca la Convención Americana de Derechos Humanos y el Pacto de Derechos Civiles y Políticos- consagran el derecho a la vida y establecen limitaciones para la imposición de la pena capital. Desde el punto de vista de la evolución de los derechos fundamentales, la eliminación de la pena de muerte se ha mostrado como uno de los pasos lógicos para limitar el poder del Estado y establecer una debida proporcionalidad entre el delito cometido y el castigo aplicado.


Añade que desde el punto de vista de la teoría de la pena, la prevención general negativa se ha esgrimido como la fundamentación central para la defensa de la pena de muerte. Castigar con la muerte busca, en este esquema argumentativo, la máxima disuasión frente a determinadas conductas punibles. Ello, sin embargo, no se encontraba exento de críticas. Advierte, sin embargo, que aun cuando esta no es la ocasión para desarrollar una extensa argumentación favorable a la eliminación de la pena de muerte, cabe explicar esquemáticamente las razones tendientes a su supresión.


En primer lugar, se entiende que generar la disuasión a través de la imposición de penas sobre personas, supone una utilización instrumental de las mismas, menoscabando su dignidad humana. Las personas son utilizadas como medios para conseguir fines de prevención. La utilización de la persona humana como medida político criminal no sólo no es respetuosa de los derechos fundamentales, sino también deslegitima el orden punitivo.


Por otra parte, el sistema criminal debe medir su eficacia preventiva no sólo respecto al establecimiento abstracto de penas, sino también al número de imposiciones efectivas y eficacia disuasiva en la sociedad. Todo ello es, al menos, dudoso en el caso de la pena de muerte, puesto que sólo se ha aplicado 58 veces por nuestros tribunales, con una repercusión pública no del todo efectiva, logrando que parte de la población se compadezca del condenado y se ponga en su rol.


En segundo término, va en directa contradicción con otros fines políticos criminales que se discuten en nuestro país. Tal es el caso de las políticas de reinserción y readaptación social, apelando a un sistema penitenciario que procure no sólo un bienestar individual, sino también social, disminuyendo la posibilidad de reincidencia en la comisión de delitos. Ciertamente, un sistema penal que permite la eliminación de uno de sus miembros no aspira a que el delincuente pueda reintegrarse a la sociedad.


En tercer lugar, existe la posibilidad del error judicial. Un sistema contradictorio permite una igualdad de armas a los intervinientes para exponer de la mejor forma las versiones de los hechos y el control mutuo de garantías. Ello no elimina, sin embargo, la posibilidad de que el sistema judicial incurra en equivocaciones o imponga una pena a quien, con posterioridad, se encuentra en condiciones de probar su inocencia o una conducta lesiva que no era acreedora de la pena de muerte. Toda imposición de la pena debe estar rodeada de una sombra de sospecha de la cual la pena de muerte no se escapa y se agrava en virtud de sus efectos. La posibilidad del error es cierta y se reconoce incluso a nivel constitucional, permitiendo recurrir a los tribunales de justicia revisar una posible indemnización por error judicial. Como sabemos, en el caso de la pena de muerte, dicho error es irreparable en términos de suprimir los efectos permanentes de la pena.


Enseguida, el Mensaje describe el contenido del proyecto.


Señala que éste se compone de cinco artículos permanentes.


El artículo 1º contiene las modificaciones propuestas al texto actual del Código de Justicia Militar, ordenadas en siete numerales referidos a cada uno de los preceptos que cambian.


En primer lugar, se modifica el artículo 3º, especificando que la jurisdicción de los Tribunales Militares en territorio nacional se ejerce, por regla general, sobre militares, para juzgar asuntos de jurisdicción militar. Se eliminan, por lo tanto, la jurisdicción sobre civiles y la alusión a los extranjeros, con el objeto de evitar vulnerabilidades procesales que terminen debilitando los bienes jurídicos que resguarda esta norma. Por ende, la regla general materializa la exclusión de dicha jurisdicción sobre los civiles tanto en el territorio nacional como en el extranjero. Sin perjuicio de lo anterior, esta misma norma establece que habrá algunas excepciones establecidas en el propio Código de Justicia Militar.


Asimismo, en este numeral se introducen modificaciones referidas a la extraterritorialidad de la jurisdicción militar. Para ello se precisa en el numeral 2° del artículo 3° de este Código, que los delitos cometidos por militares fuera del territorio nacional deban ser en el cumplimiento de una orden o en acto de servicio, siendo necesario que concurran dichas hipótesis restrictivas. Se excluye, de este modo, la posibilidad de conocer de cualquier tipo de delitos comunes en este supuesto.


Finalmente, se decide eliminar la expresión “contemplados en este Código” del numeral 3, eliminando, conjuntamente, el numeral 4° del inciso segundo del artículo 3°, puesto que se pretende que la jurisdicción y competencias de la justicia militar alcancen sólo a delitos militares contra la soberanía del Estado y su seguridad interior y exterior cuando sean cometidos por militares. La restricción, por tanto, apunta a excluir los civiles que estaban contemplados en el numeral 4º y ajustar la extraterritorialidad de la jurisdicción militar a todos los delitos contra la soberanía del Estado y su seguridad exterior e interior, cuando sean cometidos exclusivamente por militares.


Luego, el numeral 2 del proyecto reemplaza el actual artículo 5º, que trata de la competencia de la jurisdicción militar. Éste representa uno de los aspectos más importantes del proyecto, puesto que fija el nuevo perfil de competencia en que se desenvolverá la jurisdicción militar.


La primera de la modificaciones es la sustitución del inciso primero del numeral 1° del artículo 5° por un nuevo texto, que señala que los tribunales militares son competentes para conocer de las causas por delitos militares cometidos por militares, entendiéndose por tales delitos los contemplados en este Código.


De este modo, explica, se introducen dos cambios fundamentales.


En primer lugar, se precisa que se trata de causas por delitos militares cometidos por militares, lo que excluye, en consecuencia, de la competencia de los tribunales militares a los civiles que cometan tales delitos.


En segundo lugar, al eliminar la frase final del inciso primero del numeral 1° del artículo 5°, se reafirma la idea de que la competencia se extiende sólo a los delitos militares, esto es, los contemplados por el Código de Justicia Militar, excluyéndose de la competencia de la justicia militar las causas que leyes especiales sometan al conocimiento de los tribunales militares.


Sin embargo, este artículo presenta dos excepciones respecto a estas materias. En primer término, se mantiene la competencia de los tribunales militares para conocer de los delitos de maltrato de obra a carabineros, establecidos en los artículos 416, 416 bis, 416 ter y 417, sean cometidos por civiles o por militares. La segunda excepción corresponde a las infracciones contempladas en el Código Aeronáutico, cuando sean cometidas por civiles o por militares.


La segunda modificación es el reemplazo del texto del numeral 2º del artículo 5° por un nuevo texto que reemplaza el guarismo “4°” antiguo por “3°”, lo que lo hace armónico con el texto modificado del artículo 3° que elimina el numeral 4°, como se detalló.


La tercera modificación reemplaza el texto del numeral 3º por uno nuevo, que especifica que la Justicia Militar será competente para conocer de las causas por delitos comunes cometidos por militares que se hallaren frente al enemigo o en campaña, durante el estado de guerra. Por lo tanto, se asegura que no cualquier delito común cometido por un militar sea de competencia de los tribunales militares, sino únicamente cuando se den dichas exigencias, definidas técnicamente por el Código.


La expresión “frente al enemigo” está descrita en el artículo 419 como “no sólo cuando notoriamente lo tenga a su frente, sino desde el momento que haya emprendido los servicios de seguridad en contra de él”. Por su parte, estar en campaña se refiere a lo que el artículo 420 denomina “operar en plazas, territorios enemigos, o en plazas o territorios nacionales declarados en estado de asamblea o de sitio, aunque ostensiblemente no aparezcan enemigos en él”.


Esta disposición se aparta de la idea fundamental de limitar la competencia de la Justicia Militar sólo a los delitos militares, excluyéndola del conocimiento de los delitos comunes. Sin embargo, y dadas las especiales circunstancias en las que se cometerían los delitos comunes a los que se refiere este numeral, se consideró necesario y conveniente para una mejor y más efectiva  administración de justicia mantener dicha competencia dentro de la Justicia Militar, aunque delimitando la oportunidad de su ejercicio. Esto debido a que la sola comisión de delitos en las circunstancias mencionadas constituye un factor que afecta la capacidad operacional de las fuerzas militares y deteriora la disciplina.


La cuarta modificación corresponde al caso de delitos comunes cometidos por militares en el cumplimiento de una orden o en acto del servicio o en recintos militares.


Los primeros dos supuestos denotan que en el cumplimiento de una orden o en el desempeño de un acto de servicio se cometió un acto ilícito que podrá tener naturaleza militar o común. Los delitos militares cometidos de este modo están cubiertos por el numeral 1° del artículo 5°, pero los delitos comunes que pudieren cometerse en estas hipótesis no encuentran asidero al desaparecer el antiguo numeral 3°. Esta es la razón de incluir este nuevo numeral 4°, que también constituye una excepción al principio general de que la Justicia Militar sólo conozca de delitos militares. Esta excepción se justifica en la íntima relación entre el delito común cometido por el militar y el cumplimiento de la orden o la realización del acto del servicio que se exige en este numeral, cuestión que hace necesaria una consideración del asunto dentro de la esfera de la jurisdicción militar. Es importante destacar que no se incluye la necesidad de cometerse en tiempo de guerra u otra circunstancia especial.


El tercer supuesto moderniza una casuística decimonónica de lugares militares y adopta el concepto genérico de recinto militar, que está definido en el propio Código.


La quinta enmienda incorpora expresamente a la competencia de los tribunales militares el delito del artículo 75 del Decreto Ley Nº 2.306, de 1978, sobre Reclutamiento y Movilización de las Fuerzas Armadas. Dada la restricción de la competencia de los tribunales militares enunciada en el numeral 1º del artículo 5º -donde se limita a los delitos militares contemplados en el Código- se hace necesario insertar explícitamente este delito de reservistas que injustificadamente no concurren al llamado, haciéndolo coherente con la definición de militar que se establece en el artículo 6º.


La sexta modificación es la dotación de competencia respecto de las infracciones al Código Aeronáutico, como excepción al principio general de exclusión de civiles.


La última modificación consiste en la sustitución del antiguo numeral 4°, que pasa a ser el nuevo 7°, por un nuevo texto que otorga competencia a los tribunales militares para conocer de las acciones civiles que nazcan de los delitos enumerados en los numerales 1° a 6° mencionados, con la finalidad de obtener la restitución de la cosa o su valor. Esta modificación armoniza los guarismos de los numerales según las modificaciones introducidas y mantiene una competencia ya existente en la Justicia Militar, persiguiendo dar, de ese modo, cumplimiento al principio de economía procesal y facilitar a las partes la obtención de la ejecución de lo fallado.


Enseguida, el Mensaje explica el reemplazo del artículo 6°.


El numeral 3) del artículo 1° reemplaza el texto del artículo 6º por uno nuevo, que fusiona disposiciones de los antiguos artículos 6° y 7° del Código de Justicia Militar, dirigidos a definir el concepto de militar aplicable para efectos del Código. Es una disposición de gran relevancia, puesto que permite continuar perfilando con mayor precisión el principio general en que se basa el proyecto de establecer una justicia militar que conozca de causas referidas sólo a militares, excluyéndose a los civiles. De esta suerte, dejan de estar sujetos a la Justicia militar aquellos civiles que aparecían mencionados en el texto del antiguo artículo 6° como formando parte del concepto de militar.


Una tercera excepción a la exclusión de civiles de la competencia militar se refiere a los civiles que presten servicios directos al esfuerzo de guerra en territorio extranjero ocupado militarmente. Esta modificación al antiguo texto que señalaba “las personas que las sigan en campaña en el estado de guerra”, pretende modernizar y delimitar mejor la categoría de civiles que, dentro del contexto de un conflicto bélico, colaboran en forma directa con las Fuerzas Armadas. Sin embargo, la excepción se fundamenta por fines garantistas, ya que se busca proteger a estos nacionales en un evento de guerra en territorio extranjero, quedando dentro de la jurisdicción nacional y sin correr riesgo de verse violados sus derechos fundamentales en su condición de civiles.


Además, la modificación excluye a los empleados civiles de las Fuerzas Armadas y Carabineros y a los oficiales de reclutamiento. Asimismo, se simplifican las disposiciones respecto a los cadetes, grumetes, aprendices y alumnos regulares de las Escuelas Institucionales y de Carabineros de Chile, sujetándolos a todos al concepto de militar para los efectos de la aplicación de las reglas de competencia del Código de Justicia Militar, sin distinguir según los años de estudio realizados efectivamente, sino armonizando la competencia jurisdiccional con la disciplinaria establecida en la Ley Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas. Esto, atendiendo a la naturaleza efectiva de las relaciones de sujeción a las que dichos cadetes, grumetes, aprendices y alumnos regulares están adscritos y al contenido específico de los ilícitos militares que pueden cometer.


Luego, el numeral 4) deroga el artículo 7°, ya que sus disposiciones fueron absorbidas por el nuevo texto del artículo 6°.


A continuación, el numeral 5) deroga el inciso primero del antiguo artículo 9º, que explicitaba innecesariamente que los tribunales ordinarios serían competentes para conocer de los delitos comunes cometidos por militares en el ejercicio de funciones propias de un destino público civil. Con el nuevo artículo 5º, dicha disposición carece de sentido.


Además, actualiza la especificación de la competencia del juzgado de garantía que deba conocer de los ilícitos cometidos en nave militar en alta mar o en aeronave en vuelo. Se otorga competencia, en primer lugar, sobre las causas por delitos cometidos por civiles en una nave militar en la alta mar, señalando que en dicho caso conocerá el juzgado de garantía competente del primer puerto nacional de arribada y, en segundo lugar, de las causas por delitos cometidos por civiles en una aeronave en vuelo, correspondiéndole conocer en dicho caso al juzgado de garantía competente del primer aeropuerto nacional en que la aeronave en cuestión aterrice.


El numeral 6) reemplaza el antiguo artículo 11 por uno nuevo, con el fin de solucionar el problema de competencia respecto de los casos de autoría y participación conjunta de civiles y militares. La norma propuesta mantiene la competencia del tribunal militar para juzgar no sólo al autor de un delito de jurisdicción militar, sino también a los demás responsables de él, sean civiles o militares, eliminándose la innecesaria referencia al fuero.


En segundo lugar, se establece una rebaja obligatoria de pena en un grado para los coautores o partícipes civiles de un delito de jurisdicción militar, cometido por un militar. La rebaja se aplica una vez que han operado todas las reglas de determinación de la pena y se haya llegado a la pena concreta, en cada caso. Esta es la cuarta excepción al principio general de exclusión de civiles de la competencia de los tribunales militares. Su fundamento radica en que, pese a que los coautores o partícipes civiles se ven arrastrados por el militar a los tribunales militares, se reconoce la diferencia en el disvalor de las conductas en examen, aplicando obligatoriamente una rebaja de pena.


En tercer término, se elimina la referencia a los delitos conexos, adecuando la legislación militar a las valoraciones del legislador común en el marco de la reforma procesal penal, al haberse derogado el concepto de delitos conexos en el Código Orgánico de Tribunales.


Finalmente, se dispone que la calificación por el Tribunal Militar como delito de competencia de la jurisdicción ordinaria de un hecho que se tenga como delito de competencia de la jurisdicción militar durante la tramitación del proceso, alterará la jurisdicción, debiendo el juez militar inhibirse de seguir instruyendo el caso y pasando éste al tribunal ordinario que corresponda.


Enseguida, el numeral 7) agrega a las normas del inciso primero del artículo 12, referido a la preferencia que sobre la justicia Ordinaria tiene la  Justicia Militar cuando requieran medidas o diligencias que se relacionen con el imputado o procesado y pueda crearse alguna interferencia o dificultad para la práctica de las mismas, una limitación desde el punto de vista de los tipos penales respecto a los que se pueda aplicar. Se detalla que dicha preferencia opera cuando se trate de ciertos delitos especialmente graves contemplados en algunas disposiciones del Libro Tercero del Código de Justicia Militar. Se trata de los delitos de los Títulos II, sobre traición, espionaje y demás delitos contra la soberanía y seguridad exterior del Estado; III sobre delitos contra el Derecho Internacional; IV sobre delitos contra la seguridad interior del Estado; párrafo 1 del Título V sobre sedición o motín; y los artículos 336, números 1° y 2°, 337, números 1° y 2°, 350 y 351. Todos estos tipos cautelan bienes jurídicos ligados a la soberanía nacional y a la seguridad exterior e interior del Estado y la estabilidad de sus instituciones políticas, por lo que se estima conveniente y necesario que estando involucrados militares en calidad de inculpados por alguno de estos delitos, y dada la gravedad que ello puede suponer para los mejores intereses del país y de las propias Fuerzas Armadas, se mantenga la preferencia que establece el  artículo 12.


A continuación, el Mensaje presenta las modificaciones que se introducen al Código de Justicia Militar en relación a la eliminación de la pena de muerte.


Explica que en la segunda parte del proyecto se elimina la pena de muerte del mencionado Código y, en consecuencia, del ordenamiento jurídico nacional. Respecto a la eliminación de la pena de muerte, el proyecto en cuestión crea una pena de presidio militar perpetuo calificado, con condiciones y exigencias simétricas a la común existente en el Código Penal.


Para ello, primero se procede a derogar la pena de muerte y sustituirla por esta nueva sanción, que replica las condiciones de aplicación del artículo 32 bis del Código Penal: que el régimen de cumplimiento es agravado frente al presidio perpetuo simple, exigiendo que para que proceda el beneficio de libertad condicional deben transcurrir al menos cuarenta años de privación de libertad efectiva. Se excluye la posibilidad de beneficios penitenciarios y las salidas que puede hacer el reo se contemplan únicamente cuando el cónyuge, padres o hijos se encuentren en inminente riesgo de muerte o hubieren fallecido. Finalmente, se establecen requisitos adicionales tanto para el indulto como para las leyes de amnistía, extremando la excepcionalidad de este régimen de extinción de la responsabilidad penal.


La iniciativa, además, modifica otros cuerpos legales para asegurar la identidad normativa entre el presidio perpetuo calificado común y su símil militar. Respecto del Decreto Ley N°321, de 1925, que establece la libertad condicional para los condenados, se igualan las exigencias en el procedimiento de solicitud de libertad condicional respecto de ambas penas y, a su vez, se establece igualmente el control revisor de la Corte Suprema. Por lo mismo, en el Código Orgánico se ajustan las competencias de la máxima magistratura del país en orden a controlar la concesión de libertad condicional a los condenados a presidio militar perpetuo calificado. De esta forma, la inclusión de esta pena se hace homologando los efectos respecto de su equivalente común, difiriendo únicamente en cuanto a las penas militares accesorias y al lugar de cumplimiento de la pena.


Se señala que se ha preferido crear una pena militar especial para no alterar indebidamente el sistema de penas del Código de Justicia Militar. Lo que se pretende con el proyecto es la eliminación de la pena de muerte del ordenamiento jurídico nacional, ajustando el régimen penal castrense a dichas consideraciones sustantivas, pero en espera de una reforma sustantiva al mismo, que revise tanto las penas como la tipificación criminal de conductas de relevancia militar. En consecuencia, el proyecto intenta no ser intruso con la lógica del Código; empero, mantiene la vocación de ajuste del régimen punitivo militar a las consideraciones materiales de corrección de un Estado Social y Democrático de Derecho.


Con respecto a los tipos penales en los que se sustituye la pena de muerte, se recuerda que se pueden identificar dos clases: la figura penal general que establecía la pena de muerte y las figuras calificadas o agravadas.


En el primer grupo se encuentran algunos de los delitos de servicios, como el artículo 287 con la renuncia de marchar contra el enemigo o realizar servicio de guerra; o el artículo 288 que contempla figuras como desobedecer órdenes de conservar la posición o el jefe que procede a la rendición de puesto o fuerzas militares sin ejercer los medios de defensa necesarios. En estos casos, el tipo penal general contempla la pena de muerte que es sustituida por la de presidio militar perpetuo calificado.


En el segundo grupo, sin embargo, se encuentra la mayor cantidad de casos que contemplan la pena capital. Se trata de las figuras calificadas, donde la circunstancia calificante hace merecer la pena de muerte. En este caso se ubican los artículos 262 (promotores de incendio, destrucción o saqueo de inmuebles, desobedeciendo al superior), 270 (promotor de sublevación frente al enemigo extranjero), 272 (sedición), 303 (abandono del comando comprometiendo la seguridad del Estado), 327 (usurpación de funciones en tiempo de guerra), y 336 (dejar de cumplir órdenes o modificarlas frente al enemigo), entre otros delitos militares. La sustitución en este grupo operó de la misma forma, consolidando el presidio militar perpetuo calificado como la pena más alta del Código y aboliendo definitivamente la pena de muerte.


El proyecto contempla, además, otras disposiciones.


El artículo 2º, en su numeral 26, enmienda una omisión del legislador en el artículo 404 del Código, incorporando los nuevos tipos penales de los artículos 416 bis y 416 ter. Se busca homologar el régimen punitivo de la policía marítima al caso de Carabineros, incorporando los mismos tipos penales de maltrato de obra.


A su vez, el artículo 3º modifica en lo pertinente el Decreto Ley Nº 321, de 1925, homologando el presidio militar perpetuo calificado a su par común, en lo que respecta al régimen de libertad condicional, como se expresó anteriormente.


El artículo 4º dota de competencia al pleno de la Corte Suprema para conocer de las libertades condicionales en el caso del presidio militar perpetuo calificado.


El artículo 5º modifica el artículo 14 de la ley N° 20.000, sobre tráfico ilícito de estupefacientes, a fin de mantener la circunstancia agravante que allí se contempla, en relación al consumo de sustancias ilícitas en las situaciones y recintos militares que señala el nuevo artículo 5º del Código de Justicia Militar, propuesto en este Mensaje.


Finalmente, en cuanto a la entrada en vigor de esta ley, el artículo 6º fija un plazo de 60 días después de su publicación en el Diario Oficial. Además, se establece que esta ley regirá sólo para aquellas infracciones cometidas a partir de dicha fecha y no se alterará la jurisdicción ni la competencia sobre las causas en curso radicadas en los tribunales militares.

2) Opinión de la Corte Suprema





Por considerarlas de especial interés, se transcriben en este informe las conclusiones a que llegó la Corte Suprema al ser consultada con respecto a esta iniciativa.





Éstas son las siguientes:





“III. Conclusiones:




1) Es menester expresar que de acuerdo a las modificaciones propuestas, los Tribunales Militares, por regla general, sólo ejercerán jurisdicción sobre militares para juzgar asuntos de la jurisdicción militar. Ahora bien, en principio, estos Tribunales no tendrán competencia para juzgar a civiles, excepto en los delitos de maltrato de obra a carabineros establecidos en los artículos 416, 416 bis, 416 ter y 417 del Código de Justicia Militar. Cabe tener presente que con la modificación propuesta al artículo 404, se hacen aplicables a la autoridad marítima y su personal los artículos 416 bis y 416 ter, referidos al maltrato de obra a carabineros. Lo mismo ocurre respecto de las infracciones contempladas en el Código Aeronáutico; en los casos en que civiles presten servicios directos al esfuerzo de guerra en territorio extranjero ocupado militarmente, los que, de acuerdo al nuevo artículo 6°, para los efectos del Código de Justicia Militar se considerarán militares, y respecto a los coautores o partícipes civiles de un delito cometido por un militar, los que tendrán una rebaja obligatoria de pena en un grado, una vez que se haya determinado la pena concreta para cada caso, de acuerdo a lo dispuesto en el nuevo artículo 11.





Excepcionalmente, se otorga competencia a los Tribunales Militares para conocer delitos comunes cometidos por militares en los casos contemplados en los numerales 3 y 4 del nuevo artículo 5°. Esto es: a) en causas por delitos comunes cometidos por militares que se hallaren frente al enemigo o en campaña, durante el estado de guerra, y b) en causas por delitos comunes cometidos por militares en el cumplimiento de una orden o en acto de servicio o en recintos militares.





2) Por otra parte, la eliminación de la pena de muerte del articulado del Código de Justicia Militar parece razonable y es acorde con lo dispuesto en tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentran vigentes, como la Convención Americana de Derechos Humanos y el Pacto de Derechos Civiles y Políticos, y con la ley N° 19.734, que modificó el Código Penal y las principales leyes que consagraban este tipo de pena en nuestro ordenamiento jurídico.





3) La creación de la pena de presidio militar perpetuo calificado, en reemplazo de la pena de muerte, cuyas condiciones de aplicación se homologan a las del presidio perpetuo calificado del artículo 32 bis del Código Penal, parece igualmente razonable y no merece objeciones.





4) Finalmente, se estima conveniente señalar que de acuerdo a la redacción del artículo 11 del Código de Justicia Militar, propuesta por el presente proyecto, no existe la disconformidad que esta Corte advirtió anteriormente, respecto del artículo 169 del Código Orgánico de Tribunales.





Por lo tanto, en razón de lo expuesto, esta Corte estima la conveniencia del proyecto de ley sometido a su opinión.





Sin perjuicio de lo señalado, este Tribunal considera que los civiles imputados de maltrato a Carabineros deben quedar excluidos de la justicia militar, toda vez que tales tribunales son de “fuero” y por tanto deben servir precisamente a las personas que gozan de tal categoría, es decir, a militares.




Asimismo, esta Corte Suprema se hace el deber de señalar que el proyecto no distingue ni hace excepción respecto de los menores adolescentes que sean imputados por delitos de competencia de los tribunales militares, los cuales debieran ser siempre juzgados por los tribunales ordinarios, todo ello según la Ley de Responsabilidad Penal de los Adolescentes, la cual fue dictada para dar cumplimiento a normas internacionales y tratados ratificados por Chile.




Finalmente, y tal como se ha hecho presente en oportunidades anteriores, al aumentar la competencia de los tribunales ordinarios, se deberán adoptar las medidas tendientes a proveer de los recursos necesarios que financien su actividad.”.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor José Antonio Gómez, puso en discusión en general el proyecto.


En primer término, usó de la palabra el Subsecretario de Guerra, señor Gonzalo García.





Explicó que la iniciativa enviada por el Ejecutivo busca adecuar ciertas materias del Código de Justicia Militar a diversos estándares exigidos en el Derecho Moderno. En primer lugar, se encuentra el estándar del Estado Democrático de Derecho que, desde las bases de la institucionalidad, concibe un Estado al servicio de la persona humana y respetuoso de los derechos fundamentales de la misma.





En segundo término, está el estándar del Derecho Internacional de los Derecho Humanos, en cuanto a las exigencias del debido proceso, el tratamiento de prisioneros de guerra y diversas disposiciones del Derecho Humanitario.





En un tercer punto, debe considerarse el estándar concreto de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que obliga directamente a raíz de los casos Palamara Iribarne y Almonacid Arellano contra el Estado de Chile, a restringir la competencia de los tribunales militares en tiempo de paz.





Finalmente, existe un último estándar que surge de las decisiones del Tribunal Constitucional chileno, respecto de la inaplicabilidad del delito de incumplimiento de deberes militares, con efectos relativos, en la reciente sentencia de Rol N° 781–2007.





En estas circunstancias, señaló que se formó una comisión de estudios integrada por expertos, tanto civiles como militares, con la misión de proponer diversos proyectos de ley por etapas, para así lograr una reforma integral del Código de Justicia Militar de manera práctica y realista.





Expresó que dado que resulta políticamente inviable obtener una completa reforma a la Justicia Militar en el marco de un único proyecto de ley dentro de plazos razonables y, más aun, que intentar un proceso integral de reforma podría resultar contraproducente y terminar minando cualquier iniciativa al respecto, se hizo aconsejable plantear una estrategia legislativa en etapas. De este modo, cada una de las etapas resultará en un proyecto de ley de reforma parcial de la justicia militar, los que, en conjunto, constituirán un proceso de cambios que acabará en el lapso de un par de años con un sistema radicalmente nuevo en Chile.





Indicó que por todo lo anterior, es imperativo enfrentar la reforma de la Justicia Militar con decisión y prudencia a la vez. Con decisión para ir resolviendo a la brevedad posible las situaciones más urgentes por su incompatibilidad con el Estado de Derecho vigente en Chile y con los estándares internacionales sobre la materia, y con prudencia, a fin de asegurar una reforma integral de alta calidad dentro de un tiempo razonable y con el mayor respaldo político e institucional posible.





Sostuvo que el primer desafío que emprende este proyecto es acceder al estándar básico que se deriva de lo ya dicho, y cumplir con obligaciones internacionales de la Corte. Esto se traduce en dos líneas centrales: la reducción de la competencia de los tribunales militares y la eliminación de pena de muerte, procurando el efecto de abolirla del ordenamiento jurídico chileno en razón de lo dispuesto en el artículo 4° de la Convención Americana de Derechos Humanos.





Esta etapa, acotó, ya cuenta con el informe favorable de la Corte Suprema en todo lo pertinente a la competencia y organización de los tribunales militares, estimándose, además, valiosa la eliminación definitiva de la pena de muerte en nuestro ordenamiento jurídico.





El señor García se refirió, enseguida, a las etapas de esta reforma.





Dijo que luego de consignar la primera etapa de reforma -contenida en el proyecto de ley en estudio-, la estrategia del Ejecutivo plantea continuar con las siguientes:





La segunda etapa se refiere a la adecuación del derecho interno a normas y obligaciones internacionales (armamento prohibido, delitos de lesa humanidad, normativa de derecho internacional humanitario, prisioneros de guerra, regulación de  mercenarios, etc.). La tercera etapa, a su vez, versará sobre la reforma procesal militar, procurando el establecimiento del debido proceso (desde la integración de los tribunales militares hasta el procedimiento mismo).





Luego, la cuarta etapa reformará el derecho penal sustantivo, con la consiguiente actualización de los tipos penales militares (según la moderna distinción de Derecho a la guerra, durante a la guerra y post guerra).





Por otra parte, expresó que para asegurar óptimos resultados técnicos y políticos en esta materia y para facilitar la coordinación de los distintos sectores involucrados, fue aconsejable establecer en un acto administrativo paralelo al envío del proyecto de ley inicial, una Comisión de Reforma de la Justicia Militar que estudiará de aquí a finales del 2008 las sucesivas propuestas de reforma de la Justicia Militar a ser enviadas al Congreso Nacional durante el próximo año. La Comisión velará por el resultado armónico de una reforma integral en etapas sucesivas al Código de Justicia Militar y demás leyes conexas.





Informó que esta Comisión estará formada por representantes de los Ministerios de Justicia, Interior, Relaciones Exteriores y Defensa Nacional, de las Fuerzas Armadas y de Carabineros de Chile, procurando abarcar las diversas áreas de gravitación de la justicia militar. De esta forma, los expertos procurarán adecuar las normas del derecho interno a las exigencias internacionales y sistematizar la reforma de manera tal que no haya contradicciones entre los diversos proyectos de ley.





Antes de analizar el contenido del proyecto, el señor García consideró pertinente efectuar algunas consideraciones previas.





Observó que el proyecto en cuestión recoge una clara tendencia nacional en la materia, que va desde las denominadas Leyes Cumplido -donde se limitó la competencia de los tribunales militares para casos de la Ley de Delitos Terroristas-, hasta las recientes leyes de desacato y de reclutamiento y movilización. Además, es afín a una tendencia comparada de reducción  y limitación de la competencia de los tribunales militares. Como señala el Mensaje del Ejecutivo, dijo, en el Derecho Comparado conviven tres modelos de justicia militar: uno ampliado, como es el caso actual de Chile y Bolivia o de la España franquista, donde los tribunales militares pueden juzgar en numerosos casos a civiles; uno restringido, que reconoce la jurisdicción militar pero que la circunscribe a una competencia funcional, es decir, estrictamente vinculada a asuntos militares, y un modelo de conocimiento de competencia ordinaria, donde las situaciones particulares se regulan en el Derecho Penal sustantivo, mediante agravantes y atenuantes especiales, pero radicado en los tribunales ordinarios.





Consideró que en nuestro caso, en consonancia con la tradición histórica del país y por razones de coherencia legislativa, es conveniente procurar una jurisdicción militar acotada, que permita juzgar a militares por delitos militares y que no involucre a civiles en estas materias.





Enseguida, el señor García explicó el contenido del proyecto.





Como primera regla general, la competencia de los tribunales militares se limita al juzgamiento de militares que hayan cometido delitos militares propiamente tales, excluyendo a los civiles. Se restringe el concepto de delito militar a una noción estrictamente formal, siendo considerado como tal aquél establecido únicamente en el Código de Justicia Militar.





A esta regla general se fijan sólo cuatro excepciones de derecho estricto: 1) los delitos de maltrato de obra (artículos 416, 416 bis, 416 ter y 417 del Código de Justicia Militar); 2) delitos del Código Aeronáutico (artículo 5 N° 6 del mismo Código); 3) coparticipación o coautoría en delitos militares (que se justifica por el principio de unidad de jurisdicción y que se morigera por una reducción obligatoria de la pena, artículo 11 del señalado Código) y 4) civiles que presten servicios directos al esfuerzo de guerra en territorio extranjero ocupado militarmente (artículo 11 del mismo cuerpo legal).





La segunda regla general es la territorialidad de la competencia. Se restringe la extraterritorialidad de la jurisdicción militar, sobre la base de distinguir entre cumplimiento de una orden o en acto de servicio. Ello se aleja de la amplísima  regla anterior, donde se utilizaba el criterio de ejercicio de funciones o en comisión de servicio. Además de ello, se cubren las hipótesis de militares chilenos en situación de una operación de paz, en la cual, de acontecer algún tipo de delitos, son trasladados y juzgados en Chile. Respecto de los militares extranjeros en Chile, algunos de ellos gozan de inmunidades de jurisdicción en razón del Derecho Internacional (en su condición de diplomáticos y representantes de sus Estados ante el país) y otros se ven cubiertos por nuestra jurisdicción militar en virtud de lo dispuesto en el artículo 6° del Código de Justicia Militar, cuando están afectos al tratamiento de prisioneros de guerra. Recordó que esta misma Cámara tramita un proyecto de ley que regula materias relativas a inmunidades de jurisdicción, privilegios y derechos del personal militar extranjero en Chile (Boletín Nº 4.859-10).





Señaló que la tercera regla general es que los delitos comunes cometidos por militares son juzgados por los tribunales ordinarios. Esta regla pretende la reducción de la justicia militar a las hipótesis estrictamente funcionales y circunscritas a la labor militar. En razón de este fundamento es que se entienden sus excepciones.





En cuanto a las excepciones,  los tribunales militares pueden juzgar delitos comunes cometidos por militares cuando 1) se encuentra en estado de guerra, frente al enemigo o en campaña; 2) aquellos cometidos en cumplimiento de una orden o en acto de servicio, y 3) aquellos cometidos en un recinto militar. En este último caso se restringe y actualiza la noción de “recinto”.





Refiriéndose a la supresión de la pena de muerte, explicó que la iniciativa busca profundizar una tendencia nacional y mundial en torno a la abolición de la pena capital en los ordenamientos jurídicos. Un Estado Democrático de Derecho, dijo, es respetuoso de la dignidad de los integrantes de su comunidad y, por lo tanto, se considera ontológicamente al hombre como un fin en sí mismo y no un medio para la consecución de fines de prevención general.





Explicó que para fundamentar un Derecho Penal legítimo dentro del Estado moderno, se ha entendido que una condición necesaria radica en la no instrumentalización de los destinatarios de las normas y, en último término, en su preservación y en su no aniquilación. El Derecho, en consecuencia, no puede afectar la  esencia del derecho a la vida y debe ser respetuoso de la centralidad del ser humano como sujeto de derechos y no como objeto del mismo.





Al respecto, agregó que se podría presentar la duda acerca de si con la derogación de la pena de muerte en el Código de Justicia Militar opera el efecto de la abolición de la misma en el ordenamiento respectivo, según lo dispuesto en el artículo 4 de la Convención Americana de Derechos Humanos. Para esto, señaló que hay que tener presente la discusión comparada y, específicamente, el caso español, donde la Constitución consigna la posibilidad de imponer la pena capital mientras ésta fue derogada en el año 1995. Para los españoles no hay duda de que la pena de muerte se encuentra abolida, pese a que la Constitución aún mantiene la posibilidad de implementación, puesto que una vez derogada plenamente en sus disposiciones legales, ésta es eliminada por completo del ordenamiento en cuestión, coherentemente con una interpretación pro libertatis de las reglas constitucionales.





Sostuvo que, además, debe tenerse presente la sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos recaída en el caso Mc Cann y otros vs. Reino Unido (serie A 324, de 27 de septiembre de 1995), donde el Tribunal estimó que había una vulneración del artículo 2 de la Convención Europea, que protegía el derecho a la vida, en la aplicación de la pena de muerte.





Finalmente, señaló que este esfuerzo se ubica dentro de otros del mismo Ejecutivo, como la aprobación del Protocolo de la Convención Americana de Derechos Humanos, relativo a la abolición de la pena de muerte (contenido en el Boletín Nº 4.733-10).





Refiriéndose a los efectos jurídicos de la supreción de la pena de muerte, expresó que esta tendencia mundial también genera efectos jurídicos a nivel interno pues opera lo prescrito en el artículo 4° de la Convención Americana de Derechos Humanos, que dispone, en lo pertinente, que los países que la han abolido no podrán restablecerla en caso alguno. Por lo tanto, el sistema jurídico de penas se clausura en torno a las posibilidades de sanciones punitivas, excluyendo la alternativa de privar la vida de una persona humana en razón de un tipo penal.





Explicó que el contenido del proyecto, en esta parte, propone la sustitución de la pena de muerte por presidio militar perpetuo calificado, que es del todo equivalente al presidio perpetuo calificado como pena común. En el proyecto de ley se establece que esta pena se rige por lo dispuesto en el artículo 32 bis del Código Penal y que le son aplicables las normas pertinentes del régimen de libertad condicional para este tipo de condenados.  Hay, en consecuencia, una plena homologación entre la pena militar y la pena común.





Enseguida, informó que el proyecto sustituye la pena de muerte en veinte delitos. Además de lo anterior, se propone la eliminación de la ejecución sumaria en circunstancias extremas (contemplada en el artículo 287). Esta situación se considera prevista por las reglas generales de imputación de responsabilidad penal, es decir, puede ser subsumida en alguna causal de justificación, como es el cumplimiento de un deber o la legítima defensa -tanto propia como de terceros- o, finalmente, vía culpabilidad, dada la inexigibilidad de una conducta ajustada a Derecho.





Por otra parte, el proyecto propone modificar el Decreto Ley N° 321 sobre libertad condicional, a fin de hacer aplicable a la pena de presidio militar perpetuo calificado lo relativo a la concesión o revocación de este beneficio. Esto tiene el fin de homologación del régimen de la pena militar con la pena común.





Además, se introduce una modificación al número 7 del artículo 96 del Código Orgánico de Tribunales, que otorga al Pleno de la Corte Suprema la facultad de conocer y resolver la concesión o revocación de la libertad condicional en los casos en que se hubiere impuesto la pena de presidio militar perpetuo calificado. Esto, igualmente, busca la homologación del régimen de la pena militar con la pena común.





Asimismo, se introduce una enmienda a la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y otras sustancias sicotrópicas.





La idea, dijo, es ajustar esta ley de manera de hacer operativa la agravante que consigna en su artículo 14, adecuando la noción de recinto militar, modificada en el artículo 5° del Código de Justicia Militar.





Finalmente, informó que el proyecto propone una entrada en vigencia diferida de 60 días, contados desde la publicación de la ley. Ésta, además, sólo rige para el futuro y no se altera la jurisdicción y competencia en curso de las causas actuales, quedando radicada en los tribunales ya declarados como competentes para conocer del asunto.


Enseguida hizo uso de la palabra el Auditor General del Ejército, General de Brigada (J) señor Juan Patricio Arab.





Hizo presente, en primer término, que el proyecto contempla una reducción de la competencia de los Tribunales Militares y por, otra parte, la derogación de la pena de muerte, creando el presidio militar perpetuo calificado. Consecuentemente, dijo, subsisten el procedimiento y los delitos militares establecidos en el Código del ramo, cuyas modificaciones serán objeto de una futura iniciativa en el año 2008.





Hizo notar que, en general, el proyecto excluye de la jurisdicción militar a los civiles, manteniendo competencia de manera excepcional sólo respecto de aquellos que incurran en delitos de homicidio y maltrato a Carabineros, de los delitos del Código Aeronáutico, del delito previsto para reservistas contemplado en el artículo 75 del Decreto Ley Nº 2.306 y de aquellos cometidos en naves militares o aeronaves en vuelo.





En lo relativo al personal militar, se mantiene la competencia respecto de los delitos militares, como, asimismo, respecto de los delitos comunes cometidos por militares en tiempo de guerra cuando se perpetran en presencia del enemigo o en campaña y también respecto de aquéllos cometidos en tiempo de paz o de guerra, cuando se perpetran en cumplimiento de una orden, en acto de servicio o en el interior de un recinto militar. Se excluyen los delitos cometidos por militares con ocasión del servicio.





A continuación, el señor Auditor exhibió a la Comisión los siguientes antecedentes:

Evolución de la competencia en materias de justicia militar

	0 1926-1973


	0 D.L. Nº 650
	0 26 septiembre 1932
	0 Incorporación al Código de Justicia Militar del Título que consagra los delitos de maltrato de obra a carabineros de servicio.

	0 D.F.L. Nº 221
	1 30 mayo 1931
	1 Entrega a la Justicia Militar el conocimiento de los delitos previstos en el Código Aeronáutico.

	0 Ley Nº 11.170
	2 12 junio 1953
	2 Otorga a la Justicia Militar el conocimiento de los delitos establecidos en la Ley de Reclutamiento.

	0 Ley Nº 12.921
	3 06 agosto 1958
	3 Permite el juzgamiento de civiles cuando los delitos de la Seguridad del Estado se cometen conjuntamente con militares.

	0 Ley Nº 17.798
	4 21 octubre 1972
	4 Otorga competencia en materia de control de armas a los Tribunales Militares.


	0 1974-1989


	0 Decreto Ley Nº 77
	0 03 octubre 1973
	0 Entrega la persecución a los Tribunales Militares de los ilícitos que se produzcan como consecuencia de la disolución de los partidos políticos (Derogado en 1990).

	0 Decreto Ley Nº 604
	1 10 agosto 1974
	1 Prohibición de ingreso al territorio de la República (Derogado en 1990).

	0 Decreto Ley Nº 2.306
	2 12 septiembre 1978
	2 Otorga competencia a la Justicia Militar para conocimiento de los delitos de reclutamiento, reemplazando la Ley Nº 11.170.

	0 Ley Nº  18.314
	3 17 mayo 1984
	3 Determina las conductas terroristas y su penalidad, otorgando competencia a los Tribunales Militares (Modificada por las Leyes Cumplido).


	0 1990-2005


	0 Ley Nº 19.029
	0 23 enero 1991
	0 Modifica penalidad. Elimina pena de muerte en tiempo de paz.

	0 Ley Nº 19.047
	1 14 febrero 1991
	1 Excluye de la Justicia Militar la competencia sobre delitos terroristas, ofensas a Carabineros, porte ilegal de arma convencional y amenazas e ingreso clandestino.

	0 Ley Nº 20.000
	2 26 febrero 2005
	2 Elimina el delito de consumo y porte de drogas en recintos militares.

	0 Ley Nº 20.014
	3 13 mayo 2005
	3 Disminuye competencia control de armas.

	0 Ley Nº 20.045
	4 10 septiembre 2005
	4 Traspasa competencia en materia de reclutamiento y movilización.

	0 Ley Nº 20.064
	5 29 septiembre 2005
	5 Incorpora el delito de homicidio de Carabinero en servicio, deroga el atentado a Carabinero en servicio y aumenta las penas en el maltrato de obra a Carabineros.






En síntesis, señaló que la Justicia Militar, a partir de 1990, ha sido reiteradamente modificada para disminuir su competencia, manteniéndola respecto de civiles sólo en casos excepcionales.





En consecuencia, concordó con el proyecto de ley en estudio, en el sentido de mantener excepcionalmente un juzgamiento de civiles en la justicia militar, sin perjuicio de la necesidad adicional de modificar aspectos de procedimiento, así como materias referentes a órganos y tipos penales, lo que resulta imprescindible para adecuarse a los estándares internacionales y constitucionales y a la Reforma Procesal Penal.


El Auditor General de la Armada, Contraalmirante (JT) señor Claudio Cereceda, coincidió con los criterios anteriormente expuestos. Hizo notar que el Mensaje es producto de un trabajo en que participaron activamente los Auditores Generales de las distintas Ramas de las Fuerzas Armadas y de Carabineros.


En consecuencia, sus contenidos y propósitos son compartidos por todas estas autoridades.


Señaló, además, que concordaba con el propósito de resolver los dos aspectos centrales que aborda esta iniciativa, entendiendo que es el primer paso de un proceso de modernización de la Justicia Militar, que implicará la tramitación sucesiva de nuevos proyectos.





El Auditor General de la Fuerza Aérea, General de Brigada Aérea (J), señor Renato Nuño, hizo suyo lo expresado por quienes lo antecedieron en el uso de la palabra.





Precisó que el trabajo conjunto de los Auditores comenzó hace varios años, con anterioridad a la sentencia del caso Palamara, y que tuvo origen en la iniciativa del entonces Ministro de Defensa Nacional señor Mario Fernández, en orden a adecuar la Justicia Militar al espíritu de la Reforma Procesal Penal.





El Auditor General de Carabineros, General (J) señor Ismael Verdugo, recordó que al inicio del trabajo conjunto ya referido se manifestó la preocupación por la posibilidad de que la Justicia Militar nunca pudiera juzgar a civiles. Sin embargo, los estudios posteriores justificaron la inclusión en esa jurisdicción especial de ciertos delitos cometidos por civiles, como es el caso de aquellos contemplados en los artículos 416, 416 bis, 416 ter y 417 del Código del ramo, lo que se estima muy satisfactorio por la institución que representa.


Enseguida, la Comisión escuchó la opinión del Profesor señor Jaime Couso.




El mencionado académico comenzó su exposición formulando algunas consideraciones generales en relación a las necesidades de reforma de la Justicia Militar.





Al respecto, hizo referencia a algunas publicaciones recientes de su autoría y de la de otros especialistas, en el marco de un Proyecto de Investigación sobre la Justicia Militar dirigido por el profesor señor Jorge Mera en la Universidad Diego Portales. Informó que en ellas se desarrolla latamente un estudio de los problemas y soluciones que debería considerar una reforma integral de la Justicia Militar.





Hizo presente que del resultado de esa investigación, se pueden destacar los siguientes puntos:





- La Justicia Militar, como justicia de fuero, ha definido su amplia competencia y ha mantenido su dependencia de las instituciones armadas y del Poder Ejecutivo, para asegurar que la decisión de las causas sometidas a su conocimiento expresen los intereses de las referidas instituciones, especialmente en épocas de conflicto importantes de la sociedad civil. Se ha hecho notar que tras 17 años de democracia, es fundamental reformarla, exigencia que también ha planteado la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el fallo Palamara.





- En segundo término, señaló que cabe formularse dos interrogantes: ¿bajo qué condiciones se justifica una justicia militar? y ¿con qué finalidad? Estas preguntas, dijo, son pertinentes, considerando que otros países incluso no cuentan con una justicia militar para los tiempos de paz y juzgan los delitos militares ante la justicia ordinaria. Es el caso de como Alemania. En Chile, si se ha de mantener la justicia militar, ello sólo se justifica bajo las siguientes condiciones:





1) Que la Justicia Militar se judicialice, esto es, que se reforme para garantizar la imparcialidad de sus jueces (es decir, que no se identifiquen con una de las partes) y su independencia externa (vale decir, que dejen de ser militares en servicio activo, con rango, etc., y que pasen a ser jueces profesionales letrados, integrados al Poder Judicial, inamovibles, sin dependencia de las instituciones armadas ni del Poder Ejecutivo, ni vínculo alguno con la carrera militar);




2) Que se apliquen a ella los estándares procesales propios del debido proceso penal, y




3) Que se concentre en el conocimiento de las pocas materias que por su complejidad técnica (y no por su interés para la “sensibilidad militar”) podrían justificar la existencia de jueces expertos en el juzgamiento del injusto penal militar. Estos son delitos estrictamente militares cometidos por militares, es decir, sólo aquellos delitos en los cuales se ha infringido el deber militar, produciéndose, en su caso, la lesión de un bien jurídico militar, esto es, la afectación de la eficacia de las Fuerzas Armadas como organismos de combate para la protección de la seguridad exterior del Estado. No se trataría de jueces especiales militares, sino “especializados”, como lo podrían ser los jueces que deben conocer de otras materias complejas, como son las tributarias, las penales juveniles, etc.





Enseguida, el profesor Couso abordó la iniciativa en estudio.





Desde el punto de vista de la competencia material de la Justicia Militar, opinó que, al reducirla, el proyecto parece ir en la dirección correcta. Sin embargo, dijo, ubica sus objetivos muy por debajo de los motivos que hacen de esta reforma una medida urgente, que derivan de la necesidad de dar cumplimiento a las exigencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. En efecto, deja un enorme campo de delitos comunes cometidos por militares bajo la jurisdicción militar y mantiene incluso algunos delitos cometidos por civiles, que es precisamente lo que la mencionada Corte exigió a Chile modificar.





Señaló que la explicación ofrecida por la exposición de motivos del Mensaje alude a la posibilidad –y a la necesidad, dictada por la prudencia- de distinguir entre lo que es urgente de reformar por su contraposición a la Constitución, y lo que conviene dejar para el año 2008, después que una comisión creada al efecto desarrolle mejor los contenidos de una reforma integral.





Señaló que tras haber examinado el proyecto y consultado la sentencia de la ya citada Corte que condena a Chile en el caso Palamara, en su opinión, el Mensaje, pese a significar importantes avances parciales -que al señor Palamara le habrían sustraído de la Justicia Militar-, incurre en omisiones e incluso en un retroceso puntual, que no corresponden realmente a lo que podría dejarse para una reforma más detenida, sino que recaen en elementos mínimos para adecuar nuestra legislación a los estándares del Derecho Internacional de los Derechos Humanos.





El profesor Couso pasó a describir las medidas adoptadas por el proyecto en materia de competencia de la Justicia Militar.





- Por una parte, se elimina ampliamente la competencia de la Justicia Militar sobre imputados civiles por delitos del Código de Justicia Militar;





- Enseguida, por interpretación sistemática o por derogación tácita, se elimina también la competencia de la Justicia Militar por delitos contemplados en leyes penales especiales, como la Ley de Control de Armas, respecto de aquellos delitos que aún son de competencia de la Justicia Militar, como el porte de armas automáticas;





- Sin embargo, por excepción, se mantiene expresamente la competencia de la Justicia Militar para juzgar a civiles por maltrato de obra y atentados en contra de carabineros (artículos 416, 416 bis y 416 ter), y





- Se agrega ahora al campo de la jurisdicción militar el delito de amenazas o injurias a carabineros, que había sido excluido de la Justicia Militar por las Leyes Cumplido.





Es relación a estas últimas proposiciones, manifestó que dicha competencia, que no se justifica sino como un guiño a una justicia de fuero contraria a la igualdad ante la ley y al “derecho al tribunal competente” –según la referida Corte-, no se encontró en ninguno de los cinco países tenidos en cuenta en el estudio comparado realizado, que son Argentina, Uruguay, España, Italia y Alemania. De hecho, tampoco se encuentra en otros países latinoamericanos a los que se refiere el trabajo de la profesora María Inés Horvitz, ni en el caso de Cuba, cuya justicia militar tiene amplia competencia, pero no llega a incluir un caso como éste.





Expresó que si con estas medidas se quiere expresar una especial reprobación de los asesinatos de carabineros en lugar de la necesidad de un juzgamiento técnico de las complejidades de ciertos injustos penales militares, que no lo hay en esos delitos, se trata de un precedente que demandaría en el futuro medidas insostenibles, como son tribunales de mujeres para juzgar femicidios o de indígenas para juzgar atentados discriminatorios en su contra. De hecho, agregó, los miembros de las demás ramas de las Fuerzas Armadas podrían ver como discriminatorio que ahora, con este proyecto, se desmilitaricen los maltratos de obra y otros atentados en su contra, cometidos por civiles -hoy, delitos militares-, y que no se restablezca la competencia de la Justicia Militar, eliminada por las Leyes Cumplido, para las amenazas e injurias a sus ramas e integrantes (artículo 284 del Código del ramo), cometidas por civiles.





Sostuvo que si el legislador considera más graves los homicidios o las lesiones cometidas en contra de carabineros, el camino sería expresarlo en el marco penal, agravándolos, pero no, según su parecer, asegurando a la víctima que los imputados serán juzgados por miembros de las filas de su propia institución.





Por otra parte, hizo notar que la iniciativa mantiene competencia combinada rationae persona y rationae loci. Con ello, conserva dentro de la Justicia Militar casos como los apremios ilegítimos en contra de civiles y cualquier delito común cometido por carabineros o por militares, aún si no hay orden ni acto de servicio (puso como ejemplo un parricidio), si ello ocurre en recintos militares o policiales (artículos 435 y 405 del Código de Justicia Militar, que determinan un concepto amplio de recinto militar, abarcando a los recintos policiales). Ello, a pesar de que el Mensaje aparentemente pretendió omitir a los recintos policiales en el artículo 5°, número 4.





Enseguida, se refirió a la restricción de la competencia extraterritorial. Hizo presente que en esta materia, las restricciones impuestas por la nueva redacción del numeral 2° del artículo 3° parecen razonables. Sin embargo, no se entiende la frase “sin perjuicio de las excepciones establecidas en este Código” al final del nuevo inciso primero de este precepto, las que no se pueden referir a las materias que el artículo 5° deja fuera, pues precisamente ellas no son asuntos “de la jurisdicción militar”, sino como una tautología.





En cuanto a la eliminación de la pena de muerte, informó que compartía en lo fundamental el objetivo y los fundamentos esgrimidos por la exposición de motivos del Mensaje.





En relación a la rebaja de un grado a los co-partícipes civiles juzgados junto a los militares, manifestó que esta idea sólo se entiende como forma de atenuar los efectos no deseados de la decisión de mantener una extendida competencia de los Tribunales Militares sobre los civiles. Sin embargo, consideró que ella introduce distorsiones, sobre todo respecto de los delitos comunes cometidos conjuntamente por militares y civiles, sujetos a la jurisdicción militar. En ellos, el civil podría resultar privilegiado con una pena inferior a la del delito común que le correspondería de acuerdo con la legislación penal común, creando problemas adicionales para resolver los eventuales concursos de leyes.





Es cierto, dijo, que, por principio, se justifica un tratamiento privilegiado del civil copartícipe cuando es imputado por un delito militar, pues este delito sanciona en parte la infracción de un deber militar, en la que el civil obviamente no puede incurrir. Opinó que el tratamiento doctrinal de los delitos especiales impropios es suficiente para tales casos y que tal vez convendría resolver sólo el caso de los delitos especiales propios (por ejemplo, permitiendo “comunicar” la calidad de militar al partícipe civil, pero con la rebaja de pena propuesta).





Pero la rebaja mecánica de un grado, tanto para los delitos comunes como para los delitos especiales impropios, prosiguió diciendo, no se justifica. Así, por ejemplo, el civil coautor de violencias innecesarias con resultado de muerte, en que las lesiones dolosas alcancen el resultado del artículo 397, número 1° del Código Penal, en la jurisdicción ordinaria podría ser imputado, por un homicidio preterintencional, con una pena de presidio mayor en su grado mínimo, mientras que como copartícipe del delito militar, con una rebaja de un grado, podría ser sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo.





Hizo presente que el problema de fondo radica en que también falta una revisión de los tipos penales del Código de Justicia Militar para deslindar con claridad cuáles merecen una mayor pena –como delitos especiales impropios-, por existir en ellos una infracción del deber militar junto con la afectación del bien jurídico respectivo, y cuáles, en cambio, son simplemente delitos comunes. Informó que ese trabajo ya fue iniciado por la doctrina nacional hace bastante tiempo.





Finalmente, ante una consulta de la Honorable Senadora señora Alvear, el profesor Couso explicó que la doctrina nacional ha alcanzado algunos consensos en materia de Justicia Militar, fundamentalmente en cuanto a la necesaria modernización orgánica y procesal que debe experimentar; a la concentración de estos Tribunales en delitos militares cometidos por militares y en lo relativo a la desvinculación de la Justicia Militar respecto de las instituciones armadas.





A continuación, la Comisión escuchó las opiniones del Profesor señor Juan Domingo Acosta.





En relación a las modificaciones que la iniciativa introduce en materia de competencia de los Tribunales Militares, hizo presente que su objetivo es reducir la jurisdicción y competencia de los éstos, limitándola a los delitos del Código de Justicia Militar que son cometidos por militares. Para estos efectos, se reemplaza el artículo 3º de dicho Código, manteniéndose la distinción entre los asuntos que sobrevengan dentro del territorio nacional y ciertos hechos que ocurran en el extranjero.





Así, en el inciso primero se reemplaza la expresión “jurisdicción sobre los chilenos y extranjeros” por “jurisdicción sobre los militares”, asentando la idea de que las potestades de los Tribunales Militares se ejercen sólo sobre los militares y no sobre otras personas.





Señaló que esta modificación le parecía adecuada toda vez que los Tribunales Militares son especiales y que resulta lógico que la jurisdicción que ejercen se debe extender sólo a los militares. Por consiguiente, quienes no revisten esa calidad, quedan sujetos a la jurisdicción de los Tribunales Ordinarios, que debe ser la regla general en esta materia.





Con todo, indicó que el inciso primero del nuevo artículo 3º, que debe entenderse reproducido en el inciso 2º (“los mismos asuntos”), deja a salvo las excepciones que se establezcan en el mismo Código de Justicia Militar.





Por lo tanto, puntualizó que las excepciones son sólo las que establezca el Código de Justicia Militar y no leyes especiales, salvo una posterior que modifique o derogue tácitamente esta norma.





Puso de manifiesto que el número 5 del artículo 5º focaliza la competencia de los Tribunales Militares a un delito cometido por reservistas. Esta norma alude a las causas por el delito del artículo 75 del Decreto Ley Nº 2.306, de 1978, cuerpo legal este último, que establece normas sobre reclutamiento y movilización de las Fuerzas Armadas.




Luego, señaló que respecto de los asuntos que sobrevengan fuera del territorio chileno (artículo 3º, inciso segundo), el proyecto también restringe la jurisdicción de Tribunales Militares. Si bien en el número 1° se mantiene el texto actualmente vigente, en el número 2° hay una modificación, que, según entiende, tiene por finalidad circunscribir o restringir las potestades de los Tribunales Militares por hechos acaecidos fuera del territorio nacional a los actos propios de la actividad militar. En el número 3° también existe un cambio, pues el texto actual alude a delitos contra la soberanía del Estado y su seguridad exterior o interior “contemplados en este Código”, expresión cuya supresión tiene como fundamento el hecho de que en este numeral se fusionan los actuales números 3º y 4º. Este número 4° se elimina.





Enseguida, se refirió a la modificación del artículo 5°.





Señaló que en lo que dice relación con el encabezado del artículo, le parece más adecuado el texto propuesto por el proyecto, pues precisa que se trata de la competencia de los Tribunales Militares 





En el número 1º, en primer lugar se modifica el concepto de “delitos militares”. En el texto vigente son los delitos establecidos en el Código de Justicia Militar, sean cometidos por civiles o militares, salvo el caso del delito del artículo 417 cometido por civiles (amenazas a funcionarios de Carabineros). En el proyecto se restringe únicamente a los delitos establecidos en el Código de Justicia Militar cometidos por militares.





Luego, la iniciativa elimina la referencia a “las causas que leyes especiales sometan al conocimiento de los tribunales militares”, aún cuando una ley especial podría otorgar competencia para conocer de ciertos delitos a los Tribunales Militares.





Destacó que, además, las infracciones al Código Aeronáutico se desplazan al número 6º, declarándose que son competentes para conocerlas los Tribunales Militares, sean cometidas por civiles o militares. A su vez, las infracciones al Decreto Ley Nº 2.306, de 1978, sobre Reclutamiento y Movilización, se desplazan al número 5º, pero limitándose al delito del artículo 75. Por otra parte, se elimina la referencia a las infracciones a la ley Nº 18.953, sobre Movilización.





Enseguida, el proyecto crea un nuevo párrafo segundo en el número 1° y somete al conocimiento de los Tribunales Militares los delitos de los artículos 416, 416 bis, 416 ter y 417 del Código de Justicia Militar, “en todos los casos”, lo que, dijo, significa que el sujeto activo no es relevante.





Observó que en el caso del tipo del artículo 417 (amenazas a un funcionario de Carabineros) cometido por civiles, se produce una ampliación de la competencia de los Tribunales Militares en relación al texto actual. Sobre el particular, comentó que mantener e incluso ampliar la competencia de los Tribunales Militares para conocer de estos delitos incluso cuando los cometen civiles, no puede justificarse en el principio de especialidad que inspira al proyecto. Sostuvo que puede haber otras razones de política criminal, pero es evidente que este punto se aparta del sentido de la reforma que se pretende implementar.





A continuación, señaló que en el número 3º se introducen modificaciones relevantes. En esta norma se comprenden los delitos comunes cometidos por militares, restringiéndose de manera importante la competencia de los Tribunales Militares a los casos en que éstos se hallen frente al enemigo o en campaña y en el estado de guerra.





Luego, indicó que se reemplaza el texto del actual artículo 6º y se deroga el artículo 7º. Opinó que el proyecto mejora y actualiza la redacción de los textos vigentes, fusionando ambos preceptos en uno solo.





En cuanto a la sustitución del texto del artículo 9º, hizo notar que se suprime el inciso primero, que remitía a la competencia de los Tribunales Ordinarios los delitos cometidos por militares en un destino público civil. Dadas las restricciones a la competencia de los Tribunales Militares, le pareció innecesario mantener la disposición.





En relación al artículo 11, recordó que en su inciso primero se mantiene la regla de competencia según la cual el Tribunal Militar la tiene respecto del autor sino también en relación a los demás responsables, sean militares o civiles. Sin embargo, se agrega una regla de rebaja de la pena en un grado respecto de cualquier responsable no militar, solución que, en líneas generales, obedece a los criterios actualmente imperantes en materia de comunicabilidad.





Luego, se suprime el actual inciso segundo del artículo 11, que otorga competencia a los Tribunales Militares para conocer de los delitos conexos. Esta, dijo, es una importante restricción, consistente con los artículos 164 y 165 del Código Orgánico de Tribunales.





Asimismo, se modifica el actual inciso final del artículo 11, que faculta a los Tribunales Militares para castigar como delito común un hecho que originalmente se tuvo como delito militar. En su lugar, se establece la obligación del Tribunal Militar de inhibirse de seguir conociendo del hecho y remitirlo al Tribunal Ordinario que corresponda. Ello, dijo, constituye otra restricción a las facultades de los Tribunales Militares.





En relación al artículo 12, se reemplaza su inciso primero, manteniéndose la regla actual de competencia del fuero militar y ordinario, eliminándose la referencia a los delitos no conexos. En cuanto a la preferencia de los Tribunales Militares para llevar adelante determinadas diligencias, se restringe a algunos delitos del Código de Justicia Militar.





Observó que el inciso primero sólo se refiere al inculpado y que correspondería agregar al imputado.





Finalmente, en relación a la supresión de la pena de muerte en el Código de Justicia Militar y su reemplazo por la pena de presidio militar perpetuo calificado, señaló que, en principio, esta modificación implica la abolición total de la pena de muerte en Chile. Puso de relieve que en virtud de obligaciones internacionales contraídas por nuestro país, ésta no podría reponerse, recordando que el artículo 4, número 3, de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica), señala: “Artículo 4. Derecho a la Vida. 3. No se restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han abolido.”.





Luego, la Comisión escuchó el parecer del profesor señor Sergio Cea.





El mencionado académico estimó conveniente formular algunas precisiones previas en el ámbito de la jurisdicción castrense.





Señaló que la justicia miliar, en el Derecho Comparado, existe con una competencia y una organización propias y que esa es la situación, entre otros países, de Australia, Canadá, India, Sudáfrica, España, Reino Unido, Estados Unidos de Norteamérica y Perú.





Indicó que el establecimiento de una jurisdicción militar distinta del sistema civil tiene su razón sustancial en permitir a las Fuerzas Armadas robustecer directamente valores de trascendencia jurídica en el desempeño de sus funciones.  Ellos son la disciplina, la seguridad militar, la eficiencia operacional y la moralidad de los militares.  Estos valores o bienes son de carácter instrumental en relación con los cometidos constitucionales que les asigna la Carta Fundamental en el artículo 101; esto es, en la medida en que se observen integralmente aquéllos, el cumplimiento de esos cometidos estará asegurado. Recordó, a este respecto, que las Fuerzas Armadas existen para la defensa de la Patria y la seguridad de la Nación.





En lo que atañe a su consagración constitucional y legal, aludió a los artículos 83, inciso cuarto, y 101 de la Constitución Política; a los artículos 1°, inciso tercero, de la Ley Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas y 21 de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado; al artículo 5° del Código Orgánico de Tribunales y al artículo 4° del Código Civil.  Todos ellos, dijo, sin perjuicio del propio Código de Justicia Militar.





Asimismo, los Tribunales Militares serán competentes para conocer de los delitos comunes cometidos por militares que se hallaren frente al enemigo o en campaña, durante el estado de guerra y de los delitos comunes cometidos por militares para dar cumplimiento a una orden o en acto de servicio o en recinto militar.





En lo que se refiere a la competencia, distinguió los siguientes aspectos:





a) Juzgamiento de Civiles. En esta materia, el objetivo fundamental del proyecto de ley es excluir el juzgamiento de civiles por parte de los Tribunales Militares. Para ello se consagran en forma expresa las excepciones en que se les juzgará y que son, en definitiva, el maltrato de obra a Carabineros y los delitos contemplados en el Código Aeronáutico.





Sin embargo, se acepta en el caso de cometerse un delito en forma conjunta por civiles y militares, de aquellos contemplados en el Código de Justicia Militar y en leyes especiales, que la competencia sea de los Tribunales Militares.





b) Juzgamiento de Militares. De acuerdo con el articulado del proyecto, los Tribunales Militares conocerán y juzgarán a militares por los delitos contemplados en el Código de Justicia Militar y en leyes especiales.  Ello es concordante con el objetivo esencial de la iniciativa, cual es que los órganos jurisdiccionales castrenses juzguen a los militares.  A su juicio, una buena administración de la justicia militar supone una adecuada comprensión de lo militar, siendo, en consecuencia, el juez natural el militar.





Hizo notar, finalmente, que luego se precisan en el articulado los siguientes aspectos:





-  En lo que atañe al juzgamiento de militares por delitos comunes sólo son competentes, tanto en el territorio nacional como en el extranjero, los Tribunales Militares cuando el delito común ocurre en acto del servicio o de una orden, y





-  En lo que se refiere a los delitos contra la soberanía del Estado y su seguridad exterior o interior, los Tribunales Militares serán competentes para conocer de aquéllos tipificados tanto en el Código de Justicia Militar como en otros cuerpos legales, por ejemplo, en el Código Penal y en la Ley sobre Seguridad del Estado.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, manifestó que, en términos generales, la Justicia Militar se rige por una lógica determinada, según la cual su misión es juzgar delitos militares cometidos por militares. En base a lo anterior, consideró que bien podría plantearse la cuestión de por qué la justicia militar es más idónea que la ordinaria.


El Honorable Senador señor Prokurica afirmó que la existencia de los Tribunales Militares obedece a una razón central que es contar con una judicatura especializada que atienda de mejor forma objetivos también especializados. En base a estas consideraciones, aseguró, ningún militar ha reclamado por ser juzgado por sus pares. Las dificultades surgen, agregó, cuando civiles –e incluso menores- quedan sometidos a estos Tribunales o cuando se trata de delitos que no tienen carácter militar.


Expresó que, más allá de lo que propone el proyecto en estudio, no debe dejarse de lado el debate sobre cómo debe enfrentarse el tema del orden y la seguridad pública y respaldarse a las Fuerzas Armadas y Carabineros, habida consideración de que una de las más relevantes preocupaciones de la comunidad es la seguridad ciudadana. 


Ahora bien, sostuvo que precisamente en el afán de respaldar a estas instituciones y buscar un mayor rigor en la aplicación de la ley, los Tribunales Militares representan un camino adecuado para lograrlo.


El Honorable Senador señor Muñoz, don Pedro, revisó los modelos de Justicia Militar que se observan en el mundo, así como la tendencia comparada en orden a reducir o limitar la competencia de estos Tribunales. En este contexto, compartió la cuestión propuesta por el Honorable Senador señor Gómez y planteó la posibilidad de ahondar en aquel tipo sistema que, derechamente, contempla para los asuntos militares la competencia de los Tribunales Ordinarios, regulándose las situaciones particulares en el Derecho Penal sustantivo, mediante agravantes y atenuantes especiales, como ocurre en Francia y en Alemania.


El Auditor General de Carabineros, General (J) Ismael Verdugo, aseveró que la ciudadanía percibe que el nuevo sistema procesal penal no protege suficientemente los derechos de las víctimas. Siendo así, prosiguió, podría relativizarse la necesaria estrictez en la persecución de delitos cometidos contra la Fuerza Pública, no obstante tratarse de asuntos que comprometen el orden público. 


Señaló que los efectivos encargados de velar por el orden y la seguridad requieren de un ordenamiento jurídico fuerte que los proteja y los respalde. Por ello, llamó a tener cuidado ante la posibilidad de instalar en nuestro medio modelos que corresponden a otras realidades.


El Auditor General de la Fuerza Aérea, General (J) Renato Nuño, hizo presente que el sistema alemán -que tuvo oportunidad de conocer personalmente- surgió en el marco de la post guerra, y que fue en las particulares condiciones de aquella época en que se suprimió la justicia militar.


El Auditor General del Ejército, General (J) Juan Patricio Arab, expresó que este proyecto va más allá de la contingencia. Por otra parte, hizo presente que así como en nuestro país existen diversos ámbitos que cuentan con jurisdicciones propias -laboral, de familia, etc.- es perfectamente explicable que ello también ocurra en el campo militar y que sean tribunales de esta naturaleza los que conozcan de delitos militares. Por lo demás, agregó, para un tribunal no especializado es difícil juzgar estas conductas, prueba de lo cual es la circunstancia de que mientras las ofensas a Carabineros han sido conocidas por los tribunales ordinarios, prácticamente no ha habido condenas.


No obstante lo anterior, declaró que el deseo de quienes se desempeñan actualmente en estos tribunales especiales es dar cumplimiento cabal a su tarea, avanzar en la recepción y observancia de los criterios internacionales antes explicados y no ser estigmatizados por lo ocurrido en otros tiempos.


El Honorable Senador señor Prokurica consultó sobre la carga de trabajo que los Tribunales Militares tienen en la actualidad.


El Auditor General del Ejército, General (J) Juan Patricio Arab, informó que en su institución el número de casos es sustancialmente menor al de hace diez años. Acotó que ellos se concentran en dos juzgados, que tramitan alrededor de dos mil casos. Además, explicó que cuando surge un hecho de particular importancia se designa un Ministro en Visita.


El Auditor General de Carabineros, General (J) Ismael Verdugo, por su parte, relató que, en el caso de su institución, existe una gran carga de trabajo, lo que se refleja en las Tablas, que normalmente constan de más veinticinco causas, más seis o siete agregadas.


El Auditor General de la Fuerza Aérea, General (J) Renato Nuño, indicó que las causas en la Fuerza Aérea no son numerosas. Explicó que el Código Aeronáutico, que es de gran especialidad, contempla sólo diez tipos penales, aunque, por haberse recogido en el último tiempo la práctica internacional, todo ilícito acaecido da lugar a la respectiva denuncia.


El Auditor General de la Armada, Contraalmirante (JT) Claudio Cereceda, informó que la creación de la Cuarta Zona Naval y del correspondiente nuevo Juzgado, descomprimió bastante la carga de trabajo. Sin embargo, aclaró, la ocurrencia de cualquier causa de connotación pública copa la capacidad del respectivo Juzgado, pues todos ellos cuentan con escaso personal.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, consideró que, sobre la base de las exposiciones escuchadas, de los antecedentes recibidos y de las demás intervenciones formuladas, la idea de legislar estaba en condiciones de votarse, razón por la cual dio por finalizado el debate.





Puesta en votación en general la iniciativa, ésta fue aprobada por tres votos a favor y dos abstenciones. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez y Muñoz, don Pedro. Se abstuvieron los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina.

- - -


En virtud del acuerdo precedente, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros la aprobación del siguiente

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Título I del Libro I del Código de Justicia Militar:


1) Reemplázase el artículo 3º por el siguiente:



“Art. 3°. Los Tribunales Militares de la República tienen jurisdicción sobre los militares, para juzgar todos los asuntos de la jurisdicción militar que sobrevengan en el territorio nacional, sin perjuicio de las excepciones establecidas en este Código.



Igualmente tienen jurisdicción para conocer de los mismos asuntos que sobrevengan fuera del territorio nacional, en los casos siguientes:



1°
Cuando acontezcan dentro de un territorio ocupado militarmente por las armas chilenas;



2°
Cuando se trate de delitos cometidos por militares en el cumplimiento de una orden o en acto de servicio;


3°
Cuando se trate de delitos contra la soberanía del Estado y su seguridad exterior o interior.”.

2) Reemplázase el artículo 5º por el siguiente:


“Art. 5°. Los Tribunales militares son competentes para conocer:


1° De las causas por delitos militares, entendiéndose por tales delitos los contemplados en este Código, cuando sean cometidos por militares.


Tendrán también competencia para conocer en todos los casos de los delitos establecidos en los artículos 416, 416 bis, 416 ter y 417 de este Código.


2º De los asuntos y causas expresados en los números 1º a 3º del inciso segundo del artículo 3º.


3° De las causas por delitos comunes cometidos por militares que se hallaren frente al enemigo o en campaña, durante el estado de guerra.


4° De las causas por delitos comunes cometidos por militares en el cumplimiento de una orden o en acto de servicio o en recintos militares.


5° De las causas por el delito del artículo 75 del Decreto Ley 2.306.


6º De las infracciones contempladas en el Código Aeronáutico, sean cometidas por civiles o militares.


7° De las acciones civiles que nazcan de los delitos enumerados en los números 1° a 6°, para obtener la restitución de la cosa o su valor.”.


3) Reemplázase el artículo 6º por el siguiente:


“Art. 6º.- Para los efectos de este Código, se considerarán militares los que se encuentren comprendidos en las leyes de planta o dotación del Ejército, Armada, Fuerza Aérea y Carabineros; los conscriptos; los miembros de las Fuerzas Armadas desde que sean llamados al servicio; los civiles que presten servicios directos al esfuerzo de guerra en territorio extranjero ocupado militarmente; los cadetes, grumetes, aprendices y alumnos regulares de las Escuelas Institucionales y de Carabineros de Chile; y los prisioneros de guerra.”.


4) Derógase el artículo 7º.


5) Sustitúyese el artículo 9° por el siguiente:


“Art. 9°. Corresponderá conocer de los delitos cometidos por civiles en una nave militar en la alta mar al juzgado de garantía competente del primer puerto nacional de arribada, excepto el caso de que sean de competencia de los tribunales militares. Si el delito fuere cometido por un civil en una aeronave en vuelo, conocerá de ese delito el juzgado de garantía competente en el primer aeropuerto nacional en que aquélla aterrice, excepto el caso de que sea de competencia de los tribunales militares.”.


6) Sustitúyese el texto del 11º por el siguiente:


“Art. 11. El Tribunal Militar tendrá competencia para juzgar no sólo al autor de un delito de jurisdicción militar, sino también a los demás responsables de él. Los coautores o partícipes civiles de un delito cometido por un militar tendrán una rebaja obligatoria de pena en un grado, una vez que se haya determinado la pena concreta para cada caso.


La calificación por el Tribunal Militar como delito de competencia de la jurisdicción ordinaria de un hecho que se tenga como delito de competencia de la jurisdicción militar durante la tramitación del proceso, alterará la jurisdicción, debiendo el juez militar inhibirse de su continuación, pasando el caso al tribunal ordinario que corresponda.”.


7) Modifícase el artículo 12º en la forma que sigue:

a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente: 


“Cuando se hubiere cometido por un mismo agente delitos de jurisdicción militar y de jurisdicción  común, el Tribunal Militar será  competente para conocer de los primeros y el tribunal ordinario de los segundos. Si la aplicación de esta norma creare alguna interferencia o dificultad para la práctica de medidas o diligencias que se relacionan con el inculpado, tendrán preferencia las requeridas por el Tribunal Militar cuando se trate de los delitos a los que se refieren los Títulos II, III y IV, el párrafo 1 del Título V, y los artículos 336, números 1° y 2°, 337, números 1° y  2°, 350 y 351, del Libro Tercero de este Código.”.


b) Intercálase la siguiente frase en el inciso segundo entre las expresiones “procesamiento” e “y”: “o de la formalización de la investigación en su caso”.


c) Sustitúyese la expresión “reo” en el inciso final, por los vocablos “imputado o procesado”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a los libros III y IV del Código de Justicia Militar:


1) Modifícase el artículo 216 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese en el inciso segundo, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.


b) Sustitúyese la expresión “reo” en el inciso final, por los vocablos “imputado o procesado”.


2) Modifícase el artículo 222 de la siguiente manera:

a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Las penas de presidio perpetuo calificado y de presidio y reclusión perpetuas llevan consigo la degradación.”.


b) Derógase el inciso final.


3) Modifícase el artículo 223 de la siguiente manera:


a) Sustitúyese el texto del inciso primero por el siguiente:


“Iguales accesorias a las referidas en el artículo anterior, llevarán consigo las penas militares, para lo cual se considerarán las penas militares de presidio militar perpetuo calificado y presidio militar y reclusión militar perpetua, equivalentes a las penas comunes de presidio perpetuo calificado y presidio perpetuo.”. 


b) Sustitúyese el texto del inciso segundo por el siguiente: 


“Son penas de crimen: presidio militar perpetuo calificado, presidio militar perpetuo, reclusión militar perpetua, presidio militar mayor y reclusión militar mayor.”.


4) Sustitúyese en el numeral primero del artículo 235, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.


5) Sustitúyese el texto del artículo 240 por el siguiente: 


“La ejecución de la pena de presidio militar perpetuo calificado importa la privación de libertad del condenado de por vida, bajo un régimen especial de cumplimiento que se regirá por las reglas establecidas en el artículo 32 bis del Código Penal.”. 


6) Derógase el inciso segundo del artículo 241. 


7) Modifícase el artículo 244 en la forma que a continuación se expresa:


a) Sustitúyese en el inciso primero, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.


b) Sustitúyese en el inciso segundo, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”. 


8) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 262, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.


9) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 270, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.


10) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 272, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”. 



11) Modifícase el artículo 287 en la forma que a continuación se expresa: 


a) Sustitúyese en el inciso primero, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”. 


b) Derógase el inciso segundo. 


12) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 288, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”. 


13) Reemplázase en el inciso primero del artículo 303, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”. 


14) Reemplázase en el numeral primero del artículo 304, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”. 


15) Sustitúyese en el inciso final del artículo 327, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”. 


16) Sustitúyese en el numeral primero del artículo 336, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”. 


17) Sustitúyese en el numeral primero del artículo 337, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”. 


18) Reemplázase en el numeral primero del artículo 339, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”. 


19) Reemplázase en el inciso final del artículo 347, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.

20) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 379, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”. 


21) Reemplázase en el numeral primero del artículo 383, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”. 


22) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 384, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”.

23) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 385, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”. 


24) Reemplázase el texto del numeral primero del artículo 391 por el siguiente:


“1° Con la pena de presidio militar perpetuo a presidio militar perpetuo calificado si el hecho ha tenido lugar a la vista del enemigo, y con reclusión militar mayor en su grado máximo a presidio militar perpetuo calificado si ha tenido lugar al frente de rebeldes o sediciosos;”. 


25) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 392, la expresión “muerte” por “presidio militar perpetuo calificado”. 


26) Intercálase los guarismos “416 bis, 416 ter” en el artículo 404, entre los números “416” y “417” y agrégase una coma después de “416”. 


Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Decreto Ley N°321, de 1925:


1) Reemplázase el texto del inciso primero del artículo 3° por el siguiente:

“Artículo 3°.- A los condenados a presidio perpetuo calificado y presidio militar perpetuo calificado sólo se les podrá conceder la libertad condicional una vez cumplidos cuarenta años de privación de libertad efectiva. Cuando fuere rechazada la solicitud, no podrá deducirse nuevamente sino después de transcurridos dos años desde su última presentación.”.


2) Reemplázase el texto del inciso segundo del artículo 5° por el siguiente:


“En todo caso, tratándose de condenados a presidio perpetuo calificado y presidio militar perpetuo calificado, la libertad condicional deberá ser concedida o revocada por el pleno de la Corte Suprema, previo cumplimiento de los trámites previstos en el artículo precedente.”.


Artículo 4°.- Introdúcese la siguiente modificación al Código Orgánico de Tribunales:


1) Reemplázase el texto del numeral séptimo del artículo 96 por el siguiente:



“7º Conocer y resolver la concesión o revocación de la libertad condicional, en los casos en que se hubiere impuesto el presidio perpetuo calificado y presidio militar perpetuo calificado. 


La resolución, en este caso, deberá ser acordada por la mayoría de los miembros en ejercicio.”. 


Artículo 5º.- Introdúcese la siguiente modificación a la ley 20.000 que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas:


1) Reemplázase el texto de los incisos segundo y tercero del artículo 14 por el siguiente:“No obstante, si consumieren tales sustancias en las situaciones y lugares mencionados en el artículo 5º, Nº 3º y 4°, del Código de Justicia Militar, la sanción será presidio menor en sus grados medio a máximo.

Los conscriptos que consuman alguna de las sustancias señaladas en los artículos 1º y 5º de esta ley, en los lugares o situaciones indicados en el inciso anterior, serán castigados con la pena de presidio menor en su grado mínimo.”. 


Artículo 6º.- La presente ley entrará en vigor 60 días después de su publicación en el Diario Oficial para todas las infracciones cometidas a partir de dicha fecha, y no se alterará la jurisdicción ni la competencia de las causas en curso radicadas en los tribunales militares.”.
- - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 16 y 30 de octubre y 6 de noviembre de 2007, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela (Jorge Pizarro Soto), y señores Alberto Espina Otero (Baldo Prokurica Prokurica), Hernán Larraín Fernández (Andrés Chadwick Piñera) y Pedro Muñoz Aburto.


Sala de la Comisión, a 8 de noviembre de 2007.

(Fdo.):NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ,

Abogada Secretaria
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INFORME DE LA COMISIÓN DE OBRAS PÚBLICAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, SOBRE OPERACIÓN DE EMBALSES FRENTE A ALERTAS Y EMERGENCIAS DE CRECIDAS, Y OTRAS MEDIDAS QUE INDICA

(5081-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Obras Públicas tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, originado en un Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”, el 7 de noviembre de 2007.

- - - - - -

NORMAS DE RANGO ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO



Para los efectos constitucionales y reglamentarios pertinentes al quórum, dejamos constancia de que los artículo 4°, 11, 12, 13, 15, 16 y 17 del proyecto de ley en estudio, son de carácter orgánico constitucional y requerirán para su aprobación, de acuerdo con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental,  del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, por recaer sobre materias que se relacionan con la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia.



En virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución Política de la República y del artículo 16 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, estas normas fueron consultadas, durante el primer trámite constitucional, por la Honorable Cámara de Diputados a la Excma. Corte Suprema la que  tomó conocimiento y se pronunció sobre estos preceptos, mediante oficio Nº  252, de fecha 23 de julio de 2007.

- - - - - - -

ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA PORQUE INCIDEN EN MATERIA PRESUPUESTARIA Y FINANCIERA



Hacemos presente que en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 17 y 21 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, del inciso cuarto y sexto del artículo 27 del Reglamento y del acuerdo de Comités del 18 de marzo de 2003, consideramos que por recaer sobre materias propias de su competencia, deberán ser conocidos, por la Comisión de Hacienda, los artículos Nºs 1, 3º, 4º, 6º, 11, 12, 17, 19 y el artículo transitorio del proyecto.

- - - - - - -


A la sesión en que se consideró esta iniciativa legal asistió, además de los miembros titulares de vuestra Comisión, el Honorable Senador señor Naranjo. 


Durante el estudio de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la participación y colaboración del  Ministro de Obras Públicas, señor Eduardo Bitrán; del Director de la Dirección General de Aguas, señor Rodrigo Weisner; del Abogado Jefe del Departamento Legal de la Dirección General de Aguas, señor Fernando Valdés; de la Abogado del Departamento Legal de la Dirección General de Aguas, señora Trinidad Prieto; del Abogado del Departamento Legal de la Dirección General de Aguas, señor Francisco Puelma y del Asesor del Subsecretario de Obras Públicas, señor Enrique Canales.

- - - - - - 

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Este proyecto de ley busca posibilitar la detección temprana de riesgo de condiciones climáticas, especialmente de lluvias intensas que puedan incrementar extraordinariamente los caudales de ríos y la adopción de medidas preventivas tendientes a impedir o al menos mitigar sus efectos perjudiciales sobre la población. Para lograrlo, se fortalecen las potestades públicas del organismo correspondiente, en este caso, la Dirección General de Aguas (DGA) y se obliga a las empresas operadoras de embalses, sean éstos de uso hidroeléctrico o de riego, a posibilitar que dicha infraestructura sea utilizada como un dispositivo mitigador de los efectos de inundaciones, mediando la correspondiente coordinación entre ambos agentes.


De acuerdo, con el Mensaje,  el proyecto busca dotar a la autoridad, actuando en coordinación con los operadores privados de los embalses de control, de las herramientas necesarias para afrontar las contingencias o riesgos de crecidas de los cauces por razones climáticas. Para lograrlo, se podrá utilizar la infraestructura hidráulica existente, en particular el control de los embalses, como regulador de caudales, y así aminorar, aún cuando sea en parte, los impactos de las crecidas extraordinarias o desmedidas de los caudales.


Se crea con este proyecto un nuevo y completo régimen jurídico de control de cauces, o de “operación de embalses frente a alertas y emergencias de crecidas”, inexistente hasta la fecha, y que implica la relación de servicios públicos, tales como la Dirección Meteorológica de Chile (DMC), la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior (ONEMI), y la Dirección General de Aguas (DGA), ejerciendo nuevas potestades públicas, con privados como son las empresas operadoras de embalses de control. 



El señalado régimen jurídico, se compone, en primer término de específicas obligaciones de los operadores de embalses de control, llamados a generar la información que permitirá a la autoridad llevar un estricto monitoreo y control de los cauces. En segundo término se habilita a la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior (ONEMI), a declarar el Estado de Alerta de Crecidas, con lo que obligará al señalado operador a presentar a la autoridad, en breve plazo, un plan de contingencia. Se establece por otra parte un régimen de responsabilidad tanto de la autoridad administrativa como del operador privado, que redundará en un procedimiento indemnizatorio seguido ante los tribunales ordinarios de justicia. Por último, se crea un régimen de fiscalización y sanciones respecto del cumplimiento de las disposiciones administrativas que en la ley se establecen.
FUNDAMENTOS DEL PROYECTO


En el proyecto se indica que a raíz de los eventos climáticos extraordinarios que cada cierto tiempo afectan a nuestro país, se producen efectos tan perjudiciales, como inundaciones o crecidas descontroladas de los cursos de agua.


A título ilustrativo, es importante recordar el episodio de lluvia extrema vivido en el mes de julio del año 2006, en el que hubo que enfrentar la pérdida de vidas humanas y la destrucción de viviendas y bienes personales, llegando a registrarse en el río Bío Bío caudales de hasta 5.900 metros cúbicos por segundo, los más intensos producidos en los últimos 150 años.


Con ocasión del referido incidente se levantó como tema de discusión pública, el rol y la actuación de las empresas operadoras de embalses para fines hidroeléctricos, así como la exigencia de nuevas potestades públicas que doten a la autoridad de mayores atribuciones para enfrentar este tipo de eventos. Por lo tanto, resulta claro que no es suficiente que el Estado, a través de sus distintos organismos, se movilice para tratar de remediar los daños ya producidos, con la entrega de víveres, abrigo, refugio e incluso reposición de viviendas, se exige por el contrario, un nuevo ordenamiento que permita al Gobierno, en conjunto con el sector privado y la sociedad organizada, tratar de actuar de forma preventiva, es decir, impedir, en cuanto sea posible y no responda a un hecho de la naturaleza, que estos hechos sucedan, o que al menos sus consecuencias no sean tan gravosas o perjudiciales.


Finalmente, se señala que es necesario asumir desde ya, que la capacidad de predicción tiene como límite el comportamiento de la naturaleza, por lo que, resulta esencial centrar los esfuerzos en la detección temprana de los fenómenos climáticos, labor asumida principalmente por las agencias públicas, acompañada de las medidas preventivas que resulten pertinentes, entre las que destacan aquellas que se pueden exigir de las empresas operadoras de embalses, como las de instalar y mantener sistemas de monitoreo de sus caudales de afluentes y efluentes, y de informar a la autoridad los registros de dichos sistemas.

ANTECEDENTES GENERALES


El Mensaje de S. E.  la Presidenta de la República, que dio origen a esta iniciativa legal señala que nuestro planeta está cubierto principalmente por agua. El 97,3% de este recurso –cerca de 1.348 millones de kilómetros cúbicos-, es agua salada depositada en los océanos y mares interiores. Solamente el 2,01% es agua dulce, y se ubica principalmente en los casquetes polares y glaciales –27,8 millones de kilómetros cúbicos-. Las aguas subterráneas representan el 0,58% del volumen total del agua del planeta, mientras que las aguas presentes en los lagos, ríos y en la atmósfera suman en conjunto el 0,014%. Resulta paradójico que frente a tan desigual repartición del agua, los problemas mayores devienen de la ausencia o presencia extrema de este último tipo de recurso hídrico.


También es una paradoja, señala el Mensaje, la circunstancia que siendo tan importante este elemento para la vida -desde que estamos en el vientre materno-, la opinión pública se acuerda de él cuando existen sequías, inundaciones o episodios de grave contaminación. Esto no es una casualidad. Las ciudades y poblaciones se han asentado cerca de cursos de agua, precisamente porque necesitamos de ella para todas nuestras actividades: consumo humano, riego, actividades industriales, recreacionales; incluso tenemos vínculos religiosos, como ocurre con las etnias del norte y sur de nuestro país, o la tradición católica del bautismo con el agua. 


Nuestro planeta cuenta con una población de más de seis mil millones de habitantes, de los cuales, más de un tercio de la población, no tiene un acceso seguro al agua para el consumo humano. Alrededor del 40% de los habitantes del planeta no cuentan con sistemas de saneamiento, lo que genera más de cuatro mil millones de casos de enfermedades asociadas a este tema. Esto ha llevado a plantear la existencia de una crisis del agua para nuestro planeta.  Como podemos ver, el desafío es global. 


Esto nos mueve y nos fuerza a la sociedad toda a preocuparnos antes de que ocurran dichos eventos extremos. Nuestro país tiene un desafío adicional. Tenemos características geográficas especiales, que nos obligan a estar más atentos aún.


La constatación de la diversidad geográfica de nuestro país no es un hecho reciente. El 22 de noviembre del año 1855, cuando el Presidente Manuel Montt envió el Proyecto de Código Civil, resaltó respecto de las aguas que dicho texto sólo se limitó “a poco más que sentar las bases, reservando los pormenores a ordenanzas especiales, que probablemente no podrán ser unas mismas para las diferentes localidades”. Ya a esa altura de la historia de nuestra nación, nos advertía que la regulación en este tipo de materias, no debía ser la misma para una zona que contiene el desierto más seco del mundo –el de Atacama- versus aquellos lugares donde existían ríos con torrentes permanentes. 


En efecto, en nuestro país el ciclo hidrológico se cumple de distinta manera según la situación del sector geográfico. En el norte, a pesar de que la evaporación desde el mar es intensa, la condensación del vapor de agua, debido a la presencia de la corriente de Humboldt, se produce antes de tocar el continente, al que sólo llega en forma de neblina o camanchaca. Las precipitaciones en esta zona se producen mucho más al oriente, en la zona de la Puna.


En cambio, en el sur de Chile, en la vertiente occidental de la cordillera andina, el ciclo hidrológico se cumple de tal manera que favorece la producción de precipitaciones intensas. Esta diferencia del proceso condiciona una distribución de las precipitaciones diversificada de una zona a otra y, a su vez, es responsable de los comportamientos hidrológicos de los ríos, en cuanto a su caudal y régimen. 


Adicionalmente, y a diferencia de otros países, el nuestro presenta una peculiaridad que nos hace muy vulnerable a las crecidas. Poseemos una cordillera de Los Andes con grandes alturas, tales como los Nevados del Juncal –6.110 m-, el Cerro Tupungato –6.570 m, y una depresión intermedia relativamente angosta. Esto lleva a que la pendiente de los ríos sea muy alta, aumentando con ello la velocidad del escurrimiento de las aguas. Por eso, no debemos extrañarnos que los eventos climáticos que afectan a nuestro país, sean tan perjudiciales.


En seguida, el Mensaje recuerda que durante el episodio de lluvia extrema vivido en el mes de julio del año 2006, se tuvo que enfrentar la pérdida de vidas humanas y la destrucción de viviendas y bienes personales. La magnitud del evento fue gigantesca. En el caso del río Bío Bío, se midieron caudales de -5.900 metros cúbicos por segundo-, que sólo ocurren una vez cada 150 años. 


A raíz de aquello, nuevamente se puso en la discusión pública la actuación de las empresas operadoras de embalses para fines hidroeléctricos y una mayor demanda por potestades públicas que doten a la autoridad de mayores atribuciones para enfrentar este tipo de eventos. Hubo un consenso generalizado en orden a discutir la institucionalidad existente para tratar de actuar de la manera más eficiente posible frente a estos casos. Ya no es suficiente que el Estado, a través de sus distintos organismos, se movilice para tratar de remediar los daños, con la entrega de víveres, abrigo, refugio e incluso reposición de viviendas. La demanda social, ahora, se centra en un nuevo ordenamiento que permita al Gobierno, en conjunto con el sector privado y la sociedad organizada, tratar de actuar de tal manera de impedir que estos hechos sucedan. 


En seguida, el Mensaje indica que más de alguna vez, se ha reflexionado en torno al accionar del Estado frente a los eventos extremos relacionados con el agua. Cuando existe una sequía extrema, se mueve la sociedad para tratar de ocupar el agua de la manera más eficiente posible y orientada a satisfacer aquellas necesidades más básicas. Por eso, la ley N° 20.017, de junio del año 2005, dotó a la Dirección General de Aguas de importantes atribuciones para intervenir en la redistribución del recurso hídrico, cuando entre los usuarios y usuarias no existe acuerdo. Sin embargo, el Estado se fortaleció ante ese tipo de eventos, lo que da más tranquilidad a aquellos que vivieron episodios de sequías, con una institucionalidad carente de atribuciones. Ahora, el desafío está planteado en avanzar en el otro extremo del comportamiento de la naturaleza frente al agua, esto es, las inundaciones.


Las precipitaciones observadas en el alto Bío Bío alcanzaron valores significativos, toda vez que, entre el 6 y 13 de julio del año 2006  cayeron 389 mm. en ciertas partes de la cuenca y 361 en otras. La precipitación en 24 horas registrada en los días 10 y 11 de julio alcanzó valores elevados con 146 mm. y 150 mm. en las estaciones Llanquén y Rucalhue, respectivamente. Conjuntamente, las intensidades de lluvia medidas, también muestran valores importantes alcanzando valores superiores a 10 mm/hr. en Llanquén y de casi 30 mm/hr. en Rucalhue. Asimismo, el nivel de congelamiento del agua lluvia, denominado técnicamente la “isoterma 0”, se encontraba bastante alto -2.330 metros sobre el nivel del mar-, lo que significó triplicar el aporte de aguas lluvias a la escorrentía de los ríos. Esos tres fenómenos combinados, es decir, lluvias prolongadas que saturan la capacidad del suelo de absorber agua; lluvias intensas concentradas en un corto período de tiempo y agua lluvia precipitando a gran altura, produjo grandes caudales de agua bajando por los ríos a una gran velocidad.


Entonces, la pregunta que surge -y surgió después de la catástrofe- es: ¿Qué podemos hacer como sociedad frente a tal evento? Por cierto, el fenómeno climático está fuera de nuestro alcance evitarlo. Pero, ¿Podemos advertirlo? Y si eso es posible, ¿podemos hacer algo para que los efectos perniciosos no ocurran? Respecto de la primera pregunta, podemos estar tranquilos por el hecho que nuestro país posee un organismo de alta capacidad técnica con tecnología de punta a nivel mundial, la que nos entrega pronósticos que se acercan en gran medida a los hechos que ocurren con posterioridad. Sin embargo, cuando esos pronósticos no guardan relación con lo que ocurre realmente -ya sea porque el evento fue más intenso o más débil-, debemos estar conscientes que tales desviaciones no ocurren por “fallas” de la tecnología o errores humanos, sino porque, simplemente, en el intertanto, es decir, entre que el evento se pronostica y los hechos ocurren, la atmósfera puede hacer variar las condiciones que se tuvieron a la vista al momento de efectuar el análisis. Por lo tanto, la capacidad de predicción tiene como límite el comportamiento de la naturaleza.


Ahora bien, si nos enfrentamos a un pronóstico que nos advierte un fenómeno tremendamente adverso -con el rango de error existente por la razón señalada-, ¿Qué podemos hacer? Por cierto, frente a un evento como el que ocurrió recientemente no se puede evitar el feroz comportamiento de los ríos. Es imposible concebir la construcción de obras de infraestructura de tal magnitud que impidan que el agua corra por las cuencas. Cualquier obra hidráulica que se diseñe, siempre tendrá una capacidad limitada, y nunca podrá evitar las inundaciones. Eso no es posible en ningún lugar del mundo, por muchos recursos de que se disponga. Las inundaciones que vemos en países tan desarrollados como Estados Unidos, nos demuestran esta cruel realidad: los fenómenos de la naturaleza algunas veces se pueden manejar, pero, frente a eventos extremos, sólo nos queda observar. Sin embargo, eso no quiere decir que no se pueda hacer nada.


Se propone ocupar la infraestructura existente, que nos permita intentar aminorar o mitigar en parte, el daño eventual que se puede producir, frente a un pronóstico de crecidas. En este punto es necesario ser responsable. Por las razones dichas, la utilización de esta infraestructura, jamás podrá eliminar los efectos adversos de un evento como ocurrió el pasado mes de julio de 2006. Pero sí es posible que el daño se concentre en menos lugares o sea de menor magnitud. Esta es la idea matriz del presente proyecto de ley.


El proyecto de ley guarda relación con el fortalecimiento de las potestades públicas, en orden a ocupar la infraestructura existente, como obras que operen ante eventos de crecidas extraordinarias, orientadas a disminuir, en la medida de las capacidades de cada embalse, los efectos de tales eventos. 


Se trata de ocupar embalses de generación hidroeléctrica y de riego, como dispositivos mitigadores de los efectos de inundaciones. 



Para eso, en primer lugar, se obliga a todo embalse a registrarse en el Inventario Público de Obras Hidráulicas, perteneciente al Catastro Público de Aguas, que lleva la Dirección General de Aguas. Esta debe calificar mediante Resolución si se trata o no de un embalse de control. Dicha calificación se hace en base a dos criterios. Por una parte, si el embalse contribuye a la regulación de las crecidas. Y por la otra, que dicha regulación permita evitar o mitigar las situaciones de peligro para la vida, la salud o los bienes de la población. 


Los operadores de embalses de control tienen tres tipos de obligaciones. Desde luego, tienen que instalar y mantener sistemas de monitoreo de sus caudales de afluentes y efluentes. Enseguida, deben informar diariamente a la DGA los registros de los sistemas de monitoreo. Deben tener un manual de operación, aprobado por la DGA.



En segundo lugar, corresponde a la ONEMI declarar el estado de alerta de crecidas. Esta declaración se hace por una resolución fundada, en base a todos los antecedentes que posea, como precipitaciones, deshielos, caudales. Declarado el estado de alerta, los operadores deben presentar en un plazo no superior a seis horas, un plan de contingencia, que debe ser aprobado por la DGA. La DGA puede ordenar al operador dos tipos de medidas: las aprobadas en el Plan de Contingencia y otras nuevas que sean necesarias.


En lo que dice relación con las indemnizaciones, el Fisco debe indemnizar al operador si se ordena una medida que implica para este perjuicio por haber evacuado agua en circunstancias que estaba en condiciones de acumularlas, la crecida fue menor que la pronosticada y las medidas dispuestas por la DGA no permiten recuperar el nivel de las aguas anteriores a la aplicación de éstas.


Por otra parte, el operador de un embalse debe indemnizar los perjuicios ocasionados a terceros si se infringe la normativa, el manual de operación o las instrucciones impartidas por la autoridad.


Respecto de la fiscalización, corresponde a la DGA fiscalizar el permanente cumplimiento de las normas de operación contempladas en el manual de operación respectivo.


Finalmente, se consagran ciertas sanciones frente al incumplimiento de las normas y de las instrucciones dadas por la autoridad. El procedimiento para imponerlas corresponde al Juez de Letras competente. El procedimiento será el del juicio sumario; y es admisible cualquier medio de prueba.


Este proyecto de ley pretende reducir, dentro de todas las limitaciones existentes, los efectos adversos que se pueden llegar a producir con ocasión de eventos climáticos extremos. El desafío es intentar ocupar de la manera más eficientemente posible las capacidades instaladas para mitigar los efectos dañosos de las crecidas.

ANTECEDENTES JURÍDICOS


La iniciativa de ley en estudio se relaciona con las siguientes normas legales:


- Código de Aguas, artículos 3, 10, 13, 15, 16, 18, 41, 122, 136, 137  294 y 307. (Título I, del Libro II, Título III, Título V)


- Código Orgánico de Tribunales, Título IX “De los jueces árbitros”.


- Código de Procedimiento Civil, artículos 680 y siguientes, Libro III, Título XI “Del Procedimiento Sumario”.


- Código Civil, Título XXXV “De los delitos y cuasidelitos”.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO:


El proyecto de ley se encuentra estructurado en veinte artículos permanentes, distribuidos en siete títulos y un artículo transitorio, a saber:

Título I, “Disposiciones Generales.” (Artículos 1° al 3°)


El artículo 1º regula la operación de los embalses de control ante la crecida inminente de caudales de agua que, por su magnitud o por su cercanía a lugares habitados, pongan en peligro la vida, salud o bienes de la población, junto con otros derechos y obligaciones que indica.


El artículo 2º define , para los efectos de esta ley, las siguientes palabras: crecida, embalse, embalse de control, emergencia, estado de alerta de crecidas, manual de operación, operación de control, operador, plan de contingencia y reglamento.


El artículo 3º establece la obligación para todo embalse y su respectivo operador, de registrarse en el Inventario Público de Obras Hidráulicas perteneciente al Catastro Público de Aguas, señalado en el artículo 122 del Código de Aguas e indica el procedimiento a seguir para registrarse.

Título II Obligaciones de los Operadores de Embalses de Control. (Artículos 4° al 6°).


El artículo 4° señala que los operadores de embalses de control deberán instalar y mantener sistemas de monitoreo de sus caudales de afluentes y efluentes, según los estándares establecidos por la DGA para la construcción y operación de estaciones de redes hidrométricas. Dichos sistemas deberán, a lo menos, medir caudales y niveles de cotas, realizar pronósticos de caudales y generar sistemas normalizados de avisos y alertas; sin perjuicio de los requerimientos específicos que para cada caso la DGA determine, en la resolución en que se califique al respectivo embalse como de control, conforme al inciso segundo del artículo 3°. 


En caso que exista incumplimiento de la obligación señalada en el inciso anterior, la DGA pondrá los antecedentes en conocimiento del Juez de Letras respectivo, quien podrá imponer una multa a beneficio fiscal, a modo de apremio, desde 50 hasta 1.000 unidades tributarias anuales. En caso de reincidencia, el juez reiterará el apremio, tantas veces como sea necesario, hasta que se dé pleno cumplimiento a la resolución referida en el inciso precedente.


El artículo 5° señala que los operadores de los embalses de control deberán informar, diariamente, a la DGA los registros de los sistemas de monitoreo. Dicha información será de libre acceso público. 


El artículo 6° indica que desde la fecha en que la DGA dicte la resolución señalada en el inciso segundo del artículo 3°, los operadores de los embalses de control tendrán un plazo de 90 días para presentar su respectivo manual de operación. La DGA lo aprobará u observará, indicando las enmiendas pertinentes para su aprobación, las que deberán efectuarse dentro del plazo de 20 días, contados desde la fecha de su notificación.


En caso de no presentar el manual de operación o de no efectuar las enmiendas indicadas por la DGA de conformidad con el inciso anterior, el operador será sancionado conforme al procedimiento del Título V de la presente ley, con una multa a beneficio fiscal, desde 30 hasta 300 unidades tributarias anuales.


El reglamento establecerá el contenido mínimo del manual de operación.

Título III De la Declaración de Estado de Alerta de Crecidas. (Artículos 7° al 13)


El artículo 7° obliga a la Dirección Meteorológica de Chile, a informar diariamente a la Dirección General de Aeronáutica y a la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio de Interior, los pronósticos meteorológicos que dicha Dirección confeccione, así como también toda información relevante e inherente a eventos meteorológicos significativos.


El artículo 8° establece que la ONEMI, considerando todos los antecedentes del caso, tales como precipitaciones, deshielos, caudales, período del año y características de los embalses de control, declarará, mediante resolución fundada, el estado de alerta de crecidas, en el nivel correspondiente al riesgo evaluado, para una determinada zona geográfica del país. Dicha resolución no admitirá recurso administrativo alguno.


El artículo 9° dispone que la declaración del estado de alerta de crecidas para una determinada zona del país, deberá ser notificada por la ONEMI al Intendente respectivo, a la o las municipalidades respectivas, a la Comisión Nacional de Energía, a la DGA, al Centro de Despacho Económico de Carga del Sistema Interconectado Central (CDEC-SIC), a la Dirección de Obras Hidráulicas y a los operadores involucrados, en la forma y oportunidad que establezca el Reglamento.


El artículo 10 indica que decretado el estado de alerta de crecidas la DGA podrá ordenar, de manera fundada, nuevas medidas además de las ya autorizadas en el plan de contingencia del operador, las que formarán parte integrante de dicho plan.


Las resoluciones que se dicten, en conformidad con el inciso precedente, por el Director General de Aguas, por funcionarios de su dependencia, o por quienes obren en virtud de una delegación que el primero les haga en uso de las atribuciones conferidas por la ley, serán precisa e inmediatamente cumplidas. Estas resoluciones sólo podrán ser objeto de los recursos de reconsideración y de reclamación a que se refieren los artículos 136 y 137 del Código de Aguas, y su interposición en ningún caso dará a lugar a la suspensión de su cumplimiento.


Una vez finalizado el evento de crecida, la autoridad se encontrará obligada a efectuar una cuenta pública sobre su decisión de dar inicio a los mecanismos contemplados en la presente ley, así como sobre las decisiones y medidas adoptadas durante el desarrollo del evento en cuestión y la información considerada en cada caso para su aplicación.


El  artículo 11 señala que si la crecida efectivamente producida fuere menor a la pronosticada, y producto del cumplimiento de las nuevas medidas dispuestas por la DGA, de conformidad con lo establecido en el inciso primero del artículo 10 de esta ley, el embalse no recuperare el nivel de aguas que tenía antes de la aplicación de tales medidas, por haber evacuado aguas, en circunstancias que estaba en condiciones de acumularlas, el Fisco deberá indemnizar al operador, siempre que éste probare un daño o perjuicio efectivo y evaluable en dinero.


La procedencia y el monto de dicha indemnización serán establecidos de común acuerdo por las partes, y a falta de éste, por un arbitro de derecho con facultades de arbitrador en cuanto al procedimiento, designado por las partes de común acuerdo o, en caso de no producirse, por la Justicia Ordinaria de conformidad a lo dispuesto en el Título IX del Código Orgánico de Tribunales.


El artículo 12 establece que corresponderá a la DGA requerir del Juez a que se refiere el artículo 15 de esta ley, la aplicación de sanciones a los operadores que incumplan con las medidas de operación aprobadas u ordenadas, una vez declarado el estado de alerta de crecidas. Para este efecto, se aplicará el procedimiento contemplado en el artículo 16 de esta ley, y a los operadores responsables se les sancionará con multa a beneficio fiscal, desde 200 hasta 10.000 unidades tributarias anuales.


El artículo 13 dispone que el juez, al momento de imponer las multas señaladas en el artículo precedente y con el objeto de determinar su cuantía, deberá considerar:


a) La gravedad de la infracción, para cuyo efecto se atenderá, principalmente, a las pérdidas de vidas humanas, lesiones a la salud o integridad física de las personas y daños a los bienes públicos y de los particulares.


b) La reincidencia.

Título IV De la Responsabilidad de los Operadores. (Artículo 14)


El artículo 14 establece que el operador de un embalse de control deberá indemnizar los perjuicios ocasionados a terceros, si estos provinieren del incumplimiento de las normas contenidas en la presente ley, en su Reglamento, en el manual de operación o en las instrucciones impartidas por la autoridad respectiva.


Para acreditar el incumplimiento de las normas e instrucciones a que se refiere el inciso anterior, bastará con un informe emitido por la DGA que así lo declare, a requerimiento del tribunal respectivo.


Sin perjuicio de lo anterior, en lo no previsto por esta ley o por leyes especiales, se aplicarán las disposiciones del título XXXV del Libro IV del Código Civil.

Título V Del Procedimiento. (Artículos 15 y 16)


El artículo 15 señala que será competente para conocer de las causas que se promuevan por infracción a la presente ley, con excepción de lo dispuesto en el Título III, el juez de letras en lo civil del lugar en que se encuentre el embalse de control respectivo.


El artículo 16 indica que las causas a que se refiere el artículo anterior se tramitarán en conformidad al procedimiento sumario, establecido en los artículos 680 y siguientes del Código de Procedimiento Civil.


En este procedimiento, será admisible cualquier medio de prueba, además de los establecidos en el Código de Procedimiento Civil.


El juez apreciará la prueba y fundamentará su sentencia conforme a las reglas de la sana crítica.


El recurso de apelación sólo se concederá en contra de la sentencia definitiva, en el solo efecto devolutivo.


Estas causas tendrán preferencia para su vista y fallo, y en ellas no procederá su suspensión. Si la Corte estima que falta algún trámite, antecedente o diligencia, decretará su práctica como medida para mejor resolver.

Título VI De la Fiscalización. (Artículo 17)

El artículo 17 dispone que sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 307 del Código de Aguas, corresponderá a la DGA fiscalizar el permanente cumplimiento de las normas de operación contempladas en el manual de operación del respectivo embalse de control. En caso de incumplimiento, dicha autoridad pondrá los antecedentes en conocimiento del Juez de Letras competente, quien podrá imponer una multa a beneficio fiscal, desde 200 hasta 10.000 unidades tributarias anuales, tomando en consideración lo dispuesto en el artículo 13 de esta ley.

Título VII Normas Generales. (Artículos 18, 19 y 20)


El artículo 18 indica que el Ministerio de Obras Públicas, mediante Decreto Supremo, dictado en el plazo de tres meses, contado desde la fecha de publicación de esta ley, previo informe de la Comisión Nacional de Energía, dictará el reglamento de esta ley.


El artículo 19 señala que el mayor gasto que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo al presupuesto de la DGA. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.


El artículo 20 sustituye el inciso primero del artículo 41 del Código de Aguas por el siguiente: 


“Artículo 41.- El proyecto y construcción de las modificaciones que fueren necesarias realizar en cauces naturales o artificiales, con motivo de la construcción de obras, urbanizaciones y edificaciones que puedan causar daño a la vida, salud o bienes de la población o que de alguna manera alteren el régimen de escurrimiento de las aguas, serán de responsabilidad del interesado y deberán ser aprobadas previamente por la Dirección General de Aguas de conformidad con el procedimiento establecido en el párrafo 1 del Título I del Libro Segundo del Código de Aguas. La Dirección General de Aguas determinará mediante resolución fundada cuáles son las obras y características que se encuentran en la situación anterior.”.

Disposición Transitoria


El artículo único transitorio dispone que en el plazo de 30 días, a contar de la publicación de esta ley, los Embalses y sus Operadores deberán registrarse en el Inventario Público de Obras Hidráulicas, perteneciente al Catastro Público de Aguas establecido en el artículo 122 del Código de Aguas, presentando al efecto toda la documentación que se exija de conformidad al Reglamento del Catastro Público de Aguas.

- - - - - - 

DISCUSIÓN EN GENERAL



Durante la discusión en general, vuestra Comisión escuchó al señor Ministro de Obras Públicas, don Eduardo Bitrán, quien reiteró los planteamientos contenidos en el Mensaje en relación a la utilidad de esta iniciativa legal que permitirá contar con la posibilidad de detectar en forma temprana riesgos de condiciones climáticas, especialmente de lluvias intensas que puedan incrementar en forma extraordinaria los caudales de los ríos y la adopción de medidas preventivas tendientes a impedir o al menos mitigar sus efectos perjudiciales sobre la población.



En seguida, en relación a la modificación al artículo 41 del Código de Aguas, contenida en el artículo 20 del proyecto de ley en estudio, el señor Ministro expresó que el concepto más general de esta iniciativa legal es que existe una infraestructura privada que manipula recursos hídricos y esa manipulación puede generar externalidades ambientales y mediante este proyecto de ley sólo se pretende precisar las facultades del Estado respecto de esas externalidades ambientales.


Las normas legales vigentes establecen obligaciones para aquellos que tienen represas, que en general es no botar más agua que la que ingresa, lo cual en determinadas circunstancias obligará al manejo de la entrada y salida a costo y riesgo del dueño. En el caso de las infraestructuras de canales, hay ciertas situaciones excepcionales en que el Código de Aguas establece obligaciones, sin embargo, es ambigua y a la luz de la experiencia práctica se hace necesario una mayor consideración de las externalidades que implican decisión de inversión de los canalistas.



Desde ese punto de vista, el Ejecutivo considera que la indicación presentada en la Honorable Cámara de Diputados está dentro de la ley y el hecho de que se trata de un embalse o de un canal, resulta irrelevante puesto que las decisiones en ambos tipos de infraestructura pueden generar efectos externos muy complicados, por lo tanto, existe una obligación social y un rol del Estado de velar por el cumplimiento de las obligaciones. En caso que el cumplimiento de esas obligaciones signifiquen costos adicionales existe un mecanismo de compensación establecido para los casos en que el Estado impone condiciones adicionales, por lo que, en su opinión, esta materia corresponde a las ideas matrices del proyecto de ley. 



Luego, vuestra Comisión escuchó al señor Director General de Aguas, don Rodrigo Weisner, quien inició su presentación informando que esta iniciativa legal tiene su origen en las conclusiones de la Comisión Investigadora de la Honorable Cámara de Diputados que se creó como consecuencia de los graves temporales ocurridos en el año 2006, en la VIII Región. En esa oportunidad, se constató la ausencia de una normativa que pudiera regular y fortalecer la capacidad del Ejecutivo entorno al manejo de las grandes represas, en especial de las Centrales Hidroeléctricas.



En las regiones VI, VII y VIII, en que se ubican las principales centrales, se centra la atención en el rol de los embalses y a la fecha se ha evidenciado que frente a un mismo fenómeno climático se percibe, como consecuencia del efecto del calentamiento global, que las lluvias no disminuyen en su cantidad, sin embargo, aumentan en su intensidad con lo cual llueve en forma más concentrada en un número de horas más reducido. Además, sucede que la isoterma 0 está cada vez más alta, con lo cual se producen situaciones en que ésta llega a 2.400 metros sobre el nivel del mar, lo que significa que cae lluvia en la parte más alta de los cerros y el aporte en lluvia a las cuencas es mayor. En el caso particular de la VIII Región, el aporte en lluvias significó que al subir la isoterma 0 a 2.400 metros sobre el nivel del mar, el aporte en precipitaciones y en aguas líquidas se triplicó.



Las Centrales de Ralco y Pangue han recibido el agua que se está aportando a los embalses y entregan, en general, la misma cantidad, es decir se produce un efecto neutro. Ralco,  tiene una capacidad de 1.200 millones de metros cúbicos y Pangue de 80 millones de metros cúbicos, por lo tanto, su capacidad de regulación es menor. Ambas  reciben cierta cantidad de agua y entregan la misma, de acuerdo al monitoreo de estaciones satelitales de la Dirección General de Aguas.



El Embalse Colbún absorbió en su totalidad la crecida del año 2006, con lo cual, en el momento en que se produjo la mayor cantidad de precipitaciones el Embalse no estaba entregando agua y después que terminó la crecida, comenzó en forma paulatina a soltar el agua. En cambio, la Central Rapel, en el momento peak de la crecida, soltó más agua de lo que estaba entrando al Embalse, con lo cual se produjo un agravamiento de la situación natural del río.



De esta forma, se puede señalar que frente al mismo fenómeno climático, el comportamiento es distinto en el caso de Rapel, Endesa, Colbún, Pangue y Ralco, con lo cual se demuestra que existe capacidad e infraestructura que es posible ocuparla para atenuar o aminorar las crecidas.



Esta iniciativa legal pretende ocupar la infraestructura existente y frente a ciertos pronósticos meteorológicos, como es posible preverlos en la actualidad, la empresa debe presentar un plan de contingencia que haya sido aprobado previamente por la Dirección General de Aguas en un manual de procedimiento en que se señalan los niveles de evacuación ante determinados niveles de crecidas.



Si la Dirección General de Aguas constata que las medidas que está adoptando la Empresa son muy conservadoras y con ello no se deja que los embalses puedan generar cierta capacidad de amortiguación o mitigación de la crecida se faculta a la DGA para ordenarle a la empresa que evacue en forma adicional, con la finalidad de dejar cierta capacidad de regulación. En el evento de que la empresa no acate las instrucciones de la DGA, el proyecto de ley contempla la aplicación de multas elevadas, que son un incentivo para que la empresa no incumpla las instrucciones de la autoridad y, por otro lado, otorga una herramienta eficaz a los ribereños que resultan afectados por las crecidas quienes no deberán probar la ocurrencia de una crecida mayor y que los daños que se les produjeron como consecuencia de lo anterior en un juicio ordinario, sino que se invierte el peso de la prueba. Al comprobarse que la empresa no cumplió las instrucciones de la autoridad, se establecerá que existió un incumplimiento negligente atribuible a la empresa y corresponderá a ésta probar que adoptó las medidas necesarias para resguardar la vida y bienes de las personas.



Si ante la instrucción de la autoridad de evacuar una mayor cantidad de agua el embalse no se recupera, ello significa que se produjo una pérdida de generación de energía y, por ende, un perjuicio económico y en ese caso el Estado deberá indemnizar a la empresa y si existe acuerdo la indemnización será por la cantidad que el Estado señala. De no existir acuerdo el monto de la indemnización será determinado por un árbitro mixto.



Finalmente, informó que durante el estudio de esta iniciativa legal en la Honorable Cámara de Diputados, se presentó una indicación para modificar el artículo 41 del Código de Aguas. En la actualidad, diversas ciudades del país son atravesadas por canales que actúan como conductores de aguas lluvias y con la normativa actual cualquier dueño de un canal puede abovedar el canal generando una mayor escorrentía e inundación en la ciudad.



La indicación anterior tiene por finalidad otorgar atribuciones a la DGA para que esas obras sean, a lo menos, revisadas y aprobadas por la DGA para evaluar si generan un daño, en cuyo caso, no se deberían aprobar, es decir, se entrega respuesta a un problema existente hace mucho tiempo.



En resumen, señaló que la iniciativa legal en estudio otorga respuesta a un problema existente hace mucho tiempo. Este proyecto de  ley  ha sido demandado por las personas que viven alrededor de los grandes ríos que generan inundaciones. Este texto legal resguarda, en cierta medida el patrimonio de las empresas, ya que si las empresas pudieran resultar perjudicadas en su patrimonio, se establece la correspondiente indemnización. También el proyecto acoge la preocupación que se hizo presente por la Honorable Cámara de Diputados, en la época en que se realizó la Comisión Investigadora, de los daños que ocasionaron los temporales ocurridos en el invierno del año 2006.



La institucionalidad que se pretende establecer mediante esta iniciativa legal permitirá ocupar la infraestructura existente, para mitigar o aminorar las crecidas, pero en ningún caso para evitarlas, la naturaleza tiene un límite de manejo. En aquellos casos, como ocurre en la cuenca alta del Bío Bío, en que los hechos de la parte alta tienen un impacto aguas abajo se intentará que esos embalses puedan significar una externalidad positiva al momento de evaluarse este tipo de proyectos.


Finalizadas las exposiciones anteriores la unanimidad de los señores miembros de la Comisión acordó invitar a las personas y empresas que han solicitado audiencia, antes de la discusión en particular de este proyecto de ley. 


En seguida, vuestra Comisión sometió a votación la idea de legislar.



El Honorable Senador señor Romero señaló que aún cuando existe una experiencia que avala la presentación de esta iniciativa legal, es necesario conocer la opinión de los actores involucrados en esta situación, como asimismo, de los usuarios de los embalses, de los vecinos y ribereños de los lugares en que ocurren estas inundaciones.



En seguida, informó que conoció un Informe en Derecho del Profesor de Derecho Constitucional, señor Francisco Zúñiga, cuya copia entregó a todos los integrantes de esta Comisión, que plantea diversas inconsistencias de este proyecto de ley, como es la situación que se produciría con la aplicación de la Teoría de la Imprevisión ante la existencia de un sistema de resolución de las controversias mediante un arbitraje de derecho, con lo cual dicha Teoría pierde importancia.



Como consecuencia de lo anterior se abstuvo y solicitó que durante la discusión, en particular, de esta iniciativa legal se analicen con mucha precisión diversas situaciones que pudieran presentarse en la aplicación práctica de esta ley, ya que en caso de no detectarse en su análisis teórico podría resultar una legislación con vacíos legales o que sus alcances no sean los convenientes.



El Honorable Senador señor Pérez recordó que este proyecto de ley tiene su origen en las consecuencias de los temporales ocurridos en el invierno del año 2006, en las zonas en que están ubicadas las Centrales Ralco y Pangue, por lo tanto, todo lo que contribuya a establecer una institucionalidad que permita realizar acciones preventivas que aminoren las consecuencias de los temporales son positivas. 



No obstante lo anterior, expresó que en esa oportunidad se informó por parte de las autoridades del Ejecutivo y del Ministerio de Obras Públicas, que las centrales no tuvieron ninguna injerencia en los daños provocados por el temporal. Luego, no se entiende la razón por la cual es necesario establecer una legislación que impone a las centrales determinadas obligaciones debiendo explicarse esta contradicción, que fue una postura pública del Gobierno y que se expresó ante los Tribunales de Justicia de Hualqui y en Los Ángeles.



Asimismo, señaló que en una sesión especial del Senado, que se realizó para analizar esta materia, se informó por parte de los especialistas que los efectos del temporal, igualmente, habrían ocurrido aún cuando no existieran las Centrales Ralco y Pangue y éstas sólo habrían generado una situación de impacto mayor por la forma de abrir las compuertas.



Finalmente, anunció su voto a favor de esta iniciativa legal para contar con una institucionalidad que permita aminorar, prever y realizar una acción anterior para el manejo de estos desbordes, sin perjuicio de solicitar al Ejecutivo el retiro de la “suma” urgencia para tramitar este proyecto de ley y poder, de esta forma, en la discusión en particular, escuchar los planteamientos de los interesados en esta materia y presentar las indicaciones para contar con un procedimiento adecuado para el manejo de estas situaciones y evitar un daño para la generación de energía.



El Honorable Senador señor Letelier anunció su voto a favor de este proyecto de ley, no obstante, manifestó su preocupación por una indicación presentada en la Honorable Cámara de Diputados relativa al abovedamiento de los canales, haciendo presente que esa materia sería ajena a las ideas matrices del proyecto sin perjuicio de reconocer la importancia de legislar sobre esa materia en un texto legal separado.



A continuación, solicitó el retiro de la “suma” urgencia para la tramitación de esta iniciativa legal para poder contar con el tiempo necesario, durante la discusión en particular, para escuchar los planteamientos de los usuarios y presentar indicaciones para perfeccionar el texto del proyecto de ley. 



El Honorable Senador señor Sabag anunció su voto favorable a este proyecto de ley puesto que se han producido graves daños e inundaciones en la VIII Región, principalmente en Los Ángeles y Hualqui, como consecuencia de la apertura de las compuertas de las Centrales Ralco y Pangue. Señaló que siempre los representantes del Ministerio de Obras Públicas han informado que las inundaciones no tienen ninguna relación con las Centrales, no obstante, cuando se abren las compuertas Hualqui, se inunda. 



Luego, resaltó la importancia de la iniciativa legal en estudio, puesto que permitirá adoptar las medidas necesarias con la debida anticipación y poder evitar los graves daños que se producen.



El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Kuschel, anunció su voto a favor de esta iniciativa legal, haciendo presente la conveniencia de contar con un instrumento que permita adoptar medidas preventivas, para evitar o mitigar los efectos perjudiciales sobre la población, derivados del incremento, en forma extraordinaria, de los caudales de los ríos.


Asimismo, solicitó el retiro de la “suma” urgencia antes de la discusión en particular de esta iniciativa legal, de manera de contar con el tiempo necesario para un completo estudio de esta materia y conocer la opinión de los diferentes actores involucrados.



- Sometida a votación la idea de legislar, vuestra Comisión procedió a aprobarlo en general, por 4 votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Pérez y Sabag. Se abstuvo el Honorable Senador señor Romero.  

- - - - - -


En consecuencia, vuestra Comisión de Obras Públicas, os recomienda que aprobéis, en general, el proyecto de ley en informe, cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1°.- La presente ley regula la operación de los embalses de control ante la crecida inminente de caudales de agua que, por su magnitud o por su cercanía a lugares habitados, pongan en peligro la vida, salud o bienes de la población, junto con otros derechos y obligaciones que indica.


Artículo 2°.- Para todos los efectos de esta ley, se entenderá por:


a) Crecida: aumento significativo de los caudales de los cauces que puede provocar su desborde.


b) Embalse: es toda obra que tenga un muro por sobre el nivel del terreno y que acopie aguas.


c) Embalse de Control: es todo embalse que contribuya a la regulación de las crecidas, declarado como tal por la Dirección General de Aguas, en adelante DGA.


d) Emergencia: grave alteración de las condiciones de vida de un colectivo social determinado, que pueda dañar los bienes físicos o ambiente, provocado por un fenómeno natural o acción humana, voluntaria o involuntaria, susceptible de ser controlado con los medios previstos en el territorio, espacio o colectivo social afectado.


e) Estado de alerta de crecidas: conjunto de disposiciones, medidas y acciones destinadas a establecer un estado de vigilancia sobre las condiciones y situaciones de riesgo, que se activan por la autoridad correspondiente para prevenir, mitigar o mejor controlar y reducir los impactos de emergencias, producto del aumento significativo, actual o futuro, de los caudales de los cauces que puede provocar su desborde.


f) Manual de operación: conjunto de normas técnicas que regulan la operación de cada embalse de control, elaboradas por el operador y autorizadas por la DGA, conforme al procedimiento que establezca el reglamento.


g) Operación de control: procedimiento regulado en las normas legales, reglamentarias y en el respectivo manual de operación, mediante el cual el embalse de control deberá ajustar sus actuaciones en estados de alertas de crecidas.


h) Operador: toda persona natural o jurídica, de derecho público o privado, que bajo cualquier título administre un embalse.


i) Plan de contingencia: procedimientos operativos específicos de coordinación, movilización y respuesta, que el operador de un embalse de control deberá implementar ante la declaración del estado de alerta de crecidas, que estarán comprendidos en el respectivo Manual de Operación.


j) Reglamento: el dictado para la ejecución de esta ley, conforme a su artículo 18.


Artículo 3°.- Todo embalse y su respectivo operador, deberán registrarse en el Inventario Público de Obras Hidráulicas perteneciente al Catastro Público de Aguas, establecido en el artículo 122 del Código de Aguas. El registro deberá solicitarse a la DGA, dentro del plazo de 10 días, contado desde la notificación de la resolución que aprueba las obras a que se refiere el artículo 294 del Código de Aguas y, respecto de las demás obras, desde que comience el acopio de aguas.


Una vez registrado un embalse y su operador en el Inventario Público de Obras Hidráulicas, la DGA calificará mediante resolución, si corresponde a un embalse de control. Para esta calificación, se entenderá que un embalse cumple una función de control cuando permite regular las crecidas de los caudales de agua, con el objeto de evitar o mitigar las situaciones de peligro para la vida, la salud o los bienes de la población.

TÍTULO II

OBLIGACIONES DE LOS OPERADORES DE EMBALSES DE CONTROL


Artículo 4°.- Los operadores de embalses de control deberán instalar y mantener sistemas de monitoreo de sus caudales de afluentes y efluentes, según los estándares establecidos por la DGA para la construcción y operación de estaciones de redes hidrométricas. Dichos sistemas deberán, a lo menos, medir caudales y niveles de cotas, realizar pronósticos de caudales y generar sistemas normalizados de avisos y alertas; sin perjuicio de los requerimientos específicos que para cada caso la DGA determine, en la resolución en que se califique al respectivo embalse como de control, conforme al inciso segundo del artículo 3°. 


En caso que exista incumplimiento de la obligación señalada en el inciso anterior, la DGA pondrá los antecedentes en conocimiento del Juez de Letras respectivo, quien podrá imponer una multa a beneficio fiscal, a modo de apremio, desde 50 hasta 1.000 unidades tributarias anuales. En caso de reincidencia, el juez reiterará el apremio, tantas veces como sea necesario, hasta que se dé pleno cumplimiento a la resolución referida en el inciso precedente.


Artículo 5°.- Los operadores de los embalses de control deberán informar, diariamente, a la DGA los registros de los sistemas de monitoreo. Dicha información será de libre acceso público. 


Artículo 6°.- Desde la fecha en que la DGA dicte la resolución señalada en el inciso segundo del artículo 3°, los operadores de los embalses de control tendrán un plazo de 90 días para presentar su respectivo manual de operación. La DGA lo aprobará u observará, indicando las enmiendas pertinentes para su aprobación, las que deberán efectuarse dentro del plazo de 20 días, contados desde la fecha de su notificación. En caso de no presentar el manual de operación o de no efectuar las enmiendas indicadas por la DGA de conformidad con el inciso anterior, el operador será sancionado conforme al procedimiento del Título V de la presente ley, con una multa a beneficio fiscal, desde 30 hasta 300 unidades tributarias anuales.


El reglamento establecerá el contenido mínimo del manual de operación.

TÍTULO III

DE LA DECLARACIÓN DE ESTADO DE ALERTA DE CRECIDAS


Artículo 7°.- La Dirección Meteorológica de Chile (DMC), deberá informar diariamente a la DGA y a la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio de Interior (ONEMI), los pronósticos meteorológicos que dicha Dirección confeccione, así como también toda información relevante e inherente a eventos meteorológicos significativos.


Artículo 8°.- La ONEMI, considerando todos los antecedentes del caso, tales como precipitaciones, deshielos, caudales, período del año y características de los embalses de control, declarará, mediante resolución fundada, el estado de alerta de crecidas, en el nivel correspondiente al riesgo evaluado, para una determinada zona geográfica del país. Dicha resolución no admitirá recurso administrativo alguno.


Artículo 9°.- La declaración del estado de alerta de crecidas para una determinada zona del país, deberá ser notificada por la ONEMI al Intendente respectivo, a la o las municipalidades respectivas, a la Comisión Nacional de Energía, a la DGA, al Centro de Despacho Económico de Carga del Sistema Interconectado Central (CDEC-SIC), a la Dirección de Obras Hidráulicas y a los operadores involucrados, en la forma y oportunidad que establezca el Reglamento.


Artículo 10.- Decretado el estado de alerta de crecidas la DGA podrá ordenar, de manera fundada, nuevas medidas además de las ya autorizadas en el plan de contingencia del operador, las que formarán parte integrante de dicho plan.


Las resoluciones que se dicten, en conformidad con el inciso precedente, por el Director General de Aguas, por funcionarios de su dependencia, o por quienes obren en virtud de una delegación que el primero les haga en uso de las atribuciones conferidas por la ley, serán precisa e inmediatamente cumplidas. Estas resoluciones sólo podrán ser objeto de los recursos de reconsideración y de reclamación a que se refieren los artículos 136 y 137 del Código de Aguas, y su interposición en ningún caso dará a lugar a la suspensión de su cumplimiento.


Una vez finalizado el evento de crecida, la autoridad se encontrará obligada a efectuar una cuenta pública sobre su decisión de dar inicio a los mecanismos contemplados en la presente ley, así como sobre las decisiones y medidas adoptadas durante el desarrollo del evento en cuestión y la información considerada en cada caso para su aplicación.


Artículo 11.- Si la crecida efectivamente producida fuere menor a la pronosticada, y producto del cumplimiento de las nuevas medidas dispuestas por la DGA, de conformidad con lo establecido en el inciso primero del artículo 10 de esta ley, el embalse no recuperare el nivel de aguas que tenía antes de la aplicación de tales medidas, por haber evacuado aguas, en circunstancias que estaba en condiciones de acumularlas, el Fisco deberá indemnizar al operador, siempre que éste probare un daño o perjuicio efectivo y evaluable en dinero.


La procedencia y el monto de dicha indemnización serán establecidos de común acuerdo por las partes, y a falta de éste, por un arbitro de derecho con facultades de arbitrador en cuanto al procedimiento, designado por las partes de común acuerdo o, en caso de no producirse, por la Justicia Ordinaria de conformidad a lo dispuesto en el Título IX del Código Orgánico de Tribunales.


Artículo 12.- Corresponderá a la DGA requerir del Juez a que se refiere el artículo 15 de esta ley, la aplicación de sanciones a los operadores que incumplan con las medidas de operación aprobadas u ordenadas, una vez declarado el estado de alerta de crecidas. Para este efecto, se aplicará el procedimiento contemplado en el artículo 16 de esta ley, y a los operadores responsables se les sancionará con multa a beneficio fiscal, desde 200 hasta 10.000 unidades tributarias anuales.


Artículo 13.- El juez, al momento de imponer las multas señaladas en el artículo precedente y con el objeto de determinar su cuantía, deberá considerar:


a) La gravedad de la infracción, para cuyo efecto se atenderá, principalmente, a las pérdidas de vidas humanas, lesiones a la salud o integridad física de las personas y daños a los bienes públicos y de los particulares.


b) La reincidencia.

TÍTULO IV

DE LA RESPONSABILIDAD DE LOS OPERADORES


Artículo 14.- El operador de un embalse de control deberá indemnizar los perjuicios ocasionados a terceros, si estos provinieren del incumplimiento de las normas contenidas en la presente ley, en su Reglamento, en el manual de operación o en las instrucciones impartidas por la autoridad respectiva.


Para acreditar el incumplimiento de las normas e instrucciones a que se refiere el inciso anterior, bastará con un informe emitido por la DGA que así lo declare, a requerimiento del tribunal respectivo.


Sin perjuicio de lo anterior, en lo no previsto por esta ley o por leyes especiales, se aplicarán las disposiciones del título XXXV del Libro IV del Código Civil.

TÍTULO V

DEL PROCEDIMIENTO


Artículo 15.- Será competente para conocer de las causas que se promuevan por infracción a la presente ley, con excepción de lo dispuesto en el Título III, el juez de letras en lo civil del lugar en que se encuentre el embalse de control respectivo.


Artículo 16.- Las causas a que se refiere el artículo anterior se tramitarán en conformidad al procedimiento sumario, establecido en los artículos 680 y siguientes del Código de Procedimiento Civil.


En este procedimiento, será admisible cualquier medio de prueba, además de los establecidos en el Código de Procedimiento Civil.


El juez apreciará la prueba y fundamentará su sentencia conforme a las reglas de la sana crítica.


El recurso de apelación sólo se concederá en contra de la sentencia definitiva, en el solo efecto devolutivo.


Estas causas tendrán preferencia para su vista y fallo, y en ellas no procederá su suspensión. Si la Corte estima que falta algún trámite, antecedente o diligencia, decretará su práctica como medida para mejor resolver.

TÍTULO VI

DE LA FISCALIZACIÓN


Artículo 17.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 307 del Código de Aguas, corresponderá a la DGA fiscalizar el permanente cumplimiento de las normas de operación contempladas en el manual de operación del respectivo embalse de control. En caso de incumplimiento, dicha autoridad pondrá los antecedentes en conocimiento del Juez de Letras competente, quien podrá imponer una multa a beneficio fiscal, desde 200 hasta 10.000 unidades tributarias anuales, tomando en consideración lo dispuesto en el artículo 13 de esta ley.

TÍTULO VII

NORMAS GENERALES


Artículo 18.- El Ministerio de Obras Públicas, mediante Decreto Supremo, dictado en el plazo de tres meses, contados desde la fecha de publicación de esta ley, previo informe de la Comisión Nacional de Energía, dictará el reglamento de esta ley.


Artículo 19.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo al presupuesto de la DGA. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.


Artículo 20.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 41 del Código de Aguas por el siguiente: 


“Artículo 41.- El proyecto y construcción de las modificaciones que fueren necesarias realizar en cauces naturales o artificiales, con motivo de la construcción de obras, urbanizaciones y edificaciones que puedan causar daño a la vida, salud o bienes de la población o que de alguna manera alteren el régimen de escurrimiento de las aguas, serán de responsabilidad del interesado y deberán ser aprobadas previamente por la Dirección General de Aguas de conformidad con el procedimiento establecido en el párrafo 1 del Título I del Libro Segundo del Código de Aguas. La Dirección General de Aguas determinará mediante resolución fundada cuáles son las obras y características que se encuentran en la situación anterior.”.

ARTÍCULO TRANSITORIO


Artículo único transitorio.- En el plazo de 30 días, a contar de la publicación de esta ley, los Embalses y sus Operadores deberán registrarse en el Inventario Público de Obras Hidráulicas, perteneciente al Catastro Público de Aguas establecido en el artículo 122 del Código de Aguas, presentando al efecto toda la documentación que se exija de conformidad al Reglamento del Catastro Público de Aguas.”.

- - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día 13 de noviembre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Ignacio Kuschel (Presidente), Juan Pablo Letelier, Víctor Pérez, Sergio Romero y Hosain Sabag (Mariano Ruiz-Esquide).


Sala de la Comisión, a 13 de noviembre de 2007.

(Fdo.):ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA,

Abogado Secretario
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OFICIO DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO PRESENTADO POR LOS HONORABLES SENADORES SEÑOR LETELIER, SEÑORA ALVEAR Y SEÑORES NARANJO, SABAG Y VÁSQUEZ, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA SEÑORA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA RESPALDAR LA DESIGNACIÓN DE UN REPRESENTANTE ESPECIAL DE NACIONES UNIDAS PARA EL TEMA DE LA VIOLENCIA FÍSICA HACIA LOS NIÑOS Y ADOLESCENTES

(S 1014-12)


Tengo el honor de comunicar a Vuestra Excelencia, que la Comisión de Relaciones Exteriores acordó, por unanimidad, enviar a la Sala el proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Letelier, señora Alvear y señores Naranjo, Sabag y Vásquez, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República respaldar la designación de un representante especial de Naciones Unidas para el tema de la violencia física hacia los niños y adolescentes (Boletín Nº S 1.014-12).

Al respecto, la Comisión tiene a honra comunicar a Vuestra Excelencia, que el referido proyecto de ley no le mereció objeciones, sin perjuicio de lo cual se reservan el derecho a ejercer el voto en la Sala de Sesiones.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.):Roberto Muñoz Barra, Presidente Comisión de Relaciones Exteriores.- Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES HORVATH Y SABAG CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 19.300, SOBRE BASES GENERALES DEL MEDIO AMBIENTE, CON EL FIN DE PERMITIR LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN LOS PROCESOS DE CALIFICACIÓN DE LAS DECLARACIONES DE IMPACTO AMBIENTAL

(5483-12)

El artículo 19 número 8 de la Constitución Política de la República asegura a todas las personas el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, estableciendo el deber del Estado de velar que este derecho no sea afectado y tutelar la preservación de la naturaleza. 

En tal contexto, la ley 19.300 de Bases Generales del Medio Ambiente establece en su artículo 1° que  el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, la protección del medio ambiente, la preservación de la naturaleza y la conservación del patrimonio ambiental se regularán por las disposiciones de dicho cuerpo legal, sin perjuicio de lo que otras normas legales establezcan sobre la materia.

A fin de asegurar la debida protección del medio ambiente, la ley 19.300 establece un Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, el cual es definido como aquel procedimiento a cargo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente o de la Comisión Regional respectiva, en su caso, que, en base a un Estudio o Declaración de Impacto Ambiental, determina si el impacto ambiental de una actividad o proyecto se ajusta a las normas vigentes.

De esta forma se consagran dos diversos instrumentos a partir de los cuales se puede realiza tal evaluación: Estudio de Impacto Ambiental y Declaración de Impacto Ambiental.

Como bien es sabido, ambos instrumentos no sólo difieren en cuanto a los casos que sirven de supuesto a cada uno de ellos, a su forma de elaboración y contenido, sino que además en lo relativo a la participación ciudadana  contemplada para cada caso. Es así como en la regulación establecida para las declaraciones de impacto, no existe ninguna instancia formal de participación ciudadana a diferencia de lo que sí ocurre con los Estudios de Impacto Ambiental, en los términos prescritos por el artículo 26 y siguientes de la ley 19.300.

Sobre este punto cabe precisar que al día de hoy las Comisiones Regionales o la Comisión Nacional del Medio Ambiente, en su caso, sólo están obligadas a publicar el primer día hábil de cada mes, en el Diario Oficial y en un periódico de circulación regional o nacional, según corresponda, una lista de los proyectos o actividades sujetos a Declaración de Impacto Ambiental que se hubieren presentado a tramitación en el mes inmediatamente anterior, “con el objeto de mantener debidamente informada a la ciudadanía.”  Además, en lo que concierne a las Declaraciones de Impacto Ambiental, se establece que la respectiva Comisión remitirá a las Municipalidades, en cuyo ámbito comunal se realizarán las obras o actividades que contemple el proyecto bajo evaluación, una copia del extracto o de la referida lista, “para su adecuada publicidad.”


Como se puede apreciar, nuestra legislación sólo considera en la actualidad algunas medidas de carácter meramente informativo sobre las Declaraciones de Impacto Ambiental ingresadas al Sistema de Evaluación, no contemplándose ninguna forma de participación real por parte de la comunidad en esta materia. Lo anterior ha provocado que una serie de actividades y proyectos que deben someterse al señalado Sistema de Evaluación, son aprobados o rechazados sin que exista ningún tipo de participación de la ciudadana, lo que sin duda incide en  la calidad de la decisión adoptada, al no contar con aquellos valiosos antecedentes que las personas que se puedan ver directamente afectadas por el respectivo proyecto o actividad puedan aportar a fin de permitir una evaluación completa y eficaz.

En este punto cabe destacar la importancia de establecer mecanismos efectivos de participación ciudadana en todos aquellos procesos de toma de decisión por parte de la autoridad y que afecten los intereses de la comunidad, ya que la práctica ha demostrado que elaborar y ejecutar políticas públicas que tengan un impacto directo en sus destinatarios a sus espaldas produce efectos negativos difíciles de superar, siendo el mejor ejemplo de lo anterior lo sucedido con el denominado “Transantiago”. 

Es por esto que propongo equiparar la participación ciudadana establecida para los Estudios de Impacto Ambiental a las Declaraciones, estableciendo plazos más reducidos para estas ultimas, en atención a la distinta entidad y naturaleza de los proyectos y actividad sometidos a ellas. Asimismo propongo eliminar el régimen de publicaciones mensuales con cargo a la autoridad sustituyéndolo por la publicación de un extracto a costa del titular del proyecto a actividad respectivo. Todo lo anterior debe ir aparejado con la constatación material que aquello que se declara por el titular del proyecto o actividad es real, sobre todo cuando sea denunciada su inexactitud por cualquier persona que exprese un interés en tal sentido.  


En definitiva, debemos otorgar espacios reales y efectivos a los ciudadanos para que expresen sus observaciones aquellos proyectos que afecten sustantivamente el entorno en que viven, lo que no sólo permitiría mejorar la proceso de toma de decisiones de la autoridad llamada a resolver, sino que además le otorgar mayor legitimidad a la decisión que en definitiva se adopte. 

En atención a los argumentos señalados, es que tengo el honor de presentar la siguiente:

MOCIÓN

ESTABLECE NORMAS SOBRE PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN LOS PROCESOS DE CALIFICACIÓN DE DECLARACIONES DE IMPACTO AMBIENTAL.

Artículo Único: Modifíquese la Ley 19.300, de Bases Generales del Medio Ambiente, en los siguientes términos: 

1°
En el inciso tercero de su artículo 18, reemplácese el punto ubicado a continuación de la palabra “Ambiental” por una coma, agregándose la siguiente expresión: “contados desde la fecha de la publicación establecida en el artículo 27.” 

2°
En el inciso primero de su artículo 19, agréguese después del punto ubicado a continuación de la expresión “respectiva Declaración” lo siguiente: “Se deberá efectuar la referida indagación siempre que se reciba una denuncia fundada de cualquier persona que exprese interés en cuanto que la Declaración de Impacto Ambiental sometida a evaluación es errónea, incompleta, o inexacta.”  

3°
En el inciso primero de su artículo 27, intercálese entre la palabra “Estudio” y la expresión “de Impacto Ambiental” lo siguiente: “o Declaración”.

4°
En el inciso final de su artículo 28, intercálase entre las palabras “estudio” y “presentado” la expresión “o declaración”.

5°
En el inciso primero de su artículo 29, agréguese después del punto ubicado a continuación de la palabra “extracto” la siguiente oración: “En el caso de una Declaración de Impacto Ambiental tales observaciones se podrán formular dentro del término de veinte días contados desde la fecha de la referida publicación.”

6°
En el inciso tercero de su artículo 29, intercálese entre las expresiones “observaciones” y “no hubieren” la frase “formuladas a un Estudio de Impacto Ambiental”

7°
En el inciso tercero de su artículo 29, agréguese después del punto ubicado a continuación de la expresión “la solicitud” la siguiente oración: “Si se tratare de una Declaración de Impacto Ambiental, el término para presentar el referido recurso será de cinco días desde la respectiva notificación, debiendo resolverse por la autoridad competente dentro del plazo de diez días.” 

8°
Deróguese su artículo 30.

(Fdo.):Antonio Horvath Kiss, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR ORPIS, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE SANCIONA EL COMERCIO AMBULANTE

(5486-07)

Honorable Senado: 

                                   El tema de delincuencia hoy en día es un asunto que debe preocupar y ocupar a los Legisladores, por ello todas las medidas tendientes a prevenir la concurrencia de ilícitos deben aplicarse con rigor, por esta situación resulta un dato totalmente ilustrador que el 70% de delitos en el Centro de Santiago se cometieron en la calle
, es así como se plasma que los lugares públicos o con gran cantidad de personas son altamente riesgosos, por ello  el 44.8 % de los encuestados
 siempre siente temor de ser asaltado cuando camina por el centro de 
Santiago. En el último tiempo hemos visto medidas en el centro de Santiago que han traído grandes beneficios tanto para los habitantes del centro, como para la población flotante del mismo lugar, nos referimos a la erradicación del comercio ambulante. De más está señalar los beneficios tributarios que esta disposición acarrea para todos los chilenos, pero esta medida conlleva un beneficio aún mayor, tal como lo señaló la Intendente de Santiago, doña Adriana Delpiano, los robos por sorpresa se han reducido en un 30%. Con frecuencia nos encontramos con vendedores ambulantes, para los cuales las medidas existentes no son ningún desincentivo para seguir realizando dichas ventas ilegales, por ello, la Municipalidad de Santiago dictó una Ordenanza, en la que se trata con dureza este comercio furtivo, multando no sólo a los vendedores, sino también a los compradores, pues, estos últimos no tenían ningún desincentivo para comprar en el comercio no establecido. El costo de oportunidad de los vendedores ambulantes no dice relación con las ganancias que les reporta dicha actividad, por ello resulta una actividad altamente rentable, más aún cuando los productos que se venden fueron obtenidos de hurtos u robos a comercios legales o son consecuencias de la infracción a la Ley de Propiedad Intelectual. Por otra parte, no podemos dejar de señalar que las aglomeraciones de personas que entorno a ellos se reúnen, resultan el blanco perfecto para los robos por sorpresa. Como podemos darnos cuenta, esta actividad es un caldo de cultivo de situaciones nefastas, por ello el Centro de Santiago se ha visto muy beneficiado con esta medida, sin embargo, los vendedores ambulantes han emigrado a otras comunas, por ello, es misión del Legislador regular esta situación estableciendo medidas equitativas para todos los habitantes del país.

P R O Y E C T O    D E    L E Y

ARTÍCULO ÚNICO “ Estará prohibido el comercio ambulante en cualquiera de sus formas, entiéndase por él, el no establecido o permitido, quedando excluida de esta categorías las ferias o ventas autorizadas o realizadas por motivos específicos.

 La infracción de esta norma estará castigada con una multa para el vendedor de hasta 3 UTM en beneficio fiscal, la cual será competencia del Juzgado de Policía Local  correspondiente a la Jurisdicción donde haya sido sorprendido ejerciendo el comercio clandestino. Si dicho sujeto es sorprendido más de tres veces ejerciendo el comercio furtivo será sancionado con prisión en sus grados mínimo a máximo dependiendo del valor de mercaderías con que haya sorprendido y de la cantidad de veces que haya sido requerido o formalizado por este ilícito, siendo este delito competencia del Juzgado de Garantía correspondiente. 

A su vez, quien sea sorprendido comprando en este tipo de comercio clandestino será sancionado con multas de 1 a 3 UTM, las cuales serán de competencia del Juzgado de Policía Local respectivo.”

(Fdo.):Jaime Orpis Bouchón,

Senador
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORES ROMERO, COLOMA, MUÑOZ BARRA Y SABAG, MEDIANTE EL CUAL PROPONEN QUE EL SENADO MANIFIESTE SU RECHAZO A LAS EXPRESIONES Y ACTUACIONES QUE EL SEÑOR PRESIDENTE DE VENEZUELA REALIZÓ CON OCASIÓN DE LAS SESIONES DE LA ÚLTIMA CUMBRE IBEROAMERICANA DE JEFES DE ESTADO Y DE GOBIERNO Y, ASIMISMO, REITERE LA ADHESIÓN DEL PAÍS A LAS LIBERTADES CIVILES Y POLÍTICAS EN EL CONTINENTE

(S 1020-12)

Vistos y considerando:

1º La XVII Cumbre Iberoamericana de Presidentes, que tuvo lugar entre los días 8 a 10 de noviembre recién pasados en Santiago, y que fue citada con los Jefes de Estado y de Gobierno de los 22 países miembros de la Comunidad Iberoamericana, bajo el tema “Cohesión social y políticas sociales para alcanzar sociedades más inclusivas en Iberoamérica”.

2º Que la elección de dicha agenda por Chile, país organizador, no es sino la expresión de una tarea fundamental de la democracia, que acompaña el origen de la Comunidad Iberoamericana y su posterior institucionalización en las Cumbres Iberoamericanas.

3º Que no se debe olvidar, tal como S.E. la Presidenta de la República lo manifestó recientemente, el rol y  participación del Rey de España en la evolución de este mecanismo de la Cumbre, como un factor central y esencial de su desarrollo y que merece el respeto de Chile y del resto de la Comunidad Iberoamericana. En efecto, desde los inicios de la transición española, el interés de sus gobernantes por incentivar el intercambio iberoamericano fue prioritario, aspecto manifestado reiteradamente en palabras del propio monarca español.

4º Que tampoco se debe olvidar el común denominador de las Cumbres Iberoamericanas. Ya desde la Primera Cumbre de Guadalajara en 1991, éste ha sido siempre el esfuerzo de su comunidad de naciones por construir una sociedad próspera, libre y democrática, abierta a los valores trascendentales de una comunidad solidaria y plural.

5º Que el objetivo que inspira a la Comunidad Iberoamericana desde sus albores, pretendió ser honrado por nuestro gobierno al desarrollar una agenda en torno a la cohesión social en nuestros países, intentando que esta XVII Cubre se prestigiase por la vía de los acuerdos que tengan sentido practico para sus ciudadanos.

6º Sin embargo, todo el esfuerzo por maximizar los frutos de la reciente Cumbre, han sido gravemente opacados por las actuaciones del Presidente de Venezuela, Hugo Chávez, quien desde un primer momento, reiteró sus frecuentes intervenciones en asuntos internos de otras naciones, explicitó con espíritu destructivo sus críticas hacia la convocatoria a una cohesión social en Iberoamérica, para finalmente irrumpir en la Sesión de Clausura agraviando a los más altos personeros de España con sus dichos y actuaciones, constituyéndose ellos también en un agravio para el pueblo chileno, al ensombrecer todo el esfuerzo de su gobierno por destacar y avanzar en aspectos concretos, que lleven a consolidar nuestras democracias y sociedades más justas y desarrolladas. Ello, sin considerar el haber pretendido minimizar la cita principal mediante la organización de una “Cumbre Paralela” o “de los pueblos”, en que también participó, incluyendo al Vicepresidente de Cuba y los Presidentes de Nicaragua y Bolivia.

7º Que la solidaria actitud del Vicepresidente de Cuba hacia los agravios de Chávez, confirma un eje político que simplemente impide el diálogo y el debate en altura, evidenciando nuevamente, la existencia de dos polos contrapuestos en nuestra región. 

8º Chile ha intentado por medio de su agenda en esta XVII Cumbre, compartir y discutir la experiencia de su modelo económico y político, alabado como una cualidad país en todo el mundo y basado en la inserción de Chile al mundo, la democracia y el pluralismo, por oposición a un eje rupturista y radical, que países como Venezuela y Cuba sostienen y con los que burdamente pretenden irrumpir en cuanto foro internacional existe.

9º: Que en este escenario, no cabe sino reiterar el acierto de nuestra experiencia como país, aún cuando existan discrepancias y contrastes en muchos de nuestros enfoques, la que sumada a otras democracias de Iberoamérica que abrazan los valores que han inspirado tradicionalmente a las Cumbres Iberoamericanas, intentan honestamente avanzar por un continente con mayor cohesión y desarrollo, además de cada vez más profundas convicciones libertarias, en las que prime el respeto por el diálogo de las ideas y el respeto por los derechos civiles y políticos, esquema al que desde luego se oponen los gobiernos de Venezuela y Cuba.

En vista de lo anterior:

EL SENADO DE LA REPUBLICA DE CHILE ACUERDA EXPRESAR:

“Su más claro rechazo a las expresiones y actuaciones del Presidente de Venezuela durante la última Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno de Santiago, al agraviar los propósitos de la XVII Cubre Iberoamericana, así como a la dignidad de altas autoridades huéspedes de Chile y del propio pueblo chileno, que ha visto ensombrecido el esfuerzo de los participantes de la Cumbre, por avanzar en la consolidación de nuestras democracias y sociedades.

Ello, sin perjuicio de condenar, una vez más, su intervención en los asuntos internos de Chile y reiterar nuestra adhesión a las más amplias libertades civiles y políticas en el continente.

Asimismo y producto de las actitudes que han  adoptado Cuba y Venezuela frente a los eventos recientes, se hace necesario manifestar que las señales diplomáticas dadas por esos países, sean prudentemente reflexionadas, por los alcances y significados de las mismas, a la hora de estrechar nuestras relaciones con dichos países”.

(Fdo.):Sergio Romero Pizarro, Senador.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Roberto Muñoz Barra, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.
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INFORME DE LA COMISIONES DE HACIENDA Y SALUD, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LAS LEYES 19.378 Y 20.157 Y, CONCEDE OTROS BENEFICIOS AL PERSONAL DE LA ATENCIÓN PRIMARIA DE SALUD

(5393-11)

Honorable Senado:


Vuestras Comisiones de Hacienda y Salud, unidas, tienen el honor de informaros el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, individualizado en el rubro, originado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.

- - -


A la sesión en que se debatió la iniciativa asistieron, del Ministerio de Salud, la Ministra, señora María Soledad Barría; el Jefe de la División de Atención Primaria, doctor Hugo Sánchez; la Jefa del Departamento de Relaciones Laborales de la División de Atención Primaria, señora Andrea Quiero; el asesor de la Ministra, señor Alan Mrugalski; y de la Confederación Nacional de Funcionarios de la Salud Municipalizada (CONFUSAM), su Presidente, señor Esteban Maturana.
- - -

NORMAS DE QUORUM

Los numerales 2) y 3) del artículo 1°; el inciso cuarto del artículo tercero transitorio, y el artículo sexto transitorio, son de carácter orgánico constitucional, en virtud de los artículos 38, 113, 118 y 119 de la Constitución Política de la República, en concordancia con el fallo del Tribunal Constitucional, Rol N° 204, de fecha 14 de marzo de 1995, que declaró de carácter orgánico constitucional los artículos 11 y 12 del proyecto que dio origen a la ley N° 19.378, y que el proyecto de ley en estudio propone modificar.
- - -

OBJETIVO FUNDAMENTAL DEL PROYECTO


Introducir modificaciones en las leyes N° 19.378, que establece el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, y 20.157, que concede beneficios al personal de la atención primaria de salud, con la finalidad de continuar con el mejoramiento de las condiciones de trabajo y de las remuneraciones del personal que labora en dicho tipo de establecimientos, a través del otorgamiento de bonificaciones e incentivos que contribuyan a satisfacer sus requerimientos, fortaleciendo, asimismo, los premios al desempeño colectivo de los equipos de salud que allí trabajan.

- - -

ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe, deben tenerse presentes los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- Ley N° 19.378, Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal

-Ley N° 20.157 concede beneficios al personal de la atención primaria de salud y modifica las leyes Nº 19.378 y 19.813.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

Mensaje de S.E. la Presidente de la República

En dicho documento, señala que, en primer lugar, el proyecto modifica la ley N° 19.378, Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal en varios aspectos:

Se busca dejar en claro que aquellas personas que se desempeñan para las entidades administradoras en labores directamente relacionadas con la provisión de atención primaria, aún cuando ellas no sean estrictamente asistenciales, también pertenecen a la correspondiente dotación de salud municipal. 

Enseguida, se busca que las propias entidades administradoras definan la estructura organizacional de sus establecimientos. Con la modificación que se introduce a estos artículos se recoge dicha realidad para la fijación de la correspondiente dotación. 

A continuación, concede un aumento de días de feriado al personal que se desempeña en las zonas extremas en términos similares a los que tienen los funcionarios de la administración pública.

Indica que el artículo 2° del proyecto modifica la ley N° 20.157, en sus artículos 1° y 2° transitorios, con el objeto de extender el plazo que fijó dicha ley para obtener la bonificación por retiro voluntario desde el 5 de enero de 2009 hasta el 31 de diciembre de 2010 y ampliar el cupo de funcionarios por los que se concederá un anticipo de aporte estatal para financiar dicha bonificación desde 1.119 a 2.238.

También, concede una bonificación especial a los funcionarios que laboran en las Regiones Primera, Segunda y Décimo Segunda, así como en las Provincias de Palena, Chiloé y en la comuna de Juan Fernández. Esta se pagará en cuatro cuotas durante el año según los montos que para cada caso se indica. Los impuestos a que esta bonificación de lugar, se distribuirán durante los meses del respectivo período y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales.

En cuanto a las normas transitorias del proyecto, se otorga, por una sola vez, un incremento de diez meses y medio de la indemnización de retiro que establece el artículo 1° transitorio de la ley N° 20.157, para aquellos funcionarios que dejen voluntariamente de pertenecer a una dotación de salud municipal, respecto de su total de horas contratadas, dentro de los noventa días contados desde el cumplimiento efectivo de los requisitos o desde la fecha de publicación de la ley, en su caso. Incluye entre los beneficiados, además, a quienes ya se acogieron al beneficio que concede dicho artículo de la ley Nº 20.157.

La norma dispone que quienes no invoquen este incremento en los plazos indicados, se entiende que renuncian irrevocablemente al mismo, no pudiendo exigirlo en el futuro.

Enseguida, se concede por una sola vez, un bono especial a los trabajadores de las entidades comunales que hayan dado cumplimiento a la meta de 85% de cobertura de vacunación para la tercera dosis de la vacuna pentavalente del Programa Nacional de Inmunizaciones. Este bono se pagará en dos cuotas; la primera, de $50.000, dentro de  los treinta días desde la fecha de publicación de esta ley, y la segunda, de $80.000, en el mes de marzo de 2008.

Los artículos tercero, cuarto, quinto y sexto transitorios contienen las normas necesarias para materializar el traspaso de los trabajadores que, al 1 de septiembre de 2007, se encontraban desarrollando funciones de las contempladas en el artículo N° 1 de la presente ley y estaban afectos a regímenes laborales distintos de la normativa contenida en la ley N° 19.378.

Así el artículo tercero transitorio dispone el ingreso de este personal a la dotación vigente dentro de los  noventa días siguientes a la publicación de la presente ley, en el nivel y categoría que les corresponda de acuerdo con los requisitos y la experiencia y capacitación que acrediten. Continuarán en el mismo sistema de plazo fijo o indefinido que poseían a la fecha de su ingreso. El artículo cuarto dispone la protección de las remuneraciones de quienes participen en este cambio estatutario.

El artículo séptimo dispone que en el evento que la aplicación del artículo tercero transitorio implique para la entidad administradora un mayor gasto en remuneraciones, éste será financiado con un aporte de cargo fiscal, el que financiará sólo la diferencia entre la remuneración percibida por el personal al 1 de septiembre de 2007, con los reajustes correspondientes y el valor del sueldo base más la asignación de atención primaria municipal de la categoría y nivel que ha obtenido el funcionario en una carrera referencial lineal diseñada a partir del sueldo base mínimo nacional en relación con una jornada de cuarenta y cuatro horas.

Finalmente, señala que los aportes que corresponda efectuar a las municipalidades de conformidad a este artículo, se transferirán mensualmente por los Servicios de Salud respectivos, conjuntamente con los aportes regulares para el financiamiento de los establecimientos municipales de atención primaria de salud, y se reajustarán en la misma oportunidad y porcentaje que éstos.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

La Ministra, señora Barría, realizó una exposición sobre los aspectos más relevantes del proyecto, entre los cuales destacó que se extienden los beneficios que se concedieron a través de la ley N° 20.157; que se otorga un bono a los funcionarios que se desempeñan en zonas extremas, aumentando, además, los días de feriado al que pueden acceder; se autoriza el traspaso de todos los funcionarios al régimen del Estatuto de Atención Primaria de Salud, establecido por la ley N° 19.378, y se aumenta hasta el año 2010 el plazo para acceder  al anticipo de aporte estatal para financiar la bonificación por retiro voluntario.

La Honorable Senadora señora Matthei expresó estar de acuerdo con la presente iniciativa, pero señaló que debe cambiarse el carácter de no imponibles de las bonificaciones que se establecen en el artículo 3°.

El Honorable Senador señor García indicó que, al igual como se hizo con la llamada ley ANEF, debe flexibilizarse el requisito de que la mujer jubile al cumplir los 60 años para acceder a la bonificación por retiro voluntario, para que pueda acceder a una mejor pensión.

El Honorable Senador señor Novoa sostuvo que el proyecto plantea entregar un beneficio a las funcionarias y funcionarios, al que pueden acceder voluntariamente, pero que resulta discriminatorio que la mujer tenga que jubilar 5 años antes para acceder al mismo, cuando eso conlleva una menor pensión.

La Honorable Senadora señora Matthei señaló que ha defendido la posibilidad de jubilar a los 60 años, pero que, de igual forma, ha defendido el derecho de que las mujeres obtengan las bonificaciones que entregan las leyes sin que tengan que dejar de trabajar a los 60 años, porque el hecho de mantenerse laboralmente activas 5 años más mejora hasta en un 40% las pensiones que reciben.

La Ministra, señora Barría, expresó que al Gobierno le interesa que todos los trabajadores tengan mejores jubilaciones, pero que la bonificación es un beneficio que se extiende sólo hasta el año 2010 por lo que las mujeres que cumplan ahora 60 años no alcanzarán los 65 años para esa fecha, además, reiteró que se trata de un beneficio voluntario y no obligatorio.

El Honorable Senador señor Escalona señaló que el problema se podía solucionar permitiendo que las mujeres que cumplan 60 años ahora puedan trabajar hasta el año 2010, momento en que se hará efectiva la jubilación.


La Honorable Senadora señora Matthei indicó que la mejor solución sería que las mujeres adquieran el beneficio a los 60 años y se haga efectivo al momento de cumplir 65 años, momento en el cual deberán pensionarse.

La Ministra, señora Barría, sostuvo que el problema del daño previsional no lo van a solucionar con esta ley, que lo que se trata es de conceder varios beneficios de distinto tipo, y manifestó que no podía comprometerse a entregar una solución como la requerida porque es un tema que debe decidir el Ministerio de Hacienda.

El Honorable Senador señor Bianchi manifestó valorar el acuerdo alcanzado y expresó su deseo de que los beneficios que se otorgan también alcancen a los servidores que trabajan a honorarios. 

El Honorable Senador señor García señaló que la solución del problema planteado también fue compleja cuando se tramitó la llamada ley ANEF, pero se hizo de todas formas.

El Presidente de CONFUSAM, señor Maturana, manifestó que los funcionarios que representa están muy contentos por el rápido avance del proyecto en el Congreso Nacional, que es la concreción de un acuerdo con el Gobierno para ampliar la bonificación por retito voluntario hasta el año 2010, que beneficia a todos los funcionarios sin distinguir si tienen o no daño previsional y que otorga una serie de beneficios largamente anhelados por los asociados.

El Honorable Senador señor Gazmuri expresó que lo conveniente es aprobar el proyecto ahora, porque el acuerdo del que es resultado beneficia a muchísimos funcionarios que saben que si se jubilan este año obtendrán pensiones más bajas, pero que ese hecho se ve compensado por el bono que se otorga. Lo anterior, admitiendo que lo planteado por la Honorable Senadora señora Matthei es válido y debe ser solucionado por el Gobierno en el futuro próximo.

El Honorable Senador señor Novoa manifestó que el problema planteado en las Comisiones unidas no tiene que ver con el daño previsional, sino que con una bonificación que se entrega poniendo como requisito tomarlo ahora, si se tienen 60 años, obviando que si se trabajan 2 ó 3 años más el monto que se recibirá como pensión es mayor que el beneficio otorgado.

Además, dejó constancia de que el Informe Financiero no señala el costo permanente de la iniciativa, siendo que el bono que se entrega a las zonas extremas tiene dicho carácter, por lo que debe complementarse el señalado Informe. 

Finalmente, como consecuencia del debate, la Ministra, señora Barría, comprometió el estudio, por parte de su Ministerio, de una alternativa que solucione el problema de las mujeres que deben jubilar a los 60 años.

Sometido el proyecto a votación en general, la idea de legislar resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Gazmuri, como miembro de ambas Comisiones, Girardi, Kuschel, Novoa, Ruiz-Esquide y Sabag.

FINANCIAMIENTO


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 2 de octubre de 2007, señala que la aplicación de la iniciativa legal conlleva un mayor gasto fiscal para el período 2007 a 2010 que se distribuye de la manera siguiente: para el año 2007 es de $ 1.354 millones; de $ 8.881 millones para el año 2008; de $ 11.296 millones para el año 2009, y de $ 11.383 millones para el año 2010.


El mayor gasto correspondiente a los años 2009 y 2010 incluye la ampliación de la cobertura del plan de retiro establecida en el artículo primero transitorio de la ley N° 20.157, para cuyo financiamiento está contemplado un anticipo del aporte estatal; dicho anticipo deberá ser devuelto conforme a lo señalado en el artículo segundo transitorio de la mencionada ley.


El mayor gasto que represente la aplicación del proyecto durante el año 2007, se financiará con cargo a reasignaciones de la partida presupuestaria Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no pudiere financiar con dichos recursos.


Con fecha 31 de octubre de 2007, se presentó un informe financiero complementario relativo al otorgamiento, a contar del 1 de enero de 2007, de la bonificación especial fijada para los funcionarios que laboran en las Regiones Primera, Segunda, Décimo Segunda y Décimo Quinta, así como en la Provincias de Palena, Chiloé y en la Comuna de Juan Fernández, cuyo mayor gasto estimado es de $ 882 millones para el año 2007, los que se financiarán con cargo a reasignaciones de la partida presupuestaria del Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida Tesoro Público podrá suplementar dicho presupuesto, en la parte del gasto que no pudiere financiar con dichos recursos.


En consecuencia, y de acuerdo con lo expuesto en el informe financiero, las normas de la iniciativa legal no producirán desequilibrios macroeconómicos, ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestras Comisiones de Hacienda y Salud, unidas, tienen el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.378, que establece el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal:


1) Sustitúyese el artículo 3° por el siguiente:


“Artículo 3°.- Las disposiciones de esta ley se aplicarán a todo el personal que se desempeñe en los establecimientos municipales de atención primaria de salud señalados en la letra a) del artículo anterior.


Asimismo, se aplicarán a todos los trabajadores que, perteneciendo a una entidad administradora de las que se refiere la letra b) del artículo anterior, ejecuten en forma personal y exclusiva acciones directamente relacionadas con la atención primaria de salud.  A estos efectos, se entienden como acciones directamente relacionadas con la atención primaria de salud tanto las de carácter asistencial, sea que éstas  se ejecuten en la propia entidad administradora o a través de rondas asistenciales, como aquellas que no siendo asistenciales permitan, faciliten o contribuyan a la realización de las primeras.”.


2) Intercálase en el artículo 11 una nueva letra d), pasando las actuales letras d) y e) a ser e) y f), respectivamente:


“d) la estructura organizacional definida de conformidad al artículo 56.”.


3) Sustitúyese en el artículo 12 la frase “no se ajusta a las normas señaladas en la letra c) del artículo anterior” por la siguiente: 


“no se ajusta a las normas señaladas en las letras c) y d) del artículo anterior”.


4) Intercálanse en el artículo 18 los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, pasando los actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto a ser quinto, sexto, séptimo y octavo, respectivamente.


“Los días de feriado a que se refiere el inciso precedente, se aumentarán en cinco días hábiles respecto al personal que se desempeñe y resida en las regiones primera, segunda, duodécima y décimo quinta, así como en las Provincias de Palena y Chiloé, sólo en la medida que el uso del referido derecho se efectué en una región distinta de aquella en la que se desempeña y reside o fuera del territorio nacional, circunstancias que se acreditarán de conformidad a lo que establezca el reglamento.


Tratándose del personal que se desempeñe en la comuna de Juan Fernández, los días de feriado se aumentarán en los que sean necesarios para el viaje de ida y regreso entre el continente y la isla, de conformidad a los criterios y procedimiento que al efecto fije el reglamento.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.157:


1) Sustitúyese en el inciso primero del artículo primero transitorio la frase “hasta dos años posteriores a esta última data,” por la siguiente: “hasta el 31 de diciembre de 2010,”.


2) Sustitúyese en el inciso primero del artículo segundo transitorio el guarismo “1.119” por “2.238”. 


Artículo 3°.- Concédese, a contar del 1 de enero de 2007, una bonificación especial no imponible a los trabajadores regidos por la ley Nº 19.378, que se desempeñen en la Primera, Segunda, Duodécima y Décimo Quinta Regiones, así como en las Provincias de Palena, Chiloé y en la comuna de Juan Fernández. 


Esta bonificación tendrá, los valores trimestrales que para cada zona y período se indican, de conformidad al siguiente cronograma: 

	Cobertura
	Montos Trimestrales en cada año

	
	Acontar del trimestre 2007
	A contar del 1 de enero de 2008
	A contar del 1 de enero de 2009
	A contar del 1 de enero de 2010

	Trabajadores que se desempeñen en la I, II y XV Región
	$80.982
	$107.526
	$128.763
	$150.000

	Trabajadores que se desempeñen en la XII Región y en la provincia de Palena y en la comuna de Juan Fernández
	$157.059
	$190.113
	$213.552
	$243.000

	Trabajadores que se desempeñen en provincia de Chiloé.
	$31.500
	$54.000
	$72.000
	$90.000 



La bonificación se pagará en cuatro cuotas iguales, las que vencerán el día 1 de los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. Los montos a percibir serán proporcionales al tiempo trabajado en el trimestre respectivo. 


Para determinar los impuestos a que se encuentre afecta la bonificación, se distribuirá su monto en proporción a los meses que comprenda el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales.


Los montos señalados en el inciso segundo de este artículo no estarán afectos al reajuste general de remuneraciones para los años ahí señalados, a menos que expresamente así se establezca.

La bonificación correspondiente a los trimestres completos transcurridos a la fecha de publicación de la presente ley se pagará de manera retroactiva, junto con las remuneraciones correspondientes al mes siguiente a la entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo 4°.- Prorrógase el plazo establecido en el inciso primero del artículo sexto transitorio de la ley Nº 20.157, hasta el último día del tercer mes contado desde la publicación de la presente ley.

Disposiciones transitorias


Artículo Primero.- El personal que se acoja o se haya acogido a la bonificación especial de retiro a que se refiere el artículo primero transitorio de la ley Nº 20.157, tendrá derecho, por una sola vez, a un incremento de la referida bonificación equivalente a diez meses y medio adicionales a los que conforme a esa norma le corresponda, en la medida que dejen de pertenecer voluntariamente a una dotación de salud municipal respecto del total de horas que sirven dentro de los noventa días siguientes al cumplimiento efectivo de los requisitos. Respecto a quienes a la fecha de la publicación de esta ley se hubieren acogido a la bonificación especial de retiro a que se refiere el artículo primero transitorio de la ley Nº 20.157 o tuvieren cumplidas las edades a que se refiere el inciso primero de dicho artículo, el plazo de noventa días se computará desde la data de la referida publicación. Con todo, el personal que no renuncie voluntariamente al total de horas que sirva en el período antes indicado se entenderá que renuncia irrevocablemente al incremento que trata este artículo. 


El personal que desempeñe funciones en más de un establecimiento sólo podrá incrementar su bonificación especial de retiro, de conformidad al inciso primero de este artículo, una sola vez, y hasta por un máximo de cuarenta y cuatro horas. 


Las exigencias, restricciones y modalidades previstas para el otorgamiento y pago de este beneficio quedarán sujetas a las mismas reglas establecidas en el artículo primero transitorio de la ley N° 20.157 así como en el reglamento de la referida ley, contenido en el decreto supremo Nº 47, de 2007, del Ministerio de Salud, para la bonificación por retiro voluntario. 


Artículo Segundo.- Concédese un bono, por una sola vez, al personal de atención primaria de salud municipal, regido por la ley N° 19.378, que se encontraba prestando servicios al 17 de mayo de 2007 y que continúe en servicio a la fecha del pago de la cuota respectiva, conforme a lo expresado en el inciso final de este artículo, en aquellas entidades administradoras de salud municipal que, en el año 2006, hayan dado cumplimiento a la meta de a lo menos el 85% de cobertura de vacunación para la tercera dosis de la vacuna pentavalente del Programa Nacional de Inmunizaciones, de la población dentro del territorio de competencia del Servicio de Salud con el cual tengan celebrado convenio. 


El monto del bono será de $ 130.000 (ciento treinta mil pesos) para jornadas de cuarenta y cuatro horas semanales, calculándose en forma proporcional a la jornada de trabajo por la cual esté contratado cada funcionario si esta última fuere inferior. 


En todo caso, el máximo de horas semanales para calcular el valor del bono será de cuarenta y cuatro, y los funcionarios que estén contratados por una jornada mayor o desempeñen funciones en más de un establecimiento con jornadas cuya suma sea superior a dicho máximo, sólo tendrán derecho a la bonificación correspondiente a cuarenta y cuatro horas semanales.


El bono se pagará en dos cuotas, la primera de $ 50.000 dentro de los treinta días desde la fecha de publicación de esta ley, y la segunda de $ 80.000 en el mes de marzo de 2008.


Artículo Tercero.- Traspásense, por una sola vez, a la dotación de la correspondiente entidad administradora de salud comunal el personal contratado que, al 1 de septiembre de 2007, desempeñe funciones que, de conformidad a lo dispuesto en el numeral 1) del artículo 1º de esta ley, les haga aplicable la ley N° 19.378.   Su contrato será a plazo fijo o indefinido según la naturaleza del contrato que tenían a la fecha del traspaso.


Dicho traspaso se efectuará, dentro de los noventa días siguientes a la publicación de esta ley, en el nivel y categoría que les corresponda de acuerdo con los requisitos establecidos en el artículo 13 de la ley N° 19.378, su experiencia y la capacitación que para este efecto puedan acreditar. 


Un reglamento del Ministerio de Salud que será, también, suscrito por el Ministerio de Hacienda establecerá los criterios necesarios para efectos de acreditar la capacitación que requiera el personal traspasado de conformidad con lo dispuesto en este inciso.


Para efectos de este artículo, las municipalidades del país, deberán remitir, dentro de los cuarenta y cinco dias siguientes a la publicación de esta ley, a los Servicios de Salud correspondientes, las nóminas del personal que se traspasa, así como las remuneraciones brutas percibidas por éste al 1 de septiembre de 2007.


Artículo Cuarto.- El cambio en el régimen jurídico que experimenten los trabajadores a que se refiere el artículo anterior, no podrá significar en ningún caso disminución de las remuneraciones que percibían al 1 de septiembre de 2007, con los reajustes correspondientes. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros aumentos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los funcionarios del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. 


Artículo Quinto.- El cambio del régimen jurídico que signifique la aplicación de la ley N° 19.378 respecto de los funcionarios que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, pasen a formar parte de una dotación de personal no importará término de la relación laboral para ningún efecto, incluidas las indemnizaciones por años de servicio que pudieren corresponder a tal fecha.


Los trabajadores a que se refiere el inciso anterior, que no hubieren pactado indemnización a todo evento en conformidad al artículo 164 del Código del Trabajo y que cesen en funciones por la causal establecida en la letra i) del artículo 48 de la ley N° 19.378, tendrán derecho a la indemnización respectiva, computando también el tiempo servido hasta la fecha del cambio de régimen jurídico que dispone esta ley. En ningún caso la indemnización podrá exceder de 11 meses. Si tales trabajadores hubieren pactado indemnización a todo evento de acuerdo con el artículo 164 del Código del Trabajo, tendrán derecho a conservar el sistema de indemnización pactada, la que se regirá por las normas del citado artículo 164.


La indemnización a que se refiere este artículo es incompatible con la bonificación especial de retiro a que se refiere el artículo primero transitorio de la ley N° 20.157. No obstante el personal que corresponda podrá acceder al incremento de dicha bonificación establecido en el artículo primero transitorio de esta ley en las mismas condiciones y plazos estipulados en esta norma.


Artículo Sexto.- Las municipalidades, directamente o a través de las Corporaciones respectivas, deberán destinar al financiamiento de las remuneraciones del personal que se incorpore al Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, ley N° 19.378, conforme a las disposiciones anteriores, los montos que, al 1 de septiembre de 2007, gasten por tal concepto, las que se incrementarán en los porcentajes de reajuste que se concedan a futuro al referido personal.


Artículo Séptimo.- En el evento que la aplicación del artículo tercero transitorio de esta ley ocasione para la entidad administradora un mayor gasto en remuneraciones, éste será financiado con un aporte de cargo fiscal. Con todo, este aporte financiará sólo la diferencia entre la remuneración percibida por el personal al 1 de septiembre de 2007, con los reajustes correspondientes y el valor del sueldo base más la asignación de atención primaria municipal de la categoría y nivel que ha obtenido el funcionario en una carrera referencial lineal diseñada a partir del sueldo base mínimo nacional en relación con una jornada de cuarenta y cuatro horas.


Los aportes que corresponda efectuar a las municipalidades con cargo a este artículo se transferirán mensualmente por los Servicios de Salud respectivos, conjuntamente con los aportes regulares para el financiamiento de los establecimientos municipales de atención primaria de salud, y se reajustarán en la misma oportunidad y porcentaje que éstos.


Artículo Octavo.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año, se financiará con cargo a reasignaciones de la partida presupuestaria Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no pudiere financiar con dichos recursos.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 14 de noviembre de 2007, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet, y señores José García Ruminot, Jaime Gazmuri Mujica, Guido Girardi Lavín, Carlos Kuschel Silva, Jovino Novoa Vásquez, Mariano Ruiz-Esquide Jara y Hosaín Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 14 de noviembre de 2007.

(Fdo.):Roberto Bustos Latorre,

Secretario

� De un total de 689 encuestados que transitaban por el Centro de Santiago, el 20.9%, había sido víctima de un delito en dicho lugar.  A su vez,  un 35% corresponden a hurtos, un 31% a robos por sorpresa y un 27% a robos con violencia. Adimark GFK, Ministerio Público y Fundación Paz Ciudadana. Encuesta Delincuencia en el centro de Santiago. 2006
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